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OBJETIVO 

Demostrar que la Ley de Expropiación viola la Garantía de Previa Audiencia en perjuicio del 
Particular Afectado por el Decreto de Expropiación de fecha 22 de octubre de 2001, al omitir en el 
Procedimiento Administrativo de Expropiación el cumplimiento de la formalidad esencial de Previa 
Audiencia, establecida en el artículo 14, párrafo segundo de la Constitución Politica de los Estados 
Unidos Mexicanos. Analizar el marco jurídico del Decreto de Expropiación de fecha 22 de octubre de 
2001 , considerando la Causa de Utilidad Pública aducida en la dedaración del Presidente de Jos 
Estados Unidos Mexicanos, así como Jos medíos de Defensa Legal del Particular Afectado, a fin de 
precisar su inconstitucionalidad. Determinar la motivación social del Decreto de Abrogación de fecha 
6 de agosto de 2002, cuyo résultado deja sin efectos jurídicos al Decreto de Expropiación de fecha 
22 de octubre de 2001. Razonar Ja incorporación de la Garantía de Previa Audiencia al Procedimiento 
Administrativo de Expropiación , a través de reformar el artículo 27, fracción VI, párrafos segundo y 
tercero de la Constitución Política de Jos Estados Unidos Mexicanos, y la Ley de Expropiación. 
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INTRODUCCIÓN. 

La existencia de la organización jurídica, política y social, denominada Estado, se manifiesta a 
través de un gran número de actividades realizadas con diversos propósitos. En todo Estado, la 
rectoría de las actividades está regulada por el Derecho que las encomienda a díferentes órganos, 
respondiendo a planes y programas dirigidos a la consecución de fines específicos. En este afán, el 
Estado utiliza diversos mecanismos que van desde la estructuración de las normas jurídicas hasta la 
ejecución de actos jurídicos determinados. AJ surgir a la vida jurídica internacional, el Estado 
Mexicano ha desarrollado con fibertad las facultades propias de un ente soberano, sin embargo, no 
ha permanecido exento de cometer algunos errores involuntarios de carácter legal, dada la muy 
amplia cantidad de procedimientos jurídicos que existen en el Derecho Mexicano; tal como el 
procedimiento administrativo de expropiación, que viola la Garantía de Previa Audiencia. 

El lunes 22 de octubre de 2001 , el gobierno federal, por conducto de la Secretaria de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales publícó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se 
declara de utilidad pública la ampliación de los límites del actual Vaso del Lago de Texcoco, y se 
expropian a favor de sí mismo, predios lotificados ubicados en el poblado de San Martín, municipio de 
Texcoco, Estado de México. Asimismo, el gobierno federal, por conducto de la Secretaria de la 
Reforma Agraria publicó en et Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se expropian por 
causa de utilidad pública superficies de temporal de uso común e individual a favor de la Secretaria 
de Comunicaciones y Transportes, terrenos agrícolas ubicados en los ejidos de Chimatauacán, 
municipio de Chlmalhuacán; San Salvador Ateneo, Santa lsabe.l lxtapan y Nexquipayac, municipio de 
Ateneo; y San Martln y Santiago Cuautlalpan, municipio de Texcoco, Estado de México. 

Dichas poblaciones tuvieron serias dificultades para revertir esta decisión debido a la forma en 
que tradicionalmente ha sido interpretada la normalividad que regula al procedimiento administrativo 
de expropiación, sin embargo, el fenómeno social que prosiguió al despojo de predios agricolas 
inmensos, permitió advertir el trasfondo de injusticia que se hallaba escondido en lo que parecia un 
problema más, de signo polltico. El propio Decreto setlaló en su texto que estas comunidades son en 
su mayoría agrícolas, formadas por casas de tabicón y rodeadas de tierra que utiizan los lugaretlos 
para la siembra de semillas. Desde el principio, la población expresó un abierto rechazo al Deaeto 
expropiatorio, negándose a la entrega de sus viviendas y parcelas, ya que éstas representan todo su 
patrimonio, heredado de generación en generación durante siglos; aceptar éste mandato injustíficado 
y caprichoso hubiera representado condenar a ta desparición a pueblos enteros. 

El repudio social a esta arbitrariedad tuvo su mayor bastión en la fragilidad del argumento que 
esgrimía el gobierno federal; surgieron razonables dudas que pendían como espadas sobre la 
supuesta causa de utilidad pública alegada por el Ejecutivo Federal, principio de este penoso trance; 
y es que bastaba con revisar la endeble premisa que utilizó en toda esta polémica. El planteamiento 
se redujo a setiatar ta imaginaria necesidad de crear un nuevo aeropuerto íntemacionat que deberla 
contar con seis pistas de aterrizaje, siguiendo parámetros cosmopolitas, y de las cuales tres podrían 
operar simultáneamente. Eso era todo, la rara idea de sustituir por defectuoso al actual aeropuerto 
internacional de la ciudad de México. Las protestas púbicas contra este peregrino proyecto fueron 
incontables porque, de acuerdo con diversos estudios técnicos, bien podia rehabilitarse el aeropuerto 
actual y aún con inversión menor a la programada para construir el aeropuerto nuevo. 

Respecto a la indemnización que establece el articulo 27, párrafo segundo de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, bastaría con recordar ta dura experiencia que padecieron 
los particulares afectados por el procedimiento administrativo de expropiación, consumado por et 
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Ejecutivo Federal para la construcción del actual aeropuerto Internacional de la ciudad de México, a 
las que nunca se les hizo pago alguno. Con estos antecedentes. la noción acerca del destino que les 
esperaba a los campesinos de Chimalhuacán. Ateneo y Texcoco. era muy imprecisa: hasta hubo 
quienes estuvieron a punto de abandonar sus predios agricolas sin dinero ni lugar a dónde ir. No 
obstante. algunas agrupaciones sociales de San Salvador Ateneo retomaron politicamente la causa y 
lograron, después de violentos enfrentamientos con las tuerzas del orden público. obligar al Ejecutivo 
Federal a derribar el Decreto expropiatorio. 

A pesar de que el martes 6 de agosto de 2002, el gobierno federal, de manera directa publicó 
en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se abroga, de manera total, lisa y llana, el 
decreto de fecila 21 de octubre de 2001 , publicado el 22 de octubre de 2001 y mediante el cual se 
expropiaron diversas superficies: la opinión de desacuerdo por la notoria inconslitucionalidad en el 
procedimiento administrativo de expropiación vigente. ha permanecido. Los campesinos del Estado 
de Méxieo consideraron en su momento, que el Ejecutivo Estatal los había entregado desprotegidos 
ante el embate voraz del gobierno federal, pensaron que quizá hubo modo de Impedir lo ocurrido, sin 
embargo, no es verdad. La Ley de Expropiación, tal como se encuentra redactada por ahora, omite la 
Garantía de Previa Audiencia a favor del particular afectado, establecida por el articulo 14, párrafo 
segundo de la Constitucíón Politica de los Estados Unídos Mexicanos. 

En efecto, el procedimiento administrativo de expropiación se constrille a cubrir los requisitos 
de forma que Indica el articulo 27, fracción VI, párrafo segundo de la Constitución Politica de los 
Estados Unidos Mexicanos, sellalando que será la autoridad administrativa la que hará la declaratoria 
de utilidad pública para iniciar el trámite exproplatorio, asi como a cumplir el mandato que establece al 
ordenar que el exceso de valor o el demérito que haya tenido la propiedad particular por las mejoras 
o deterioros ocurridos con posterioridad a la fecha de la asignación del valor fiscal, sera lo único que 
deberá quedar sujeto a juicio pericial; pero sin referirse nunca a la Garantia de Previa Audiencia del 
particular afectado, ni advertir la Intervención de la autoridad judicial. Por esta razón, la autoridad 
legislativa tiene la obligación de modificar la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos y 
la Ley de Expropiacíón para pennitir la controversia judicial. 

Lo ocurrido en el Estado de México significa un valioso precedente juridico para el resto de los 
Estados; el resultado obtenido es el umbral de proyectos de reforma a la legislación reguladora del 
procedimiento administrativo de expropiación. El correcto análisis de los acontecimientos permitirá 
vislumbrar la necesidad de cambios de fondo que requieren la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y la Ley de Expropiación, a fin de restaurar la justicia. Es cierto, el articulo 27. 
párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que la 
propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional. 
corresponde originariamente a la Nacíón; pero no hay que olvidar que cuando el Estado afecta el 
Derecho de propiedad del particular, precisa de una justa causa de utilidad pública. la que primero 
deberá quedar plenamente demostrada. 
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CAPITULO UNO 

RÉGIMEN PATRIMONIAL DEL ESTADO. 

Evolución Histórica del Estado. 

La evolución del Estado como realidad humana, a través de la historia. no ha correspondido 
siempre con las particularidades que le señaló la sociología. debido a que el Estado no se desarrolló 
como una figura estática, ni sus elementos han sido los mismos en el transcurso del tiempo. Desde la 
más remota antigüedad se ha conocido al hombre agrupado, colonizando frente a la naturaleza, a 
través de grupos primitivos, en los cuales, siempre hubo cierta organización y ciertos principios de 
orden. La genealogía registra en Egipto la primera formación social. en Grecia el surgimiento de la 
polis, y en Roma el desarrollo de la ciudad, la república y el imperio; el Estado como agrupación 
humana asentada en un tenitorio con orden legal, actividades colectivas y fines determinados 
apareció en las postrimerías de la Edad Media. Europa fue el crisol del Estado Moderno, que instituyó 
las peculiaridades con que actualmente se le "concibe. 

Las.características del Estado Moderno, obedecen a condiciones que afectan su estructura; 
tales como la concentración del poder central frente a las demás asociaciones humanas y la disputa 
por dominar dicho régimen absoluto. La lucha que se desarroAó durante la Edad Media entre el poder 
de los reyes, el poder del clero, el poder de los feudales y el poder de las ciudades, a través de una 
serie de batallas, armadas e ideológicas, culminaron con la paz de Weslfalia. Surgió así el principio 
del Estado soberano con facultades para imponer su régimen jurldico interno y para establecer la 
política externa que le corresponda. Posteriormente, la era de los descubrimientos geográficos, la 
imprenta, las nuevas concepciones filosóficas y la revolución protestante, también influyeron en el 
concepto del Estado, para definit1o como la realidad social a la que corresponde una realidad juridíca, 
con caracterfsticas especificas. 

-3200. Egipto. 
Peñodo Predinbtico. 
Espacio de tiempo ancestral que comprende el surgimiento, hacia el fmal del periodo geerzíense, de una fuerza 
polltica dominante convertida en el elemento de consolídación del primer reino uníficado del antiguo Egipto. El 
jerogllfico más antiguo que se conoce data del siglo XXXII antes de Cristo; pronto los nombres de los soberanos 
empezaron a aparecer en tos monumentos. Tras la conclusión del reinado de Narmer, siguieron la 1 Oinastla y la 11 
Dinastía, con al menos diecisiete reyes. Algunas de las grandes estructuras funerarias. predecesoras de las 
pirámides, se construyeron en Sakkara y Abidos durante esta época. 

-753. Roma. 
Ciudad. 
Roma fue fundada por Rómulo y Remo, según algunas versiones legendarias en el siglo VIII antes de Cristo. 
Aunque las pruebas arqueológicas indican que existió vida humana en este lugar con a.nterioridad, un extenso 
asentamíento humano bien podría datar de esta fecha. Se han encontrado en la colina Palatina indicios de una 
aldea de la edad del hierro, de mediados del siglo VIII antes de Cristo. La le)'enda del rapto de las sabinas y la 
consiguiente fusión de romanos y sabinos también se apoya en restos arqueológicos constatados. La antigua 
Roma era un reíno basado en dos estamentos, los patricios y los plebeyos, que carecían de Derechos civiles y 
políticos. El Senado, o Consejo de Ancianos. elegía a tos monarcas y lirmaba su poder. 

-638. Grecia. 
Polis. 
Estado autónomo constituido por una ciudad y un peque/lo territorio. Entre los siglos VIII y VI antes de Cristo, 
Atenas y Esparta se habían convertido en las dos ciudades hegemónicas de Grecia. Cada uno de estos grandes 
Estados absort>íó a sus débiles vecinos en una liga o confederad6n dirigida bajo su control. Esparta, Estado 
militarizado y aristocrático, estableció su poder a partir de conquistas y gobernó sus Estados súbditos con un 
control muy estricto. La unificación del Ática, por el contrario, se realizó de forma pacifica y de mutuo acuerdo bajo 
la dirección de Atenas; se otorgó la ciudadanía ateniense a los habitantes de las peque/las ciudades. Los nobles, 
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o eupátridas, abolíeron la monarquía hereditaria y gobernaron Atenas hasta mediados del siglo VI antes de Cristo. 
Los eupátridas retuvieron autoridad plena gracias a su poder supremo para disponer de la justicia, a menudo de 
forma arb~raria. 

24 de ociubre de 1648. Westfalía. 
Estado Soberano. 
Antigua provincia prusiana, que en la actualidad forma parte del Estado alemán de Renania del Norte-Weslfalia. 
La capital histórica es Münster, otras ciudades importantes son Oortmund, Bochum. Brielefeld y Osnabrück. Su 
nombre, Westfalia, hacía originalmente referencia a una de las tres divisiones de los sajones. En el siglo XII, 
Weslfalía estuvo bajo el poder de los arzobi$pos de Colonia, como ducado de Westfalia, este ducado junto a los 
territorios de Hesse, Hannover, Brunswick y Sajonia fue convertido por Napoleón Bonaparte en el Reíno de 
Westfalía, que fue concedido a su hermano pequeño, Jerónimo Bonaparte; fue incorporado en la Confederación 
del Rin. Tras los fracasos militares de Napoleón, el reino se disolvió y el Congreso de Víena asignó Westtalia a 
Prusia. La Paz de Westfalia se produjo después de haberse firmado los tratados de Münster y Osnabrück, 
poniendo fin a la guerra de los Treinta Años. 

Estado. Concepto. 

La ciencia del Derecho Administrativo investiga un tema especifico del Estado, denominado 
Administración Pública; la porción trascendente de esta materia es la actividad administrativa, por lo 
tanto, para ubicar a la Administración Pública dentro del todo social, hay que estudiar antes al Estado 
en el contexto de la teoría política, sea en forma sinóptica. Estado es la or9anización política 
soberana de una sociedad humana establecida en un tenitorio determinado, bajo un régimen jurídico, 
con independencia y autodetenninación, con órganos de gobierno y de Administración que persiguen 
determinados fines mediante actividades conaetas. En consecuencia, es una reaidad social que 
tiene necesariamente una realidad jurídica expresada en su capacidad para ser sujetos de Derechos 
y de obligaciones: tales como la soberanía, la defensa del tenitorio, la organización estructural y la 
Administración de órganos de gobierno. 

El Estado es la organización con funcionamiento social que para cumplir sus fries debe antes 
proteger su propia existencia a través de estructuras de defensa interna y de defensa externa, 
determinando el orden jurídico y 1a·s bases para establecer relaciones con otros miembros de la 
comunidad internacional. Para conocer la naturaleza jurídica del Estado, es preciso determinar cuales · 
son los elementos que lo componen y las características que tienen; evidentemente el Estado es el 
ser más complejo de cuantos existen en la tierra, integrado por principios que a su vez están 
formados de una múltiple variedad de seres con características propias y perfectamente definidas. En 
tales condiciones es necesario conocer las circunstancias objetivas de los elementos que lo integran, 
recuniendo inclusive a la ontologla para comprenderlos; recientemente, el estudio del Estado fue 
robustecido a la luz de la teorfa del Estado. 

En relación con el Estado, Miguel Acosta establece: "Es la organización política soberana de 
una sociedad humana establecida en un tenitorio determinado, bajo un régimen jurídico. con 
independencia y autodeterminación, con órganos de gobierno y de administración que persiguen 
determinados fines mediante actividades concretas. En consecuencia considero que siendo una 
reaUdad social, el Estado tiene necesariamente una realidad jurídica que se expresa en su capacidad 
para ser sujeto de derechos y obligaciones, que van desde los derechos fundamentales de los 
Estados. consistentes en ser soberanos, defender su tenitorio, su estructura como Estado y sus 
órganos de gobierno, establecer su sistema monetario, su sistema lributario, sus estructuras de 
defensa interna y externa, su orden jurídico y las bases para su desarrollo, así como establecer 
relaciones con otros miembros de la comunidad intemacionar.1 

1 Aoosla Romero, Miguel. TEORIA GENERAL DEL OERECttO ADMINISTRATIVO PRIMER CURSO. Pooüa. M~. 1996. Pagina 60. 
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Jeflinek Georg. 
Teoría de los Derechos Püblicos Subjetivos. 
Por razón de su pertenencia al Estado, et Individuo se encuentra inmerso en una pluralidad de estados que son 
consecuencia de su subordinación; asl entonces, el ciudadano se encuentra en el status subiectionis. estado 
pasivo, que conlleva una serie de deberes rrente a la sociedad 

Estado. 
Stato. Stare. Status. 
Situación de permanencia, orden permanente, que no cambia de pos1c1on. Denominación que reciben las 
entidades politicas soberanas sobre un determinado territorio, su conjunto de organizaciones de gobierno y, por 
extensión, su propio territorio. La característica distintiva del Estado moderno es la soberanía, reconocimiento 
erectivo, tanto dentro del propio Estado como por parte de los demás, de que su autoridad gubernativa es 
suprema. 

Filosofía del Estado. 
Ontológico Ideal. Esencia psiquica que anafrza los tipos rundamentales de entidades que componen el universo 
con existencia en el tiempo, pero no en el espacio. 
Ontológico Real. Esencia física que se centra en la naturaleza de la realidad ültma con existencia en el tiempo y 
en el espacio. 

Teoría del Estado. 
El Estado surge como consecuencia de 11!1 relación existente entre conceptos sociales opuestos y su derivación en 
el reparto de las relaciones jurídicas y políticas, denominada autoridad del poder. 

Personalidad Juridica del Estado. 

La personalidad juñdica del Estado surge en actuación paralela al ente social, es decir, al 
constituirse el Estado independiente, soberano, y autodetenninado, aparecen de Inmediato los 
Derechos y las obligaciones que le son propios, por lo tanto, desde ese momento llene personalidad 
jurfdica plena, en oposición a cualquier otra creación abstracta del Derecho. El Estado Mexicano 
soberano surgió a la vida polltica y jurfdica en tiempos próximos y ha pennanecido como tal en la 
actual Constitución Polllica de los Estados Unidos MeX1canos, al margen de las fonnas de Estado y 
de Gobierno que durante ese lapso haya tenido. La concepción de Estado como persona jurfdica, 
cuya actuación es la manifestación de un poder que el pueblo le ha otorgado, a la vez que se somete 
al Derecho, ha dado lugar a diversas teorfas que tratan de explicar esta dualidad, como órgano 
político y como persona jurldica que reconoce su capacidad de Derechos y de obtigaciones. 

27 de septiembre de 1821. México. 
Estado Mexicano. 
En el Tratado de Córdoba, firmado entre Agustln de lturt>ide y el virrey O'Oonojú, se declaró la independencia del 
virreinato de Nueva Espalla, que se lam6 México. Tras la entrada de Agustín ele lturtide en la capital el 27 de 
septiembre de 1821, el pals se dividió en tres partidos. El borbónico o peninsular, de funcionarios y comerciantes 
contrarios a ta índependencia; el republicano redera!, de intelectuales y clases medias criollas: y el monárquico, de 
la aristocracia aiolla y los militares. Una Junta de Gobierno rormada por notables nombró a Agustín de lturtide 
Presidente del Consejo de Regencia , naciendo así el Estado Mexicano. 

Constitución Polilica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 39. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo -40. 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo -41, párrafo primero. 

Código Civil Federal. 
Articulo 25. 
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Ordenamiento Jurídico Administrativo del Estado. 

El ordenamiento jurídico administrativo forma parte del sistema jurídico general del Estado, el 
cual está constituido por las normas jurídicas y los principios relativos a la Administración , tanto en su 
aspecto orgánico como en su aspecto material. La expresión ordenamiento jurídico equivale en la 
doctrina al Derecho Positivo de la entidad que lo apUca, por lo que. el ordenamiento jurldico 
administrativo es el conjunto de facultades administrativas que corresponden a la autoridad relativa 
del Estado. Doctrinalmente, el ordenamiento jurídico administrativo está integrado por la totalidad de 
normas juridicas primarias que crean, otorgan o regulan el poder administrativo. Por otra parte, para 
la consecución de sus fines, el Estado requiere que tal ordenamiento jurídico administrativo sea 
eficaz en la organización y la actuación de sus aparatos de gobierno; a la organización del Estado se 
le denomina Administración, con el denominador de Pública por la entidad que las comprende. 

De lo anterior se infiere que, la Administración Pública es el cúmulo de órganos que forman la 
estructura del Estado, cuyo total está vinculado linealmente al ordenamiento jurídico administrativo 
que rige cualquiera de StJS actividades relacionadas al Derecho Administrativo. Para identificar, 
conforme a la clasificación vigente, la ubicación del ordenamiento jurídico administrativo en el enorme 
marco legal del Estado, es ineludible recunir a diversas normalizaciones de carácter administrativo, 
pero incluidas en leyes civiles, leyes men::antiles, leyes laborales y leyes de minería, asimismo, en 
prtncípios generales de Derecho y en principios de Derecho Administrativo. 

En relación con el Ordenamiento Jurfdico Administrativo del Estado, Luis DelgadiHo establece: 
"Los elementos Integrantes del ordenamiento juridico administrativo son todas aquellas nom1as y 
principios juridicos que integran nuestro derecho administrativo, los cuales se encuentran 
estructurados de una manera unitaria y dentro de un orden jefárquioo, de tal manera que constituyen 
una universalidad que debe ser aplicada en su totalidad en cada caso, siguiendo el principio de la 
jerarquia normativa, es decir, que la Administración debe resolver las cuestiones administrativas 
aplicando ta tota.lidad de las normas y principios jurídicos y no sólo algunas".2 

Boquera José. 
Ordenamiento Jurídico. 
El ordenamiento jurídico general está codificado en ordena.mientas jurídicos parciales; tales como el ordenamiento 
jurídico civil, el ordenamiento jurídico penal y el ordenamiento jurídico administrativo. 

Adminislrad6n Pública. 
Organización dispuesta a la gestión de los servicios y a la ejecución de las leyes en la esfera política del Poder 
Ejecutivo, con independencia del Poder Legislativo y del Poder Judicial. 

Derecho Positivo. 
Conjunto de principios y nonnas, expresivos de una idea de justicia y de orden, que regulan las relaciones 
humanas en toda sociedad y cuya observancia puede ser impuesta de manera coactiva. 

Ordenamiento Jurídico Administrativo. 
B Defecho considerado como conjunto sistemático de todas las normas administrativas y no como nonna singular· 
o grupo de ellas. 

Actividad del Estado. 

Puesto que constituye el primer producto de la creación humana, la sociedad es el centro de 
la existencia para el Estado. La sociedad está conformada de la pluraíldad de personas libres y 
unidas en tomo a la consecución del bien común, debido a que, el ser humano se asocia con sus 

2 Oelgadllo G<Jtié«ez. Luis H1mberu>. COMPENDIO DE DERECHO ADMliltsTRA TIVO. PRIMER CURSO. Pooúa. México. 1997. Pagina 63 
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semejantes para sobrevivir ante infinidad de peligros constantes; como resultado de esta integración 
ocurre la organización social, que deriva en la formación del Estado. La sociedad es la totalidad 
integrada por las partes que son las personas, humanos que acusan cierta insuficiencia individual y 
que buscan integrarse en el todo comunitario, así entonces, la pluralidad es el complemento de la 
individualidad. Por ello, al irse asociando para satisfacer sus necesidades, las personas van 
desarrollando diferentes clases de sociedades; la familia. el clan, la tribu, la sociedad civil y la 
sociedad mercantil. 

El Estado es la suprema sociedad humana, organizada en un tenitorio determinado, mediante 
un orden jurídico representado por funcionarios y, garantízado por un poder jurídico. La actividad del 
Estado se realiza por razón de la función administrativa y ésta, a su vez, por la ejecución de actos 
materiales o que determinan situaciones jurídicas para casos individuales. La Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha acogido el principio de la ejecutoriedad en la actividad estatal, al expresar 
que, el Estado en su calidad de cuerpo político de la Nación, puede manifestarse en sus relaciones 
con los particulares, como entidad sobara.na, encargada de velar por el bien común, por medio de 
dictados imperativos cuya observancia es obligatoria. El contenido de la actividad del Estado se 
encuadra en diferentes grupos; policla. fomento y servicio público. 

Aristóteles. 
Sociedad. 
B hombre no nace ni puede vivir aislado, sino solamente en sociedad. 

Aristóteles. 
Filósofo y científico griego. Nació en Estagira. Razón por la cual también fue c:onocído posteriormente como el 
i:stagirita. Hijo de un médico de la corte nial, se trasladó a Atenas a los 17 ailos de edad para estudiar en la 
Academia de Platón. Aristóteles oompartia la nivenincia de su maestro por el conocimiento humano pero modificó 
muchas de las ideas platónicas para subrayar la i~rlancia de los métodos arraigados en la observación y la 
experiencia. Estudió y sistematizó casi todas las ramas 8'Cistentes del conocimiento y proporcionó las primeras 
ntlaciones ordenadas de biologfa, psicologla, física y tieoria literaria. Ac:lemlis, Aristóteles delimitó el ca~ 
conocido como lógica formal, inició la zoologfa y habló de casi todos los problemas filosóficos principales 
reconocidos en su tienl>o. Conocido por los pensadores medievales como el filósofo, Aristóteles es quizá el 
pensador más imporlante y de mayor influencia en la historia y el desarrolo intelectual de occidente. Tras morir 
Platón, Aristóteles se trasladó a Assos, ciudad de Asia Menor en la que gobernaba su amigo Hermias de Atamea. 
Allí contrajo matrimonio con una pariente del gobernante, aamada Pitias, y actuó como su consejero. 

Clan. 
Grupo predominantemente familíar unido por fuertes vínculos y con tendencia exdusMs1a. 

Família. 
Conjunto de ascendientes, descendientes, colaterales y afines de un linaje. 

Tribu. 
Grupo social primitivo de un· mismo origen, real o supuesto, cuyos miembros suelen tener en común usos y 
costumbres. 

Atribuciones del Estado. 

Precisada la forma en que se manifiesta el Estado, procede relacionarla con el contenido de 
sus atribuciones, las cuales han variado en el tiempo. Las tareas que asigna el Estado a sus distintos 
órganos, para la consecución de los fines que le competen, pueden ser identiftcados por el contenido 
y efectos que producen en la esfera jurídica de los particulares; a partir de esta noción se desprende 
que las atribuciones son las tareas asignadas al Estado. En la actualidad, el Estado ha sumado a sus 
atribuciones las que se dirigen a la estructuración de la sociedad, de acuerdo con el ideal de justicia. 
Las diferentes categorías de Estado se reconocen precisamente en la modificación de atribuciones 
que el ordenamiento jurídico le señale éll órgano público, convirtiendo al Estado gendarme de la etapa 
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original en un Estado social, cuyo principal problema será el de conciliar la libertad de las personas 
con el reclamo de seguridad pública. 

El grupo de atribuciones del Estado está conferido directamente a los órganos de gobierno 
para que, de acuerdo con la función que cada uno tenga encomendada, desarrollen la realización de 
sus f1C1es. Asi entonces, a través de las atribuciones de fomento, el Estado extenderá áreas de la 
actividad económica particular en regiones determinadas del territorio nacional, tratando de corregir 
las desigualdades de condición social entre la población; a través de las atribuciones de servicio, el 
Estado cubrirá las necesidades generales y necesidades directas de las personas, sea por 
intervención de sus órganos públicos o mediante concesión particular. Las tareas del Estado deben 
estar estrictamente sujeta.s al mandato legal, estas delimitaciones jurídicas son presentadas en la ley 
como las facultades de sus órganos de gobierno y, por lo tanto. como las atribuciones que le 
corresponden en la realización del bien común. 

En relación con las Atribuciones del Estado, Jorge Fernández establece: "En el ámbito 
jurfd~político, se entiende por atribución estatal lo que al Estado le corresponde hacer, por lo que 
se puede considera como el contenido de la actividad del Estado".3 

Bonnard Roger. 
Atribución. 
Constituye la tarea que et Estado realiza. 

Fraga Gallino. 
Función. 
Constituye la fonna de ejercicio de las atribuciones. 

Vallegas Benjamln. 
Alrlbución. 
Constituye la fonna de ejen:k:io de las funciones. 

Atribuci6n. 
cada una de las facultades o poderes que comtsponden a cada parte de una organización púbtica o privada 
según las nonnas que las ordenen. 

Servicio Público. 
Actividad llevada a cabo por la Administración o, bajo un cierto control y regulación de esta, por una organización, 
especializada o no, y destinada a satishlcer necesidades de la colectividad. 

Cons!ltuci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, p41111fo tercero. 

Cometidos del Estado. 

El enfoque metódico para la Administración Pública, con fundamento en las atribuciones del 
Estado, obliga a revisar los cometidos que el órgano público se plantea en la búsqueda del bien 
común. Los cometidos del Estado son las tareas fundamentales que debe cumplir sin evasiva 
alguna. Conforme a la clasiftcación doctJinal, los cometidos tienen díferentes miras en su realización; 
los esenciales son tareas básicas que debe realizar para asegurar su subsistencia, por lo que no 
pueden ser realizadas por los particulares; tales como la defensa militar. la recaudación de impuestos 
y la relación politica externa; los servicios públicos son tareas que debe realizar para satisfacer 
necesidades generales; tales como la justicia y el correo; los servicios sociales son tareas que debe 

J Fer~ndez Ruiz. Joq¡e. DERECHO ADMINISTRATIVO. M<:Graw~l. !Mxioo, 1997. Pagina 74. 
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realizar para mejorar la situación de los grupos sociales desfavorecidos; tales como la previsión 
social, la asistencia y el bienestar económico. 

Asimismo, el Estado interviene notoriamente en el campo de las actividades particulares, 
realizando tareas que no atañen a la función publica, pero que efectúa por razones de estrategia 
económica; tales como la participación industrial, la obtención de bienes y el abasto. 

Sayagués Enrique. 
Cometido. 
Actividad o tarea que tiene a su cargo el Estado conforme al Derecho vigente. 

Cometidos del Estado. 
1. Cometidos Esenciales. 
2. Servicios Públicos. 
3. Servicios Sociales. 
4. Regulación de Actividad Privada. 

Elementos del Estado. 

En el contexto filosófico, el Estado está constituido por diversos elementos; la población, el 
territorio, la soberanía y el orden jurtdico. La población es un conjunto de individuos que integran la 
sociedad humana organizada pollticamente; puede entenderse como pueblo, aunque se trata de un 
término más sociológico que jurtdico; también puede visuaüarse como ciudadanía, pero en tal caso 
sólo estañan los que por su particular dralnstancia fUeran considerados ciudadanos. El territorio es la 
realidad flsica geográfica sobre la que el Estado ejerce su soberanla y aplica su ordenamiento 
jurtdlco; aunque existen ideas acerca de algún Estado sin territorio, deflflitivamente no puede 
concebirse tal pensamiento, puesto que, carecería de espacio sobre el cual desarrollar el resto de 
sus elementos. La soberanla es el poder supremo intangible que justifica la independencia, la 
autodetennlnación, el ejercicio del poder y los fines del Estado. · 

No existe, ni podrla aceptarse ningún limite a la soberanía del Estado, toda vez que. signiftca 
la esencia de su e.xistencia, produciendo la igualdad jurídica entre Estados independientes. El orden 
jurídico es el cúmulo de preceptos legales que regula las relaciones individuales de las personas que 
constituyen la sociedad, conforme lo dispuesto por los procedimientos aplicables; la ley fUndamental 
del ordenamiento jurtdico mexicano es la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En relación con los Elementos del Estado, Miguel Galindo establece: "En consecuencia, se 
advierte que el Estado está formando de tres elementos: población, territorio y Derecho, gobierno o 
autoridad, porque obviamente el derecho como elemento del Estado requiere en primer término un 
sujeto productor del mismo, que es el órgano legislativo y un sujeto que la aplica, que es el órgano 
jurlsdiccional. Los tres elementos fUndamentales del Estado, ya citados, están a su vez compuestos 
de seres diferentes con distintas características ontológicas, ro que a su vez, determina que el Estado 
sea un objeto extraordinariamente complejo".4 

Elementos del Estado. 
1. Soberan!a. 
2. Población. 
3. Territorio. 
'4. Orden Jurfdico. 

Conslítución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

4 Gaindo Camacho. Miguel DERECHO ADMINISTRATIVO. TOMO l. Pornla. México, 1996. Pagina 42. 



Articulo 27, párrafos primero y tercero. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 42. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 48. 

Constitución Pol!tlca de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 49. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 133. 

Fines del Estado. 
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La ideología preponderante determina que el Estado llene causas finales ineludibles que 
justifican su servido a la sociedad; en términos generales consisten en la consecución de los fines 
particulares convertidos en fines del Estado. Por heterogéneas que sean las acciones individuales y 
por múltiples que sean las formas susceptibles de revestir los propósitos sociales, la importancia de 
los fines del Estado deben considerarse como superiores y últimos. Los medios para conseguir estos 
fines supremos del Estado son diversos; el bien común, la felicidad abundante, la perfecta suficiencia 
de vida, la bienaventuranza, et buen vivi" y la armónica plenitud de los seres humanos. Por la 
cantidad de situaciones que abarcan es complicado encuadrarlos en una jerarqula legal determinada; 
sin embargo, deben ser estimados como un sólo fin. El Estado se manifiesta a través de gran número 
de actividades de distinto contenido y forma. 

En todo caso, son los órganos públicos del Estado quienes actúan como resultado de 
programas sociales establecidos para la consecución de sus fines, apoyándose en mecanismos 
legales que van desde la estructuración de las normas jurtdicas, hasta la ejecución de actos 
concisos. La precisión de los fines j:lel Estado repercute directamente sobre tas actividades que 
realiza, toda vez que, para conseguirlos debe tonnarizar las labores suficientes que garanticen el 
logro final. La determinación de propósitos es motivo de debate, algunas tendencias niegan la 
existencia de fines y, por otra parte, diversas ldeologlas se refieren a los fines como decisión de cada 
Estado. La corriente más aceptada considera que el Estado tiene fines, que son concreción de los 
f111es humanos, ya que por diferentes que puedan ser las acciones particulares y por múltiples formas 
que presenten, son siempre f1nes universales. 

Sayagués Enrique. 
Fin. 
Depende de la extensión en las actividades del Estado. 

Fines del Estado. 
1. Independencia. 
2. Libertad. 
3. Orden Interior. 
4. Derecho de Particulares. 

Bien Común. 
1. Atm6nica Plenitud. 
2. Bienaventuranza. 
3. Buen vivir. 
4. Felicidad Abundante. 
5. Perfecta Suficiencia de Vída. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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Articulo 27. fracción Vil. 

Constitución Politíca de los Estados Unidos MeltÍcanos. 
Articulo 123. párrafo primero; apar1ado A, fracciones 1, 11 , 111, IV, V y VI. 

Funciones del Estado. 

Para alcanzar sus fines el Estado interviene en distintos campos del ámbito social y del ámbito 
jurídico, por lo cual, realiza actos materiales, actos jurídicos y procedimientos técnicos, ejerciendo las 
atribuciones que el ordenamiento jurídico le confiere. En este sentido, ejecuta actos juridicos y 
procedimientos técnicos a través de los cuales administra los diferentes medios con los que cuenta, 
para que de una manera concreta, directa y continúa satisfaga las necesidades públicas; asimismo, 
ejecuta actos jurídicos y procedimientos técnicos que traen como consecuencia actividades 
creadoras de normas jurídicas; finalmente, ejecuta actos jurídicos y procedimientos técnicos con los 
cuales resuelve conflictos de intereses entre los miembros de la sociedad y, entre un particular y el 
Estado. Las funciones del Estado son el conjunto de formas de actuar que tiene de acuerdo a cada 
circunstancia específica. 

El Estado puede manifestarse con diferentes fórmulas, satisfaciendo necesidades básicas de 
la población, realizando funciones de regulación jurfdlca o ejecutando ordenamientos. El concepto de 
función del Estado no es conduyente, debido a que, no tiene una estJUcturación Imitada; la función 
administrativa plantea dificultades en su percepción porque implica multiplicidad de temas; no 
obstante, por elmlnación, se manifiesta en la actividad estatal, diferente de la función legislativa y de 
la función jurisdiccional, cuya expresión es la aplicación de la ley; la función legislativa se manifiesta 
en la actividad estatal que crea normas jurídicas de carácter general, Imperativas y coercibles, cuya 
expresión es la aeación de la ley; la función jurisdiccional se manifiesta en la actividad estatal que 
aplica el Derecho a casos particulares, cuya expresión presupone un conflicto de intereses entre las 
partes. 

En relación con las Funciones del Estado, Gablno Fraga establece: "El concepto de función se 
refiere a la forma de la actividad del Estado. Las funciones constituyen la forma de ejercicio de las 
atribuciones. Las funciones no se diversifican entre sí por el hecho de que cada una de ellas tenga 
contenido diferente, pues todas pueden servir para reaíizar una misma atribución".5 

Semi Andrés. 
Función. 
Medio o forma diversa que adopta el Derecho para realizar loa fines del Estado. 

Funciones del Estado. 
1. Función Administrativa. 
2 . Función Legislativa. 
3. Función Jurisdiccional. 

Función Administrativa. 
1. Aplicación de Ley. 
2. Ejecución de Actos. 
3. Acto Adminislrativo. 

Función Legislativa. 
1 • Cfeación de Ley. 
2. General. 

Aplicación a Cualquier Persona. 

5 Fraga Magana, Gablno. OERECHO ADMINISTRATIVO. P0<rua. México, 1997. P{lgina 26. 



Persona Fisica. 
Persona Jurídica. 

3. Imperativa. 
Somete a Cualquier Persona. 
Persona Fisica. 
Persona Jurídica. 

4. Coercible. 
Imposición a Cualquier Persona. 
Persona Física. 
Persona Jurídica. 

Función Jurisdiccional. 
1. Seguridad Jurídica. 
2. Conflicto de Intereses. 
3. Incertidumbre de Derecho. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 17. 

Función Administrativa del Estado. 
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Las funciones administrativas que efectúa el Estado, a través del Poder Ejecutivo, implican 
también funciones legislativas y funciones jurisdiccionales, de igual manera, el Poder Legislativo y el 
Poder Judicial materialmente cumplen funciones administrativas. Para distinguir las actividades de la 
función administrativa es necesario partir de la Idea de la ejecución de los actos jurídicos que se 
manifiestan en diferentes circunstancias; la creación de situaciones jur1dlcas concretas, la aplicación 
del ordenamiento legal en beneficio de particulares y la aplicación del ordenamiento legal para realizar 
los fines del Estado. Estas afirmaciones de la función administrativa ejecutan el mandato inequívoco 
de la ley, produciendo resultados jurídicos individuales; a diferencia de la función legislativa que 
produce resultados jurldlcos generales. En efecto, el arquetipo de administrar es el manejo de 
elementos organizados en la búsqueda de fines determinados. 

En la consecución de tales fines, el Estado, subrogado por el Poder Ejecutivo, manifiesta ~·1 
actividad en la realización de actos materiales o de actos jurídicos, creadores de circunstancias 
jurídicas individuales, utilizando los elementos materiales y los elementos jurídicos con que cuenta. 
La actuación operadora del Poder Ejecutivo deriva del propío ordenamiento legal que aplica, cuyo 
contenido regula sus facultades y 6mHaciones. La función administrativa del Estado es el conjunto de 
actividades reservadas a los órganos deposHarios del Poder Ejecutivo, cuya titularidad es unipersonal 
conforme a lo dispuesto por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; sin embargo, 
los órganos públicos y las funciones que ejecutan podrían dividirse. Ooctrinalmente, la función 
administrativa es la totalidad de medíos para la ejecución de actividades públicas fundadas en la 
soberanla del Estado. 

Carré de Malberg. 
Función. 
Actividad del Estado que representa las diversas manifestaciones o fonnas de ejercicio de la potestad estatal. 

Fraga Gab4no. 
Función. 
Realización de las atribuciones. 

Sayagués Enrique. 
Función. 
Realización de los cometidos. 

Función Administrativa del Estado. 



1. Policía. 
2. Fomento. 
3. Servicio. 
4. Administración. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 89. 

Régimen Patrimonial del Estado. 
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El patrimonio del Estado es el cúmulo de bienes y de Derechos valuables pecuniariamente, de 
que dispone en un momento dado, para cumplir con su actividad pública, en la persecución de sus 
fines. Dicho patrimonio, denominado coloquialmente como patrimonio nacional, incluye cualquier 
índole de bienes utilizables para realizar actividades públicas; no obstante, en la doctrina se clasifica 
en categorías diversas; los bienes, los Derechos, los recursos y las intervenciones. Los elementos 
constitutivos de la estructura económica del Estado, son resultado de la actividad normal que realiza 
en el ámbito de sus funciones, acumulando bienes y Derechos que posee a tirulo de propietario, para 
destinarlos en fonna pennanente, a la prestación directa o indirecta de los servicios públicos a su 
encargo. El patrimonio del Estado es la unidad abstracta de bienes que aea un ámbito de poder 
económico independiente como respaldo de la soberanla, para la realización de sus fines. 

El valor pecuniario y la estimulación del intercambio o tráfico de bienes; afectados a una 
finalidad pública, interés general o utilidad pública. El estudio del régimen patrimonial del Estado se ha 
dividido en dos partes, la referida ·a ta situación legal de los bienes que integran el patrimonio público, 
y la que alude a las vias de Derecho a través de las cuales el Estado puede adquirir bienes. Los 
bienes del Estado que constituyen el patrimonio del mismo, son para cumplir la tarea cada vez más 
sobresaliente que corresponde al Estado dentro de la sociedad, se hace necesario dotarlo de 
instrumentos económicos y financieros suficientes. El aumento de la intervendón estatal apareja el 
acrecimiento del patrimonio públko, además del suministro de los recursos patrimoniales 
Indispensables para la realización de:su labor. 

En relación con el Régimen Patrimonial del Estado, Andrés Serra establece: "El patrimonio del 
Estado se halla constituido por la universafidad de los derechos y acciones de que es titular, los 
cuales pueden valorase pecuniariamente, sumados a las oblígaciones que los gravan, encaminados 
a la realización de sus fines".6 

Acosta Miguel. 
Patrimonio. 
Conjunto de elemen1os materiales de dominio público y de dominio privado, bienes, Derechos e ingresos, cuya 
titularidad es del Estado en fonna di.recta o indirecta. 

Blelsa Rafael. 
Patrimonio. 
Conjonto de cosa~ sobre las que el Estado ejerce un verdadero Derect:o de propiedad y se divíde entre aquellos 
bienes dHtinados a un servicio público, y aqueNos que no to están y pueden ser en.111jenados. 

Fraga Gabino. 
Patrimonio. 
Conjunto de bienes materiales que de modo directo o indirecto sirven al Estado para realiZar sus atribuciones. 

Patrimonio. 
Conjunto de bienes pertenecientes a una persona física o _íuridlca, o afectos a un fin. susceptibles de estimación 
económica. 

6 Serra Rojas, Andrés. DERECHO ADMINISTRATIVO. SEGUNDO CURSO. Porrúa M~. 1999. Pégina 247. 



Constitución Polilica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, párrafos primero y quinto. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 1. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 8, fracciones 1y 11. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 14, párrafos primero y segundo. 

Régimen Patrimonial del Estado Mexicano. 
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Patrímonio del Estado es el conjunto de elementos mateóales tanto de dominio público, como 
de dominio privado; tales como bienes, ingresos y Derechos, cuya titularidad es del propio Estado, en 
fonna directa o indirecta y que le sirven para el cumplimiento de su actividad y cometidos. El 
patrimonio del Estado no siempre tiene la misma unidad, naturaleza ni contenido; su extensión o 
límites siempre son diferentes. En efecto, de la fonna política que adopte el Estado dependerá el 
contenido, la naturaleza, los limites, los alcances y la exclusividad del régimen juridico al que su 
patrimonio quede sujeto. De lo anterior se desprende que, dichos elementos patrimoniales del Estado 
cambian según et sistema en que se desarrollan; entre los Estados liberaíistas, intervensionlstas y 
totalitarios, existen variantes de opinión relativas al patrimonio de la Nación, según la importancia de 
utilidad social que cada sistema le concede. 

Existen diversas diferencias entre los conceptos de dominio y propiedad respecto de bienes 
inmuebles, por lo que no puede afirmarse que, el Estado tiene en si mismo el estricto el Derecho de 
propiedad sobre todos los bienes de dominio público; es preciso establecer que únicamen!e tiene el 
pleno Derecho de uso o de aprovechamiento de tales bienes. En cualquiera de las formas políticas 
de Estado; tales como la liberal y la intervencionista, el patrimonio de ta Nación está integrado por un 
conjunto de bienes, Derechos, acciones y obligaciones, que pueden convertirse en dinero efectivo a 
fin de cumplir con sus atribuciones, a través de las funciones correspondientes, en la estructura del 
Estado. El Estado Mexicano está encuadrado en el arquetipo de Estado intervencionista, aunque con 
algunas modalidades; los elementos que definen su singularidad, están expresados en la concesión 
que hizo a los particulares para generar una mayor participación social en el desarroUo económico. 

En este sentido, autorizó la adquisición de activos patrimoniales de las empresas estatales y 
paraestatales, con lo que modificó la naturaleza juridica de la propiedad; incluyendo la del gobierno 
federal, las entidades federativas, tos municipios y los particulares. Sin embargo, está insertado en la 
categorla de Estado intervensionista porque de acuerdo con lo que indica la Constitución Politica de 
los Estados Unidos Mexicanos, la Nación es propietaria original de las tierras y aguas comprendidas 
dentro de los límites del territorio nacional. 

Estado Intervencionista. Estado Mexicano. 
1. Territorio. 
2. Bienes de Dominio Directo. 
3. Bienes de Dominio lnditedo. 
4. Bienes de Dominio Privado. 
5. Ingresos del Estado. 
6. Derechos. 

Estado Liben.!. 
1. Derechos Humanos. 



2. Instituciones Sociales. 
3. Ubre Empresa. 
4. Aclívidad Económica Particular. 

Estado Totalitario. 
1. Poder Absoluto. 
2. Partido Úníco. 
3. Fuerte Intervención. 
4. Desarrollo Ordenado. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, párrafos primero y quinto. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 1. · 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 8, fracciones 1 y IL 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 14, párrafos primero y segundo. 

1. Propiedad de la Nación. 

Propiedad de la Nación. Concepto. 
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En el ámbito doctrinal, los tratadistas consideran dentro del patrimonio nacional únicamente a 
los bienes materiales, olvidando que también se integra con bienes inmateriales o incorpóreos; tales 
como los Deredlos y el espacio aéreo; Inclusive aquenos que no es posible valorar en dinero; tales 
como los monumentos hlstór1cos, artisticos y arqueológicos, y que constituyen el patrimonio cultural 
de ta Nación. Por otra parte, está el territorio nacional, respecto del cual no es posible asignar precio 
alguno; en este sentido, no debe olvidarse que el patrimonio del Estado está Integrado por el aspecto 
positivo o activo y por el aspecto negativo o pasivo. El aspecto positivo está constituido por los bienes 
y Derechos. el aspecto negativo está constituido por las cargas y obligaciones. En consecuencia, es 
posible determinar al patrimonio del Estado como el conjunto de bienes materiales o inmateriales, 
suscepti>les o no de apreciación pecuniaria, y de obligaciones que posee. 

El patrimonio del Estado Mexicano está constituido por los patrimonios de diversas personas 
jurídicas; tales como la Federación, las entidades federativas, el Distrito Federal, los municipios, los 
organismos descentralizados, las empresas de participación estatal mayoritaria y el cultural de la 
Nación. Asimismo, el patrimonio del Estado Mexicano está formado por diversos conceptos; tales 
como la propiedad originaria, el dominio directo, los bienes de dominio púbUco de la Federación y los 
bienes de dominio privado de la Federación. En este sentido, destina el cúmulo de dichos bienes a la 
consecución de sus fines. 

En relación con la Propiedad de la Nación, Miguel Galindo establece: "De acuerdo con lo 
expuesto y lo previsto en la legislación mexicana se llega a la conclusión de que el patrimonio del 
Estado está compuesto por el territorio nacional, que comprende el de los Estados miembros de la 
Federación en los términos del articulo 27 constitucional en relación con el 42 y 48 de la misma, el 
primero de los artlculos citados al establecer la propiedad originaria del Estado sobre su territorio, el 
segundo al setlalar claramente cual es el territorio nacional y el 48 al precisar lo relativo a las islas, 
cayos y arrecifes de los mares adyacentes y también, obvíamente, la zona económica exclusiva, es 
decir, de los bienes de los cuales el Estado tiene la titularidad directa o indirecta y que están 
regulados por la Constitución, por la Ley General de Bienes Nacionales, debiéndose incluir a los 
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regulados por la Ley del Presupuesto Federal de Contabilidad y Gasto Público, por la Ley mediante la 
cual la Federación realiza el control de los organismos descentralizados, por los bienes del dominio 
privado de la Federación, así como, por los ingresos de la misma y los derechos de los que es titular 
el Estado".7 

Castrejón Gabino. 
Patrimonio Nacional. 
Conjunto de bienes del Estado que sirven para la realización de sus fines. 

Propiedad de la Nación. 
1. Propiedad Originaria. 
2. Dominio Direc1o. 
3. Bienes de Dominio Público. 
4. Bienes de Dominio Privado. 

Aspecto Positivo. 
Bienes con valor monetario que son propiedad y que se reflejan en la contabilidad. 

Aspecto Negativo. 
Obligaciones de pagar, satisfacer o reintegrar a otra persona algo. 

Bienes Materiales. 
Conjunto de máquinas, hemlmientas u objetos de cualquier clase, necesario para el desempello de un servicio. 

Bienes Inmateriales. 
Conjunto de posesiones impalpables, necesario para et desempello de un servicio. 

Constituci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 27, párrafos primero y quinto. 

Conltituel6n Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 115, fracción 11. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Artículo 45. · 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Artículo~. 

Ley Federal de las Entidades Públicas Paraestatales. 
Artículo 15, fracción N . 

Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicas, Artísticas e .Históricas. 
Artículo 27. 

Régimen Jurldico de la Propiedad de la Nación. 

El régimen jurldioo de los bienes del Estado Mexicano está determinado en la Constitución 
Politica de los Estados Unidos Mexicanos y en la Ley General de Bienes Nacionales, en las cuales 
está precisado que les será aplicable el tratamiento correspondiente al Derecho Púbtico. El criterio de 
la legislación mexicana difiere del que existe en otros Estados; tales oomo los Estados adheridos al 
liberalismo y al totalitarismo, cuya inspiración en profundos pensamientos ideológioos los mantiene 
alejados de la tendencia moderna; aunque el agobio de la globalización eoonómica los a eclipsado. 

Derecho Público. 

7 Gaindo Camacho. Miguel DERECHO ADMl'llSTRATIVO. TOMO ll Pomla. Méldc:o. 1996. P~lna 9. 
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Conjunto de normas jurídicas que tiene por objeto regular el orden general del Estado y sus relaciones. con los 
particulares y con los demás Estados. 

Constitución Política de tos Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27. párrafos primero y quinto. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
ArtiaJlo 1. 

Elementos de la Propiedad de la Nación. 

El patrimonio del Estado está integrado con diversos elementos; tales como el patrimonio 
activo y el patrimonio pasivo, que a su vez están constituidos por los bienes inmuebles de los cuales 
es titular d~cto. por conducto de la Federación, o titular indirecto, por conducto de las entidades 
federativas, los municipios, los organismos descentralizados y las empresas de participación estatal 
mayoritaria, incluyendo las partes integrantes del tenitorio nacional. El patrimonio activo está formado 
por los bienes muebles de los que es titular; tales como los Derechos que le dan la titularidad de los 
bienes de la Nación; los ingresos que tiene Derecho a percibir por vlas de Derecho Público y de 
Derecho Privado; los bienes de carácter inmaterial y los Derechos que le reportan. El patrimonio 
pasivo está formado por las obligaciones de indole pecuniaria; tales como la deuda pública federal . la 
deuda púbica estatal y la deuda pública municipal. 

En relación con los Elementos de la Propiedad de la Nación, Gablno Castrejón establece: 
•Los elementos del patrimonio nacional son: 

a) Un conjunto de bienes, recursos, inversiones y demás derechos sobre las cosas 
que integran el dominio públíco y prtvado de la Federación. 

b) Que se valoran pecuniariamente y estimulan el intercambio o tráfico de bienes. 
e) Afectados a una ftnalidad pública, interés general o utiidad pública, que se traduce 

en la prestación de servicios a cargo del Estado. 
d) Que forman una unidad de la cual es titular el Estado o las entidades públicas por él 

creadas o reconocidas·. B 

Elementos de la Propiedad de la Nación. 
1. Patrimonio Activo. 
2. Patrimonio Pasivo. 

Patrimonio Activo. 
1. Bienes Inmuebles. 

Territorio. 
2. Bienes de Dominio Directo. 

Federación. 
3. Bienes de Dominio Indirecto. 

Entidad de la Federación 
Municipio. 

4. Bienes de Dominio Indirecto. 
Organismo Descentralizado. 

5. Bienes de Dominio Indirecto. 
E~sa de Participación Estatal Mayoritaria. 

6. Bienes Muebles. 
7. Bienes de Dominio Directo. 

Federación. 
8. Bienes de Dominio Indirecto. 

Entidad de la Federación. 
Municipio. 

8 CaslrejOn Garcfa, Gabino Eduardo. DERECHO ADMINISTRATIVO MEXICANO. TOMO 11 Ctirdenas. Méld<:o. 2000. Pagina$ 27 y 28. 



9. Bienes de Dominio Indirecto. 
Organismo Descentralizado. 

10. Bienes de Dominio Indirecto. 
Empresa de Participación Estatal Mayoritaria. 

11 . Derechos. 
12. Ingresos. 
13. Bienes Inmateriales. 

Patrimonio Pasivo. 
1. Obligaciones Pecuniarias. 
2. Deuda Pública. 

Federación. 
Entidad de la Federación. 
Municipio. 

Modalidades de la Propiedad de la Nación. 
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Las modalidades a la propiedad, están señaladas en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; y debido a que, de los debates del congreso constituyente no se desprende cuál 
es el sentido de la palabra modaUdad, la doctrina ha pretendido detenninar el contenido exacto de tal 
expresión, aunque con dificultades tenninológicas. Doctrinalmente, el concepto modalidad significa el 
modo de ser o de manifestarse una cosa; tratándose de la propiedad se refiere a la fonna en que ella 
se manifiesta. De esta manera, la idea de modalidades a la propiedad, índica las limitaciones o las 
prohibiciones que condicionan el ejercicio del Derecho de la propiedad; tales como las que limitan su 
titularidad, Impuestas por un acto legislativo, obedeciendo al interés colectivo aunque sin suprimir1a. 
Debido a que la aplicación del patrimonio determina la estabilidad política y económica del Estado, el 
Poder Ejecutivo actúa con extremo cuidado en el manejo de las modalidades a la propiedad. 

El patrimonio del Estado, siempre está supervisado por el órgano legislativo que no solamente 
crea el ordenamiento jurfdico, según el a.ial debe conducirse el Poder Ejecutivo, sino que vigBa y 
controla su adecuado manejo. Es regla inalterable que cualquier persona, incluyendo al Estado, debe 
mantener un equilibrio entre sus ingresos y sus egresos, de tal manera que, nunca los ingresos sean 
menores que los egresos y sólo en casos excepcionales recurrir al endeudamiento. Cuando no se 
cumple con esta máxima el Estado se dirige al fracaso económico, hipotecando la soberanía. 

Modalidad. 
Modo de ser o de manífestarse algo. 

Poder c¡ecutivo. 
Facultad y función primordial del Estado, consiste en hacer cumplír las leyes. 

Poder Legislativo. 
Facultad y función primordial del Estado, consiste en redactar, refonnar y derogar las leyes. 

Poder Judicial. 
Facultad y función primordial del Estado. designa el complejo institucional con la potestad de administrar justicia. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 2, apartado A, fracción VI. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 27, párrafo tercero. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 29, fracción l. 

Clasificación de la Propiedad de la Nación. 
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La clasificación de los bienes del Estado. de confonnidad con lo que establece la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, interesa al Estado Mexicano. integrado por la Federación, 
las entidades federativas y los municipios, excluyendo ra tenencia de ra tierra ejidal y comunal. El 
patrimonio del Estado es el conjunto de bienes, Derechos y productos, que re pertenecen o de los 
que se apropia, disponiendo de ellos, y que le son necesarios para que pueda cumplir con sus fines. 
La Constitución Política de ros Estados Unidos Mexicanos no hace una clasificación determinada de 
los bienes que integran la propiedad de la Nación; sin embargo, estos bienes quedan precisados a 
través de distintos preceptos en la legislación administrativa; tal como en la Ley Generar de Bienes 
Nacionales, cuya clasificación del patrimonio nacional los divide en bienes de dominio público de la 
Federación y bienes de dominio privado de la Federación. 

En relación con la Clasificación de la Propiedad de la Nación, Miguel Galindo establece: "El 
artículo 27 constitucional no hace una clasificación directa dé los bienes propiedad del Estado; sin 
embargo, estos bienes quedan precisados a través de distintos párrafos del citado articulo en la muy 
comentada clasificación de bienes del dominio público en bienes de uso común, bienes del dominio 
directo de la Nación , bienes destinados a un servicio público".9 

Clasíficaaón de la Propíedad de la Nación. 
1. Bienes de Oomlnío Público. 

Bienes de Uso Común. 
Recursos Naturales de Platafomla Continental. 
Recursos Minerales en Depósito. 
Petróleo. 
carburos de Hidrógeno. 
Elpacio sobl'e T enitorio Nacional. 
Aguas de Mares Territoriales. 
Aguas de Mares Interiores. 
Aguas de los Rlos. 
Aguas del Subsuelo. 
Zona Económial Exd\lsiva. 

2. Bienes de Dominio Privado. 
Tierras Nacionales Distintas al Dominio Público. 
Aguas Nacionales Distintas al Dominio Público. 
Bienes Nacionalizados. 
Bienes Vacantes en el Distrito Federal. 
Bienes de la Administración Pública Paraestatal. 
Bienes Muebles Federales. 
Bienes Inmuebles Federales. 

Estado Mexicano. Federación. 
8 gobierno federal tiene asignados poderes específicos. Soberanía plena en relación con los asuntos exteriores y 
es preeminente con respecto a la Administración interna dentro de sus poderes se/lalados. 

Entidad Federativa. 
La caracteristíca distintiva de las entidades federativas es que los Derechos que tienen asignados son delegaoos 
por un gobierno federal, derivados de la Constitución. 

Municipio. 
El principal elemento del municipio es la población, incluido de un modo objetivo por la posesión de un vinculo de 
pertenencia y se origina por la residencia permanente en la circunscr1>ción territorial que lo delimita. 

Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, párrafos cuarto, quinto y octavo; fracción 11. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

9 Galindo Cama<:ho. Miguel DERECHO AOMINISTRATN O. TOMO ll Ponúa. Méldco. 1996. Pa,¡jina 14 



Artículo 115, fracción 1, párrafo pñmero. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 1. 

2. Propiedad Originaria. 

Propiedad Originaria. Concepto. 
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La propiedad originaria de la Nación está señalada en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, la que establece que la propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de 
los límites del territorio nacional. corresponde originariamente a la Nación. La expresión propiedad 
originaria indica que la Nación es la primera propietaria de las tierras y aguas compreni1idas dentro 
del territorio nacional, y que a partir de ella, por la transmisión del dominio de dichos bienes, surge la 
propiedad derivada, denominada privada. La noción de propiedad originaria es el elemento sustancial 
de la naturaleza del Estado, del que la Administración Pública recibe por propio Derecho los bienes 
que le son necesarios para el logro de sus fines; afirmándose así en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos que establece que la soberanía nacional reside esencial y originariamente 
en el pueblo. 

Oelgadillo Luis. 
Propiedad Originaria. 
La Nación mexicana es la primera propietaria de las tierras y aguas comprendidas dentro del territorio nacional, Y 
por la transmisión del dominio de tales bienes, surge la propiedad derivada. 

Propiedad Originaria. 
Propiedad pública que entra/la la posesión del bien por parte del Estado desde su aeación. 

Propiedad Derivada. 
Propiedad privada que implica la posesión del bien por parte del particular. 

Constitución Política de loa Estados Unidos Mexícanos. 
Artículo 27, pérrafo primero. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 39. 

Régimen Jurídico de la Propiedad Originaria. 

La propiedad del Estado sobre el territorio nacional es originaria, la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, establece que la Nación es la propietaria original de las tierras y aguas 
comprendidas dentro del territorio. Dicho criterio forma parte de la corriente doctmal que concibe al 
Estado integrado por diversos elementos fundamentales; tales como la soberanía, la población y el 
territorio. La propiedad originaria del Estado sobre su territorio es cuestionada en la doctrina liberal, en 
parlicular referida al hecho de que el Estado Mexicano intensifique el intervensionismo patrimonial; no 
obstante, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ha permanecido incólume en 
esta materia, pues si bien es cierto han existido diversas reformas en este precepto, nunca para 
modificar este párrafo que establece contundentemente la propiedad originaria de la Nación sobre su 
territorio. 

Por tal motivo, debe entenderse que dicho principio es el resultado de profundas reftexlones 
jurídicas; por lo que sus relevantes alcances permanecerán aún por mucho tiempo, definiendo asi el 
asunto de la propiedad originaria del Estado. 
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En relación con el Régimen Juridíco de la Propiedad Originaria. Andrés Serra establece: "El 
territorio mexicano es regulado jurídicamente en la Constitución, artículos 27, 42 a 49, el cual le 
asigna caracteres muy importantes. 

De acuerdo con este precepto constitucional se reconoce la propiedad o dominio de la nación 
sobre su territorio. Desde su origen ella es la única titular de ese derecho real de propiedad. 

El precepto constitucional nos habla de que esa propiedad corresponde originalmente a la 
nación, mas esta entidad está representada por los diversos órganos que asumen la función politica, 
o sea 'la nación representada por el gobierno federal', sí nos atenemos al texto del propio articulo 27. 
La nación debemos pues considerarla referida, no a un concepto sociológico, sino a un concepto 
jurídico político como es la Federación, de acuerdo con las facultades constitucionales de que 
dispone•.10 

Propiedad Originaria. 
Propiedad pública que entraña la posesión del bien por parte del Estado desde su creación. 

Territorio del Estado. 
Porción de la superficie terrestre perteneciente a la Nación. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, pjrrafo primero. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo -42. 

Constitución Polltiea de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo -43. 

Clasificación de la Propiedad Originaria. 

Ooctrinalmente, la propiedad originaria es la que el Estado tiene sobre sus posesiones en el 
territorio nacional, Clasificadas en b~ldíos, nacionales y demaslas. Son baldlos los tefT8nos que no 
han salido de su dominio por titulo legalmente expedido, y que no han sido deslindados ni medidos. 
Son nacionales los terrenos baldíos y medidos, los provenientes de demaslas cuyos poseedores no 
los adquieran, y los que recobre la Nación por virtud de nulidad de los titulos que respecto de ellos se 
hubieren otorgado. Son demaslas los terrenos poseldos por particulares con titulo primordial y en 
extensión mayor de la que éste determine, encontrándose el exceso dentro de los linderos marcados 
por el titulo y confundido en su totalidad oon la supeñlcie titulada. El Poder Ejecutivo, a través de la 
Secretaria de Agricultura, Ganadería, DesarroHo Rural, Pesca y Alimentación, ejercita las facultades y 
capacidades que corresponden a este rubro. 

Asl entonces, puede enajenar sobre terrenos nacionales a título oneroso o gratuito, asl como 
arrendar a los particulares, cualquier terreno nacional, indusive para entrar en composición oon los 
poseedores de demaslas. Respecto de terrenos baldlos, el Poder Ejecutivo no puede crear ninguno 
de los convenios sel'lalados, toda vez que, son inalienables e imprescriptibles; en cambio los demás 
terrenos sólo son imprescriptibles, por lo que se pueden enajenar efectivamente. La Ley Orgánica de 
la Administración Pública Federal asígna competencia a diversas secretarias de Estado en relación 
con este tipo de bienes. La Secretaria de Energía administra los bienes de propiedad originaria; la 
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales registra la propiedad federal y maneja el 
inventario general de los bienes de la Nación; y la Secretaria de Agricultura, Ganaderla, Desarrollo 
Rural, Pesca y Alimentación administra los recursos forestales en los terrenos baldíos y nacionales. 

10 Serra Rojas, An:lr6s. DERECHO ADMINISTRATIVO. SEGUNDO CURSO. P0<rúa México. 1999 Paginas 252 y 253 
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Clasificación de la Propiedad Originaria. 
1. Baldío. 
2. Nacional. 
3. Demasía. 

Baldío. 
Terreno que no tiene una dedicación determinada donde predomina la vegetación natural. 

Nacional. 
Terreno baldío cuya escritura queda anulada en favor de la Nación. 

Demasía. 
Terreno franco, pero no ade<:uado para libre concesión por su insignificancia o irregularidad, comprendido entre 
dos o más minas. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 32 bis, fracciones 1, 11y111. 

ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 33, fracci6n 11. 

Ley ~nica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 35, fracci6n 111. · 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo -41, fracci6n XJ. 

3. Bienes de Dominio Directo. 

Bienes de Dominio Directo. Concepto. 

Los bienes de dominio directo son una modificación de los bienes de dÓmilio públieo de la 
Federación; desde el punto de vista especifico se denominan bienes de dominio directo y desde el 
punto de vista genérico se denominan bienes de dominio público de la Federación. Al margen de su 
denominación se distinguen por estar bajo el dominio directo del Estado, en virtud de su importancia 
para el desarrollo nacional y la preservación de la soberanía nacional; la dasíficación de estos bienes 
está determinada en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que establece, 
corresponde a la Nación el dominio directo de todos los recursos naturales de la plataforma 
continental y los zócalos submarinos de las islas, además de todos los mlterales y sustancias. Por 
otra parte, dispone como bien de dominio directo de la Federación el espacio situado sobre el 
territorio nacional, con la extensión y modalidades que establezca el Derecho Internacional. 

Se consideran como bienes de dominio directo del Estado a los bienes de dominio púbfico 
sel'ialados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley General de Bienes 
Nacionales, que los menciona como bienes de dominio público directo de la Federación. 

En relac.ión con los Bienes de Dominio Directo, Luis Delgadíllo establece: "Es conveniente 
analizar los párrafos cuarto y quinto del articulo 27 constitucional. 

En la redacción de la norma constitucional, parecería que el constituyente pretendió distinguir 
los bienes de dominio directo y los bienes de propiedad de la nación. Sin embargo, las expresiones 
de 'dominio directo' usada en el párrafo cuarto, y la de 'bienes propiedad de la Nación', del párrafo 
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quinto. se refieren a un solo régimen juridico al que se le ha denominado propiedad pública del 
Estado·.11 

Bienes de Dominio Directo. 
1. Uso Púbfíco. 

Plaza. 
Camino. 
Litoral . 

2. Servicio Público. 
Edificio Público. 
Puerto. 

3. Concesión. 
Mina. 
Agua Conlinental. 

Derecho lntemacíonal. 
Coníunto de normas íuridicas que regula las relaciones entre los Estados. 

Dominio Directo. 
Derecho a una parte de los frutos de un bien, con la facultad de cxmvertirto en dominio pleno. 

Dominio Público. 
Bien destinado al uso público, al servicio público, o cuya concesión está a cargo de la Administración Pública. El 
régimen íuridico implica la propiedad de una Administración Pública. 

Con1tituci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, pám1fos cuarto, quÍ'lto y octavo; fracciones 1y11. 

Conslitución Política de los ES1ados Unidos MeJCicanos. 
Articulo '42, fracción VI. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 2, fracción 11. 

Régimen Juridico de los Bienes de Dominio Directo. 

La Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos establece el dominio directo que la 
Nación ejerce sobre los recursos naturales, al efecto expresa que corresponde a la Nación el dominio 
directo de todos los recursos naturales de la plataforma continental y los zócalos submarinos de las 
islas; de todos los minerales o sustancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyan 
depósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos. La teoria que identifica al 
dominio directo con el dominio eminente es contraria a la esencia de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Me.xicanos, en virtud de que el dominio eminente sobre los bienes consiste en la 
facultad de legislar sobre determinados bienes, o en la plenitud de poder apropiarse de ellos por vias 
de Derecho Público; por lo tanto, el dominio eminente no es una forma especial de propiedad del 
Estado, sino una manifestación de su soberanla. 

En cuanto a la teoría que asimila el dominio directo a la cesión, también la confunde en virtud 
de que ésta sel'lala que la Nación conserva el dominio de las sustancias minerales, pero concede el 
dominio útil a los particulares a cambio de una prestación determinada, como sucede en una relación 
jurídica de Derecho Privado, aunque el dominio del Estado sobre sus bienes no puede equiparse a 
una institución privada. Respecto a la teoría del dominio radical, también resulta objetable ya que la 
parte de la corriente originada por la antigua legislación espanola es sobre minería, pero en ellas se 

11 Delgad~lo Gitoéfrez. luis Humberto. ELEMENTOS DE OE.RECHO ADMINISTRATIVO. SEGUNDO CURSO. Linusa. México. 1997. 
Página 6 1. 
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concedía íntegramente la propiedad de las tierras con la condición de entregar una parte de los 
productos obtenidos por la explotación; sin embargo, tratándose de bienes sujetos al régimen de 
concesiones de' dominio directo, por disposición de la ley no puede otorgarse la propiedad de las 
mismas, toda vez que. la concesión no crea Derechos reales. 

Por último. es más aceptable la teoría que seilala al dominio directo como un verdadero 
Derecho de propiedad, pues tratándose de las sustancias minerales. a partir de la legislación colonial, 
el monarca español no admitía que quedara en manos de particulares, sino que, además del dominio 
eminente que se reserva, las incorporaba realmente a su patrimonio. 

Elementos del Dominio Directo. 
1. Dominio Emínente. 
2. Dominio Semejante a Cesión. 
3. Dominio Radical. 
4. Derecho de Propiedad de la Nación. 

Propiedad de la Nación. 
Conjunto de bienes pertenecientes a la Nación y que no pueden ser enajenados. 

Constitución Política de los Estados Unidos Meidcanos. 
Alticulo 27, pám1fos cuarto y quinto. 

Clasificación de los Bienes de Dominio Directo. 

Los bienes numerados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexícanos son, los 
recursos naturales de la platafonna conooental y los zócalos submarinos de las islas, los recursos 
milerales, el petr61eo y todos los hidrocarburos y el espacio situado sobre el tenitorio nacional. 

En relación con la Clasificación de los Bienes de Dominio Directo, Gabilo :=raga establece: "El 
estudio del carácter que tiene la propiedad que el párrafo quinto del articulo 27 de la Constitución 
establece sobre detenninadas corrientes y depósitos de agua. 

De acuerdo con dicho precepto son propiedad de la Nacíón: 
l. Las aguas de los mares territoriales en la extensión y ténninos que fije el Derecho 

lntemaciona!: 
11. Las aguas marinas interiores; 
111. Las de las lagunas y esteros que se comuniquen pennanente o intennitentemente 

con el mar; 
IV. Las de los lagos ilteriores de fonnación natural que estén ligados directamente a 

comentes constantes; 
V. Las de los ríos y sus afluentes directos o indirectos, desde el punto del cauce en 

que se inicien las primeras aguas pennanentes, intennitentes o torrenciales, hasta 
su desembocadura en el mar, lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional; 

VI. Las de las corrientes constantes o lntennitentes y sus afluentes directos o 
indirectos, cuando el cauce de aquéllas en toda su extensión o en parte de ellas, 
sirva de limite al territorio nacional o a dos entidades federativas, o cuando pase de 
una entidad federativa a otra o cruce la linea divisoria de la República; 

VII. La de los lagos, lagunas o esteros cuyos vasos, zonas o riberas, estén cruzadas por 
lineas divisorias de dos o más entidades o entre la República y un país vecino, o 
cuando el límite de las riberas sirva de lindero entre dos entidades federativas o a la 
República con un país vecino; 
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VIII. Las de los manantiales que broten en las playas, zonas marítimas, cauces, vasos o 
riberas de los lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional. y las que se extraigan 
de las minas; y 

IX. Los cauces, lechos o riberas de los lagos y corrientes interiores en la extensión que 
fija la ley. Además, se dispone que las aguas del subsuelo pueden ser libremente 
alumbradas mediante obras artificiales y apropiarse por el dueño del terreno, pero 
cuando lo exija el interés público o se afecten otros aprovechamientos; el Ejecutivo 
Federal podrá reglamentar su extracción y utilización y aun establecer zonas 
vedadas, al igual que para las demás aguas de propiedad nacional. Cualesquiera 
otras aguas no incluidas en la enumeración anterior, se considerarán como parte 
integrante de la propiedad de los terrenos por los que corran o en los que se 
encuentren sus depósitos, pero si se localizaren en dos o más predios, el 
aprovechamiento de estas aguas se considerará de utilidad pública, y quedará 
sujeto a las disposiciones que dicten los Estados•. 12 

Clasificación de los Bienes de Dominio Directo. 
1. Platafonna Continental. 
2. Zócalos Submarinos de las Islas. 
3. Vetas de Minerales. 
<4. Depósitos de Sustancias. 
5. Yacimientos de Piedras Preclosa.s .. 
6. Sal de Gema. 
7. Salina Marina. 
8. Descomposición de Rocas. 
9. Yacimientos de Fertilizantes. 
10. Combustibles Minerales Sólidos. 
11 . Petróleo. 
12. Carburo de Hidrógeno Sóldo. 
13. Carburo de Hidr()geno Liquido. 
1<4. Carburo de Hidr()geno Gaseoso. 
15. Espacio Sobre Territorio Nacional. 

Recursos Naturales. 
1. Renovables. 

Explotación Permanente. Energia Solar. 
2. No Renovables. 

Explotación Perecedera. Petróleo. 

Recurso Natural. 
Cualquier fonna de materia o energla que existe de modo natural y que puede ser utilizada por el ser humano. 

Recurso Mineral. 
Recursos naturales no renovables; tales como los combustibles f6síles, el catbón y el petróleo. Existen en la 
corteza terrestre, cantidades finitas de estos materiales que pueden ser aprovechados poi" el ser humano; esta 
disponibilidad limitada implica la necesidad de buscar sistemas de reciclado de materiales, de ahooo y alternativas 
a su uso, que no comprometan el desarrol o y la calidad de vida de las sociedades humanas. 

Petróleo. 
Liquido natural oleaginoso Inflamable, constituido poi" una mezcla de hidrocarburos, que se extrae de lechos 
geológicos continentales o rnarftlmos. Mediante diversas operaciones de destilación y refino se obtienen de él 
distintos productos utilizables con fines energéticos. 

Constitución Política de los Estados Un.idos Meicieanos. 
Artículo 27, párrafo cuarto. 

4. Bienes de Dominio Público. 

12 Fraga Magal\a. Gabioo. DERECHO AOMf.llSTRATl\fO, Pom)a. Mé>Cico, 1997. Paglnas 364 y 365. 
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Bienes de Dominio Público. Concepto. 

Algunas cosas corporales manifiestan. por su configuración exterior, un destino especial de 
servir a la comunidad, al interés público, denominadas cosas públicas: tales como las vías públicas. 
los ríos y las fortificaciones. Su destino no permite que estén en poder de un particular que dispondría 
de ellas según sus intereses personales: por lo tanto, el Estado las sustrae del comercio ordinario que 
corresponde al Derecho Privado. La calidad de objetos colectivos que caracteriza a los bienes de 
dominio público, los coloca bajo el resguardo del Estado, representado por la Administración Pública. 
Este cuidado puede encontrar su expresión jurídica en la forma de la propiedad pública o de dominio 
público; aunque tal definición excluye algunos de los ténninos que en la práctica se usan. En suma, el 
dominio público es el Derecho de propiedad que el Estado tiene sobre determinados bienes que, de 
acuerdo con la legislación administrativa, están destinados al uso común . 

Los bienes de dominio público están al servicio del gobierno federal en diversas categorías; 
tales como el servicio público y el interés general; por lo tanto, están sujetos al Derecho Público con 
las caracterfsticas de inalienables e imprescriptibles. La expresión dominio público fue utilizada por un 
tecnicismo del Derecho para designar la calidad de bienes del Estado, no pertenecientes al dominio 
privado del Estado; sin embargo, coloquialmente también se les denomina con expresiones diversas; 
tales como la cosa pública, el bien público, el bien dominical y el bien domina!. 

Bielsa Rafael. 
Dominio Público. 
Conjunto de cosas afectadas al uso directo de la colectividad referida a una entidad adninistrativa de base 
territorial destinadas al uso púbico de los administrados y que no son susoeptibles de apropíaci6n privada .. 

capitanl 
Dominio Público. 
Conjunto de b4enes inrniebles y muebles y de Derechos patrimoniales que se halan a disposición del Estado, el 
departamento, la comunidad, la colonia o el establecimíento público, con el oqeto de asegurar directa o 
indirectamente el funeionamienlo de los servicios públicos o la reafizaci6n de fines de entidad pública. 

Hauriou Maurice. 
Dominio Público. 
Conjunto de propiedades administrativas afectadas actualmente a la entidad pública. sea por el uso directo del 
público, sea por decisiones administrativas y que, como consecuencia de esta afectación. son inaftenables, 
impredecibles y protegidas por las reglas de inspección. 

Bienes de Dominio Público. 
1. Cosas Públicas. 
2. Bienes Públicos. 
3. Bienes Dominicales. 
'4. Bienes Oominales. 

Régimen Jurldico de los Bienes de Dominio Público. 

El régimen jurfdico al que están sometidos estos bienes es de Derecho Público, establecido 
en la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Bienes Nacionales y 
la Ley de Puertos. Asimismo, de acuerdo con dicha legislación, los bienes de dominio público tienen 
como caracteristicas la inalienabilidad y la imprescriptibilidad, por lo que no están sujetos a la acción 
reivindicatoria ni a la posesión definitiva mientras conserven su situación juridica, con excepción de 
los aprovechamientos accidentales y los accesorios derivados de su naturaleza; tales romo la venta 
de frutos, de materiales y de desperdicios. que se rigen por el Derecho Privado. 
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En relación con el Régimen Jurídico de los Bienes de Dominio Público, Gabino Castrejón 
establece: "Es conveniente precisar que no sólo rige para algunos bienes del dominio público. la Ley 
General de Bienes Nacionales. sino rigen también la Ley Federal de Aguas. la Ley Federal del Mar. la 
Ley de Navegación y Comercio marilimo. la Ley Forestal, la Ley de Pesca y otras disposiciones 
específicamente. 

La Ley General de Bienes Nacionales, señala que los bienes del dominio público son 
inalienables, imprescriptibles y no están sujetos, mientras no varíe su situación jurídica, a acción 
reivindicatoria de posesión definitiva o provisional. Los particulares y las instituciones públicas sólo 
podrán adquirir sobre el uso, aprovechamiento de estos bienes. tos derechos regulados en esta ley y 
en las demás que dicte el Congreso de la Unión".13 

Acción Reivindicatoria. 
Compete a un propietarjo no poseedor contra quien posee de ronna indebida una cosa determinada; es una acción 
de condena y de carácter restitutorio. 

Posesión Jurídica. 
Situación de poder de hecho sobl'e las cosas o los Derechos, a la que se otorga una protección jurídica provisional 
que no prejuzga la titularidad de los mismos. 

Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artlculo 27, pémtfos cuarto. quinto y octavo; ffaccíones 1y11. 

Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artlculo 42, fracción VI. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artlculo 1, fracci6n l. 

Ley 6-ral de Bienes Nacionales. 
Artlculo 2, fnlcci6n 11. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 5, pérmo primero. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 16. 

Ley de Puertos. 
Articulo 14. 

Evolución Histórica de los Bienes de Dominio Público. 

El Derecho romano reconoció una utilización gene.ral de las cosas públicas, concebida en tal 
fonna que, el Derecho perteneciera al pueblo romano y el uso a los Individuos; dichos elementos 
integran el conjunto de los bienes de dominio público: tales como los caminos y los ríos; no obstante, 
la anarqula de conceptos entre cosa pública, uso público y dominio público surgió cuando el Derecho 
creó el aerarium, patrimonio consagrado a fines públicos. A diferencia de las cosas del patrimonio 
común y de los bienes de uso general, que eran inalienables, el aerarium estaba dentro del comercio 
jurídico, obligando a la distinción entre res in pecunia populis y res púbUco usi civi destinatae. Con el 
correr del tiempo y el desarroUo de la cultura gennánica, las ideas de la propiedad y del dominio 
público en los bienes del Estado se agregaron a la del dominio sobre las personas, incluida desde 
entonces en la legislación del Derecho monárquico. 

l3 CasUejón Garcla, Gallino Eduardo. OERECHO ADMINISTRATIVO MEXICANO. TOMO ff. Cirdenas. M!ldoo. 2000. Paginas 32 y 33. 
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La monarquia constituye un extenso señorío territorial. y la confusión entre el Derecho Público 
y el Derecho Privado, característica de la edad media. no supo organizarlo debidamente; en efecto, 
los bienes del rey nunca tuvieron un estatuto propio. Doctrinalmente, existe ambigüedad en la idea de 
considerar al dominio público como auténtica propiedad, debido primordialmente a la negativa de una 
relación de propiedad en el dominio público. El concepto de ab initio, sin dueño, aplicado a los bienes 
de dominio público significa que se identifican con aquellos que no son susceptibles de apropiación, y 
que se usan por cualquier persona. Esta noción se sostiene en el razonamiento de que el Estado 
sólo posee sobre los bienes de dominio púbtico un poder de custodia, de vigilancia y de policía; pero 
no el poder de usar y de disponer, toda vez que, el uso pertenece a los particulares y no al Estado. 
En este caso no existen los frutos y la inalienabifidad del dominio público impide la disposición. 

lskrow. 
Teoria del Domínio Público. 
Creación de la ciencia y jurisprudencia francesa, fonnulada a propósito de la clasificación de las cosas como 
objeto de propiedad, utilizando textos del Derecho romano. 

Proudhon Pierre. 
Dominio Público. 
Poder de regir y administrar las cosas que por ministerio de la ley están destinadas al uso de todos, y cuya 
propiedad a nadie pertenece. 

Derecho Romano. 
1. Aerarium. Patrimonio Público. 
2. Res In Pecunia Populis. Patrimonio Común. 
3. Res Públlco Usi CM Oeatinatae. Pat.imonio de Comercio. 

Mon1rqul1. 
1. Oerec;ho Público. 
2. Oenlcho Privado. 

Naturaleza Jurídica de los Bienes de Dominio Público. 

Para determinar la naturaleza del poder que el Estado ejerce sobre los bienes dominicales, la 
doctrina ha elaborado diferentes teorías, las cuales se agrupan en diversas formas; la teorla de la 
soberanla, que plantea que et Estado ejerce sobre la dominicalidad una manifestación de su Derecho 
singular y que interviene en el ejercicio de sus poderes de alta Administración y de polícia; no son 
bienes propiedad del Estado, sino se trata de res mullius, sin dueilo, fuera del comercio, que no son 
susceptibles de apropiación individual; por otra parte, la teoría de la propiedad pública del Estado. 
que expone que la propiedad pública surge de trasladar la propiedad común al ámbíto administrativo, 
lo que se traduce en un régimen propio, orientado a la afectacíón del bien. El Estado Mexicano sigue 
esta doctrina, toda vez que, reconoce el Derecho de propiedad de los bienes de dominio público en 
cualquier nivel de gobierno. 

En relación con la Naturaleza Jurídica de los Bienes de Dominio Púbfico, Miguel Galindo 
establece: "Es, sin embargo, doctrina corriente la que reconoce como verdadera propiedad el dominio 
público. La propiedad es un vinculo entre una persona y la cosa, que crea entre ambas una relación 
no de policia, sino de dominio, originando a favor del titular un poder jurídico respecto a terceros. El 
contenido de la relación del dominio público es idéntico al de la propiedad privada·.1.c 

Garcla Carios. 
Dominio Público. 

14 Gaindo Camacho, Miguel DERECHO ADMINISTRATIVO. TOMO 11 Pomla México. 1996. P~~ 17. 
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La razón de existencia del régimen del dominio público constituye una constante histórica. sentida en tos pueblos 
antiguos y modernos y recogida en las formas de concreción del espiritu asociativo del individuo. 

Naturaleza Juñdica de los Bienes de Dominio Público. 
1. Soberania. 

Manifestación de Poder. 
Administración. 
Policía. 
Res MuUius. Sin Propietario. 
Derecho de Dominio Sobre Cosas. 

2. Propiedad Pública. 
Ambito Adminis1rativo. 
Defecho de Propiedad. 

Elementos de los Bienes de Dominio Púbfico. 

El dominio público está integrado con cuatro elementos esenciales, los cuales deben reunirse 
a un tiempo, toda vez que, al faltar cualquiera de ellos, el bien respectivo perderá la característica de 
dominicalidad. Dk:hos elementos son a saber, el objetivo, el subjetivo, el teológico y el nonnativo. El 
elemento objetívo está confonnado por los objetos, los bienes y las cosas, susceptibles de integrar el 
dominio púbico. De acuerdo con la Ley General de Bienes Nacionales, la dominicalidad del Estado 
se integra con bienes inmuebles; tales como suelo, mar territorial, terrenos baldios y playas: con 
bienes muebles insustituibles; tales como documentos de oficina, manuscritos y piezas etnológicas. 
El elemento subjetivo consiste en el sujeto titular de los bienes que integran el dominio público, y que 
se actualiza en el Estado Mexicano, de acuerdo a lo establecido en la Constítuclón Polltica de los 
Estados Unidos Mexicanos y la Ley General de Bienes Nacionales. 

Por otra parte, forman parte del dominio público del Estado, los bienes intangibles; tales como 
los Derechos, las servidumbres administrativas y el espacio aéreo. El elemento teológico alude al fin 
a que debe responder la Inclusión de un bien al dominio público del Estado. En el sistema jurídico del 
Estado Mexicano el propósito que tienen los bienes integrantes de la dominicalidad es su destino al 
uso común, a un servicio público o a una actividad similar a servicio público. El elemento nomiativo 
está integrado por el conjunto de disposiciones jurídicas que dan origen a la dominicalidad, ya que el 
sometimiento de un bien a este régimen sólo puede efectuarse por una ley derivada del Congreso de 
la Unión. 

Elemento• de los Bienes de Dominio Público. 
1. Elemento Objetivo. 

Objetos. 
Bienes. 
Cous. 

2. Elemento Subjetivo. 
Titular del Bien. 
Estado Mexicano. 

3. Elemento Teológico. 
Fm Perseguido. 

4. Elemento Normativo. 
Ley. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 27, párrafos cuarto, quinto y octavo; fracciones 1y11. 

Constitución Polftica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 42, fracción VI. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 2, fracción 11. 
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Clasificación de los Bienes de Dominio Público. 

La Ley General de Bienes Nacionales sistematiza los bienes de dominio público en diversas 
categorías; tales como los de uso común y los establecidos en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; descritos efectivamente como, el mar territorial, el subsuelo del mar territorial, las 
aguas marinas interiores, las lagunas, los esteros comunicados al mar, los lagos interiores, los ríos. 
los inmuebles de la Federación para el servicio público, los monumentos históricos, los monumentos 
arqueológicos, los terrenos baldíos. los terrenos ganados al mar, las servidumbres, los muebles de la 
Federación, las pinturas murales y las meteroritas. 

En relación con la Clasíflcación de los Bienes de Dominio Público, Andrés Serra establece: "El 
artículo 2º de la ley general de bienes nacionales indica cuáles son los bienes de dominio público: (D. 
O. F. del 8 de enero de 1982). 

l. Los de uso común; 
11. los se~alados en los artículos 27, párrafos cuarto, quinto y octavo, y 42 fracción VI, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
111. Los enumerados en la fracción 11 del articulo 27 constitucional, con excepción de los 

comprendidos en la fracción 11, del articulo 3 de esta ley; 
IV. El lecho y el subsuelo del mar tenttorial y de las aguas marinas interiores; 
V . Los inmuebles destinados por la Federación a un servicio público, los propios que 

de hecho utilice para dicho fin y los equiparados a éstos, confonne a ta ley; 
VI. Los monumentos históricos o artísticos, muebles e inmuebles de propiedad federal; 
VII. Los monumentos arqueológicos muebles e inmuebles; 
VIII. Los terrenos baldios y los demás bienes inmuebles declarados por la ley 

inalienables e imprescriptibles; 
IX. Los terrenos ganados natural o artificialmente al mar, ríos, comentes, lagos, lagunas 

o esteros de propiedad nacional; 
X. las servidumbres, cuando el predio dominante sea alguno de los anteriores; 
XI. Los muebles de propiedad federal que por su naturaleza no sean nonnalmente 

sustituibles, como los dOctJmentos y expedientes de las oficinas; los manuscritos, 
incunables, ediciones, libros, documentos, publicaciones periódicas, mapas, planos, 
foDetos y grabados importantes o raros, asl como las colecciones de estos bienes; 
tas piezas etnológicas y paleontológicas; los especímenes tipo de la flora y de la 
fauna; las colecciones cientlf1cas o técnicas, de armas, numismáticas y fdatélícas; 
los archivos, las fonograbaciones, películas, archívos fotográficos, cintas 
magnetofónicas y cualquier otro objeto que contenga imágenes y sonido, y las 
piezas artísticas o históricas de los museos; y 

XII. Las pinturas murales. las esculturas y ccalquier obra artística incorporada o 
adherida pennanentemente a los inmuebles de la Federación o del patrimonio de 
los organismos descentralizados. cuya conservación sea de interés naciona1·.1s 

Clasificación de los Bienes de Dominio Público. 
1. MarTerritorial. 
2. Subsuelo del Mar Territorial. 
3. Aguas Marinas Interiores. 
4. Lagunas. 
5. Esteros Comunicados al Mar. 
6. l agos Interiores. 

lS Serra Rojas. Andrés. DERECHO ADMINISTRATIVO SEGUNDO CURSO. Pomia. México. 1999. P~inas 261 y 'lfa. 



7. Rios. 
8. Inmuebles de la Federación para el Servicio Público. 
9. Monumentos Históñcos. 
10. Monumentos Arqueológicos. 
11 . Terrenos Baldíos. 
12. Terrenos Ganados al Mar. 
13. Servidumbres. 
14. Muebles de la Federación. 
15. Pinturas Murales. 
16. Meteoritas. 

Constit.ución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 27, párrafos cuarto, quinto y octavo; fracción 11. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 42, fracción VI. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 2. 

5. Bienes de Dominio Privado. 

Bienes de Dominio Privado. Concepto. 
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Los bienes de dominio privado pertenecen al Estado bajo el mismo título y en las mismas 
condiciones que los bienes que pertenecen a los particulares. Estos bienes se integran con aquellos 
que no han sido destinados al uso común, al servicio público, ni a un propósito de interés general. Por 
exclusión son bienes de domilio privado de la Federación, los que no son de dominio directo. ni de 
dominio público de la Federación, toda vez que, no son de uso común, no están destinados a un 
servido púbico, ni a un propósito de IOterés colectivo y que pueden transmitirse a los particulares por 
cualquier titulo de propiedad. El conjunto de los bienes de dominio privado de ta Federación está 
integrado por los bienes muebles. e inmuebles, que por su naturaleza jurídica están sujetos al 
Derecho Privado, susceptibles de comercio a través de los actos jurídicos que permiten transmítir su 
posesión. 

Los bienes de dominio privado sólo están sujetos al Derecho Público atendiendo a la facultad 
de intervención que por competencia corresponda al órgano de la Administración Pública cuando se 
relacione oon sus Derechos de ocupación o de posesión. Los bienes de uso común asl oomo los 
bienes destinados a un servicio público, pueden cambiarse de categorfa en bienes de dominio 
privado de la Federación, siempre que dejen de cumpUr con lal finalidad. Asimismo, los bienes de 
dominio privado pueden cambiarse de categoría en bienes de uso común o en bienes destinados a 
un servicio público, siempre que cumplan oon tal finalidad. En cualquiera de éstos casos, cambiarán 
al nuevo régimen jurfdico que les corresponda. 

Oereeho Privado. 
Conjunto de normas jurídicas que regulan las relaciones entre los particulares, y entre el Es1ado y los particulares, 
cuando no actúa investido por su calidad de en1e púbíico. 

Dominio Privado. 
Bien que sin la tutela del Estado es susceptíble de apropiarse y comerciarse. 

Régimen Jurfdico de los Bienes de Dominio Privado. 

Los bienes de dominio privado están regulados por la Ley General de Bienes Nacionales y 
disposiciones de carácter general; tales como el reglamento de policia y la legislación de urbanismo, 
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vigentes en el lugar donde se ubican dichos bienes. Debido a la calidad de alienables, los bienes de 
dominio privado pueden ser objeto de cualquier tipo de contratos establecidos en el Derecho Privado, 
con excepción de la donación y del comodato, cuando no sean realizados en favor de los gobiernos 
de las entidades federativas ni de los municipios, para ser utilizados en actividades de Interés 
colectivo; tales como los servicios públicos, los servicios educativos, la asistencia social o en favor de 
instituciones privadas sin fines de lucro. Conforme a lo dispuesto por la Ley General de Bienes 
Nacionales, son bi!'!nes de dominio privado las tierras y aguas propiedad de la Nación, no incluidas en 
la ley, que sean susceptibles de enajenación a los particulares: y los nacionalizados. 

Asimismo, los bienes que no se hayan destinado a la Administración Pública, la propaganda ni 
a la enseñanza de un culto religioso; los bienes dedarados vacantes por el Derecho Privado, dentro 
del Distrito Federal; los que hayan formado parte del patrimonio de las entidades de la Administración 
Pública Paraestatal, que se extingan o liquiden, en la proporción que corresponda a la Federación; 
los bienes muebles de la propiedad federal al servicio de las dependencias de los Poderes de la 
Unión, no comprendidos en la l ey General de Bienes Nacionales; los inmuebles y muebles que por 
cualquier título jurídico adquiera la Federación; los bienes muebles e inmuebles que la Federación 
adquiera en el extranjero; y los bienes inmuebles que adquiera la Federación o que ingresen por vías 
de Derecho Público y tengan por objeto la constitución de reservas tenitoñales, el desarrolo urbano y 
habitacional o la regularización de la tenencia de la tierra. 

En relación con el Régimen Jurídico de los Bienes de Dominio Privado, luis DelgadHlo 
establece: "Los bienes muebles se rigen por la ley General de Bienes Nacionales, y supletoriamente 
por el Código Cívil Federal y por las disposiciones de carácter general de policía de urbanismo 
vigentes en el lugar de ubicación de tales bienes. 

Dado el carácter alienable de estos bienes, podrán ser objeto de toda clase de contratos que 
regula el derecho común, con excepción de la donación y del comodato que no sea en favor de los 
gobiernos de los estados o municipios para ser utilizados en los servicios públicos locales, con fines 
educativos o de asistencia social, o. bien de asociaciones o instituciones privadas que no persiguen 
fines de lucro y que realicen actividades de interés sociar .16 

Bienes Muebles. 
Conjunto de objetos que pueden trasladarse de un lugar a otro, sin menoscabo del Inmueble al que estuvieran 
unidos. 

Donación. 
Acto jurídico de quien transmite gratuitamente un bien que le pertenece a favor de otra persona que lo acepta. 

Comodato. 
Contrato por medio del cual se da o recibe prestado un bien, el que puede usarse sin destruirse, con la obligación 
de restitulrto. 

Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, párrafo primero; fracción 11. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artfculo 1, fracción 11. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 3. 

Ley General de Bienes Nacionales. 

16 Oelgad•lo G.-iérrez, LUIS Ht.rnberto ELEMENTOS DE DERECHO ADMINISTRATIVO. SEGUNDO CURSO. Límusa. Mexlcx>, 1997. 
P;)glna 94. 



Af1iculo 6. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Af11culo 7. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 17, rracción 11. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 57. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 58, fracciones 1 y ti . 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 60. 

Ley General de Bienes Naciona.les. 
Articulo 71. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 75. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articu1on. 

Ley General de Bienes ~cionales. 
Articulo 80. 

Caracteñsticas de los Bienes de Dominio Privado. 
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La diferencia entre los bienes de dominio público de la Federación y los bienes de dominio 
privado de la Federación, consiste en que los primeros tienen exclusivamente como su marco juridico 
al Derecho Público, mientras que los segundos están regidos en parte por el Derecho Púbftco, en lo 
relativo a la competencia de los órganos que intervienen en la adquisición, uso o aprovechamiento de 
dichos bienes, y por el Derecho Privado en cuanto a los actos jurldicos que pueden afectarios; tales 
como la compraventa y el arrendamiento. Asimismo, los bienes de dominio privado de la Federación 
son inembargables, aunque enajenables, sea a título oneroso o a título gratuito. En caso de venta, 
ésta deberá llevarse a cabo sólo cuando los bienes fueron adquiridos en propiedad por las entidades 
de la Federación. También los munídpios pueden adquirir bienes de dominio privado para realizar 
obras de interés comunitario. 

La relación entre el Estado federal y la persona, fisica o juridica, que celebran un contrato en 
relación con los bienes de dominio privado de la Federación debe apegarse a lo establecido en la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley General de Bienes Nacionales, y el Código Civil 
para el Distrito Federal, en materia del fuero común, y para toda la república, en materia del fuero 
federal. Los bienes de dominio privado de la Federación pueden ser adquiridos por prescripción, pero 
para que ocurra, además de todos los requisitos legales, debe transcurrir el doble del tiempo que 
seria necesario en la preseripclón ordinaria. Los inmuebles de dominio privado son inembargables e 
imprescóptibles, pero son alienables cuando no pueden ser destinados prioritariamente al servicio de 
las dependencias públicas. En efecto, siendo inútiles a la Administración Pública Federal, estatal o 
municipal, se dictará Decreto de Incorporación al dominio público. 

Los bienes de dominio privado pueden ser objeto de transmisión de dominio, sea onerosa o 
gratuita, en favor de instituciones públicas que tengan a su cargo resolver problemas de habitación 

------ - -
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popular para atender necesidades colectivas: asimismo, de permuta con las entidades paraestatales 
y con los gobiernos de los Estados y municipios, cuando por la ubicación. las características y fas 
aptitudes cubran las necesidades del interesado. También son susceptibles de enajenación a titulo 
oneroso para la adquisición de inmuebles que se requieran en la atención de servicios públicos, a 
cargo de los órganos de la Administración Pública Federal: y de donación en favor de los gobiernos 
de los Estados y municipios, siempre que los destinen a la realización de diversos fines sociales: tales 
como la educación, la asistencia social y la donación o comodato en favor de instituciones privadas 
de ayuda comunitaria y sin fines de lucro. 

Caracteristicas de los Bienes de Dominio Privado. 
l. Enajenable. 
2. Permutable. 
3. Inembargable. 
4. l~scriptible. 

Enajenación. 
Traspaso a alguien del dorrinio de algo o del Derecho sobre una cosa a cambio el precio convenido. 

Permuta. 
Contrato por el cual una de las partes se obliga a dar una cosa para recibir otra a cambio. Posee los mismos 
caracteres ele la compraventa, de la que se diferencia sobre todo por la falta de precio cierto. 

Ley General ele Bienes Nacionales. 
Articulo 1, fracción 11. 

ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 3. 

ley General ele Bienes Nllcionales. 
Articulo 6. 

Clasificación de los Bienes de. Dominio Privado. 

De acuerdo con la Ley General de Bienes Nacionales, los bienes de dominio privado son las 
tierras y aguas propiedad de la Nación, no lnduldas en la ley, que sean susceptibles de enajenación 
a los particulares; y los nacionalizados, de acuerdo a lo sel'lafado en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que no se hubieran construido o destinado a la Administración Pública, la 
propaganda o la enseñanza de un culto religioso. Asimismo, los bienes dedarados vacantes por el 
Derecho Privado, dentro del Distrito Federal; los que hayan formado parte del patrimonio de las 
entidades de la Administración Púbfica Paraestatal, que se extingan o liquiden, en la proporción que 
corresponda a la Federación; y los bienes muebles de la propiedad federal al servicio de los Poderes 
de la Unión, no considerados en la Ley General de Bienes Nacionales. 

En relación con la Clasificación de los Bienes de Dominio Privado, Gabino Castrejón 
establece: "Son bienes de dominio privado de la Federación, de acuerdo con el artículo 3o. de fa Ley 
que comentamos (ley General de Bienes Nacionales), los que siguen: 

l. Las tierras y aguas de propiedad nacional no comprendidas en el articulo 2o. de 
esta ley que sean susceptibles de enajenación a los particulares; 

11. Los nacionalizados conforme a la fracción 11 del articulo 27 constitucional, que no se 
hubieren construido o destinado a la administración, propaganda o enseñanza de 
un culto religioso; 

111. Los bienes ubicados dentro del Distrito Federal, dedarados vacantes conforme a la 
legislación común: 

--- - -- --
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IV. Los que hayan formado parte del patrimonio de las Entidades de la Administración 
Pública Paraestatal. que se extingan o liquiden en la proporción que corresponda a 
la Federación: 

V. Los bienes muebles de propiedad federal al servicio de las dependencias de los 
Poderes de la Unión, no comprendidos en la fracción XI del artículo anterior; 

VI. Los demás inmuebles y muebles que por cualquier titulo jurídico adquiera la 
Federación; 

VII. Los bienes muebles e inmuebles que la Federación adquiera en el extranjero: y, 
VIII. Los bienes inmuebles que adquiera la Federación o que ingresen por vías de 

Derecho Público y tengan por objeto la constitución de reservas territoriales, el 
desarrono urbano y habitacional o la regularización de la tenencia de la tierra. 

También se considerarán bienes inmuebles de dominio privado de la Federación aquellos que 
ya formen parte de su patrimonio y que por su naturaleza sean susceptibles para ser destinados a la 
solucíón de los problemas de la habitación popular, previa declaración expresa que en cada caso 
haga la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo" .11 

Clasíficaci6n de los BieMS de Dominio Privado. 
1. Ttenas y Aguas de la Nación no Reguladas. 
2. Bienes Nacionalizados. 
3. Biene. Vacantes en el Distrito Federal. 
-4. Bienes de Administreci6n Pública Paraestatal. 
5. Bienes Muebles de la Federación. 
6 . Bienes Inmuebles de la Federación. 
7. Bienes de la Fedenlci6n en el Extranjero. 
8. Reservas Tenitoriales. 
9. Bienes para Habitaci6n. Popular. 

COnstituci6n Politica de loa Estados lJnidos Mexíeanos. 
Artículo 27, párrafo pñmero; fricción 11. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 1, fracción 11. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 3. 

6. Bienes Naclonallzados. 

Bienes Nacionalizados. Concepto. 

La nacionalización es un acto administrativo por el que se transfiere a la propiedad pública 
empresas o propiedades que se encontraban en manos de particulares, con el fin de que el Estado 
las explote en lo sucesivo, ya sea en forma directa o por medio de organismos descentralizados; de 
igual manera, puede asumir las diferentes actividades que eran realizadas por los particulares. La 
nacionalización tiene su origen y fundamento en una determinada concepción política económica del 
Estado, fuera de la cual carece de sentido; dicho pensamiento indica que corresponde al Estado una 
participación decisiva en la dirección de la vida económica de la Nación y esa participación puede 
llegar hasta el punto de que le obligue a impedir que los particulares posean y administren ciertas 
empresas, para dirigir por si mismo el papel de empresario. Esta figura jurídica de Derecho Público 
no es exclusiva de los paises con ideologla socialista, también existe en Estados liberales. 

17 Castrej6n Garcla, Gablno Eduardo. DERECHO AOMINISTRATIVO MEXICANO TOMO 11. Cárdena$, Méldoo. 2000 P~inas 46, 47 y 48. 
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Dichas doctrinas estiman conveniente que sea el prop!o Estado el que, directamente o a 
través de entidades públicas especiales, tome a su cargo la propiedad y la Administración de ciertas 
empresas, con el fin de imprimir una dirección más decidida a la actividad económica: de impedir que 
los particulares se beneficien en exceso con ciertas industrias monopolisticas, vinculadas al interés 
nacional; o de obtener que sean los intereses generales los que orienten la forma de producción y de 
distribución de la riqueza en ciertos rubros. En estos últimos casos, un criterio empírico altamente 
variable determina la decisión nacionalizadora. pero tras ella está siempre la idea de que toca al 
Estado intervenir en la función económica en toda la medida en que lo redaman las necesidades 
públicas de producción de bienes y de distribución de la riqueza. 

1938. Nacionaíll8ción de lndustña Petrolera. 
La nacionalización del petróleo difteultó las relaciones comerciales de M6xico con Estados Unidos y canadá 
durante la primera mitad del siglo XX. En medio de grandes tensiones internacionales, pero con el apoyo de todos 
los grupos sociales del país, se levó a cabo la apropiación de las compallias petroleras extranjeras para crear la 
empresa naclona.l Petróleos Mexicanos. 

Nacionalización. 
Expropiación de empresas que pertenecen al sector prtvado por parte del secto< público. Estos procesos suelen 
tener can\cter ob6gatorio, pero el Derecho Internacional Público impele a reco"ll811sar al propietario de la 
empresa de negocios que se expropia, lo que no evita que los gobiernos te apropien de activos pertenecientes a 
Individuos privados, ni que 6stos demanden por la vla judicial a aquelos al considerar la compensación Injusta. 

Constituci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
ArtíOJlo 25. 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
ArtíOJlo 28, P'rrafos primero, segundo, tercero y OJarto. 

Régimen Jurfdico de los Bienes Nacionalizados. 

En el Estado Mexicano, la nacionalización i'lduye el procedimiento a través del cual el Estado 
se apropia de bienes de la iglesia, representados por interpósita persona, confonne a lo dispuesto por 
la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. Doctrinalmente, existen diversas ciases de 
bienes sujetos al régimen de nacionalización: la primera comprende los templos destinados al culto 
público existentes al promulgarse la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los que 
en el instante de dicha promulgación lo hayan estado alguna vez y los que en lo sucesivo se aeen 
para ese objeto; la segunda considera los obispados, las casas curales, los seminarios, los asilos, los 
colegios, las asociaciones, las corporaciones y las instituciones retigiosas, asl como los conventos o 
cualquier otro edificio que hubiera sido construido y destinado a la organización, la propaganda o la 
ensel'ianza de un culto religioso. 

La tercera clase la constituyen los bienes raíces y los capitales impuestos sobre ellos, siempre 
que estén en posesión y administrados por asociaciones, corporaciones o i'lstituciones religiosas, 
sea directamente o a través de ínterpósitas personas. Tales bienes son propiedad de la Nación, perei 
si todavla no se hayan en posesión de ela, se necesita tramitar el procedimiento de nacionalización. 
el cual se hará efectivo mediante el acto judicial. que se realizará confonne a lo dispuesto por el 
Código Federal de Procedimientos Civiles, y en el que intervendrá como actor el agente del ministerio 
público federal. En caso de que los bienes de referencia ya se encuentren en posesión de la Nación, 
pero no estén inscritos en el Registro Público de la Propiedad, la declaratoria de nacionalización se 
hará a través de Decreto del Ejecutivo Federal, por conducto de la secretaria de Estado, iniciando de 
oficio o a petición de parte interesada. 
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En relación con el Régimen Jurídico de los Bienes Nacionalizados, Andrés Serra establece: 
"La nacionalización es un régimen de derecho público estricto, establecido, en la Constitución, por 
medio del cual determinados bienes pasan al dominio total, exclusivo y definitivo de la nación , que en 
lo sucesivo será la única que podrá disponer de ellos con arreglo a la ley. 

Se Uama también nacionalización a la explotación de una empresa privada bajo un régimen 
público exorbitante. Estamos en presencia de la sustitución de una empresa capitalista por una 
empresa de Estado. 

El régimen de la nacionalización ha sido definido como una forma de explotación de una 
empresa privada bajo un régimen jurídico especial, como en el caso de la mexicanización de las 
empresas. Es frecuente que este procedimiento se inicie a consecuencia de un procedimiento de 
expropiación. 

Desde la promulgación de la Constitución de 1917 se estableció en Méxíco un amplio régimen 
de nacionalización de diferente naturaleza. Posteriormente, empresas privadas fueron expropiadas 
creando organismos públícos, inspirados en el interés público y bajo un régimen de normas de 
derecho públicoº. 1a 

Ouverger Mauñce. 
Empresa Nacional. 
Empresa que, perteneciendo en otro tiempo a partiallares, ha sido asumida por el Estado. 

Bienu Nacionalizados. 
1. T~ de CUito Púbico. 
2. Obispados. 
3. lnsti1uciones Religiosas. 
4. Bienes Ralees .. 

Bienes Raíces. 
En seiitído •"1llio. la tiefl"I y todo aquello que est6 unido a 6sta. Solares, edificios y fábricas, que son objeto de 
tnlnucciones en el mercado ir!mobiliario. 

lnterpósita Persona. . 
Persona que, aparentando obrar por cuenta propía, interviene en un acto juñdico por encargo y en provecho de 
otro. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 25. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, fracción 11. 

Constitución Política de los Estados Unidos MeXicanos. 
Articulo 28, párrafos primero. segundo, tercero y cuirto. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 3, fracción 11. 

Comparación Juridica entre Bienes Expropiados y Bienes Nacionalizados. 

La nacionalización se ha oonfundído con la expropiación, ya que ambas tienen en común que 
la transferencia de bienes se determina de manera unilateral por el Estado, existe la indemnización y 
su fin es satisfacer intereses generales. La diferencia principal que existe entre ellas oonsiste en que 
mientras en la nacionalización se afectan en conjunto los medios de producción, abarcando una 
universalidad de bienes, en la expropiación los bienes son detennlnados de manera Individual. Los 
sujetos sobre los que recae la nacionalización son los empresarios, los que poseen y explotan 

18 Se1111 Roj119, Andr6s. DERECHO ADMWISTRATl\/O. SEGUNDO CURSO. Porrua Mé>cico. 1999. Paginas 466 y 467. 



38 

medios de producción; en la expropiación el sujeto expropiado carece de tal calidad, pues la misma 
puede recaer en cualquier persona privada, sea rico o pobre. En la nacionalización los bienes 
afectados pasan al dominio público; en la expropiación el beneficiario puede ser un particular, por lo 
que el bien expropiado puede seguir siendo de propiedad privada. 

Nacionalización. 
Expropíación de empresas que pertenecen al sector privado por parte del sector público. Este procedimiento suele 
tener carácter obligatorio, pero el Derecho Internacional Público impele a recompensar al propietario de la 
empresa de negocios que se exp<opía. lo que no evita que los gobiernos se apropien de activos pertenecientes a 
individuos privados, ni que éstos demanden por la via judicial a aquellos al considerar la compensación injusta. 

Expropíación. 
Medida Interventora de la Administración Pública por la que se priva al administrado de la propíedad privada de 
detenninado bien, Derechos o intereses de naturaleza patrimonial, a cambio de una indemnización, denominada 
justiprecio. 

Medios de Producción. 
Los medios de produccl6n, Uerra y capital, son de propiedad privada. En este contexto el capital se refiere a los 
edificios, la maquinaria y otras herramíentas utilizadas para producir bienes y servicios destinados al consumo. 

7. Bienes Concealonados. 

Bienes Concesionados. Concepto. 

La concesión es un acto juridico restringido, por razón del cual, el Órgano de la Administración 
Pública, denominado concedente, faculta a una persona física o a una persona juridica, denominada 
concesionario, para reaizar diversas actividades; tales como la prestación de un servicio público, la 
explotación, el uso y el aprovechamiento de bienes del Estado, de las entidades de la Federación o 
de los municipios; durante un tiempo determinado y con el cumpfimlento de condiciones específicas. 
Las concesiones públicas, son negocios cuyos objetivos radican en proporcionar servicios esenciales 
para el público; tales como la electricidad, el gas, el suministro de agua, la depuración de aguas 
residuales y las telecomunicaciones. Asimismo, afectan a casi toda la infraestructura del Estado, ya 
que requieren grandes redes de distribución Integradas y la coordinación de los servicios esenciales, 
como la red nacional del tendido eléctrico. 

Las concesiones públicas tienen una estructura de costos que se beneficia de la gran escala, 
puesto que los precios unitarios bajan a medida que los consumidores aumentan; sin embargo, la 
existencia de dichas conexiones comerciales provoca que el concesionario aproveche indebidamente 
el monopolio natural de prestar el servicio público en un área de operación exclusiva. 

En relación con los Bienes Concesionados, Gablno Fraga establece: "En la concesióí! de 
explotación sólo se producen relaciones entre el Estado y el concesionario. en tanto que en la de 
servicio púbfico existe un tercer elemento, los usuarios del servicio. Tal díferencia proviene de la 
diversidad de los objetos de cada una de las dos clases de concesión, puesto que una se imita a 
autorizar la explotación de una riqueza púbHca y la otra la instalación y gestión de un servido 
público".19 

Castrejón Ga.bino. 
Concesión Administrativa. 

19 Fraga Magana. Gablno. DERECHO ADMINISTRATIVO. Pomla. Méldco. 1997. Pagina 368. 
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Acto administrativo discrecional por medio del cual la autoridad administrativa faculta a un particular para utilizar 
b4enes del Estado, y para establecer y explotar un servicio püblico, dentro de los limites y condiciones que señale 
ta ley 

Concesión. 
Negocio jurídico por el cual la Administración Pübhca cede a un particular las facultades de uso privativo de una 
pertenencia del dominio pübllco o la tarea de un servicio público en plazo detenninado y con ciertas condiciones. 

Persona Fisica. 
En sentido estricto es el ser humano, en cuanto se considera la clignidad juridica que como tal merece. Junto con 
ta persona física está ta capacidad juridlca, entendida como aptitud para ser títular de Derechos y obligaciones. 

Persona Juridica. 
Organización de personas físicas o de personas físicas y bienes a ta que el Derecho reconoce capacidad unitaria 
para ser sujeto de Derechos y obligaciones; tales como la corporación, la asociación y la sociedad. 

Régimen Jurídico de los Bienes Concesionados. 

El Derecho que ejerce el Estado Mexicano sobre recursos naturales y aguas es inalienable e 
lmpresaiptible, sin que dichas caracteristicas consideren la imposlbiRdad de su uso, aprovechamiento 
y explotaclón. La lnafienabHidad sólo refiere que los bienes de la Nación no pueden ser enajenados, 
pero si podrán ser objeto de otro tipo de actos jurfdicos, tanto es asl que la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos establece que el uso o el aprovechamiento de los recursos de que se 
trata, por parte de los particulares, no podrá realizarse sino mediante condiciones que determinen las 
leyes administrativas. El uso y aprovechamiento de los recursos naturales, recursos minerales y las 
aguas, están regulados por la Ley Minera y por la Ley Federal de Aguas. Respecto a las empresas 
de participación estatal minoritaria y a los particulares, el uso o el aprovechamiento de los recursos se 
efectuará por concesión minera. 

La concesión milera de exploración es el Derecho otorgado a un particular para localizar, 
identificar y cuantificar las sustancias minerales existentes en el lote minero, medíante investigaciones 
y registro geológico, incluyendo exploraciones geológicas, trabajos topográficos y perforaciones, así 
como las obras necesarias para la realización del objeto de la concesión. La concesión minera de 
explotación es el Derecho otorgado al concesionario para aprovechar las sustancias mineras que 
obtenga de su trabajo, de acuerdo con la ley. Concerniente al petróleo, como límite a la facultad 
concesionaria, existe la prohibición de otorgar a los particulares el Derecho de explotación del 
carburante y de los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos o de minerales radíactivos, 
asl como la prohibición de generar, conducir, transformar, distribuir y abastecer energía eléctrica que 
tenga por objeto la prestación de un seryicio púbHco, toda vez que, es exclusiva del Estado. 

La concesión de uso, aprovechamiento y explotación de aguas nacionales, puede realizarse, 
en forma libre, cuando dichos uso y aprovechamiento se efectúen por medios manuales y para fllles 
domésticos o de abrevadero, siempre y cuando no se desvien las aguas de su cauce. Se detalla que 
es para usos domésticos cuando la utilización de volúmenes de agua sean los indispensables para 
satisfacer las necesidades básicas de casas habitación; es por asignación cuando la expiden los 
organismos descentralizados, las empresas de participación estatal y las demás ínsJituciones del 
sector público; y es administrativa cuando la expiden los gobiernos del Distrito Federal, de las 
entidades federativas y de los municipios. La concesión se otorga al particular, persona tísica o 
persona jurfdica, de nacionalidad mexicana, otorgando sus Derechos por un plazo no mayor de 
cincuenta anos. 

Concesión Püblica. 
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Negoao cuyo objetivo radica en proporaooar servicios püblicos esenciales para la colectividad; tales como la 
electricidad. el gas, el suministro de agua, la depuración de aguas residuales y las telecomunicaciones. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, párrafo primero. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 20. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 21. 

ley General de Bienes Nacionales. 
Artlculo22. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 23. 

ley de Aguas Nacionales. 
Articulo 9, fracción VII. 

l .ey de Aguas Nacionales. 
Artfculo 15, fracción 11. 

ley de Aguas Nacionales. 
Articulo 20, pmto primef'O. 

Ley de Aguas Nacionales. 
Artlculo21 . 

Ley de Aguas Nacionales. 
Artlculo22. 

Ley de Aguas Nacionales. 
Articulo 23. 

Ley de Aguas Nacionales. 
Articulo 24. 

ley de Aeropuertos. 
Articulo 2 , fracción 11, párrafo segundo. 

ley de Aeropuertos. 
Articulo 1 o. 

ley de Aeropuertos. 
Articulo 11. 

ley de Aeropuertos. 
Articulo 12. 

Ley de Aeropuertos. 
Articulo 13. 

Ley de Aeropuertos. 
Articulo 15. 

Ley de Puertos. 
Artfculo 20. 

ley de Puertos. 
Articulo 26. 



Ley de Puertos. 
Artículo 31 . 

Ley Minera. 
Artículo 4. fracción IX. 

Ley Minera. 
Articulo 7, fracción VI 

Ley Minera. 
Articulo 15. 

Ley Minera. 
Articulo 18. 

Ley Minera. 
Articulo 19, fracciones 1, 11, 111, IV, V y VI. 

Código Civíl Federal. 
Artículo 768. 

Otorgamiento de Bienes Concesionados. 
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En el otorgamiento de la concesión y las posibles prórrogas al plazo de vencimiento, deben 
tomarse en cuenta diversos aspectos; tales como el monto de la inversión, el plazo de amortización 
de la inversión, el beneficio social y económico que significa para la comunidad, la necesidad del 
servicio que se presta, el cumplimiento de las obligaciones y la reinversión para el mejoramiento de 
las instalaciones. Advirtiendo que las concesiones se otorgan a titulo personal, no pueden ser objeto 
parcial o total de diversas acciones de comercio; tales como la subconcesión, el arrendamiento, el 
comodato, el gravamen ni cualquier otra fonna de contrato, por razón del cual, un particular distinto 
del concesionario goce de los Derechos derivados de la concesión. Cualquier operación que lnfrlnja 
esta prohibición será nula de pleno Derecho, y el concesionario perderá en favor de la Nación la 
concesión. 

No obstante, el gobierno federal puede dispensar esta disposición, autorizando ta sustitución 
del titular concesionario; para que la concesión pueda cederse, es necesario contar previamente con 
la anuencia del Órgano de la Administración Públiea concedente. En este sentido, el concesionario 
suplente debe acreditar que reúne las condiciones solicitadas para el otorgamiento original. 

En relación con el Otorgamiento de Bienes Concesionados, Luis Delgadlfto establece: "Como 
las concesiones se otorgan intuitu personae, no pueden ser objeto, en todo o en parte, de 
subconcesión, arrendamiento, comodato, gravamen o cualquier otro acto o contrato por virtud del 
cual una persona distinta del concesionario goce de los derechos derivados de aquélla. Cualquier 
operación que infrinja lo anterior será nula de pleno derecho, y el concesionario perderá en favor de 
la nación los derechos que deriven de la concesión y los bienes afectados a ella. Para que los 
derechos y obligaciones emanados de éstas puedan cederse es necesario contar previamente con la 
autorización expresa de la autoridad concedente, misma que deberá soicitar al concesionario 
suplente acredite que reúne las condiciones que se exigieron para su otorgamiento•.20 

Otorgamiento de Bienes Concesionados. 
1. Monto de Inversión. 
2. Amortización de Inversión. 

20 Delgadillo Gutiérrez, Luis Humberto. ELEMENTOS DE DERECHO ADMINISTRATIVO. SEGUNOO CURSO. Linusa. México, 1997. 
Péglna 86. 
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3. Beneficio Social. 
4. Necesidad de Actividad. 
5. Cumpfimíento de Obligaciones. 
6. Mejoramiento de Instalaciones. 

Nulidad Jurídica. 
Afectación del acto consislente en ralla de ruerza legal para obligar, por ser contrario a las leyes, por carecer de la 
solemnidad en la sustancia o por incumplir en la rorma. 

Ley General de Sienes Nacionales. 
Articulo 20. 

Extinción de Bienes Concesionados. 

La extinción de la concesión está justificada en diversas causas; tales como el vencimiento de 
plazo, la renuncia del concesionario, la desaparición del fin, la nulidad, la revocación, la caducidad y la 
declaratoria de rescate. En este sentido, la desaparición del objeto en la concesión se actualiza con el 
deterioro de las instalaciones dedicadas a la explotación del recurso; en euyo caso, se revertirán en 
favor de la Nación desde el vencimiento del plazo. Por otra parte, la nulidad de la concesión. puede 
ser aplicada por diversos motivos; tales como la Incompetencia del funcionario de la Administración 
Pt'.lblíca que la otorgó, el otorgamiento en contravención a preceptos legales, el error, el dolo o la 
violencia que restrinja la soberanía de la Nación o los Derechos de un tercero. Cuando la nulidad de 
la concesión se funde en que hubo error para su otorgamiento, puede ser conva&dada al cesar la 
razón que la generó. 

Extinción de Bienes Concesionados. 
1. Vencimiento de Plazo. 
2. Renuncia del Concesionario. 
3. Oe~riclón de Finalidad. 
4. Nulidad. 
5. Revocación. 
6. Caducidad. 
7. Declaratoria de Rescate. 

Extinción. 
Liquidación total de ciertos Derechos que desaparecen. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 21 . 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 23. 

Revocación de Bienes Concesionados. 

La revocación de la concesión otorgada sobre bienes de dominio pt'.lbico tiene diversas 
causas; tales como incumplir con el fin para el que fue otorgada, dar al bien objeto un uso distinto al 
autorizado, incumplir con las condiciones a que se sujetó el otorgamiento, infringir lo dispuesto en la 
nonnatividad que la regula, dejar de pagar en fonna oportuna los productos que se hayan fijado y 
realizar obras sin penniso. Para efectuar la revocación, el Poder Ejecutivo Federal debe someterse al 
tribunal en materia administrativa, toda vez que, la detennlnación de revocar corresponde a una 
resolución judicial, teniendo el carácter de sanción en contra del concesionario. Al emitir el Decreto 
todos los bienes materia de la concesión. mejoras y accesorios se revertirán de pleno Derecho al 
control del gobierno federal, sin indemnización alguna para el concesionario. Caso diferente es el de 
la revocación administrativa. 
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En efecto, la revocación administrativa es el acto unilateral que el Órgano de la Administración 
Püblica ejecuta por razones de legitimidad, mérito, conveniencia y oportunidad, previa audiencia del 
interesado. 

En relación con la Revocación de Bienes Concesionados, Gabino Castrejón establece: "La 
práctica administrativa en México se ha orientado a considerar como causa de revocación de las 
concesiones, la falta de cumplimiento del concesionario a las obligaciones que le impone el régimen 
íuridico de la misma; así en la concesión de aprovechamiento de aguas nacionales, minera, de 
transporte, bancaria y de educación, son causas de revocacíón la falta de cumplimiento por parte del 
concesionario a las obligaciones antes aludidas. Consideramos que esta situación es más técnica 
que la de presuponer que se trata de rescisíón, pues un acto administrativo como lo es la concesión, 
no puede ser rescindido, sino más bien revocado por la autoridad que lo otorgó, en los supuestos de 
incumplimiento que prevén las leyes, los reglamentos y el propio acto de la concesión•.21 

Revocación de Bienes Concesionados. 
1. Incumplir Finalidad. 
2. Uso Distinto del Objeto. 
3. Incumplir Condiciones. 
'4. Infringir Normatividad. 
5. Incumplir Pago. 
6 . Obta sin Autori7.aci6n. 

Revocación. 
Acto juódico que deja sin efecto otro anterior por la voluntad del otorgante. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 8. fnlcci6n 111. 

ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 23. 

Caducidad de Bienes Concesionados. 

Aunque la legislación senala la caducidad de la concesión como una forma de extinción, no 
precisa los supuestos en que procede ejecutarla, por lo que debe estarse a lo que indica la 
costumbre. Doctrinalmente, la caducidad de la concesión es el medio de conclusión de facultades y 
Derechos motivado por et incumplimiento de obligaciones fijadas en la ley a cargo del concesionario, 
y determinadas en et otorgamiento. 

caducidad. 
Extinción de una facultad o de una acción por el mero transcurso de un plazo configurado por la ley como carga 
para su ejercicio. 

ley Genera.1 de Bienes Nacionales. 
Artículo 2 t . 

ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 23. 

Rescate de Bienes Concesionados. 

21 Castrejón Garcla, Gallino Eduardo. DERECHO ADMNISTRATIVO MEXICANO. TOMO l. Cárdenas. M6lcioo, 2000. Paginas 390 y 391. 
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El rescate de la concesión como forma de extinguirla, aplica mediante indemnización, y es 
aplicable cuando surgen causas de utilidad pública o de interés público que la requieren. Al efecto, la 
declaratoria de rescate provoca que los bienes, los equipos y las instalaciones destinadas de manera 
directa a los fines de ta concesión, se reviertan al control del gobierno federal; aunque cuando no le 
sean útiles puede autorizar te sean entregadas al particular que pierde ta concesión. En este caso, et 
valor que corresponde por tates bienes no se incluye en la cantidad que et Estado debe pagar como 
Indemnización. La fijación del monto de indemnización la realiza la Comisión de Avalúos de Bienes 
Nacionales mediante un dictamen técnico; si el particular afectado por el rescate estuviera confonne 
con la declaratoria, la cantidad indicada tendrá carácter definitivo; si no estuviera confonne tendrá 
que redamar1a ante el órgano judicial, que dará una resolución definitiva. 

En relación con et Rescate de Bienes Concesionados, Gablno Fraga establece: "Habiendo, 
pues, una intima relación· entre ta recuperación de tos capitales invertidos y ta duración de la 
concesión, ocurre preguntar si este elemento fonna parte de las estipulacíones contractuales que no 
pueden ser modificadas sino por otro acto también de naturale.za contractual, o si, por el contrario, es 
uno de los elementos reglamentarios de la concesión que puede ser modificado en cualquier instante 
por un acto unilateral. 

Creemos que la duración de la concesión puede ser un pacto contractual. y sin embargo, 
reconocerse la poStbilidad del rescate de las concesiones".22 

Rescate. 
F8alltad del órgano de la Administraci6n Pública de extinguir una concesión, asumiendo la gestión directa del 
setviclo que consti1ula su objeto. 

ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 21. 

ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 26. 

ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 63, fracciones 111 y IV. 

22 Fraga Magana. Gallino. DERECHO AOMNISTRATIVO. Pomla. Méldco. 1997. P¡\glna 252. 
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CAPITULO DOS 

ANTECEDENTES HISTÓRICOS DEL TERRITORIO NACIONAL. 

Organización del Territorio Azteca. 

Cuando llegaron los conquistadores españoles capitaneados por Hemán Cortés a las tierras 
de Anáhuac, tres pueblos eran , por su civilización y por su importancia militar, los que dominaban la 
mayor parte de lo que ahora constituye el territorio mexicano. Dichos pueblos llamados Azteca o 
mexica. tepaneca y acolhua se distinguieron por su enorme trascendencia política. Estos reinos, en 
cuanto a su organización interna, se encontraban ordenados de manera similar, ya que establecieron 
como gobierno una oligarqula primitiva, evolucionando ulterionnente hacia una monarqula absoluta. 
En la monarquía, el rey era la autoridad primordial, señor de vidas y dueno de haciendas; alrededor 
del cual se agrupaban diversas clases privilegiadas; tales como los sacerdotes, representantes del 
poder inmortal; los guerreros de linaje, en su mayoría nobles; y la nobleza en general, constituida por 
familias de abolengo. 

A continuación estaba el pueblo, una masa enorme de individuos sobre cuyos hombros se 
mantenlan las anteriores clases referidas. Estas notorias diferencias de clase se reflejaban fielmente 
en la distribución de la tierra. El soberano era el dueno absoluto de todos los tenitorios sometidos por 
su armamento a través de la conquista, de manera que, cualquiera otra forma de posesión o de 
propiedad tenitorial procedla del propio rey. Desde una época que se remonta al nacimiento de los 
reinos, los precursores tomaron posesión de algunas extensiones de tierra, que sirvió de asiento para 
futuras fincas agricolas, tanto de nobles como de guerreros, desplazando a la mayoría de los nativos 
originales. 

Clases Sociales Aztecas. 
1. Rey. 
2. Nobleza. 
3. Plebeyos. 
4. Esdavos. 

Hemán Cortés Pizarra. 
MiHtar espallol. Nació en MedeHin. Tuvo por padres a Martln Cortés y a Catalina Pizarra, emparentada ésta con la 
ramifia del mismo apelido, residente en Trujíllo. Por algún tiempo rue estuáiante en la Universidad de Salamanca. 
De hecho. Hemán Cortés se preciaba de su conocimiento del latín, los romances y la historia, lo que le pennitió 
expresarse con soltura y atildado estilo en sus varios escritos y de modo particular en sus Cartas de Relación. 

Sociedad Azteca. Mexica. 
La sociedad Azteca estaba dividida en diversas clases. Los esdavos, los plebeyos y los nobles. La condición de 
esdavo era similar al de un criado contnltado, aunque los hijos de los pobres podían ser vendidos como esclavos; 
en tal caso, solía hacerse por un periodo detenninado. Los esdavos podían co~rar su llbertad y los que lograban 
escapar de sus amos y legar ha.Sta el palacio real sin que los atraparan obtenlan la fibertad inmediatamente. A los 
macehualtín o plebeyos se les otorgaba la propiedad vitaticia de un te!T8no en el que construlan su casa. Sir 
embargo, a loa tlalmalU o plebeyos de las capas más bajas. no se les pennitia tener propiedades y eran 
campesinos en tierras arrendadas. La nobleza estaba co~uesta por los nobles de nacimiento, los sacerdotes ~ 
los que se hablan ganado el Derecho a serlo. especialmente los guerreros. 

Sociedad Tepaneea. 
El primer gobernante histórico del pueblo Tepaneca, después de nueve reyes mlticos , rue Tezozómoc. Los 
beUcoaos tepanecas se enzarzaron en una lucha por la hegemonía en la que derrotaron a chichimecas y toltecas. 
ayudados al principio por los ~ecas de Tenochtitlán. Estos últimos; sin embargo, fueron agraviados por el 
sucesor de Tezoz6moc, Maxtla, que habla llegado al trono, des~s de una guerra civil. 

Sociedad Acolhua. 
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La población era de origen chichimeca. los acolhuas llegaron al valle de México en el siglo XIII , época en la que el 
caudillo Xolotl controlaba esa región. Primero se establecieron en Tenayucan Oztopolco y, en el siglo XIV 
alcanzaron una gran expansión. El centro y cabecera de sus actividades parece haber sido CuaUichan, identificado 
como Acolhuacan. de cuya población tomaron su nombre gentilicio. Posteriormente. fue Texcoeo la cabecera de 
su se~orio. 

Oligarquía. 
Forma de gobierno en que el poder supremo está en manos de unas pocas personas. En una oligarquía, el 
gobierno está controlado por una facción que actúa según su propio interés sin tener en cuenta el bienestar del 
pueblo. 

Monarquia. 
Forma de Estado en la que una persona liene Derecho a reinar como cabeza. en general por via hereditaria, con 
carácter vitalicio. El poder del rey puede ser absoluto o estar muy limitado, como es usual en las monarquías 
actuales. 

Régimen Jurídico del Territorio Azteca. 

Los Aztecas no llegaron a formarse un concepto absoluto sobre cada uno de los géneros de 
propiedad que desarrollaron; únicamente los díferenciaban mediante vocablos que se referian a la 
calidad social del poseedor. De esta manera, en mapas especiales se encontraban las tierras del 
reino peffectamente delimitadas y separadas unas de otras por colores escogidos para tal efecto; las 
tierras que pertenecían a los barrios estaban senaladas con color amarillo claro, las que pertenecían 
a los nobles estaban senaladas con color rojo y las que perteneclan al rey estaban senaladas con 
color pCupura. Por otra parte, los limites de las propiedades y su extensión se haUaban indicados con 
signos jerogllficos. 

En relaeión con el Régimen Juridico del Territorio Azteca, Lucio Mendieta establece: "En 
cuanto a las medidas agrarias, sabemos que marcaban en sus mapas las supeñlcies de los terrenos 
con cifras referidas al perimetro de los mismos, o bien a lo que de sembraduras eran capaces de 
contener. 

Los magistrados indigenas t~maban en a.ienta estos mapas para fallar en los litigios que se 
suscitaban a propósito de tierras·.1 

Régimen Jurídico del Territorio Azteca. 
1. Rey. Púrpura. 
2. Nobleza. Rojo. 
3. Barrio. Amarino. 

Posesión. 
Situación de poder de hecho sobre las cosas o los Derechos, a la que se otorga una protección jurídica provisional 
que no preíuzga la titularidad de los mismos. 

Propiedad. 
Derecho de gozar y disponer de un bien, sin otras limitaciones que las esbblecidas por las leyes. La propiedad es 
el Derecho real por excelencia e implica un poder directo e inmediato sobre las cosas. Es oponlble frente a todos, 
siendo los restantes Derechos reales sobre cosa a_jena, constituidos sobre la base de una de las facultades que, 
perteneciendo en principio al dominio, se separa de él en un momento dado. 

Clasificación del Territorio Azteca. 

Los Aztecas alcanzaron un mínimo concepto de propiedad particular comparado con el que 
llegaron a formarse los romanos. En efecto, la doctrina romana tradicional otorgaba tres atributos 
fundamentales al Derecho de propiedad particular que revestlan su concepción; la faa.iltad de usar, 

1 Meodieta y Nut\ez, Lucio. EL PROBLEMA AGRARIO OE MÉXICO. Ponüa. México, 1999. P~lnas 20 y 21. 
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la facultad de gozar y la facultad de disponer. Para los Aztecas, la propiedad del soberano estaba 
respaldada por la facultad plena para disponer de sus propiedades sin fímitación alguna; por lo que, 
podía transmitir1as totalmente o en parte a través de la donación , asimismo. podía enajenar1as y 
otorgarlas en usufructo a quien mejor le pareciera, aunque buscando por cortesía social respetar las 
costumbres ancestrales. Tales prácticas llegaron a convertirse en auténticas limitaciones legales de 
la pertenencia, por lo que derivaron en nuevas formas de propiedad territorial. El mayorazgo surgió 
como obligación del rey para transmitir la propiedad real preferentemente a su familia. 

Dichas propiedades debian ser devueltas a la soberanla del ente social por abandono del 
cargo monárquico, por muerte del rey y al extinguirse sus parientes en linea directa. Cuando el rey 
donaba alguna propiedad a un noble en recompensa de servicio sin la condición de transmitirla a sus 
descendientes, éste podía enajenar1a o donarla; su Derecho de propiedad no encontraba otro límite 
que la prohibición de transmitir1o a los plebeyos. pues a éstos no les eran permitido adquirir la 
propiedad inmueble. En el mismo caso estaba la propiedad de los nobles adquirida por herencia de 
los primeros pobladores. Además de los nobles, los guerreros recibían propiedades del rey en 
recompensa de sus hazai'\as, unas veces sin condición y otras con la usual de transmitirlas a sus 
descendientes. No todas las tierras poseldas por nobles y guerreros, provenían de la conquista: gran 
parte de sus posesiones se remontaban a la fundación de los reinos. 

Clasifacaci6n del Territorio Azteca. 
1. Tecpanllalli. Propiedad Real. 
2. PiUafi. Propiedad Noble. Propiedad Guerrera. 
3. Teq>anllalli. Michinali. Propiedad Religiosa. Propiedad Militar. 
'4. C&lpulli. Propiedad Comunal. 

Propiedad Azteca. 
Los Aztecas convirtieron el lecho del lago, que era poco profundo, en chinampas, jardines muy fértiles, construidos 
con un armazón de troncos que sostenia.n arena, grava y tierra de siembra, atados con cuerdas de ixtle, para 
lograr islas artificiales donde se cultivaban verduras y llofes y se eriabll.n aves domhticas. Se hicieron calzadas y 
puentes para conectar la ciudad con tierra firme; se levantaron acueductos y se excavaron canales por toda la 
ciudad para el transporte de mercancias y pe.rsonas. Las construeciones religiosas. gigantescas pirámides 
escalonadH recubieftas de piedra caliza y estuco de vivos colores, sobre las que se construían los templos, 
dominaban el paisaje. 

1. Época Colonial. 

Organización del Territorio Colonial. 

El conjunto de leyes y disposiciones en materia de tierras y de aprovechamientos naturales 
que regulaban a Nueva Espal'la se expidieron desde los primeros ai'\os a partir de la conquista; no 
obstante, los precedentes fundamentales de la propiedad territorial datan de la época colonial. El 
análisis de la evolución jurídica desde la propiedad primitiva hasta la consumación de la organización 
telTitorial facilita una perspectiva cierta de su composición y de la aplicación que tuvo en realidad 
durante dicho tiempo. Contra los buenos deseos del rey de Espai'\a, inspirados en una supuesta 
piedad y sustentados en los informes que recibían de quienes vigilaban la denominada nueva tierra, 
estaban los intereses personales de los colonizadores que actuaron con desmedida voracidad. 
Establecida Nueva Espai'\a, los espanoles dictaron una incipiente regulación de la propiedad privada 
que en principio respetaba las autoridades y las costumbres de los pueblos indigenas. 

Sin embargo, exigieron la debida sumisión, el tributo económico y la ayuda incondicional en 
sus luchas contra poblaciones enemigas. Después de la sanguinaria guerra entablada por los 
españoles contra los Aztecas, los colonialistas decidieron establecer las plataformas comerciales y 
políticas que extendieran a~ propio tiempo su civilización cultural y su dominación territorial. Los 
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vencidos Aztecas sufrieron no sólo la invasión de la tierra, sino que, al ponerse en contacto con la 
civilización extranjera, imitaron por obligación sus leyes, sus instituciones y sus costumbres intrusas, 
padeciendo la influencia que los pueblos más salvajes ejercen por la fuerza sobre los más civilizados, 
según lo demuestra la historia. La organización de la propiedad, en la colonia, distaba mucho de 
cubrir las necesidades del adelantado pueblo indlgena. 

En relación con la Organización del TelTitorio Colonial, Andrés Serra establece: ·oesde que 
llegaron los españoles a colonizar las tierras americanas se preocuparon constantemente porque 
éstas fueran explotadas. Para este propósito se dictaron disposiciones que intentaron el 
fraccionamiento de la propiedad y asegurar su debida explotación. Las tierras comunales indígenas 
se respetaron en gran parte y se procuró que conquistadores, encomenderos, las corporaciones 
religiosas y otros, no encontraran la propiedad. El problema era demasiado complejo para resolver1o 
con buenas inteociones•.2 

30demayode1521 . Grandeza l1r4>9rial de Tenochtitlán. 
Después de atravesar los volcanes, Hemán Cortés y sus soldados hicieron su pñmera entrada en Tenochtitlán, 
llegando por la calzada de tztapalapa que unía por el sur a la ciudad con la ri>ela del lago. Alojados en los 
palacios reales pudieron percatarse de la grandeza y podeño de la ciudad. Moáezuma 11, que los l"8Clbió como 
huéspedes, pronto se convirtió en su prisionero. Los conquistadores marcharon en busca del auxiio de sus aliados 
tlaxcaltecas y no fue sino hasta 1521, cuando dieron principio al asedio formal de la ciudad de Tenochtitlin. Para 
ello, Cortés concentró a más de 80,000 tlaxcaltecas y refOIZó sus propias tropas con la llegada de otras varias 
expediciones a Veracruz. Desde finales de abril de 1521 , habla botado al agua trece bergantines que ejecutaron 
un papel muy importante en el asedio de la isla, donde se erigía la ciudad. 

9 de díciembfe de 1526. Cédula Real. Callos l. 
Faculta a los particulares para que pudieran sacar oro y plata, azogue y cualquier otro metal en todas las minas 
que hallaran y donde qui.síeran y a bien tuvieran recogerlos y labrarlos sin ningún género de impecimentos, con 
sólo la indispensable circunstancia de dar noticia o cuenta al gobernador y oficiales reales de la provincia. 

1535. Inicio del V11111inato en Nueva Es¡>W. 
Después de la calda militar de Tenochtitlén, la forma de gobierno de lo que Hemán Cortés llamó Nueva Espalla se 
instituyó con la designación del primer vilfey espallol, Antonio de Mendoza hasta aurnar un total de sesenta y un 
virreyes. Antonio de Mendoza y sus sucesores dirigíef'Ol'I una serie de expediciones militares y explo.-atorias con tas 
cuales finalmente hicieron parte de Nueva España a distilltos Estados. 

carios 1. Carlos v. 
Rey de Espalla y emperador del Sacro Imperio Romano Germánico. Nació en Gante. Hijo del archiduque Felipe 1 
el Hermoso y de la reina castellana Juana l la Loca. En 1506, la política matrimonial de sus abuelos, la muerte de 
su padre, la desaparición prematura de presuntos herederos y la incapacidad de su madre concentraron en su 
persona las dispares herencias de cuatro dinastias. Como una de las principales figuras de la edad moderna, llevó 
a cabo el último intento por mantener la unidad europea en tomo al cristianismo católico. 

Propiedad T enitorial. 
En el régimen territorial del Estado, el tamallo de la propiedad y la relación entre la propiedad y la explotación 
agrícola constituyen una dimensión fundamental de la estructura rural. La propiedad colectiva, tanto si se trata de 
la de las comunidades campesinas como de la propiedad dec.-etada y dirigida por el Estado, disminuye con el 
avance de la propiedad privada. 

Régimen Juñdico del Territorio Colonial. 

Durante la época colonial, los espal'ioles legislaron para limitar la extensión de tierra que se 
podla conceder por colono, con la finalidad de evitar la concentración excesiva en pocas manos. Por 
ello, en el régimen juñdlco colonial, el virrey estableció la facultad de revisión constante de los lllulos 
de propiedad, por parte de la autoridad vineinal. Con este pretexto, el virrey desató la horda bárbara 
para apoderarse por la fuerza. de los animales, de las armas y de las tierras indlgenas. Debido a que 

2 Sena Rojas, Andrés. DERECHO ADMINISTRATIVO. SEGUNDO CURSO. PomJa. México, 1999. P~~ 341. 
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los Aztecas eran impopulares entre el conjunto de pueblos indígenas, no hubo alguno que quisiera 
respaldar su defensa, además, los españoles pretendieron dar a la colonización una apariencia de 
legalidad. Al efecto. invocaron como argumento la Bula Alejandrina con la que fue solucionada la 
disputa que entablaron España y Portugal sobre la propiedad de las tierras descubiertas por sus 
respectivos Estados. 

4 de mayo de 1493. Bula lnter caetera. Alejandro VI. 
Se da, concede y asigna perpetuamenle a los Reyes de castilla y León, y a sus sucesores, todas las islas y tierras 
finnes, halladas y que se hallaren descubiertas y que se descubrieren hacia el 01:c:idente y Medíodia, fabricando y 
componiendo una línea del Polo Ártico, que es el Septentrión. al Polo Antártico. que es el Mediodía; ora se hayan 
haUando islas y tierras, ora se hayan de hallar hacia la India o hacia cualquier parte, la cual linea dista de cada una 
de fas Islas que vulgarmente dicen de las Azores y Cabo Verde, cien leguas hacia el Occidente y Mediodía y de 
cuyas tierras no hubiere tomado posesión ningún otro rey o príncipe cristiano hasta el día de Navidad del año de 
1492. 

Alejandro VI. 
Rodrigo de Borgia. Papa. Nació en Játiva. Fue adoptado por la familia de su tío materno. Alfonso Borgia. Siendo 
un adolescente, Rodrigo de Borgia recibió subvenciones y rentas eclesiásticas. Tras estudiar Derecho en Bolonia, 
tuvo una fulgurante carrera, llegando a ser cardenal, obispo y competente administrador de la corte papal, aunque 
su fama la obtuvo por su vida licenciosa y conupla. Como miembro de la poderosa familia Borgia, acumuló 
grandes riquezas y levó una vida Uena de placeres mundanos. Siendo Papa publicó las Bulas Alejandrinas que 
establecieron la partición del Nuevo Mundo entre EspaM y Ponugaf, y el envío de los primeros misioneros a 
América. 

Bula. 
Carta especial en la religión católica relativa a materia de fe o cuestiones generales que lleva el sello del papa. En 
la edad media, fa palabra bula significaba sello, por lo que se aplicaba también al documento en el que se 
realizaba fa impresión. La aplicación de este término, de forma exdusíva, a los documentos papales, en oposición 
a los documentos de Estado que llevan el membrete real, es una prádica moderna. 

Gobierno Virreinal. . 
Un virrey nombcado al efecto ejercía. en nornbfe del rey de Espalla, el gobierno de Nueva Espalla. A fo largo del 
periodo c::olonial hubo ciWfsos viireyes, siendo el primero Antonio de Mendoza y el último Juan O'Donojú. B inicio 
del vilT'einato se distinguió por su sentido de la justicia y por fas grandes ~s expedicionariaa levadas a 
cabo, entre las que cabe incluir a~ellls que se dirigieron hacla las posesiones espaoolas en el ~no Pacífico. 
Asinismo, fomentó el incipiente desarrono económico de Nueva Espal\a con medidas como la acuñación de 
moneda propia y la puesta en marcha de numerosas obras públicas que ampliaron ta infraestructura minera. En 
Nueva Espaha se establecieron fonnalmente divisiones territoriales que se mantuvieron hasta que se creó la 
Comandancia General de las Provincias lntemas, y, po.steriomlente, las Intendencias. 

Clasificación del Territorio Colonial. 

La colonización de Nueva Espana fue una tarea que se Uevó a cabo con fondos particulares, 
Espana no tenia un ejército suficientemente abastecido como para dedicar1o a la ocupación de las 
Indias, de manera que, tan pronto se lograba subyugar a un pueblo indígena, el trofeo se repartia 
entre oficiales y soldados de acuerdo a su categoria. Con este criterio se partieron grandes longitudes 
de tierras y de tributos, autorizados por ordenes reales; en efecto, cuando los españoles lograron la 
Invasión definitiva del territorio Azteca y, para asegurar el mantenimiento de los batanadores, el rey 
dispuso que se les asignaran suficientes tierras y bastante cantidad de indlgenas. Comenzó la 
explotación de Aztecas en el trabajo duro de la agricultura; no obstante, empenados en dar a su 
brutal comportamiento la apariencia de buena voluntad, los espanoles alegaron que su misión era 
instruir a los indigenas en la religión católica. 

Estas distribuciones fueron posteriormente legalizadas a través de supuestas donaciones 
sustentadas por instrucciones reales. sin reconocer que en realidad se trataba del pago a servicios 
prestados en favor de la corona española. A la postre. disfrazadas como simples donaciones. se 
racionaron muchas más extensiones de tierra, cuyo objeto no fue otro que el de estimular a los 
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españoles para colonizar los desiertos territoriales de Nueva España. Las disposiciones reales 
alegadas con este propósito particular fueron diversas. 

En relación con la Clasificación del Tenitorio Colonial, Gabino Fraga establece: "Especial 
cuidado mereció dentro de la legislación colonial el régimen de propiedad de las tíerras de los indios, 
como lo demuestran las múltiples disposiciones que se dictaron al respecto. 

Ellas pueden clasificarse en dos grupos: las que se referían a las propiedades que los indios 
tenían desde antes de la conquista y las que proveían a la formación de nuevas poblaciones. 

Respecto del primer grupo, es notable el celo que pusieron los gobernantes para que en 
todos los casos, aun en los de formación de nuevos poblados de españoles, se tuviera especial 
cuidado de respetar y conservar la propiedad de los indios·.3 

1265. Código de las Síete Partidas. Alfonso X. 
Ley VII. 
Cut les deben ser las leyes en sí. 
COmplidas han de ser las leyes, e muy cuidadas e catadas, de guisa que sean con razón, e sobre cosa que 
pueden ser segund nltura, e las palabras del as que sean buenas e llanas e paladinas, de manera que todo ome 
las pueda entender e retener. E otrosí han de ser sin escatima e aln punto; porque no puedan de el Derecho sacar 
razón torticera por au mal entendimiento, queriendo mostrar la mentira por verdad, o la verdad por mentira; e que 
no aean contrarias las unas de las otras. 
ley IX. 
Cu61 debe ser el facedor de las leyes. 
El facedor de las leyes debe amar a Dios e tenerle ante aus ojos, cuando laa ficiere, porque sean derechas e 
cun.,iídas. E otrosl debe amar iustiáa e procomunal de todos. E debe ser entendido para saber departir el 
Oenicho del tuerto, e no debe haber vergüenza en mudar e enmendar sus leyes quando entendiera o le mostraren 
razón porque lo deba facer, que gran Derecho es, que el que a los otros ha de endenlzar, e enmendar, que lo 
sepa hacer a si mismo quando errare. 

18 de ;.mio de 1513. Ley para la Distribución y Arreglo de la Propiedad. Femando ti. 
Porque nCJe$1ro$ vasallo$ ae alienten al descubrimiento y población de las Indias, y puedan viW c;on la comodidad 
y con119flenci. que de-mos: es nuestra wluntad que se puedan repartir y repartM casas. solares, tierras, 
cabalerias y peonias a todos los que fueren a poblar tiemis nuevas en los pueblos y lugares, que por el 
gobernador de la nueva población les fuesen sMalados, haciendo ciSÜ'lción, entre escuderos y peones. 

Clasificación del Tenitorio Colonial. 
1. Propiedad Absoluta. 

Reyes de Espalla. 
2. Propiedad Mercedada. 

Indígena. 
Espallol. 

Alfonso X. El Sabio. 
Rey de casulla y León. Nació en Toledo. Hijo del rey Femando 111 y de Beatriz de Suabia, hija del emperador Fefipe 
de Suabia. En 12•9, contrajo matrimonio con Violante de Aragón, hija del rey de Aragón, Jaíme 1 el Conquistador. 
A la muerte de su padre, reanudó la ofensiva contra los musulmanes, dentro del proceso general de la 
reconquista, ocupando las fortalezas de Jerez y Cádiz. En 1264, tuvo que hacer frente a una importante revuelta 
de los mud6jares asentados en el valle del Guadalquivir. 

Femando 11. El católico. Femando V. 
Rey de Aragón y rey consorte de castilla . Nació en Sos. Esposo de la reina Isabel 1 de castilla, por cuyo reinado 
conjunto sobre las dos coronas son más conocidos ambos como los reyes católicos. HIJO del rey de la corona de 
Arag6n Juan 11, a quien sucedió, y de Juana Enriquez. Fue el prototipo de político renacentista, Inspiró la pñncipal 
obra de Nicolás Maquíavelo, El Príncipe, y supo combinar diplomacia y eficacia lrilitar. En 1466, fue nombrado 
gobernador general de Aragón y Cstaluña. En 1'469, su matrimonio con la princesa Isabel de castilla, hermana de 
Enrique IV, marcó decisivamente su trayectoria y proyectó su figura hacia la política de castila. A la muerte de su 
padre, y gracias a su boda, se produjo la unión dinllstica de la corona de Aragón con la de castilla. unión que 
respetó las leyes e Instituciones propias de cada reino. 

3 Fraga Maga/la. Gabino. DERECHO ADMINISTRATIVO Pomla México. 1997. Péglna 355. 
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1.1. Propiedad Territorial del Real Patrimonio. 

Propiedad. del Real Patrimonio. Concepto. 

La cesión de tierra indígena para colonizadores se entendió, en su tiempo, en beneficio propio 
del rey espaflol y no en favor de España, por lo que el monarca legisló apresuradamente para regular 
y proteger lo que denominó el patrimonio real. Como consecuencia de que la propiedad tenitorial que 
formaba parte del patrimonio real pertenecía exclusivamente al soberano español, ningún particular 
pudo oponer Derecho alguno sobre sus alcances, salvo el titulo de propiedad que emanara de la 
propia corona española. Quedó señalada así una diferencia notoria entre la propiedad particular que 
estableció ta legislación en Nueva España y ta regulada por las demás legislaciones europeas que 
reconocían el concepto doctrinal de propiedad, es decir, un Derecho absoluto instituido en favor de su 
titular, con facultad de uso, facultad de disfrute y facultad de disposición. 

18 de mayo de 1680. Recopilación de Leyes de los Reinos de Indias. Antonio de león Pinelo. 
El mayor esfuerzo de clarificac:ión de toda la normativa en Nueva Espalla fue el llevado a cabo por Antonio de 
león Pinelo, que culmín6 con la publicaci6n de la recopilaci6n de leyes, en la que se seleccionaron aquellas que 
contklua.ban en Yigof'. Fue YnCionada por el ífrf Carlos 11 y está fonnada por nueve libros, divididos en cuatro 
volúmenes, con seis mil trescientas ochenta y cinco leyes agrupadas en doscientos cieciocho titulas. Abarc6 todos 
los aspectos relacionados con la vida colonial, lncluídos los religiosos. El prime( libro reunió la normativa sobre el 
acceso a los cargos edesiás1icos, el funcionamiento del Tribunal de la lnquisici6n y la distri.buci6n de las limo$1\as. 
De los ocho restantes, uno de elos, el sexto, estuvo dedicado especlficamente a todo lo relacionado con la 
población indígena .. La condici6n del indígena. la reducc:l6n, los sefVicios y los tributos que tenla que prestar. la 
co~eja estructura política y administnttiva qued6 reftejada en siete libros que reuníeron las leyes que afecia.ban a 
la formación de las Instituciones de gobierno y sus cargos, la defensa de las colonias y la formaci6n de las 
ciudades. 

Propiedad Real. 
1. Plena In Repotestas. Fac:ullad de Oisposicí6n llímitada. 
2. Facultad de Transmisi6n. 

Propiedad Particular. 
1. Uti. Facultad de Uso. 
2. Fruí. Facultad de Goce. 
3. Abuti. Facultad de Oisposici6n. 

Antonio de León Pinelo. 
Cronista y íurista español. Naci6 en Valadolid. Ciudad donde comenzó sus estudios. Pronto se desplazó con su 
famila a las Indias, asentándose en Lima, después de haber residido en Buenos Aires y Córdoba. En 1619, 
finalizó sus estudios de leyes y pasó a ejercer como abogado en la audiencia limel\a. Dos silos más tarde regresó 
definitivamente a España, concretamente a Madrid. Letrado del Consejo de Indias desde 1629, alcanzó el cargo 
de cronista mayor de Indias. Su obra jurídica más importante fue el encargo recibido de nevar a cabo la 
recopilación de las leyes de Indias, que acometió en solitario a partir de 1629, aunque no alcanzó a ver su 
publicación. 

Régimen Jurídico de la Propiedad del Real Patrimonio. 

Por su naturaleza jurfdica de donación, según ta ideologla de ta época, supuestamente los 
territorios descubiertos y domínados por los españoles en América, debian considerarse dentro de la 
categoría del dominio privado, equivalente a propiedad privada del rey. Atenidos a la bula alejandrina, 
los reyes españoles dispusieron siempre de los territorios de Indias como de cosa propia y en más de 
una de sus cédulas reales declararon que los juzgaban de su propiedad particular: pero en medio de 
la confusión otras cédulas reales hablan de esos mismos territorios como pertenecientes a ta corona 
real y en otras como parte del patrimonio real. Las contradicciones dallaron en esencia la concepción 
patrimonialista del Estado. La realidad es que la bula alejandrina no dio a los monarcas únicamente el 
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dominio de las tierras. sino que al mismo tiempo, les otorgó la soberanía y jurisdicción de Nueva 
España; por lo cual dicha noción de propiedad es distinta a la de propiedad particular. 

Desde otro punto de vista, por más que el descubrimiento de América se haya realizado por 
iniciativa de los reyes católicos y por más que la conquista de los pueblos indigenas se llevara a cabo 
con fondos p.'.lrticulares, tales hechos juridicos denominados descubrimiento y conquista. no deben 
ser estimados de orden privado; sino que entran forzosamente. por su propia naturaleza, dentro del 
Derecho Público. A mayor abundamiento, las lndías constituyeron un reino gobernado por virreyes, 
es decir, personas que suplían a los reyes de España y por otras autoridades que representaban a 
los mismos, no por simples administradores de bienes particulares, por lo que el ámbito al que 
pertenecen sus actos es indudablemente al del Derecho Público. 

En relación con el Régimen Juridico de la Propiedad del Real Patrimonio, Luis Delgadillo 
establece: "Esta cesión se entendió, en su tiempo, en beneficio de la Corona Española y no en favor 
del Estado espar'iol, por lo que los Reyes legislaron para regular lo que se denominó patrimonio real, 
según Leyes 1 y XN de la Recopilación de Indias. 

. Como consecuencia de que la propiedad de estas tierras correspondía a los monarcas 
espanoles,. ningún particular pudo tener derecho alguno sobre ellas sin titulo que emanara de la 
Corona, marcándose asf una diferencia entre la propiedad que estableció la legislación colonial 
espal'lola y la regulada por las demás legislaciones europeas. Estas reconocían un concepto de 
propiedad romana, concebida como un derecho absoluto instituido en favor de su titular, y que 
otorgaba la amplia facultad de usar, disfrutar y disponer libremente de ella"." 

4 de m&l/O de 1493. Bula lnter caetera. Alejandro VI. 
Se da, concede y asigna peipetuamente a los Reyes de Castilla y León, y a sus sucesores, todas las islas y tiemls 
firmes, haladas y que ae hallaren descubiertu y que se descubrieref'I hacia el Occidente y Mediodía, fabricando y 
componiendo una línea del Polo Ártico, que es el Septemrión, al Polo Antártico, que es el Mediodía; ora se hayan 
halando islas y tierras, ora se hayan de hallar hacia la India o hacia cualquier parte, la cual iínea dísta de cada una 
de las islas que vulgannente dicen de las Azores y Cabo Verde, cien leguas hacia el Occidente y Mediodía y de 
cuyas tierras no hubiere tomado posesión ningún otro íff'f o principe crtstiano huta el dia de Navidad del al\o de 
1492. 

1denoviembrede1571 . Cédula Real. Fefipe 11. 
Por donaci6n de la santa sede apostófica y otros justos y legítimos títulos somos Seror de las Indias Occidentales, 
isla y tierra firmes del Mar Océano descubiertas y por descubrir y están incorporadas en nuestra Real Corona de 
Castilla. Por haber Nos sucedido enteramente en el Señorío de las Indias y pertenecer a nuestro patrimonio y Real 
Corona los baldios, suelos, tierras y selvas que no estuviesen concedidos por los Seilores Reyes nuestros 
predecesores, o por Nos, o en nuestro nombre, conviene que toda la tierra, que se posee sin justos y verdaderos 
títulos, se nos restituya, según y como nos pertenece. 

Alejandro VI. 
Rodrigo de Borgia. Papa. Nació en Játiva. Fue adoptado por la familia de su tio materno, Alfonso Borgia Siendo 
un adolescente, Rodrigo de Borgia recibió subvenciones y rentas eclesiásticas. Tras estudiar Derecho en Bolonia, 
tuvo una fulgurante catTera, llegando a ser cardenal, obispo y competente admínistradof' de la corte papal, aunque 
su fama la obtuvo por su vida licenciosa y corrupta. Como miembro de la poderosa familia Borgla, acumuló 
grandes riquezas y Hevó una vid3 llena de placeres mundanos. Siendo Papa publicó las Bulas Alejandrinas que 
establecieron la partición del Nuevo Mundo entre España y Portugal, y el envio de los primeros misioneros a 
América. 

Felipe 11 . 
Rey de Espaila. Nació en Valadolid. Llegó a gobernar sobre el vastisimo conjunto de tenitorios integrado por las 
coronas de Castilla y Aragón, Navarra, el Rosellón, el Franco Condado, los Paises Bajos, Sicilia, Cerdeña, el 
Milanesado, Nápoles, Portugal y su Imperio Afroasiático, toda la América descubierta y Fdipínas. Sin duda, la 
unidad territorial más amplia de la edad modema puesta bajo un mísmo cetro. Hijo y heredero del rey Carlos 1 y de 

4 Oe~adilo Gtilérrez, LUs H\l'Tlberto. ELEMENTOS OE OERECHO AOMINISTRATIVO. S!!GUNOO CURSO. Umusa. México, 1997. 
Páginas 57 y 58. 
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Isabel de Portugal. En su preparación para hacerse cargo de su cometido regio y de gobierno se instruyó desde 
muy joven con Juan Martinez Silicio y Juan de Zúñiga. Su papel en poliHca interior y su protagonismo internacional 
fueron destacadisimos durante la segunda mitad del siglo XVI. 

Bula Papal. 
La mayoria de los juristas y teólogos del siglo YN defendía el poder universal del papa para inlervenir en los 
asuntos temporales de los pueblos, ya que la sociedad cristiana daba prioridad a los fines espirituales. De esta 
manera, la iglesia, salvaguarda de la doctrina evangélica y, en su lugar, el romano pontífice como cabeza de la 
misma, podía tener jurisdicción sobre paganos e infieles, ignorantes o enemigos del evangelio, y en algunos 
casos, incluso, disponer de sus tierras en favor de un príncipe cristiano bajo obligación evangelizadora. 

Soberanía. 
Poder o autoridad que posee una persona o un grupo de personas con Derecho a tomar decisiones y a resolver 
conflictos en el seno de una jerarquía política. El hect.o de poder tomar estas decisiones implica independencia de 
los poderes externos y autoridad máxima sobre los grupos internos. 

Clasíficación de la Propiedad del Real Patrimonio. 

La doctrina considera que Nueva España correspondía íntegramente en propiedad privada a 
los reyes espatloles; aunque conforme con la organización real sobre Derechos patrimoniales, los 
bienes estaban clasificados en diversas categorías; propiedades, rentas y Derechos del tesoro real; 
propiedades, rentas y Derechos de la casa real; y los bienes privados del monarca. 

Glosa 4 de la Ley 1, Tltulo 17, Partída 2. 
El patrimonio real se encuentra cons1ituido por tres clases de ~s: 
Patrimonio del Estado. Propiedades, rentas y Derecho$ con que está dotado el te.oro real para subvenir a la 
Administración, orden y defensa del reino. 
Rea.1 Patrimonio. Propiedades, rentas y Derechos con que estj dotada la casa real para sus gastos. 
Patrimonio Pñvado del Rey. Bienes que el rey posee como persona privada, por herencia, donación, legado, 
compra u otro cualquier titulo que le - propio y personal. los de la te~ra. el patrimonio privado del my. 

Teoria de la Propiedld Púbica. 
La propiedad pública pert-ce al Estado. Las sociedades primitivas solian compartir ciertos Derechos de 
propiedad, como el Oetecho a cazar o pescar en un determinado lugar. Aunque existía áerta propiedad peraonal, 
como las armas o los utensiios de cocina, parece ser que la propiedad real era común. La tierra no empezó a 
considerarse como propiedad privada hasta despuils de la edad media. Bajo el sistema feudal, la tierra podía· 
ocuparse, pero no se tenia la propiedad. Esta ocupación implicaba muchas obligaciones. En el sentido moderno 
de propiedad, tan sólo los monarcas y la iglesia poseían la tierra. 

Teoria de la Propiedad Privada. 
La propiedad privada pertenece a una persona física, a un grupo de personas fisicas, a una persona juridica, o a 
cualquier otro tipo de organización no estatal. Existen dos clases de propiedad; la propiedad real y la propiedad 
individual. La propiedad real esU constituida por la tierra y cualquier cosa vinculada a eUa; tales como los bienes 
inmuebles y sus cimientos. La propiedad individual es toda aqueUa propiedad que no sea propiedad real. La 
propiedad individual a su vez se puede subdividir en propiedad tangible e intangible. La propiedad tangible es 
aquella que tiene una existencia física; tal como un predio. La propiedad intangible no tiene existencia física pero; 
sin embargo, si puede ser poseida legalmente; tal como el Derecho de la patente. Algunas cosas no pueden 
considerarse ni propiedad real nl propiedad individual; tal como el mar. 

1.2. Propiedad lndlgena. 

Propiedad Indígena. Concepto. 

La propiedad indígena sufrió brutales ataques desde que se ejecutó la conquista espal\ola. La 
confiscación de las propiedades de Moctezuma 11, decretada por Hemán Cortés, es el modelo más 
antiguo que puede aludirse a este respecto. Es incteíble que los primeros repartos de tierra se hayan 
realizado manteniendo intacta la propiedad Indígena, pues la totalidad de las tierras cultivables 
estaban ocupadas; sobre todo, por el amplio dominio del imperio Azteca. En consecuencia, sólo en 
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pueblos y ciudades de nueva creación fue posible hacer repartos de tierras entre los españoles sin 
lesionar la propiedad indígena: para tal efecto, en los primeros años de su arribo, los inmigrantes 
españoles buscaron poblar el territorio inhabitado de Nueva España. Sin embargo, las condiciones 
intrincadas del terreno los obligaron a establecerse en comunidades indígenas, después de algún 
tiempo, actuaron como ladrones para ocupartas. 

Los primeros repartos formales de tierra se hicieron afectando las propiedades del rey español 
y de sus súbditos colonialistas; los principes. los guerreros y los nobles de alto linaje. pero resultando 
ser insuficientes, el monarca y sus vasallos utilizaron los sembradíos destlnados al sostenimiento del 
culto de los dioses Aztecas, así como, al sostenimiento del ejército Azteca. Probablemente, la 
propiedad más respetada en este despojo fue ta propiedad comunal de los pueblos, denominada 
calpullí; debido a tan raro fenómeno de mesura jurídica, la mayor parte de la propiedad indígena 
quedó intacta. No obstante, a través de tos bienes repartidos, algunos indígenas conocieron por vez 
primera la propiedad privada según el concepto europeo. En efecto, el rey espanol ordenó entregar 
mercedes de tierras agrfcolas a tos indígenas que le fueron adictos en la conquista o que prestaron 
relevantes servícios a ta corona espai'iola, para que la gozaran en propiedad absoluta. 

En relación con la Propiedad lndigena, Andrns Sena establece: ·se establecieron constantes 
Hmitaciones a la extensión tellitorial, y a los abusos de su acumulación. 

La legislación colonial fue protectora del indígena, manteniendo la propiedad comunal de los 
lndlgenas y creándose el fundo legal. 

Las leyes de Indias establecieron constantes restricciones a la concentración de la propiedad 
de las corporaciones religlosas·.s 

28 de abril de 1526. Cédula Real. Carlos l. 
Oetennlna conceder permisos de p.-ocedenc:ia espal\ola a los indígenas que se distinguienln por sus servicios a la 
corona. 

Moctezuma 11. 
Emperador Azteca. Nació en Tenochtitlén. Su reinado estuvo marcado por guerras repetidas y sus tendencias 
despóticas causaron gran inestab~idad y de..<c00tento. Q.iando consiguió el mayor auge de su reino. aumentó la 
recaudación de los tributos entre los señorios vasaftos y extendió el comercio y el intercambio de productos con 
los demás paises de la región. Gobernaba en la época en que se produjo la conquista espallola. 

carios l. carios v . 
Rey de E$paña y emperador del Sacro ~rio Romano Germánico. Nació en Gante. Hijo del archiduque Felipe 1 
el Hermoso y de la reina casteUana Juana l la Loca. En 1506, la política matrimonial de sus abuelos, la muerte de 
su padre, la desaparición prematura de presuntos herederos y la incapacidad de su madre concentraron en su 
persona las dispares herencias de cuatro dinastlas. Como una de las principales figuras de la edad modema, llevó 
a cabo el último intento por mantener la unidad europea en tomo al cristianismo cat6ti<:o. 

C&lpuli. Barrio. Ceserio. 
Tenitono y unidad social cuyos miembros estaban e~rentados entre si; también, base de la estructura política, 
ltCOll6mica, social, religiosa y militar dentro de la Nación Azteca. Los miembros de un calpulll poseían la tierra en 
fonna colectíva con Derechos Individuales de uso. y todo adulto casado tenia Derecho a recibir una parcela y 
cuttivar1a. Para ello, el administrador de los bienes insaibia en sus registros a todo varón desde el momento de su 
matrimonio. A quien no hubiere heredado de su padre una parcela, el calpulli tenía obligación de otorgársela. 

Régimen Jurfdlco de la Propiedad lndlgena. 

El Derecho de propiedad de los indigenas era reducido, estaban considerados por las leyes 
españolas como incapaces, ya que supuestamente su cultura los colocaba en situación inferior frente 
a los peninsulares. Pretendiendo protegertos, se expidieron numerosas leyes por medio de las cuales 

5 Semi Rojas. AndlM. DERECHO ADMINISTRATIVO. SEGUNDO CURSO. Porrua, MéXICO. 1999. P~ina 343. 
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se pretendió poner su persona y sus bienes protegidos de todo género de abusos por parte de los 
colonos espar'loles. Por esta razón, y aun cuando los indigenas que poseían tierras en propiedad 
individual tenían todos los Derechos que la ley otorgaba al propietario, se mandó que no pudieran 
venderlas sin licencia de autoridad competente, licencia que se les concedería sólo en el caso de que 
estuvieran peñectamente acreditadas la necesidad y la conveniencia de la operación. Tanto el ejido 
como la propiedad individual eran estimados propiedad pública, concedidos a la entidad jurídica del 
pueblo y no a una persona determinada. 

24 de mayo de 1571. Ley. Fefipe 11. 
Cuando los indios vendieren sus bienes raíces y muebles, tráiganse a pregón en almoneda pública en presencia 
de la justícia, las raíces por término de treinta dias y los muebles por nueve dias; y los que de otra fonna se 
remataren, sea de ningún valor ni efecto; y si pareciere al Juez por causa justa abreviar el lénnino en cuanto a los 
bienes muebles, lo podrá hacer. Y porque los bienes que los indios venden ordinariamente, son de poco precio, y 
si en lodas las ventas hubiesen de proceder estas ditigencías, seria causarles tanlas costas, como importaría el 
principal. 

23 de febrero de 1781. lnstl\lcción sobre Ventas y Enajenaciones de Tierra de Indios. Martín de Mayorga. 
Prohibe de manera tenninante que las ventas se hagan en contravención a lo dispuesto en la ley. 

Fefipe 11. 
Rey de Espalla. Nació en VaHadoíd. Ueg6 a gobernar sobre el vu11almo ~o de territorios integrado po< las 
coronas de Castila y Atagón, Navarra, el Roselón, el Franco Condado, los Países Bajos, Sicilia, Cetdel\a, el 
Milanesado, Nápoles, Portugal y su Imperio Afroasiátioo, toda la América descubierta y F~ipinas. Sin duda, la 
unidad territorial mh amplia de la edad moderna puesta bajo un mismo cetro. Hijo y heredero del reot carios 1 y <le 
Isabel de POftugal. En su pl'ep&ración para hacerse cargo de su cometido regio y de gobierno se instruyó desde 
muy joven con Juan Martínez Sílicío y Juan de Zúl\iga. Su papel en politica interior y su protagonismo intemaclonal 
fueron destacadisimos durante la segunda mitad del siglo XVI. 

Martin de Mayorga. 
Virreot de Nueva Espal\a. Nació en Espal\a. Ocupó las més importentes funciones en la capitania general de 
Guatemala. En 1n9, tras el fallecimiento del virrey novohispano Antonio Maria Bucareli y Ursúa, sucedió al 
Presidente de la Audiencia de -México Francisco Romé y Rossen. quien habla ocupado interina y brevemente el 
cargo, y desempel\6 el vim!inalo hasta 1783. 

Clasificación de la Propiedad lndigena. 

La propiedad indlgena, conforme a su origen, se dasificaba en diversos géneros; tales como 
el fundo legal, el ejido, los propios y las tierras de repartimiento. El fundo legal derivó del mandato real 
que pretendla la rápida instrucción religiosa de los indigenas, para cuyo fin ordenó su aglomeración 
en pueblos de nueva creación. Por lo tanto, se dictaron en Nueva Espal\a distintos preceptos sobre 
la forma en que deberian fundarse dichas comunidades; aunque contradictorios, como siempre. El 
ejido era la tierra que estaba a la salida del fundo legal y que no se plantaba ni labraba, de propiedad 
común a todos los vecinos. Los propios eran las parcelas cultivadas colectivamente por los indlgenas 
del barrio y cuyos productos se destinaban a cubrir los gastos públicos. Las tierras de repartimiento 
eran las propiedades agrícolas repartidas por el rey Azteca entre los indlgenas, antes de la Regada de 
los espal\oles. 

En relación con la Clasificación de la Propiedad lndlgena, Lucio Mendieta establece: "En la 
propiedad comunal se dislinguian, según las leyes espanolas, cuatro clases bien diversas en cuanto 
a su origen y aplicación: el fundo legal, el ejido, los propios y las tierras de repartimiento•.s 

26 de junio de 1523. Cédula Real. Carlos l. 

6 Mendieta y Núl\ez. Lucio. E.L PROBLEMA AGRARIO DE. MtOXICO. Pom:.a. México. 1999 p~ &C. 
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Ordena que los virreyes y los gobernadores que tuvieran facultad, señalen a cada villa y lugar que de nuevo se 
funde y pueble, las lierras y solares que hubieran menester, y se les puedan dar sin perjuicio de tercero, para 
propios, y enviar la relación de lo que cada uno hubiera señalado, para que lo manden confinnar. 

1547. Orden Real al Consejo de Indias. Carlos l. 
Ordena que el Consejo de Indias y los prelados residentes en Nueva España se congregaran para acordar lo que 
estimaran a propósito sobre este punto. 

1547. Cumplimiento a la Orden Real. Consejo de Indias. 
Resuelve que los indios fueran reducidos a pueblos. y no vivieran divididos y separados por las sierras y montes, 
privándose de todo beneficio espiritual y temporal, sin socorro de los ministros y del que obliga las necesidades 
humanas que deben dar unos hombres a otros. Ordena que se concentrara a los indios en pueblos con tanta 
suavidad y blandura que sin causar inconvenientes díera motivo a los que no se pudiera poblar luego, que viendo 
el buen tratamiento y amparo de los ya reducidos, acudieran a ofrecerse de su voluntad. 

26 de mayo de 1567. Gastón de Peralta. 
Sel\ala la extensión de quinientas varas y prohíbe que se hiciera merced de estancias que no distaran mil varas de 
medio- pal\os o seda y desviado de la población y casas de indios ni merced de tierras que no distaran de los 
mísmos pueblos y casas quinientas de las dichas varas. 

Clasificaci6n de la Propiedad lndigena. 
1. Fundo Legal. 
2. Ejido. 
3. Propio. 
4. Tierra de Repartimiento. 

carios l. Carlos V. 
Rey de Espalll y empe111dor del Sacro Imperio Romano Gemlénico. Nació en Gante. Hijo del archiduque Felipe 1 
el Hefmoso y de la reina castelana Juana 1 la Loca. En 1506, la política matrimonial de sus abuelos, la muerte de 
su padre, la desaparición prematura de presuntos herederos y la íicapacidad de su madre concentraron en su 
persona las dispares herencias de cuatro dinastias. Como una de las principales figuras de la edad moderna, llevó 
a cabo el tJttilno intento por manteMr la unidad europea en torno al aistianismo católico. 

Gastón de Peralta. 
Virrey de Nueva Espal\a, marqués de Falces, conde de Santiesteban y polllico espaliol. Nació en Navarra. A su 
llegada a México encontr6 al virreinato en gran ~ debida a la que se conoció como conjura de Ma.rtín 
Cortés. Un al\o antes habla venido el visitador real Alonso Mul\oz que proceóó con la múima dureza. Entre otras 
cosas ordenó se diera tonnento a Martín Cortés, el hijo de Malínche. 

1.3. Propiedad Espanola. 

Propíedad Espanola. Concepto. 

Desde los primeros dlas después de la conquista. la propiedad de bienes ralees se organizó 
en grupos diversos; la propiedad privada de los colonos espal\oles, la propiedad eclesiástica y la 
propiedad de los pueblos lndigenas. Las necesidades de la conquista, primero, y después la codicia 
de los colonos y la extensión de las medidas agrarias y a los métodos que deberfan seguirse en la 
medida de las mismas, fueron otros tantos motivos que dieron origen a grandes defectos en la 
titulación y posesión de las tierras de Nueva Espar'\a. Muchos fueron los espal\oles que sin titulo de 
ninguna clase se posesionaron de grancies extensiones de tierra, edificaron casas sobre ellas y 
procuraron, desde luego, su aprovechamiento como si se tratara de cosa propia. Otros extendieron 
abusivamente sus propiedades más allá de lo que marcaba la merced que se les hiciera en el titulo 
de compraventa, valiéndose de que en las mercedes y títulos no se indicaban los linderos. 

Los repartos de tierra hechos en virtud de la Ordenanza de Población, fueron simultáneos a la 
fundación de pueblos espal\oles en tierras conquistadas. La colonización de Nueva Espana se 
realizó por medio de fundaciones de pueblos españoles que sirvieron qe avanzadas o puntos de 
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apoyo en los territorios antes domínados por tribus indígenas. Estas fundaciones se llevaban a cabo 
según lo dispuesto en las nuevas normas. 

1573. Ordenanza de Población. Fefipe 11. 
Deja la colonización de los paises conquistados a la Iniciativa y al esfuerzo de los particulares. Dispone que los 
pueblos se funden mediante capitulaciones o convenios que los gobernadores de las nuevas provincias celebrarán 
con las personas que consideraran mas capaces y de mejores do1es morales, quienes deberían comprometerse a 
poblar los puntos que con ese fin se escogieran. En cuanto a la traza del pueblo, una vez escogido el lugar, repite 
las leyes y las costumbres adoptadas de España, refrendando oficialmente lo que ya era una experiencia muy 
amplia. Determina el lamallo de los lotes que deben corresponder a los colonos, así como los de uso público, la 
situación de los edificios, el tamaño de las plazas. la orientación de las canes, al mismo tiempo que los temas 
relacionados con su defensa o abastecimiento. 

Propiedad Espallola. 
1. Propiedad Privada de Colonos Espalloles. 
2. Propiedad Eclesiástica. 
3. Propiedad de Pueblos Indígenas. 

Felipe 11. 
Rey de Espalla. Nació en VaUadolid. Llegó a gobernar sobre el vastisimo conjunto de 1erritorios integrado por las 
coronas de Castilla y Anlgón, Navarra, el Rosellón, et Franco Condado, los Paises Bajos, Siciia, Cerdella, el 
Milanesado, N'Poles, Portugal y su Imperio Afrc>amtico, toda la Am6rica descubierta y Fiipinas. Sin duda, la 
unidad territorial mú ~ia de la edad moderna puesta bajo un mismo cetro. Hijo y heredero del rey Carlos 1 y de 
Isabel de Por1ugal. En su preparación para hacerse cargo de su cometido regio y de gobierno se instruyó de$de 
muy joven con Juan Martlnez Silicio y Juan de Zúliiga. Su papel en política interior y su protagonismo intemacional 
fueron destacadisimos durante la segunda mitad del tlgio XVI. 

Nueva Espatla. 
Reyno dilatado de la Am6rica Septentñonal, cuyos límites no se conocen por el N, tiene de largo N S desde el 
Puerto de Acaputco en et mar Paeíf1CO haltl las últimas Poblaciones del N; 670 teguas de largo, y de 1ncho por la 
parte superior, desde el rio de S. Lorenzo 6 Canadá en la mar del N. hasta la Provincia de tos Apaches en la Costa 
de la del Sur, 1300; y por la parte que mú M eaú'ectla y fonna et Seno Mexicano, que es la distancie del Puerto 
de Vera Cruz al de Navidad en la mar del Sur, hly 280 leguas, fonnando 11 tierra en su figura el Seno 6 Golfo 
llamado de Campeche, desde el cabo de la Florida hasta et de Cotodle en la Provincia de Yucatán, y ligue del N 
O 11 S E. estrechándose á fonnar un itsmo de tierra en11e tos c:tos meres oblicuamente, desde 14 hasta 19 grados 
de latitud, por et rumbo medio del E 11 S, y se dilata hasta et cabo de Tiburón y rio de Congos, por donde confina 
con las Provincias de Tierra.firme; descubri6 este diatado pala Francisco Fem6ndez de Córdoba por 11 Provincia 
de Yucat6n el allo de 1515, y lo conquistó, agregándolo á tos dominios del rey de Espalla, el famoso Hemán 
Con6s. 

Colonización. 
Diversas circunstancias motivaron a Espall1 para iniciar la cotonízación de Am6rica; tales como la exploración de 
metales preciosos, la necesidad de descubrir nuevas tiemls para ta agricuttur.i, la huida de persecuciones por 
causas religiosas y et deseo de ganar a los pueblos indlgenas para la causa de la cristiandad. 

Régimen Jurfdico de la Propiedad Espanola. 

Ante la situación financiera tan comprometida en que se encontraba la corona espanola, el 
monarca tuvo necesidad de expedir y, además, forzar el cumplimiento de las cédulas reales a través 
de composiciones patrimoniales en Nueva España; estando urgido el erario de Espal'ia, consideró el 
rey que podrian obtenerse fondos suficientes exigiendo a los poseedores de tierras agrfcolas en las 
Indias sin titulo de propiedad, el pago de una cantidad proporcional a la extensión y clase de tierra 
que de tal modo tuvieran. La cédula real que dictó para tal efecto fue la primera en lograr resultados 
efectivos en Nueva Espana, pues de inmediato llegaron recursos económicos a su reinado; de esa 
época datan también las composiciones reales que expidió, relativas a la creación jurfdica del ejido. 

En relación con el Régimen Jurídico de la Propiedad Espal'iola, Gabino Fraga establece: "Fue 
también caracteristica del régimen colonial de la propiedad la posibilidad constante de revisión de los 
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títulos que la amparaban. Pasada la pñmera preocupación de las autoñdades de poblar y poner en 
producción las tierras descubiertas, se trató de ordenar la titulación de la propiedad que había negado 
a un alto grado de confusión, por la multiplicidad de autoñdades que intervenían en los repartos y 
mercedaciones y para tal efecto se expidieron diversas disposiciones, de las que sin duda la más 
importante es la consignada en la Real Instrucción de 15 de octubre de 1754 que precisó las 
autoñdades que deben de intervenir en la venta y composición de las tierras y baldíos pertenecientes 
a la Corona y que estableció las bases para determinar la legafidad de los diversos títulos que 
hubieren sido extendidos antes y después de la propia Real lnstrucción"-7 

1 de noviembre de 1571. Cédula Real. Felipe 11. 
Por donación de la santa sede apostófica y otros justos y legítimos titulos somos Señor de las Indias Occidentales, 
isla y tierra finnes del Mar Océano descubiertas y por descubrir y están incorporadas en nuestra Real Corona de 
Castilla. Por haber Nos sucedido enteramente en el Señorío de las Indias y pertenecer a nuestro patrimonio y Real 
Corona los baldíos, suelos, tierras y selvas que no estuviesen concedidos por los Señores Reyes nuestros 
predecesores, o por Nos, o en nuestro nombre, conviene que toda la tierra, que se posee sin justos y verdaderos 
títulos, se nos restituya, segun y como nos pertenece. 

1 de diciembre de 1573. Composición Real. Felipe 11. 
Señala la disposídón que corresponde a cada asentamiento poblacional, y lf¡a la ubicación de los respedlvos 
territorios de U$O COITÚI, denominados ejidos. 

17 de noviell"t>re de 1631. Cédula Real. Felipe rl/. 
Considerando el mayor beneficio de nuestros vasallos, ordenamos y mandamos a los vin"eyes y Presidentes 
gobernadores, que en las tierras compuestas por sus antecesores no Innoven, dejando a los <luellos en su 
pacífica poseaíón; y los que se hubieren introducido y usurpado més de lo que les pert-oe. confomle a las 
medídas, sean ~s en cuanto al exceso, a moderada composición y se les despachen nuevos tltulos. 

15 de octubre de 1754. lnstnJcción Real. Femando VI. 
Designa a las autoridades competentes y se detalla el procedimiento que debe seguirse, asi como el valor de los 
tltulos de propiedad. F 11eu1ta a los virreyes y Presidentes de las Reales Audiencias para que nombren a los 
ministros. 

FeMpe 11. 
Rey de Espal\a. Nació en VaUadolld. Uegó a gobernar sobre el vastísimo conjunto de telriloños integrado por las 
coronas de castilla y Aragón, Navarra, el Rosellón, el Franco Condado, los Países Bajos, Sícilia, C«deña. el 
Mílanesado, Népoles, Portugal y su Imperio Afroasíático, toda la Amlsrica descubierta y Filipinas. Sin duda, la 
unidad territorial más amplia de la edad modema puesta bajo un mismo cetro. Hijo y hereden> del rey cartos 1 y de 
Isabel de Portugal. En su preparación para hacerse cargo de su cometido regio y de gobierno se instruyó desde 
muy joven con Juan Martinez Silício y Juan de Zúñiga. Su papel en política interior y su protagonismo internacional 
fueron destacadísimos durante la segunda mitad del siglo XVI. 

Felipe IV. 
Rey de Espalla. Nació en VaRadolíd. Durante cuyo gobierno tuvo lugar el más evidente proceso de decadencia de 
la monarquía espallola como potencia intemacional. Hijo de Felipe 111 , a quien sucedíó tras su fallecimiento, y de 
Margarita de Austria. Delegó sus funciones de gobierno en sendos validos, Gaspar de Guzm4n el conde-<luque de 
Olivares y l uis Menéndez de Haro sucesivamente, fomentó la actividad cultural de la corte y en 1623, nombró 
pintOf' de Cé\mara a Diego de Silva Velázquez. Inteligente, culto, sensible y capacitado para las tareas de gobierno, 
Felipe IV adolecia; sin embargo, de falta de seguridad en si mismo, y era indeciso y débil de voluntad. Su 
dedicación al trabajo, admirable en muchos momentos, se veía contrarrestada por su propensión a las diversiones 
cortesanas. 

Femando VI. 
Rey de Espalla. Nació en Madrid. Continuador del programa reformista iniciado desde la entronización de la casa 
de Borbón. Hijo de Felipe V y de la primera esposa de éste, Maria Luisa Gabrlela de Saboya En 17-46, heredó el 
trono espallol a la muerte de su padre. Melancólico y depresivo corno él, también tuvo que recurrir a la terapia de 
la musica, cultivada en su corte por los italianos Farinelli y Domenico Scar1atti. 

Clasificación de la Propiedad Española. 

7 Fraga Magat\a. Gabino. DERECHO AOMl'jlSTRATIVO Po«úa Me>OCO. 1997 Pflginas 354 y 355 
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Durante la época colonial, hubo desatención a la calidad de justo propietario que debieran 
tener las parcelas de Nueva España; las ordenanzas del virrey Antonio de Mendoza no previeron en 
sus detalles las cuestiones que se suscitaron al efectuar efectivamente la medida y el deslinde de los 
terrenos mercedados o vendidos por los reyes españoles. lo que provocó graves irregularidades en 
la apropiación y titulación de la tierra. 

1523. Ordenanza para la Distribución y Arreglo de la Propiedad. C3r1os l. 
Marca las medidas a que deben sujetatse los repartos de tierras y porque puede suceder que al repartir las tierras 
hubiese duda en las medidas. Declaramos que una peonía es solar de cincuenta pies de ancho y ciento de largo, 
cien fanegas de tierra de labor, de trigo o cebada, y diez de maiz, dos huebras de tierra para huerta, y ocho para 
plantas de otros árboles de secadal, tiefra de pasto para diez puercas de vientre, veinte vacas y cinco yeguas, cien 
oveías, y veinte cabras. Una caballería es solar de cien pies de ancho y doscientos de largo, y de todc lo demás 
como cinco peonias. 

1536. Ordenanza. Antonio de Mendoza. 
Manda a hacer una vara y ordena que esa vara sea la unidad de las medidas de longitud. 

1567. Ley. Gastón de Peralta. 
Revisa y adiciona apoyándose en las siguientes consideraciones. Que por cuanto los sellores virreyes que han 
sido de esta Nueva Espalla, y la Real Audiencia en el tiempo que gobernó; mismo, hablan proveido y hecho 
mercedes de una gran cantidad de sitios y estanáas. Repite los preceptos de las ordenanzas del virrey Mendoza, 
modificados y aálCionados con otros, según estima necesario. 

carios 1. carios v. 
Rey de Espalla y ~rador del Sacro Imperio Romano Gennánico. Nació en Gante. Hijo del archiduque Felipe 1 
el Hermoso y de la reina casteUana Juana 1 la Loca. En 1506, la política matrimonial de sus abuelos. la muerte de 
su padre, la desapariá6n prematura de presuntos herederos y la incapacidad de su madre concentraron en su 
persona las dispares herencias de cuatro dinastlas. Como una de las principales figuras de la edad moderna. llevó 
a cabo el último intento poi' mantener la unidad europea en tomo al cristianismo catótico. 

Antonio de Mendoza. 
Primer virrey de Nueva Espafta. Naci6 en Granada. Figura esenáal en los primeros tiempos de la coloníz.ación 
eapallola del terriloño que acabañ¡1 l>O" fonnar México. Descendía de la noble familia Mendoza y era hijo de 11\lgo 
López de Mendoza, primer conde de TendiHa y primer marqués de Mondéjar. Desde joven estuvo al servicio de la 
corte casteUana y, al moñr Femando a el Católico, viajó a Flandes. Más tarde participó en la guerra de las 
comunidades del lado de las tropas del rey espallol Carlos l. 

Gaslón de Peralta. 
Virrey de Nueva Espalla, marqués de Falces, conde de Santiesteban y politioo espallol. Nació en Navarra. A su 
llegada a México encontró al virreinato en gran agitación debida a la que se conoció como conjura de Martín 
Cortés. Un ello antes había venido el visitador real Alonso Mulloz que procedió con la máxima dureza. Entre otras 
cosas ordenó se diera tormento a Martín Cortés, el hijo de Malinche. 

2. Época Independiente. 

Organización del Tenitorio Independiente. 

En las agonías del gobierno colonial, la decadencia de Nueva España era evidente; a pesar 
de la supuesta opulencia y la aparente prosperidad material, el gobierno bestial espanol finalmente 
cedla ante lo inevitable, una sociedad clasista organizada en forma tan desigual y arbitraria no podia 
sostenerse por más tiempo. Desgraciadamente, para entonces la cantidad de indigenas muertos y 
despojados de sus propiedades era descomunal. Aún así, mantuvieron la mayoría numérica, por lo 
que, al detonar la inconformidad social, lograron formar una gran revuelta de individuos decididos a 
todo, creando cualquier ciase de desórdenes. Los indígenas y tos mestizos juzgaron a los espanotes 
como la causa de su miseria, de manera que. la guerra de independencia encontró en la población 
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rural su mayor contingente. Indudablemente. la guerra fue obra de los indígenas labriegos, aunque 
forjada en el odio. 

En efecto, la repulsa contra los españoles y el abandono jurídico de los indígenas, fue caldo 
de cultivo para la discordia; sin embargo, las masas populares de indígenas no lucharon por ideales 
de independencia y democracia. La realidad es que el mal reparto de las tierras agrícolas encendió la 
mecha de la explosión social, tanto fue así que cuando la guerra había comenzado, el virreinato 
intentó atraer a los indígenas españolizados con reparto de tierras cultivables para que colaboraran a 
favor de Nueva España. 

En relación con la Organización del Tenitorio Independiente. Luis Delgadino establece: "A la 
consumación de la independencia subsistió el régimen jurídico de la propiedad colonial, pasando el 
patrimonio real al dominio de la nación y reservándose el otorgamiento de títulos de propiedad a los 
estados de la Federación, lo cual prevaleció hasta la Constitución de 1857 en la que se otorgó esta 
facuHad a la Federación".ª 

26 de mayo de 1810. Pubicaci6n 5 de octutn de 1810. Decreto Real. Femando VII. 
Ubra a los indios del pago del tri.bulo y de darles otnls franquicias, y en cuanto a repartirriento de tierras y de 
aguas, es igualmente nuestra voluntad que el Virrey, con la mayor tnvedad posible, tome las m'5 exactas 
notic:iu de los pueblos que tengan necesidad de elas, y con arreglo a las leyes, a las divel'sas y repetidas células 
de la materia y a nuestra Real y decidida voluntad, proceda inmediatamente a repartirlas con et menor ~ieio 
que sea posible de tercero y con obligaci6n los pueblos de ponerlas sin la menor dilación en cultivo. 

Femando VII. 
Rey de Eapalla. Nació en El Escorial. Último monarca representante del absolutismo en Espa"ª· Hijo de carios IV 
y de Maria Luisa de Parma. En 1806, se casó con Maria Ant.onia de Borb6n, hija del íf11J de Nápoles Femando 1 de 
Bo!tJón, la cual faleció cuatro allos más tarde. Durante el reinado de su padre, dirigió un partido COftesano de 
oposid6n al prime< ministto Manuel Godoy. &te partido aprovechó el descontento popular provocado por la 
entrada de las tropas francesas en Eapalla, y consigui6 desencadenar una revuelta popular conocida corno motín 
de Aranjuez, que provocó la destituc:i6n de Godoy y la abdicaci6n de Carlos rl/ en beneficio del en1onces principe 
de Asturias. 

Régimen Jurídico del Territorio Independiente. 

En el México independiente la vocación federalista del Estado surgió explícitamente contenida 
en las sucesivas constituciones dictadas a partir de su liberación. En estos históricos documentos el 
Estado Mexicano mostró su interés corporatívista clasificado en Estados. Considerando que la guerra 
de independencia se alargó por once alios, en tos que la Administración Pública estuvo sometida al 
centralismo político, bajo ordenamientos jurídicos autoritarios, la estructura coostitucionalista del 
Estado Mexicano resultó bien librada. Dicha organización está apoyada en el sistema federal actual, 
de acuerdo con lo establecido por la Constitución Polltlca de los Estados Unidos Mexicanos. Debe 
atenderse que aún ahora no existe una división de Poderes Públicos tajante y absoluta, sino más 
bien una colaboración; donde el poder se distribuye para su ejercicio en órganos, y en esencia, tates 
órganos tienen funciones que representan la posibHidad de un equilibrio eficaz. 

En efecto, el Órgano de la Administración Pública sólo puede ejecutar las atribuciones que la 
ley set\ala. Esto representa una garantla juridica para el particular, que evita que otro Órgano de la 
Administración Púbfica realice estas tareas y al mísmo tiempo, señala con precisión las funciones que 
cada Poder Público debe llevar a cabo en forma exclusiva. 

8 Oel¡¡adi lo G<Jiéfrez. Luís Humberto. ELEMENTOS DE DERECHO ADMINISTRATIVO SEGUNOO CURSO Llmusa. MélCÍCO. 1997. P¡)gina 
58. 
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Miguel Hidalgo y Costilla. 
Padre de la patria, sacerdote y revolucionario mexicano. Nació en Pénjamo. Estudió en el Colegio de San Nicolás, 
donde dio cursos de filologia y filosofía y llegó a ser rector, en la ciudad de Valladolid. En 1778, fue ordenado 
sacerdote y en 1803, se hizo cargo de la parroquia de Dolores, en Guanajuato. Buen conocedor de las ideas 
ilustradas, trabajó para mejorar las condiciones económicas de sus feligreses, en su mayoría indigenas, 
enseñándoles a cultivar viiledos. la cría de abejas y a dirigir pequei\as industrias; tales como la produccl6n de loza 
y ladrillos. En 1809, Miguel Hidalgo se unió a una sociedad secreta formada en Valladolid con el fin de reunir un 
congreso, para gobemar Nueva España en nombre del rey Femando VII, en ese momento preso de Napoieón y, 
en su caso, obtener la independencia de México. Descubiertos los conjurados, la insurrección se trasladó a 
Querétaro donde Miguel Hidalgo se reunió cor:i Ignacio Allende y otros insurgentes. 

José Maria Morelos y Pavón. 
Sacerdote y revolucionario mexicano. Nació en Valladolid. Ciudad donde cursó sus estudios y recibió la ordenación 
sacerdotal. En 1810, siendo párroco se unió a la rebelión de Míguel Hidalgo. En 1811, tras la ejecución de Miguel 
Hidalgo se convirtió en el caudillo de la emancipación mexicana. Tras recibir el mando mifrtar, no tardó en hacerse 
con el control de un amplio tenitorio en el sur de México; hacia finales de 1811, todos le reconocian como sucesor 
de Miguel Hidalgo. 

Constitucionalismo Mexicano. 
los antecedentes constitucionales en México se inician con la espai\ola Constitución de Cádiz de 1812, vigente en 
el pais por dos periodos. Posteriormente. la Constilución de Apatzingán, sancionada en esa población el 22 ele 
octubre de 1814, fue la primera ley fundamental redactada en el país, multado del Congreso ele ChHpancingo. Se 
atribuye a Jos6 Maria Morelos la Inspiración ele este ordenamiento líberal que debido a la guerTa de Independencia 
mpecto de Espatla, no entró en vigor. La inestabilidad econ6mica, política y social que caracterizó la vida del país 
durante el siglo XIX, originó que México tuviera seis constituciones en ese periodo. De ellas, tres son federalistas; 
la Constituáón de 1824, et acta Constitutiva yde Refonnas de 1847 y la Constitución de 1857. Las constituciones 
centratistas son, por su perle, la conocida con el nombre de Siete leyes de 1836 y la Bamada Bases para la 
Ofvanizaci6n de la República de 1843. 

Constituci6n Política ele los Estados Unídos Mexicanos. 
Articulo 29. 

Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Ariculo40. 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 49. 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 131, párrafo segundo. 

Clasificación del Territorio Independiente. 

Obtenida la independencia de México, el nuevo gobierno procuró resolver et problema agrario, 
aunque juzgándolo desde un punto de vista diferente al que habla prevalecido durante la época · 
colonial; era evidente que ta repartición de tierra agricola durante la conquista y la colonización se 
realizó de manera irregular. Entonces la población espal\ola no se extendió unifonnemente, sino que 
acudió a puntos detenninados; los mineros y los habitados por indigenas. Por esta razón, al 
cumplirse la independencia de México, las comunidades del país estaban distribuidas desigualmente; 
algunos lugares muy poblados y otros casl desiertos. El problema presentaba dos causas de origen; 
defectuosa distribución de tierra y defectuosa distribución de habitantes sobre el territorio. En la 
época colonial, principalmente durante ta guerra, se consideró más importante al primer aspecto. No 
obstante, consumada la independencia de México, el gobierno sólo atendió al segundo aspecto. 

Estimó que la Nación lejos de necesitar un reparto equitativo de la tierra agricola requeria de 
una mejor distribución de sus pobladores sobre el territorio. De acuerdo con este criterio, se dictaron 
leyes que promovieron la redistribución territorial de la sociedad espal\ola, de tal manera que, al 
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mismo tiempo levantara el nivel social de los indígenas y estableciera nuevas industrias explotadoras 
de las riquezas naturales. 

En relación con la Clasificación del Territorio Independiente, Andrés Serra establece: "La 
nación mexicana sustítuyó a la Corona Española en todos sus derechos, en virtud de los títulos 
legítimos que provienen de la Independencia. 

Las antiguas Intendencias, regiones o provincias en las que se dividió el territorio nacional, 
comenzaron a definir sus gobiernos autónomos y como una consecuencia lógica, las atribuciones 
coloniales se distribuyeron entre ellos en una nueva competencia territorial. 

La materia de baldíos se reguló por sus leyes coloniales, pero siendo apicadas por los 
gobiernos de los Estados. La titulación proveniente de esta situación irregular dio origen a numerosos 
problemas, ya que se realizó en forma desordenada y confusa".9 

3 de odubre de 182'4. Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos. Guadalupe Victoria. 
Primer ordenamiento jurídico en forma que estuvo en vigor en la época independiente de México. ~ un 
gobierno republicano, representativo y federal. Gran parte de este ordenamiento se inspiró en la Constitución 
espallola de 1812 redactada y aprobada por las Cortes de ~i:z.. Sin embargo, en lo concemíente a la cistribución 
de la representatividad, tomó lo ~sto en la Constitución estadounidense. Así, la <*nata de senadores, órgano 
para representar a los estados, se formó con dos senadores por entidad; en tanto que la de diputados, 
representante de la población, se integro con un diputado por cada ochenta mil habitantes. cada estado elegla sus 
gobernadores y legislaturas, cobraba sus ~stos y contribuis para sostener al gobierno fedetal con 1.11a 
cantidad fija, que variaba según la población y riqueza de cada Estado. 

30 de diciembre de 1836. Bases y leyes Constituc:ionale$ de la Repúbica Mexicana. José Justo Com>. 
Sustituyeron la Constitución de 182'4, suprimieron el sistema federal estableciendo una repúblic:a central. Además, 
instituyó, por encima de los tres Poderes Públicos, el llamado supremo poder conservador. Con este CU8fPO de 
leyes se restringieron las libertades de la mayoría de la población, privilegiando a los grupos más poderosos en lo 
económico y polltico. Durante la vigencia de esta Constitución se produjo la separación de Texas. 

14 de junio de 1843. Bases ~nicas de la Repúbica Melcicana. Antonio l6pez de Santa Arma. 
Este Oldenamien1o jurídico Ol'gllnízi> la Nación en república centralista y abrogó el supremo poder conservador, 
ajustándose el Poder Público en Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Garantizó la igualdad, libef1ad y seguridad jurídica 
para todos los ciudadanos. Tuvo vigencia poco más del/es allos. 

11 de marzo de 1857. Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos. Ignacio Comonfort. 
Esta carta política destacó los Derechos del hombre como la base de las instituciones, la libertad y la igualdad de 
todos ante la ley. Consagró las libertades de ensellanz.a, trabajo, pensamiento, petición, asociaci6n, comercio e 
if11)1"8flta. Implantó el federalismo y el establecimiento de una república representativa. Depositó el Poder Ejeculivo 
en un solo inátviduo. Su división política se estructuró en veinticinco estados, un territorio y un Distrito Federal. 
Esta Constitución h~o su pronunciamiento rundamental en favor de las garantías individuales. En 1861, con el 
triunfo liberal de Benito Juérez y el alladido de las leyes de Reforma de 1859, se aplicó por un breve plazo hasta 
la inleNencl6n francesa de 1862; en 1867, volvió a entrar en vigor. 

5 de íebfero de 1917. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Venustíano Carranza Garza. 
legislación fundamental del Estado Mexicano. Este magno cuerpo de leyes, producto de la revolución meJcicana, 
conservó las garantias individuales establecidas en la Constitución liberal de 1857. la fonna de gobierno continuó 
siendo republicana, representativa, democrática y federal. Se mantuvo la división de Poderes en legislativo, 
Ejecutivo y Judicial. El primero, subdividido en dos cámaras; una de diputados y otra de senadores, elegidos 
directamente por el pueblo. El Presidente de México será escogido por votación directa y durara en el cargo cuatro 
allos, ampliado lue~ a seis, sin que pudiera ser reelecto. Además, en su articulado se incluyeron dos secciones. 
novedosas; las comispondientes a los Derechos agrarios y a los Oerachos de los trabljadores, ambos coledivos Y 
no individuales. 

Guadalupe Vectoria. 
Manuel Félix Feméndez. Primer Presidente de México, millar y político mexicano. Nació en Tamazula. Estudió 
leyes y luchó en el ejército independentista a las órdenes de José Maria Morelos. Después de la captura Y 
ejecución de José Maria Morelos, se retiró a Veracruz para contrnuar la lucha, que le resultó desfavorable a pesar 

9 ~na Rojas. Andrés. DERECHO ADMINISTRATIVO. SEGUNDO CURSO POfrúa. Mé>dco. 1999. Páginas 343 y 344 
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de la toma de NauUa en t817, hecho que alentó los planes de Francisco Xavier Mina, con et que estaba en 
comunicación y cuyo desembarco esperaba. Derrotado en Palmíllas se retiró a tas monta/las. donde pennaneció 
hasta el triunfo definitivo del Plan de Iguala. Opuesto al imperialismo de Agustín de lturbide, apoyó el 
pronunciamiento de Antonio López de Sant.a Anna de t822. Tras el restablecimiento del Congreso, formó parte del 
gobiemo provisional y en t824, fue elegido Presidente de México, cargo que desempeñó hasta 1829. 

José Justo Corro. 
Presidente de México, licenciado y político mexícano. Nació en Guadalajara. Radicado en la ciudad de México, fue 
ministro de Justlcia y Negocios Eclesiásticos. En 1836, tras la muerte del Presidente Interino de Méxíco Miguel 
Barragán, ta cámara de diputados te nombró Presidente de México, cargo que desempelló hasta 1837. Durante 
ese periodo ocuni6 ta derrota de San Jacinto y la prisión de Antonio López de Santa Anna, con el consecuente 
retiro de las fuerzas militares mexícanas de Texas. José Justo Corro promulgó las Siete Leyes Consmucionales de 
carácter centralista. Posteriormente, convocó a elecciones y entregó el poder al general Anastasia Bustamante. 

Antonio López de Santa Anna. 
Presidente de Méxíco, militar y político mexicano. Nació en Jalapa. Dominó la politlca mexicana durante veinticinco 
a/los. Sirvió en el ejército realista hasta 1821, a/lo en que se incorporó al Plan de Iguala, encabezado por Agustín 
de ltulbide. En 1829, se enfrentó al desembarco del general Barradas, que pretendía reconquistar M6xico para la 
corona espallola. A partK de 1833, fecha de su primera elección presídencíal, se inició el proceso de sus 
ausencias lnteresec:las, el nombramiento y destitución de Presidentes, a los que manejaba a su anto;o. Su polítlca 
llevó al levantamiento de los colonos texanos, que pn>elamaron su independencia. Poco después, fue derrotado y 
capturado por el ej6rcito texano de Samuel Houston en la bataUa de San Jacinto. Antonio l.6pez de Santa Arma se 
vio obligado a finnar el tratado que aincedi6 a Texas su independencia. Fue puesto en libet1ad por el Presidente 
estadounidense M«ew Jacklon y regresó a VerlCNZ, donde en 1838, frustró el iitento francés de tomar la 
ciudad, por lo CtJal fue adamado como un héroe. En 1841, ya habia rechazado la Constltucl6n iberal de 1824 y se 
habia prodamado a si mismo Presidente de M6>Cico, con poderes dictatoriales. Intentó implantar la monarquia, 
resistió al levantamiento popular, pero finalmente fue derrocado en 1845. 

Ignacio Comonfort. 
Presidente de M6xioo, militar y polltioo mexicano. Nació en Puebla. Estudió en el colegio caroino de su ciudad 
natal Se sumó al mowniento que encabezó Antonio López de Santa Anna en 1832. Enfrentado después a 
Antonio López de Santa Anna, cuya política repudió, lle comandante militar del cistrito de lzilcar de Matamoros, 
diputado 11 Congreso de la Unión y ministro de Guerra y Mama con el Presidente de México Juan N:varez. En 
1855, al renunciar el general Juan Álvarez. fue nombrado Presidente Sustituto de Múico. Durante su mandato, 
reprini6 la revoluc:i6n de 1856 en Puebla, nacionalizó los bienes de manos muertas a través de la Ley de 
Desamortización, y promulgó una nµeva Constitución. En 1857, un congreso constltllyente de mayoria liberal lo 
eligió Presidente de Mé>Cico, pero un a/lo de$pllés, tras un pronunciamiento militW', tuvo que abandonar el poder y 
se exilió en Estados Unídos. 

Venustiano C8rTanza Garza. 
Presidente de MélÓOO, militar y polltico mexicano. Nació en cuatro Ciélll!gas. Representó a la facción moderada 
durante la revolución mexicana. Fue partidario de Francisco Ignacio Madero a quien se unió. A finales de 1911 fue 
nombrado gobernador de su estado natal, y tras el asesinato del Presidente de Mé>Cico Francisco Ignacio Madero 
formuló el Plan de Guadalupe en 1913. Encabezó a las fuerzas constitucionalistas que en 1914, derrocaron al 
general Victoriano Huerta, que habia aduado como usurpador. Desde ese momento se convirtió en el jefe 
provisional del nuevo gobiemo. 

2.1. Propiedad Territorial de la República. 

Propiedad de la Repúblíca. Concepto. 

Durante la república se dictó la primera legislación completa en materia de terrenos baldfos, 
en ella se conservaron intactas las peculiaridades que la propiedad agricola tenla en el régimen 
colonial; la escrituración pública debla elaborar1a el Estado, k>s propietarios tenlan la obligación de 
radicarse y cultivar las tierras, y el límíte de la extensión territorial para cada labrador quedó 
detenninado en dos míl quinientas hectáreas. 

22 de julio de 1863. Ley Sobre Ocupación y Enajenación de Terrenos Baldíos. Benito Juérez GaR:la. 
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Determina la entrega inmediata de predios agrícolas abandonados a diversos par1iculares labriegos que carecieran 
de recursos. con la obligación de residir permanentemente en el lugar de ubicación del lote concedido para su 
explotación. Impone un limite territorial de dos mil quinientas hectáreas por campesino beneficiado. 

Benito Juárez García. 
Presidente de México, magistrado y político mexicano. Nació en San Pablo Guelatao. Hijo de campesinos 
zapotecas. Era Presidente de la Suprema Corte de Justicia cuando el 19 de enero de 1858 asumió la presidencia 
provisional de la república para oponerse al pronunciamiento de Zuloaga. Vencedor de la guerra de reforma, en 
1861, fue elegido Presidente Constitucional de México. El archiduque de Austria, impuesto por el emperador 
francés Napoleón 111 a petición de los sectores monárquicos mexicanos, se convirtió en emperador de México en 
1864, con el nombl'e de Maximiliano l. En 1867, tras la derrota imperial, Benito Juárez resultó reelegido Presidente 
de México, iniciándose asila restauración de la república. Falleció en 1872. 

República. 
Forma de Estado basada en et concepto de que la soberanía reside en el pueblo, quien delega el poder de 
gobernar en su nombre a un grupo de representantes elegidos. En la practica este concepto ha sido; sin embargo, 
ampliado, distorsionado y corrompido de diversas formas, por lo que se hace dificil dar una definición unívoca del 
t6rmino. Para empezar, es importante diferenciar entre república y demoaacia. En el Estado republicano teórico, 
en el que el gobierno se convierte en portavoz de los deseos del pueblo que lo ha elegido. 

Régimen Jurfdico de la Propiedad de la República. 

La primera disposici6n que se dictó en el México independiente sobre colonización interior, no 
tenla criterio alguno sobre la competencia de las autoridades administrativas para distri>ulr las tierras 
baldlas del pals; fue tan grande la desorientación, que por conducto del ejército de las tres garantlas 
hubo de legar cierta claridad juridica. En este sentido, la ordenanza legal más notable relacionada 
con terrenos baldíos es la Ley de Colonización, precursora del principio de desamortización, toda vez 
que, estimulaba la colonización con extranjeros, ofreciéndoles tierras para que se establecieran en 
México. las leyes sobre colonización expedidas en este periodo no fueron acatadas por los pueblos 
lndlgenas por diversas razones; tales como el analfabetismo mayoritario, la dilatación de los medios 
de comunicación, las constantes revoluciones, los frecuentes cambios de gobierno ~· la debilidad de 
las disposiciones legales que anulaba su aplicación. 

En relación con el Régimen Jurídico de la Propiedad de la República, Gabino Fraga establece: 
•Al consumarse la Independencia, se consideró que la propiedad tel'Titorial que constituyó parte del 
Real Patrimonio fue adquirida por la Nación Mexicana, y el régimen establecido para dicha propiedad 
en la legislación colonial subsistió en sus términos fundamentales, aunque, por razones de la 
organización política, las atribuciones para otorgar las mercedes se encontraron en manos de los 
diversos Estados de la Federación. 

Esta situación, que produjo una enonne confusión en la titulación de la propiedad temtorial de 
la República, subsistió hacia la Constitución de 1857, en la cual se declaró materia federal la 
legislación relativa a tierras baldlas. 

En el ano de 1863 fue expedida la primera legislación completa en materia de terrenos 
baldíos, y en dicha legislación se conservaron los caracteres fundamentales de la propiedad en el 
régimen colonial, y asl, la titulación de la tierra deberla de hacerse por la Nación; se estableció la 
obligación de los adquirientes de tierras de poblarfas y de cultivartas y se limitó la extensión que podia 
ser adquirida por una sola persona a la cantidad de dos mil quinientas hectáreas•. to 

24 de marzo de 1821. Orden. Agustín de lturt>ide. 
Conoe<le a los militares que probaran que hablan pertenecido al ejército de las tres garantías, una fanega de tierra 
y un par de bueyes, en el lugar de su nacimiento o en el que hubiesen elegido para vivir. 

28 de septiembre de 1822. Acuerdo. Ayuntamiento del Real de San Antonio de ta Baja California. 

10 Fi;¡ga Maga/la, Gablno. DERECHO AOMllllSTRATIVO. Pooúa. México, 1997. P~inas 356 y 357 
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Declara válidas las concesiones de terrenos baldíos que se hubieran hecho en la circunscripción terriloña.1 del 
Ayuntamiento del Real de San Antonio. fundándose en que el jefe polltico de la provincia declaró ser peculiar de 
los ayuntamientos el reparto del tenitorio público o del terreno baldío en favor de los ciudadanos que lo necesiten. 

Aguslin de llurbide. Agustín l. 
Emperador de Méxíco, militar y polltico mexicano. Nació en Valladolid. Hijo de un latifundista espal\ol, íngresó en 
las milicias de s4 ciudad natal como subteniente de bandera. Aceptó el gobierno del virrey Pedro Garibay Iras el 
de1T'OC8miento de José de lturrigaray en 1808. Siendo alférez del ej3rcito espal\ol se negó a colaborar con la 
rebelión del cura Miguel Hidalgo y partícip6 en la detención de los conspiradores de Valladolid en 1609. Huyó a 
Mbíco cuando Miguel Hidalgo entró en la ciudad en 1610. y ese mismo afio participó en la batalla del Monte de 
las Cruces por lo que ascendió a capitán. 

Colonízación. 
Fijar en un terreno la morada de sus cultivadores a erecto de establecer población en un pais. 

Ley de Colonización. Junta Nacional Instituyente .. Agustín l. 
Articulo 3. 
Se autoriza al gobierno para tratar con e,.,.iresarios, entendiéndose por tales los que traigan cuando menos 
doscientas familias. COmo compensación se les asignarán tres haciendas y dos labores por cada doscientas 
famíHas. En ningún caso se les dará mú de nuew Mciendas y seis labores cualquiera que fuese el número de 
familias que introduzcan al país; pero al cabo de veinte al\os, deberán vender las dos terceras partes de esta 
extensión a fin de prevenir, así, el latifundismo. · 

Ley de Colonización. Junta Nllc:ional Instituyente. Agustín l. 
Articulo 18. 
Al efecto de esta ley se prefetWi a los naturales del pala, especialmente a los militares del ejército de las tres 
garanUas. 

Clasificación de la Propiedad de la Repúbica. 

El origen de los te.rrenos baldlos en Mé.xlco se encuentra en la é.poca colonial; todas las tierras 
de Nueva Espana eran propiedad de la corona espanola, asl es que las no tituladas en favor de los 
partia..lares o de los pueblos indígenas, en realidad no sallan del dominio real y así fue declarado en 
diversas disposiciones de la época. Pero como la ocupación de las tierras de la Amé.rica espanola se 
realizó en forma inegular, los terrenos que no hablan sido ocupados por particulares. ni cedidos a las 
comunidades indigenas, estaban en ocasiones entremezclados con los predios agricolas regionales; 
otras veces la ocupación de tierras de la realeza se hizo sin apoyo en escritura pública y por estas 
circunstancias fue necesario censarlos a fin de identificar los terrenos propiedad de la corona. A esta 
tarea se dedicaron las cédulas dictadas sobre composiciones con la casa real, que son las primeras 
disposiciones de la legislación mexicana referentes especificamente a terrenos baldios reales. 

Las leyes sobre terrenos baldlos tuvieron relación muy estrecha con las que se refirieron a la 
colonización, ambas intentaron los mismos propósitos; aumentar las fuerzas sociales de la república, 
atrayendo elementos extranjeros para el trabajo agrtcola, y procurar una equitativa distribución de la 
tierra, facilitando la adquisición de baldíos por los particulares en general. 

18 de agosto de 1824. Ley de Colonización. Guadalupe VICtoria. 
Faculta a los Estados para dispone.r de sus terrenos baldios, dictando leyes y Decretos sobre el particular y 
procediendo a enajenarlos en una fonna ruinosa para los intereses públicos. Todas las cuestiones referentes a 
tierras baldlas quedan exclusivamente dentro de la competencia federal. 

20 de julio de 1863. Ley de Colonización. Junta Superior de Gobierno. 
Los terrenos baldíos de la república son los que no hayan sido destinados a un uso público por la autoridad. 

Guadalupe Victoria. 
Manuel Félix Femández. Primer Presidente de México, militar y político mexicano. Nació en Tamazula. Estudió 
leyes y luchó en el ejército independentista a las órdenes de José María Morelos. Después de la capt.ura y 
ejecución de José Maria Morelos, se ret.ir6 a Veracruz para continuar la lucha, que le resultó desfavorable a pesar 
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de la toma de Nautla en 1817. hecho que alentó los planes de Francisco xavier Mina, con el que estaba en 
comunicación y cuyo desembarco esperaba. Derrotado en Palmillas se retiró a las montañas, donde permaneció 
hasta el triunfo definítivo del Plan de Iguala. Opuesto al imperialismo de Agustin de lturbide, apoyó el 
pronunciamiento de Antonio López de Santa Anna de 1822. Tras el restablecimiento del Congreso, formó parte del 
gobierno provisional y en 1824. fue elegido Presidente de México, cargo que desempeM hasta 1829. 

Terreno Baldío. 
En agricultura, es la tierra que no tiene una dedicación determinada, en especial agricola o ganadera, y en la que 
predomina una vegetación natural. Históricamente, los baldíos eran la parte de las tierras comunales que no se 
cultivaban ni arrendaban. sino que los vecinos las utilizaban para pastos y leila. 

2.2. Propiedad Absoluta. 

Propíedad Absoluta. Concepto. 

El concepto político republicano no persiguió desmantelar el vetusto sistema de propiedad 
colonial para el reparto de terrenos agrícolas, por lo que, prevaleció por largo tiempo. No obstante, la 
nueva Ley de Colonización, recuperó oportunamente una idea revisada de la ideologia romana; la 
propiedad absoluta. Doctlinalmente, los rasgos que caracterizan la propiedad absoluta la presentan 
como unitaria, lo que no impide adjudicarle usos, contenidos plurales, ni el carácter perpetuo, en 
contraste con diversos derechos reales transitorios; tales como el uso, la habitación y el usufructo. 
Esta concepción resalta que la propiedad absoluta del bien depende de la existencia del mismo, toda 
vez que, perdura tanto como subsiste la cosa. 

En relación con la Propiedad Absoluta, Luis Delgadillo establece: "Este régimen prevaleció 
hasta el 21 de marzo de 1894, fecha en que se emitió la Ley Sobre Ocupación y Enajenación de 
Terrenos Baldíos de los Estados Unidos Mexicanos. Con ela se suprimieron las características antes 
setlaladas y con esto dicha ley junto con la de Colonización del 15 de diciembre de 1883, sentaron la 
base para que las companías deslindadoras y tos terratenientes de esa época se aduetlaran de 
grandes extensiones de tierra. Además, se cambió el régimen de propiedad colonial, dando lugar a 
un concepto de tipo romanista, es decir, una propiedad absoluta•.11 

15 de diciembre de 1883. Ley de Colonización. Manuel Gonzalez. 
Sienta la base para que las compallías desindadoras y los terratenientes de la époea se aduel\en de grandes 
extensiones de tierra, a fin de activar la producción agrícola. 

Manuel Gonullez. 
Presidente de México, militar y político me.xicano. Nació en Matamoros. Combatió en el territorio de Texas contra 
la Invasión de Estados Unidos y más tarde frente a las tropas francesas que apoyaban al emperador Maldmiliano l. 
Fue diputado, gobernador del estado de Michoacén y secretario de Guerra y Marina. 1'J finalizar el primer mandato 
del Presidente de México Porfirio Diaz, fue elegido Presidente de México para el periodo 1880-1884. Durante su 
gobierno, envuelto en algunos disturtlios, se impulsaron las comunicaciones telegréficas y por fem:x:arril, y se 
fundó el Banco Nacional. 1'J finalizar su mandato fue nombrado gobernador del Estado de Guanajuato, cargo en el 
que permanecíó hasta su muerte en 1893, en Chapingo. 

Propiedad Absoluta. 
Derecho del propietario del bien para disponerlo ampliamente dentro de los límites legales. 

Régimen Jurídico de la Propiedad Absoluta. 

Para COO'egír las deficiencias que por omisión tuvo la Ley de Colonización, se efectuaron 
diversas refonnas radicales introducidas en materia de terrenos baldíos. Entre las más importantes 

11 Oel;¡adllo GtA~ L!As Ht.mberto. ELEMENTOS DE DERECHO ADMINISTRATIVO. SEGUNDO CURSO. LimJSa. MéXICO, 1997. 
Péglna 58. 
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estuvieron la delimitación de la extensión denunciable y la desaparición de la obligación que existía 
para los propietarios de terrenos baldíos, en el sentido de poblartos y cultivarfos permanentemente. 
Por otra parte, la reforma jurídica derivó en la emisión de la Ley Sobre Ocupación y Enajenación de 
Terrenos Baldíos de los Estados Unidos Mexicanos, que dasificó la propiedad absoluta, ampliando 
su normatividad, pero conservando su espíritu. 

21 de marzo de 1894. Ley Sobre Ocupación y Enajenación de Terrenos Baldíos de los Estados Unidos Mexicanos. 
Porfirio Diaz Mory. 
Los terrenos propiedad de la Nación son de cuatro clases: Terrenos baldíos. demasías, excedencias y terrenos 
nacionales. 
Baldíos. Los teminos de la repúbfica que no hayan sido destinados a un uso público por la autoridad facultada 
para ello por la ley, ni cedidos por la misma a lítulo oneroso o lucrativo a individuo o corporación alguna autorizada 
para adquirirfos. 
Demasías. Los terrenos poseídos por particulares con titulo primordial y en ex1ensión mayor que la que éste 
determine, siempre que el exceso se encuentre dentro de los ~nderos señalados en el titulo, y, por lo mismo, 
confundido en su totalidad con la extensión titulada. 
Excedencias. Los terrenos poseídos por particulares durante veinte años o más, fuera de los linderos que señale 
el Ululo primordial que tengan, pero coindando con el terreno que éste ampare. 
Nacionales. Los terrenos baldíos descubiertos, deslindados y medidos por comisiones oficiales o por compañías 
au1orizadas para ello y que no hayan sido legalmente enajenados. Tambi6n se reputarán terrenos nacionales los 
baldíos denunciados por particulares, cuando éstos hubieren abandonado el denuncio o éste se haya declarado 
desierto o improcedente, siempce que se hubiere llegado a pnidicar el deslinde y la medida de los terrenos. 

Porfirio Olaz Mory. 
Presidente de México, mütar y polltico mexicano. Nació en oaxaca. Su dilatado ejercicio del poder ha dado 
nombre a un periodo de la historia de Méldco conocido como polfiriato. En 1846, se alistó' en el e~rcito para luchar 
contra la Invasión estadounidense, aunque no lleg6 a combatir en tal guerra .. En la guerra civil que desde 1858 
hasta 1861 enfrentó a liberales y conservadores, llamada guerra de refonna, apoyó la causa liberal de Benito 
Juárez. Finalizado ese confticto ascendió a general de brigada y resultó elegido diputado, poco antes de luchar 
contra la invasión francesa y frente al an:hiduque de Austria y emperador mexicano Maximliano l. Ya como 
general de división, recuperó en 1867, la Clpital de la república, con lo que pennitió que Benito Juárez regresara a 
ella en calidad de Presidente de México. Aspiró a la presidenci8 de México en 1867y1871; derrocó al Presidente 
de México Sebastián Lerdo de'Tejada en 1876, y owpó la jefatura del Estado durante los 35 a/los siguientes, a 
excepción de un lapso de cuatro aftos. 

Clasificación de la Propiedad Absoluta. 

Los baldlos son terrenos de la república que no hayan sido destinados a un uso público por la 
autoridad facultada para ello por la ley, ni cedidos por la misma a título oneroso o lucrativo a individuo 
o corporación autorizada para adquiril1os. Las demaslas son terrenos poseídos por particulares con 
titulo primordial y en extensión mayor que la que éste detennine, siempre que el exceso se encuentre 
dentro de los linderos senalados en el título, y confundido en su totaidad con la extensión titulada. 
Las excedencias son terrenos poseldos por particulares durante veinte anos o más, fuera de los 
lilderos que setlale el titulo primordial que tengan, pero colindando con el terreno que éste ampare. 
Los nacionales son terrenos baldíos descubiertos, deslindados y medidos por comisiones oficiales o 
por compal'iias autorizadas para eDo, y que no hayan sido legalmente enajenados. 

En relación con la Clasificación de la Propiedad Absoluta, Lucio Mendieta establece: "Dividió 
los terrenos propiedad de la nación en cuatro ciases: 

l. Terrenos baldíos. 
11. Oemaslas. 
111. Excedencias. 
IV. Terrenos nacionales·.12 

12 Mendicta y Nünez. Lucio. EL PROBLEMA AGRARIO DE M~XICO. Pocrúa. MélÓOO. 1999. P;\gina 144. 
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Clasíficación de la Propiedad Absoluta. 
1. Baldio. 
2. Demasía. 
3. Excedencia. 
4. Nacional. 

OesanoMo Económico. 
Durante el mandato de Porfirio Diaz. la economía de México se estabilizó y el país experimentó un desarrollo 
económico sin precedentes; se invirtió capital extranjero, sobre todo estadounidense, en la explotación de los 
recursos mineros del país. La industria minera y la textil experimentaron una gran expansión: se constl\l)'eron vías 
fémias y lineas telegráficas; y el comercio exterior aumentó aproximadamente en un 300 por dento. Muchos de 
los méritos del buen estado de la Administración financiera pública cabria atribuírselos a quien desde 1893 fuera 
secretario de Hacienda, José lves Umantour. ' 

3. Época Actual. 

Organización del Tenitorio Actual. 

La población del Estado requiere de satisfactores para cubrir sus necesidades esenciales, de 
manera que, los obtiene del propio Estado; una de dicttas necesidades es el lugar de residencia. El 
territorio del Estado, como elemento objetivo del mismo, es de gran relevancia; el tenitorio es el 
ámbito de validez juñdica de la soberanla que sustenta la existencia del Estado. En efecto, el tenitorio 
del Estado es el ámbito dentro del cual el Estado ejerce su jurisdicción y su sot>eranla. Este concepto 
de tenitorio no es sólo un agregado del objetivo primordial del Estado, toda vez que, la doctrina lo 
considera elemento esencial. Dicha noción fonnal de territorio no contradlee la ldeologfa que lo 
supone elemento objetivo del Estado, sino que la complementa, ya que por su naturaleza el territorio 
es un factor detenninante en la delmitación de las fronteras nacionales. Positivamente, sólo dentro 
del tenitorio del Estado tiene vatidez el Derecho propio, con exdusión de cualquier otro. 

La doctrina anterior consideraba al territorio del Estado sumergido en el fo'nnaismo jurfdlco, 
que tiene como fin fundamental la protección y la tutela de los Derechos particulares, sean Derechos 
públicos ejecutivos, denominados garantías individuales. En la doctrina actual, la Constitución Polltica 
de los Estados Unidos Mexicanos está Inspirada en el constítucionafismo social, que tiene como fin 
esencial la tutela de los Derechos sociales, denominados garantías colectivas, y que los coloca por 
encima de los Derechos individuales. No los excluye, pero cuando se contraponen los subordina al 
Derecho colectivo; tal como en la expropiación, aunque dañando gravemente el Derecho de 
propiedad que tiene el particular afectado. Atendiendo al interés general, la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos retrocedió en lo alcanzado por su antecesora en relación con la 
expropiación de bienes patrimoniales. 

Antes la legislación setialaba que para ejecutar una expropiación era indispensable que al 
particular afectado se le pagara previamente la indemnización. Con esta protección constitucional se 
colocaba el interés del particular afectado de manera semejante al interés colectivo, con lo cual 
quedaba resguardada la seguridad juñdica al habitar en el tenitorio del Estado. Asimismo, apoyaba la 
Garantla de Previa Audiencia el hecho mismo de auspiciar un extraordinario retardo en que el Estado 
cumpliera su finalidad y sus funciones respecto al bien motivo del acto juridico. En la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos se señala que la expropiación se hará mediante el pago de 
la indemnización respectiva, que puede ser antes, durante o después de la propia afectación del bien 
expropiado. Este principio explica por si solo la naturaleza jurídica colectiva de la expropiación en el 
Derecho actual, pues está supuestamente determinada por una causa de utilidad pública. 

25 de junio de 1856. Ley de DesamortiZación de Fincas Rústicas y Urbanas Ignacio Comonfort. 
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Convierte al ejido en parcelas de propiedad privada de cada uno de los vecinos de la población correspondiente. 
Fomenta la acumulación de la propiedad agñcota por grandes terratenientes. 

11 de marzo de 1857. Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos. Ignacio Comonfort. 
Articulo 27. 
La propiedad de las personas no puede ocuparse sin su consentimiento, sino por causa de utilidad pública y previa 
indemnización. la ley detenninará la autoridad que deba hacer la expropiación y los requisitos con que está debe 
verificarse. 

31 de mayo de 1882. ley de Expropiación. Manuel González. 
Au1oriza al ayuntamiento de México y al Ejecutivo Federal para hacer expropiaciones por causa de utilídad pública, 
con sujeción a las bases consignadas en la concesión otorgada el 13 de septiembre de 1880 a la Compañia 
Constructora Nacional para la construcción del ferrocarril de México al O'.:éano Pacifico y de México a la frontera 
norte. 

3 de noviembre.de 1905. Ley de 8cpropiación. Porlírio Díaz Mory. 
Autoriza al Ejecutivo Federal para decretar y llevar a cabo la expropiación de aguas potables y terrenos para los 
servicios municipales en los territorios federales. 

5 de febrero de 1917. Constitución Política de los Estados Unidos Mexica.nos. Venustíano Carranza Garza. 
Artículo 27. 
La Naáón es propietaria oliginal de las tierras y aguas que se encuentren denlro del territorio nacional, reservando 
al Estado la facultad de otorgar los títulos respectivos, imponer las modalidades a la propiedad privada que dicte el 
inter6s público y restituir a los pueblos las tierras de que fueron despojados. 

25 de noviembnl de 1936. Ley de Expropiación. Limo~ del Río. 
Artículo 21. 
Eata ley es de caiicter fedefaJ en los casos en que se tienda a alcanzar un fin cuya realización competa a la 
Fedenlc:i6n conforme a aus facultades constitucionales, y de carjcter local para el Distrito Federal. 
La aplicación de esta ley se entenderj sin perjuicio de lo cispuesto por los tratados intemaclooales de que México 
sea pa11e y, en su caso, en los acuerdos art>Htales que se celebren. 

Ignacio Comonfort. 
Presidente de México, ml"rtar y polltico mexicano. NaQ6 en Puebla. Estudió en el colegio caroino de su ciudad 
natal Se sumó al movimiento que encabezó Antonio l.6pu de Santa Anna en 1832. Enfrentado después a 
Antonio López de Santa Anna, cuya poUtica repudi6, fue comandante militar del distrito de lzúcar de Matamoros, 
diputado al Congreso de la Unión y ministro de Guetra y Marina con el Presidente de México Juan Alvarez. En 
1855, al renunciar el general Juan Álvarez, fue nomtQdo Presidente Sustituto de Mé:xico. Durante su mandato, · 
reprimió la revoluáón de 1856 en Puebla, nacionalizó los bienes de manos muertas a través de la Ley de 
Desamortización, y promulgó una nueva Constitución. En 1857, un congreso constituyente de mayoria liberal lo 
eligió Presidente de Mé:xico, pero un atlo después, tras un pronunciamiento militar, tuvo que abandonar el poder y 
se exilió en Estados Unidos. 

Manuel González. 
Presidente de Mé:xico, militar y político mexicano. Naá6 en Matamoros. Combatió en el territorio de Texas contra 
la invasión de Estados Unidos y más tarde frente a las tropas francesas que apoyaban al emperador Maximliano l. 
Fue dipu1ado, gobernador del estado de Michoacán y secretario de Guerra y Marina. AJ finalizar el primer mandato 
del Presidente de Mé:xico Porfirio Díaz, fue elegido Presidente de México para el periodo 1880-1884. Durante su 
gobierno, enwelto en algunos disturbios, se impulsaron las comunicaciones telegráficas y por ferrocarril, y se 
fundó el Banco Nacional .. AJ finalizar su mandato fue nombrado gobernador del Es1ado de Guanajuato. cargo en el 
que pennaneció hasta su muerte en 1893, en Chapingo. 

Porfirio Diaz Mory. 
Presidente de Mé:xico, militar y politico mexicano. Nació en Oaxaca. Su dilatado ejercicio del poder ha dado 
nombre a un periodo de la historia de México conocido como potfiriato. En 18"46, se alistó en el ejército para ludlar 
contra la invasión estadounidense, aunque no llegó a combatir en tal guerra. En la guerra civil que desde 1858 
hasta 1861 enfrentó a fiberales y conservadores, lamada guerra de refonna, apoyó la causa liberal de Benito 
Juárez. Fll'lalízado ese conflicto ascendió a general de brigada y resuttó elegido dipu1ado, poco antes de luchar 
contra la invasión francesa y frente al archiduque de Austria y emperador mexicano Maximlliano l. Ya como 
general de división, recuperó en 1867, la capital de la república, con lo que pennitió que Benito Juárez regresara a 
ella en calidad de Presidente de México. Aspiró a la presidencia de México en 1867 y 1871 ; derrocó al Presidente 
de México Sebastián lerdo de Tejada en 1876, y ocupó la jefatura del Estado durante los 35 allos siguientes. a 
excepción de un lapso de cuatro años. 
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Venustiano Carranza Garza. 
Presidente de México, militar y politico mexicano. Nació en Cuatro Ciénegas. Representó a la facción moderada 
durante la revolución mexicana. Fue partidario de Francisco Ignacio Madero a quien se wiió. A finales de 1911 fue 
nombrado gobernador de su estado natal, y tras el asesinato del Presidente de México Francisco Ignacio Madero 
formuló el Plan de Guadalupe en 1913. Encabezó a las fuerzas constitucionalistas que en 1914, derrocaron al 
general Victoriano Huerta. que habia actuado como usurpador. Desde ese momento se convirtió en el jefe 
provisional del nuevo gobierno. 

Lázaro Cárdenas del Río. 
Presidente de México, militar y político mexicano. Nació en Jiquilpan de Juárez. La temprana muerte de su padre 
le obligó a trabajar de tipógrafo recién terminados los estudios primarios, y más tarde en una oficina de Hacienda. 
En 1913, tras los sucesos de la llamada Decena Trágica y el posterior asesinato del Presidente de México 
Francisco Ignacio Madero, se incorporó a la revolución mexicana. En 1915, alcanzó el grado de teníente coronel. 
pasó a militar en las fuerzas constitucionalistas de Venustiano Carranza y se relacionó con el grupo de Sonora 
dirigido por Plutarco Elías Calles. En 1920, recibió el ascenso a general del ejército. En 1934, fue elegido 
Presidente de México. Durante su administración, se puso en marcha un plan de reforma económica y social de 
seis ailos formulado por el Partido Nacional Revolucionario. Grandes parcelas de tetreno de propiedad privada 
fueron divididas y distribuidas entre los campesinos y, con el apoyo de la Confederación de Trabajadores de 
México. numerosas industrias se transformaron en cooperativas, acelerando la transfonnación de los ejidos en 
propíedad comunal. 

Proyecto del Congreso Constituyente de 1917 al artículo 27. 
La manera; sin embargo, de evitar que la sociedad abuse del Derecho de eicpnipiaci6n, es obigarla • la 
indemnízación y, desde este punto de vista, la palabra mediante indica que la indemnización debe ser forzosa; 
pero como no hay razón ya para que sea previa, puede hacerse desde el momento de díctanse la resolución 
respectiva, hasta que el propietario piel'da el último AICUtso que las leyes le conceden para revocar dicha 
resoluáón o para cobrar la inde!mizaci6n misma. La acepáón en este caso de la palabra meciante, es la de que 
ta indemnizac:ión debe mediar entre los dos citados puntos extremos. Ahora bien, la equidad ímpone que e$0S dos 
puntos se acerquen todo lo más que sea posible, coordinando las posibilidades de pago por parte de la sociedad, 
con el deber monil que ésta tiene de no cauaar al propietario, innecesarios perjuícios. 

Régimen Jurídico del Territorio Actual. 

En materia de propiedad, la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos establece 
diversas innovaciones que han sido elogiadas en el mundo, aunque con la cótica nacional de quienes 
vieron lesionados sus intereses por la nueva legislación. El articulo 27 de la Constitución Polltíca de 
los Estados Unidos Mexicanos, de amplio criterio social, mira el problema agrario en la generalidad 
sus aspectos y lo resuelve a través de principios que han servido de máxima juridica para el justo 
reparto del suelo agrícola y la estabilidad de su producción. Asimismo, dicho precepto constitucional 
contiene aspectos de suma trascendencia para el Estado Mexicano, disponiendo pautas elementales 
sobre las aguas nacionales, las minas y el petróleo. En cuanto relación a la distribución de la tierra, 
establece como regla fundamental que la propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de 
los limites del territorio nacional, corresponde originariamente a la Nación. 

En relación con el Régimen Juridico del Tenitorio Actual. Miguel Ac-.osta establece. "El tenitorio 
constituye la realidad físico-geográfica que en nuestros días es compleja y sobre la cual el Estado 
ejerce su soberanía. En México, el tenitorio está regulado en los articulos 27 y 42 al 48 de la 
Constitución y está fonnado por los siguientes elementos: 

1. La superficie terrestre del planeta; 2. El mar tenitorial; 3. La platafonna continental; 4. Los 
zócalos submarinos; 5. El subsuelo; 6. El espacio superestante; y 7. El mar patrimonial o zona 
económica exclusiva con las límitaciones que los artículos 27 y 42 sel\alan, asl como el Derecho 
Internacional. 
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Sobre estos elementos del territorio el Estado ejerce su soberanía y aplica su orden jurídico 
intemo•.13 

Teoría Patrimonia11sta de la Propiedad de la Nación. 
Los reyes españoles adquirieron, durante la época colonial, todos los territorios de Indias en propiedad privada y 
con este carácter los conservaron hasta la independencia, por la vi11ud de la cual el nuevo Estado libre y soberano 
denominado México, sucedió a los reyes de España en sus Derechos. Por lo tanto, adquirió las tietTas y aguas del 
territorio mexicano en calidad de propiedad patrimonial y tiene por lo mismo mayores Derechos sobre su territorio 
que los de cualquier otro pais sobre el suyo. 

Régimen Constitucional. 
Eleva a la categoría de ley constitucional la Ley de 6 de enero de 1915. Determina la acción constante del Estado 
para regular el aprovechamiento y la distribución de la propiedad. Reserva la facuhad del Estado para imponer a la 
propiedad las modalidades que dicte el interés público. Ordena la dotación de tierras a los núcleos de población 
más necesitados, el fraccionamiento de latifundios y el desarrollo de la pequeña propiedad. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 27, p¡irrafos primero, tercero, cuarto y quinto. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Attículo 42. 

Clasificación del Tenitorio Actual. 

Las parcelas de baja producción presentes durante el tiempo en que entró en vigor la 
Constitución Politlca de los Estados Unidos Mexicanos, fueron objeto de especial proteoción; el 
articulo 27 de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos elevó a la categoría de 
garantla individual la tolerancia jurfdica hacia la pequena propiedad. En la actualidad, ese respeto es 
el único límite que puede oponerse a la acción dotatoria y a la aoclón restitutoria que ejerce el Estado. 
En el proyecto del congreso constituyente, la existencia de las fincas pequetlas era tan importante 
como la dis•Jibución de tierras entre los núcleos de población más necesitados; por eso, el mandato 
constitucional no sólo ordena el respeto absoluto de la pequena propiedad, sino que expresamente 
Indica que el Estado procurará su "desarrono. Asl queda integrado el plan de reforma agraria que 
contiene la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 

El diseno nacional de producción agricola en el territorio actual senala la máxima extensión de 
propiedad agrlcola que puede poseer el individuo particular o la sociedad particular. Así entonces, los 
predios rura.les de mediana producción podrán subsistir mientras no sea indispensable dotar de 
tierras a un núcleo de población campesino, porque en cuanto se presenten graves necesidades 
agrarias; tales como el crecimiento de individuos agricultores y la carencia de alimentos; la mediana 
propiedad tendrá que reducirse a los limltes de la pequet'\a propiedad, única para la cual existe la 
anuencia como garantla constitucional. La Ley Agraña establece los lineamientos fundamentales de 
la reforma agraria a través del ejido para determinar el desarrollo del tenitorio nacional. 

6 de enero de 1915. Ley. Venustiano C8tTanza Garza. 
Ley agraria que reforma el carácter de la propiedad ejidal, ratifK:ada por la Constitución Politica de los Estados 
Unidos Mexicanos de 1917, según la cual la propiedad rural vuelve a ser propiedad comunal y será explotada en 
lotes individuales ajenos a.1 melado, denominados pequefta propiedad. 

Clasificación del Territorio Actual. 
1. Peque/la Propiedad Agrícola. 
2. Peque/la Propiedad Ganadera. 
3. Ejido. 

13 Acosta Romero. Miguel TEORIA GENERAL DEL DERECHO ADMINISTRATIVO. PRIMER CURSO. Porrúa. Mé>doo. 1996. Pilgina 61. 
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Venustiano carranza Garza. 
Presidente de México, mílitar y politico mexicano. Nació en Cuatro Ciénegas. Representó a la fa<:eíón moderada 
durante ta revolución mexicana. Fue partidario de Francisco Ignacio Madero a quien se unió. A finales de 1911 fue 
nombrado gobernador de su eslado natal. y tras el asesinato del Presidente de México Francisco Ignacio Madero 
formuló el Plan de Guadalupe en 1913. Encabezó a las fuerzas constilucionalistas que en 1914, derrocaron al 
general Victoriano Huerta, que había actuado como usurpador. Desde ese momento se convirtió en el jefe 
provisional del nuevo gobierno. 

Ejido. 
Terreno no cultivado, de uso común, situado en el linde de una población, pero que, en el caso del Estado 
Mexicano, hace referencia a la propiedad rural de carácter colectivo, de suma importancia en su historia agraria. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 27, párrafo tercero, fracciones IV, 'IN. XVII y XIX. 

Ley Agraria. 
Articulo 47. 

Ley Agraria. 
Artículo 80. 

Ley Agraria. 
Artículo 117. 

Ley Agraria. 
Artículo 120. 

Leylq'añl. 
Artículo 124. 

Ley AQraril. 
Artículo 132. 

3.1. Concepto de Territorio. 

Territorio del Estado Mexícano". Concepto. 

La persona jurldica colectiva de Derecho Público, denominada Estado, ejercita sus Derechos 
y obligaciones siempre en un ámbito geofísico detenninado, denominado territorio, que puede ser 
amplio o restñngido, según se trate de la importancia internacional del ente público y de su objeto 
social. Doctñnalmente, el territorio del Estado puede comprender todo su espacio vital, una tracción 
geográfica o cin:unscñbírse a una urbe; en cualquier caso impica la necesidad de una residencia 
pennanente para los órganos de Administración y los órganos de representación popular, satisfecha 
al establecer ta capital del Estado. En el Estado Mexicano dicho asiento es el Distñto Federal, toda 
vez que, es ahl donde pennanecen los Poderes de la Unión, equivalente para el Órgano de la 
Administración Pública al domicilio. De acuerdo con la Constitución Politlca de los Estados Unidos 
Mexícanos, la Nación ejerce el dominio directo, inalienable e imprescriptible de todos sus recursos. 

El territorio es elemento esencial de la Nación, toda vez que, no puede entenderse al Estado 
Mexicano sin una ex1enslón territorial detenninada. En efecto, el territorio es la superficie terrestre, en 
la cual esté asentada ta población del Estado, delimitado por el suelo, el subsuelo, el mar territorial, el 
espacio aéreo y ta zona económica exclusiva; sobre los cuales, ejerce su soberanía. En cumplimiento 
del Derecho Internacional, la Constítución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos ha ex1endido la 
noción del territorio nacional; de esta manera, son parte del territorio los edificios de las embajadas, 
ubicados en el lugar de residencia permanente de los Poderes Federales del Estado anfitrión, y 
atendiendo siempre al principio de reciprocidad entre los Estados. Asimi_smo, se considera como 
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extensión del territorio diversos elementos muebles; tales como las embarcaciones y las aeronaves, 
de guerra y de mercancías. propiedad de la Nación. 

En relación con el Territorio del Estado Mexicano, Miguel Galindo establece: ·se puede afirmar 
que el Estado tiene elementos esenciales objetivos, subjetivos y jurídicos que están representados 
por seres y objetos de distinta naturaleza y para probarlo basta precisar que el territorio. elemento 
fisico material del Estado, es considerado también como elemento formal del mismo, como ámbito de 
validez jurídica, según lo sostiene Hans Kelsen, o el ámbito del ejercicio de ta soberanía como lo 
afirman los constitucionalistas•.14 

Hans Kelsen. 
Jurista austriaco. Nació en Praga. Obeuvo una cátedra de Derecho en Viena y colaboró en la redacción de la 
Constitución austriaca que seria adoptada en 1920: posterionnente, continuó con su actividad docente en diversas 
universidades de Europa y Estados Unidos. Kelsen aplicó las doctrinas de la filosofía clásica a la jurisprudencia de 
forma más rigurosa que ningún otro fil6sofo del Derecho. Su proyecto puede resumirse en el título de una de sus 
principales obras, teoria pura del Deredlo de 1935. Como seguidor del pensamiento de lmmanuel Kant, trató de 
construir una teoria del Derecho completamente autónoma, es decir, sin precisar de herramientas intelectuales 
propias de otras disciplinas: tales como la soclologla. 

Territorio. 
Espacio sobre el que se asienta la cotminidlld nacional En el *nbito politico, el territorio es definido por teorias 
que lo consideran un elemento constilutivo del Estado, entre la población y el gobierno. También es subrayado 
como el objeto y limite de la acción institucional, pues el territorio es el ~donde las autoridades ejefcltan el 
poder y, con una clara orientación autoritaria, es sellalado como émbito en expansión, según se despnmde de los 
postulados nacionalistas del espacio vilal, fundamentados sobre todo en inteq>retaciones racistas. 

Embajada. 
Lugar donde reside al diplomético que representa al Estado que lo nombra, dentro de otro Estado. 

Constitución Polltica de loa Estados u,..,_ MelCÍC81lOS. 
Articulo 2, párrafos primero, segundo, ten:ero y cuarto. 

Constitución Politica de los Estados Unídos Mexicanos. 
Articulo 27, párrafos primero, cuarto y cpnto. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo '42. 

Constitución Política de los Estados Unidos Me.xicanos. 
Artículo '48. 

ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 29. fracción 1. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo '49, fracciones 1y11. 

3.2. Elementos del Territorio. 

Elementos del Territorio del Estado Mexicano. 

El territorio del Estado Mexicano está integrado por la suma de territorios que tienen tas partes 
integrantes de la Federación, denominadas entidades federativas, tas islas, los arrecifes y los cayos 
colocados dentro del mar adyacente, la isla de Guadalupe, la isla Rev~lagigedo, la plataforma 
continental, los diversos zócalos submarinos, los mares territoriales. los mares interiores y el espacio 

1°" GaindO Camacho, Miguel DERECHO AOMINISTRAnlO. TOMO I, Ponüa. Mélóco, 1996. P{l¡glna 43. 
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aéreo. La reserva jurídica que sobre los recursos naturales establece la Constitución Politica de los 
Estados Unidos Mexicanos para el patrimonio de la Nación , ha sido revisada a la luz del Derecho 
Internacional. Los principios fundamentales que soportan este pensamiento son diversos; la igualdad 
de soberanía entre Estados y el Derecho indiscutible de tos pueblos del mundo para disponer 
libremente de los recursos naturales que se hallen en su tenitorio: tales como el petróleo, el agua y el 
espacio aéreo. 

En efecto. dichos recursos están apartados en forma particular para la Nación por su calidad 
notoriamente valiosa en el desarrollo económico del país. denominada área estratégica. Para el 
análisis de las áreas estratégicas relacionadas con el tenitorio del Estado Mexicano se ha fijado en la 
Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos un criterio jurídico de distintos aspectos; el 
petróleo, el espacio aéreo y el agua. El petróleo está reservado donde quiera emerja, induyendo la 
plataforma continental; cualquiera que sea su estado natural, sólido, líquido y gaseoso, abarcando los 
estados intermedios; así como la petroquímica básica. El espacio aéreo sobre el tenitorio nacional 
está reservado; considerando el aíre y el espacio, con naturaleza distinta a la noción de propiedad. El 
agua está reservada, con carácter de inalienable e imprescriptible, sujeta al régimen que establezca 
el Deredlo Internacional. 

Doctrinalmente, el aire pertenece a todas las personas, en ca&dad de cosa común, al único 
efecto de aspirarto y asl satisfacer una necesidad vital impostergable; para los demás fines, el aire 
sigue la condición jurfdica del espacio aéreo. Respecto al Estado Mexicano, el espacio aéreo está 
circunsaito en forma horizontal y vertical, coincidiendo con tos limites fronterizos del Estado, Inclusive 
el mar tenitorial. Las aguas propiedad de la Nación son las de los mares tenitoriales; las aguas 
mañnas interiores; las de las lagunas y esteros que se comuniquen permanente o intermitentemente 
con el mar; las de los lagos interiores de formación material que estén ligadas a corrientes 
constantes; las de los rfos y sus afluentes directos o indirectos; y las de las corrientes constantes o 
intermitentes y sus afluentes directos o indirectos. 

Elementos del Tenitorio del Estado Mexicano. 
1. Partes Integrantes de la Federación. 
2. Islas. 
3. Arrecifes en Mares Adyacentes. 
4. cayos en Mares Adyacentes. 
5. Isla de Guadalupe. 
6. Isla de Revillagigeclo. 
7. Plataforma Continental. 
8. Zócalos Submarinos de Islas. 
9. Zócalos Submarinos de Cayos .. 
10. Zócalos Submarinos de Arrecifes. 
11 . Aguas de Mares Tenitoriales. 
12. Aguas Maritimas Interiores. 
13. Espacio sobre Territorio Nacional. 

Constit11ción Polilic:J de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, ~mifos primero, cuarto, quinto y sexto. 

Constitución Política de los Estados Unídos Mexicanos. 
Articulo 28, ~mifo cuarto. 

Constitución Potilica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 42. 

Ley Reglamentaria del Articulo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo. 
Articulo 1. 

Ley Reglamentaria del Articulo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo. 



Articulo 2. 

Ley Reglamentaría del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Pelróleo. 
Articulo 3. 

Ley Reglamentaria del Articulo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo. 
Articulo 4, párrafo primero. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 33, fracción 11. 

Ley de Aguas Nacionales. 
Articulo 1. 

ley de Aguas Nacionales. 
Articulo 2. 

Ley de Aguas Nacionales. 
Articulo 3, fracción l. 

Ley de Aguas Nacionales. 
Articulo 4. 

Ley de Aviación Civil 
Articulo 1. 

Ley de Aviación Civil. 
Mlculo 3, párrafos primero y aegundo. 
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CAPITULO TRES 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EXPROPIACIÓN. 

Ciencia de la Administración. Concepto. 

Dando la debida importancia al concepto de Estado. se define corno la realidad social total 
dentro de la cual se desenvuelve fa reafidad jurídica total de una comunidad humana. El estudio del 
Estado presenta diversos campos de instrucci6n conforme a las estructuras sociales que le dan 
contenido, respecto al Derecho Administrativo la investigación se avoca a la autoridad encargada de 
realizar la función administrativa; en el ámbito jurídico, a dicho órgano público se le denomina Poder 
Ejecutivo. Advirtiendo que, la soberanía reside esencialmente en el pueblo, y es la propia sociedad la 
que origina la Nación corno la figura jurídica que representa sus ideales para hacer posible la vida 
gregaria; el Estado tiene como fin supremo lograr el bien común del grupo social que lo sustenta. El 
Estado es la organización polltica de una sociedad humana que corresponde a un espacio territorial 
detenninado. 

De tal manera, el Estado es consecuencia de una larga evolución de la sociedad humana y se 
explica y existe en función de la misma y es una organización política que ejerce la soberania, que es 
el principio político juridico básico para la existencia del Estado y establece la diferencia especifica 
con otro t4><> de organizaciones pollticas, creadas por la sociedad humana, como las regiones 
autónomas, entidades federativas y municipios, en los cuales no se ejerce la soberanía, aunque son 
organizaciones pollticas de la sociedad humana en· cierto tenitorio, subordinadas al ente soberano. 
La sociedad esta proyectada pollticamente en la entelequia juridica denominada Estado, cuya 
estructura orgánica supone la fusión de intereses individuales comprendidos en el Interés público. 
Esta motivación colectiva asumida como bandera por el Estado, hace necesaria la Administración de 
los bienes a su alcance para llevar a cabo su maldad. 

No puede concebirse al Estado resistiendo las acometidas de la necesidad social sin los 
mínimos elementos de soporte; tales como los materiales, los técnicos y los humanos. El adecuado 
manejo de tales factores, pennite su mayor aprovechamiento a fin de conseguir los fines que le son 
propios; al efecto, requiere de la organización pública que conjugue los instrumentos cuestionados. 
La idea de ciencia administrativa designa la actividad del Estado relativa a la aplicación cuidadosa de 
los bienes y las facuHades que le son propias para la prestación de servicios públicos. No obstante, el 
alcance de la ciencia administrativa en sentido amplio considera también a los órganos públicos 
encargados de dicha prestación de servicios colectivos. Por lo tanto, la ciencia administrativa incluye 
en su acepción el doble objeto que persigue; indagar al Órgano de la Administración Pública y revisar 
la actuación pública del Estado. 

Ciencia de la Administración. 
1. Adividades. 
2. Aplicación de Bienes. 
3. Facultades. 
4. Prestación de Servicios. 
5. Órgano de la Administración Pública. 
6. Actuación Pública. 

Aristóteles. 
Filósofo y cientllico griego. Nació en Estagira. Razón por la cual tambien fue conocido posteriormente como el 
Estagirita. Hijo de un médico de la corte real. se trasladó a Atenas a los 17 aftos de edad para estudiar en la 
Academia de Platón. Arist.óteles compartía la reverencia de su maestro por el conocimiento humano pero modificó 
muchas de las ideas platónicas para subrayar la importancia de los metodos arraigados en la observación y la 
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experiencia. Estudió y sistematizó casi todas las ramas existentes del conocimiento y proporcionó las primeras 
relaciones ordenadas de biología, psicología. física y teoría literaria. Además. Aristóteles delimító el campo 
conocido como lógica formal, inició la zoología y habló de casi todos los p<oblemas filosóficos principales 
reconocidos en su tiempo. Conocido por los pensadores medievales conio et filósofo, Aristóteles es quizá et 
pensador más importante y de mayor influencia en la historia y el desarrollo intelectual de occidente. Tras morir 
Platón, Aristóteles se trasladó a Assos, ciudad de Asia Menor en la que gobernaba su amigo Hermias de Atamea. 
Allí contrajo matrimonio con una pariente del gobernante. ff21T1ada Pitias, y actuó como su consejero. 

Ciencia Administrativa. 
Disciplina analítica de tos elementos q•Je integran el gobierno del Estado, asimismo, estudia a la Administración 
Pública, especialmente el poder político y sus diversas expresiones; tales como ta lucha por obtenerlo y el ejercicio 
público. 

Entelequia. Invención. 
Fin de una actividad que la completa y la peñecciona. Realidad plena alcanzada por el objetivo. 

Administración Pública. Concepto. 

El ténnino Administración se utiliza con diferentes significados, dependerá de la interpretación 
que se adopte para definir el sentido de la Administración Pública. En la doctrina, la Administración 
Pública tiene dos acepciones; objetivamente es et conjunto de acciones que realiza el órgano público 
para ta obtención de sus fines; subjetivamente es ta estructura orgánica a ta que está atri>ulda ta 
función administrativa. La actuación del Estado para llevar a cabo su función administrativa es, en lo 
material, realizada por los órganos púbUcos mediante diversos actos jurfdicos que respaldan ta 
voluntad social. Por otra parte, ta función legislativa ta exterioriza mediante diversos actos jurfdicos 
que concretan la aeación, la modificación y la derogación de leyes; la función jurisdiccional la 
exterioriza mediante diversos actos juridicos tendientes a resolver controversias. En cualquier caso, 
el ordenamiento juridico contempla los procedimientos conespondientes. 

La observancia del prooedimiento administrativo es ta garantía jurídica individual set'lalada en 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que impide los excesos que pudiera 
cometer el Órgano de la AdministraCión Pública en el ejercicio de su función y, además, la orientación 
del Estado para la correcta toma de decisiones por parte de sus diversos órganos administrativos, 
atendiendo al interés colectivo. El procedimiento administrativo responde al interés de las personas al 
constituir una garanUa Individual, pero sin descuidar la tarea administrativa original que afecta la 
esfera jurídica de los particulares. 

En relación con la Administración Pública, Gabino Castrejón establece: ·consideramos que 
por Administración Pública debe de entenderse el conjunto de los órganos que confonnan los 
diferentes Poderes del Estado (Ejecutivo, Legislativo, Judicial) por medio de los cuales y a través de 
la competencia que les otorga el Sistema Juñdico Mexicano, realizan la actividad tendiente a lograr la 
satisfacción de las necesidades colectivas, es decir, el bien común, en un detenninado tiempo y 
lugar".1 

Acosta Miguel. 
Administración Pública. 
Parte de los órganos del Estado que dependen, directa o indirectamente, del Poder Ejecutivo, tiene a su cargo las 
actividades del Estado que no desarroUan el Poder Legislativo y el Poder Judicial, persigue el interés púbüco y 
adopta una forma de organización jerarquizada. 

Administración Püblica. 
1. Objetiva. 

Actuación del Órgano de la Administración Pública. 

'Castrej6n Garcfa, Gablno E~. DERECHO ADMINISTRATIVO MEXICANO. TOMO 1 C¡\rdenas. M6xioo, 2000. Pflginas 55 y 56. 



2. Subje1iva. 
EstflJctura Orgánica. 

Administración Pública. 
Ministrare. Servir. Cuidar. 
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Aclividad del Estado para satisfacer necesidades colectivas. Conjunto de órganos que emanan del Estado 
dependiendo en forma directa o indirecta del Poder Ejecutivo y que se relacionan para satisfacer necesidades 
colectivas. 

Órgano Público. 
Persona jurídica que actúa en el ámbito de competencia que le corresponde en representación del Es1ado. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 16, párrafo primero. 

Constilución.Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 26. 

Constítuc:ión Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 90. 

Ley Of'gánica de la Administración Pública Fedenll. 
Articulo 1. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Fedenll. 
Articulo 2. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 3. 

Derecho Admilistrativo. Concepto. 

Doctrinalmente, el estudio de cualqu~ disciplina precisa de Identificar su objeto de anéDsis; 
sin embargo, fijar el contenido temático del Derecho Administrativo, plantea serios problemas debido 
a Ja subjetividad que implica, toda vez que, es una expresión de carácter cultural. Existen diversidad 
de conceptos de Derecho Administrativo, que lo advierten como disciptina científica derivada de la 
ciencia universal del Derecho, y cuyo objeto de estudio es el aspecto juridieo de la Admilistración 
Pública. El Derecho Administrativo es la rama del Derecho que estudia los pñncipios y las nonnas 
relativas a la Admínistración Pública. En efecto, el Derecho Administrativo incluye dos aspectos que le 
conciernen; el elemento objetivo, referente a la manifestación de voluntad del órgano público, y el 
elemento subjetivo, referente al órgano púbíico. De lo anterior se desprende que, coexisten a un 
tiempo, el Órgano de la Administración Pública y la función del Órgano de la Administración Pública. 

Con relación al Órgano de la Administración Pública, el Derecho Administrativo anaiza los 
príncipios y la normatividad del Poder Ejecutivo, en el cumplimiento de la función administrativa del 
Estado, sin negar la función legislativa y la función jurisdiccional que el propio Poder Ejecutivo realiza, 
de acuerdo con sus facultades. 

Lares Teocloslo. 
Derecho Administrativo. 
Ciencia de la acción y de la competencia del Poder Ejecutivo, de sus agentes, y de los tribunales administrativos, 
en relación con los Derechos e intereses de los ciudadanos, y con el interés general el Es1ado. 

Derecho Administrativo. 
1. Elemento Objetivo. 

Manifestación de Voluntad. 
2. Elemento Subjetivo. 

Órgano de la Adminis1ración Pública. 
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Teoria Fonnalista del Oeredlo Administratovo. 
Estudia la organización, el funcionamiento y los prooedimaentos del Poder Ejecutivo. 

Derecho Administrat.ívo. 
Rama del Derecho Público que regula la Administración Pública. sea la organización, los servicios y las relaciones 
con los particulares, emanando siempre del Poder Ejecutivo. 

Fuentes del Derecho Administrativo. 

Las fuentes del Derecho son tema de iniciación en la materia administrativa. el aspecto de 
investigación queda sujeto a la noción de aspectos generales previamente conocidos. Fuente es el 
fenómeno que produce alguna circunstancia, de donde se origina un hecho de carácter general; por 
otra parte, fuente del Derecho es el fenómeno jurídico que produce alguna circunstancia de Derecho, 
cuyo fondo puede comprender aspectos diversos; el formal, el material y el histórico. De acuerdo con 
la rama del Derecho que genere la fuente, se presentan diferentes arquetipos; fa Constitución , la ley, 
el reglamento, el Decreto ley, la costumbre, los tratados, la jurisprudencia, los principios generales de 
Derecho y la doctrina. Las fuentes del Derecho Administrativo son los fenómenos que producen los 
principios y las reglas jurídicas que conforman la rama del Derecho Administrativo; en este sentido, la 
materia administrativa debe separarse del factor orgánico del Estado. 

De acuerdo con la doctrina, las fuentes del Derecho Administrativo son los distintos medios de 
producción en que se manifiestan los principios y las normas que regulan la organización y la 
actividad de la Administración Pública, los medios para realizar1a y las relaciones que generan. Las 
fuentes del Derecho, en ocasiones pueden tener contradicciones, pero dentro del ámbito jurldico 
existe una preeminencia de unas fuentes respecto a tas otras. El Estado Me.xicano es de Derecho 
esatto y por este motivo las controversias judiciales del orden civil deberán resolverse conforme a la 
letra de la ley o a su interpretación jurídica. A falta de ley, como determina el Código Civi Federal, se 
resolverán conforme a los principios generales de Derecho. En los supuestos en que se produzca un 
confticto de Derechos, a falta de ley expresa que resulte aplicable, ta controversia se decidirá, de 
conformidad con el propio Código CivH Federal, a favor del que trate de evitar perjuicios. 

La Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos establece que en los juicios del 
orden civD, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la ley o la interpretación jurídica de la ley, y a 
falta de ésta, se fundará en los principios generales de Derecho. 

En relación con las Fuentes del Derecho Administrativo, luis Delgadillo establece: "Las 
fuentes formales del Derecho Administrativo son: la Constitución, la ley, el reglamento. tos decretos­
ley, las circulares y la jurisprudencia. Excluimos la costumbre, la doctrina y los principios generales del 
Derecho, en virtud de que las dos primeras carecen de obligatoriedad en nuestro sistema jurídico, ya 
que por disposición del articulo 10 del Código Civil Federal, la costumbre no es obligatoria, y la 
doctrina sólo representa el punto de vista de los tratadistas de la materia; y aunque ambas pueden 
tener una gran influencia en el desarrollo del Derecho, sólo pueden ser fuentes materiales de él. 

Asimismo, y a pesar de su importancia, tos principios generales del Derecho, como su nombre 
lo indica, son base y sustancia que se deriva de la propia norma, sin la cual no existirían, ya que son 
producto de la normatívidad de la ciencia juridica. 

En lo que respecta a los tratados internacionales, no los consideramos en forma particular ya 
que, por disposición del articulo 133 constitucional. cuando cumplen con los requisitos que la 

EST~ 
7' .. 
... .., ""'- JL..,; 
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Constitución les impone, tienen el carácter de ley, por lo que en caso de ser necesario, su estudio se 
hará por asimilación a ésta• .2 

Fuentes del Derecho Administrativo. 
1. Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. Tratado Internacional. 
2. Ley Federal. 
3. Constttución del Estado. 
4. Ley del Estado. 
5. Reglamento. 
6. Decreto. 
7. Acuerdo. 
8. Circular. 
9. Resolución. 
10. Oficio. 
11 . Costumbre. 
12. Jurisprudencia. 
13. Principio General de Derecho. 
14. Doctrina. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Procede del Poder Constituyente Federal. 

ley Federal. 
Surge del Poder Legislativo Federal, con caracterlsticas propias; general, abstracta, heterónoma e ~rsonal. 

Constitución del Estado. 
Procede del Poder Constituyente del Estado. 

Ley del Estado. 
Surge del Poder Legislativo del Estado, con caracteristicas propias; general, abstracta, heterónoma e ~rsonal. 

Reglamento. 
Procede de la facultad reg¡.mentaria del Poder Legislativo F~ y de 11 facultad 19giamentaria del Prelidente de 
la República, con caracteristicas esenciales: fuea.a de ley y sujeto a observar estrictamente la ley. 

Decreto. 
Documento foonal donde se da a conocer una noonatividad. 

Acuerdo. 
Resolución adoptada por un órgano de la Administración Pública, con caracteristicas esenciales; pubficado en el 
Diario Oficial de la Federación y sujeto a obseMlr esb'ictamente la ley. 

Circular. 
Instrucción del ámbito administrativo jenirqoico dada del superior al inferior. 

Resolución. 
Información con efectos exteriofes dada por et órgano de la Administración Pública a los particulares. 

Oficio. 
Comunicado por escfito. 

Cost.Jmbre. 
Hábito, modo habitual de obrar o proceder establecido por tradición o por la repetición de los mismos actos y que 
puede llegar a adquirir fuel7B de precepto. 

Jurisprudencia. 
Criterio de interpretación de la ley, realizada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación o los Tribunales 
Colegiados. 

Principio General de Derecho. 

> Oelgadillo Gl.Clérrez. l uis Humbelto. ELEMENTOS DE DERECHO ADMINISTRATIVO. PRIMER CURSO Umusa. Méldoo, 1997. Pagina 58. 
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Norma no legal supletoria de la ley, constituida por los aforismos que gozan de general y constante aceptación de 
jurisconsultos y tribunales. 

Doctrina. 
Criterio jurfdico que se deduce del conjunto de las sentencias de los tribunales. 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo t 4. párrafo cuarto. 

Constttución Polilica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 89, fracción l. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 133. · 

Código Civil Federal. 
Artículo 1 o. 

Código Civil Federal. 
Articulo t 9. 

Código Civil Federal. 
Articulo 20. 

Procedimiento Admillstrativo. Concepto. 

Ooctrtnalmente, proceso es la sucesión de actos vinculados entre sí para la realización de un 
fin determinado, tal como ocurre en el proceso industrial; por otra parte, procedimiento es la debida 
formalidad correspondiente a cada acto del proceso hasta abarcar la totalidad, tal como ocurre en el 
procedimiento téatioo. En materia administrativa, el proceso es el conjunto de actos administrativos 
sucesivos dirigidos a producir nuevos actos admilistrativos; tales como la resolución y el Deaeto; en 
tanto que, el procedimiento es el conjunto de forma&dades encaminadas a emitir un acto dentro de la 
Administración Pública. En efecto, el procedimiento admilistrativo atat'ie al Poder Ejecutivo, que se 
encarga de la realización de las actuaciones que lo integran y, corresponde al Derecho Administrativo 
su regulación. Sin embargo, en la práctica juridíca existen Imprecisiones conceptuales que dificultan 
la distinción entre proceso administrativo y procedimiento administrativo, usados como sinónimos. 

La diferencia esencial entre ambas nociones radica en la finalidad que buscan. Asl entonces, 
el proceso administrativo expresado en el juicio administrativo como una de sus múltiples formas, 
procura dar la solución de un conflicto surgido entre partes antagónicas; en cambio, el procedimiento 
administrativo establece el régimen al que se sujetan los actos administrativos del proceso, pero sin 
contener en si mismo confticto alguno surgido entre partes antagónicas. La postura extendida en el 
ámbito de las funciones del Estado indica que existen distintos procesos administrativos siempre 
respaldados en sus respectivos procedimientos administrativos, reservando el término proceso para 
aludir a las diligencias efectuadas ante la autoridad judicial competente en materia administrativa y e: 
término procedimiento para referirse a los trámites verificados ante el Órgano de la Admínistraciór. 
Pública; no obstante, las leyes procesales administrativas los utiliza sin separación. 

Fraga Gabino. 
Procedimiento. 
Conjunto de fonnalídades y ados que proceden y Pfeparan el ado administrativo, de la misma manera que las 
vlas de prevención del ado legislativo y de la sentencia judicial, forman, respectivamente, el procedimiento 
legislativo y el proceso judicial. 

Rocco Alfredo. 
Proceso. 
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Conjunto de actividades del Estado y de los particulares con el cual se realizan los Derechos de éstos y de las 
entidades püblicas que han quedado insatisfechos por la falta de actuación de la norma de que se deriva. 

Proceso Administrativo. 
Institución juridica manifiesta en el juicio administrativo. regulada por el Derecho procesal, mediante la cual los 
órganos a los que el Estado tiene encomendada la función jurisdiccional resuelven los diferentes conflictos de 
intereses relevantes en el plano juridico que se producen en cualquier forma de convivencia humana. El propio 
carácter social de la persona lleva consigo la existencia de una conflictividad entre los miembros de la sociedad 
que debe ser regulada por el Derecho. Qlando las personas que han generado el conflicto no lo resuelven de 
forma voluntaria, a través de un arreglo amistoso, se hace necesaria su regulación coa.ctiva. que se lleva a cabo a 
través del proceso administrativO, al que también se denomína pleito, litigio, juicio o lite. 

Procedimiento Administrativo. 
Serie de etapas ordenadas sustentadas en una norma jurídica que crean un acto administrativo, ejecuta un acto 
administrativo o resuelve una controversia administrativa entre un particular, persona ftsica o persona juridica, y un 
órgano de la Administración Pública; o un órgano de la Administración Püblica y otro órgano de la Admínistración 
Püblica; cuyo contenido establece los medios de defensa que tengan las partes. 

Régimen Juridico del Procedimiento Administrativo. 

Doctrinalmente, procedimiento administrativo es el conjunto de actos coordjnados entre si y 
diñgidos a la expresión de voluntad del órgano de la Administración Pública. De esta manera, el · 
procedimiento administrativo regula a un tiempo diversos elementos de la Administración Pública; la 
función administrativa del Estado, la intervencióo de cualquier Órgano de la Administración PúbHca y 
la participación del particular en calidad de litigante. En efecto, la participación de cada uno de estos 
factores se involuaa de acuerdo con su propia ci'cunstancia en el procedimiento administrativo, a fin 
de esclarecer un aspecto determinado. En el procedimiento administrativo, el órgano público adopta 
las formas de su actuación conforme al ordenamiento jurfdico establecido y, por lo mismo, entera al 
particular de diversos aspectos que lo integran; tales como el inicio del procedimiento, el contenido de 
la cuestión a debatirse, la oportunidad que tiene para presentarse y las posibles consecuencias. 

Este comportamiento del órgano de la Administración Pública, siempre adherido al mandato 
juñdíco, configura diversos principios que son columnas de la actuación administrativa; el principio de 
legalidad y el principio de legitima defensa. En efecto, la acción administrativa no es autónoma; la 
Administración PúbHca sólo puede hacer lo que le autorice puntualmente el ordenamiento jurfdico. El 
principio de legalidad tíene p!ena aplicacíón, no sólo en la protección subjetiva del Derecho de los 
particulares, sino también en la defensa de la norma jurfdica objetiva. a fin de hacer eficaz el imperio 
de la legalidad y de la justicia en el funcionamiento administrativo del Estado. El principio de legitima 
defensa, señalado en la Constítución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se actualiza como la 
Garantia de Previa Audiencia que cualquier particular puede ejercitar contra la actuación del Órgano 
de la Admlnístración Pública, principio jurfdico que indica, nadie puede ser condenado sin ser otdo. 

En relación con el Régimen Jurídico del Procedimiento Administ.rativo, Adolfo Merkl establece: 
"El motivo politico legislativo para la elaboración de un derecho procesal administrativo es el empello 
de proporcionar a los hombres que obtienen su derecho en cada caso particular a través de las 
autoridades administrativas, las mismas garantlas de juridicidad o, lo que es lo mismo, la misma 
aplicación justa del derecho administrativo material, o, en fórmula más breve aunque menos exacta, 
la misma seguridad de las relaciones juñdicas que ofrece el derecho procesal judicial a todos 
aquellos a quienes se les declara o establece el derecho - por la vla judicial -, es decir, en el juicio, 
fundamentalmente. La necesidad de observar ciertas formas, tales como las que establece el 
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derecho administrat.ivo formal, se considera con razón una garantía de que el contenido se adapta a 
la norma•.3 

Serra Andrés. 
Régimen Jurídico del Procedimiento Administrativo. 
El procedimiento administrativo constttuye una ineludible garantía legal. constitucional y administrativa, que tiene 
como finalidad, la de proteger el interés general y el interés de los particulares; preservando la eficiencia de los 
servicíos públicos y evitando la ilegalidad en la actuación de los funcionarías públicos. 

Procedímiento Administrativo. 
1. Elemento Objetivo. 

Principio de Legalidad. 
2. Elemento Subjetívo. 

Garantla de Previa Audiencia. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 14, párrafos primero y segundo. 

Constitución PoUtica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 16, párrafos primero y undécimo. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Mículo 3, fTacci6n VII. 

Ley Federal del Procedimiento AdnWlistratívo. 
Articulo 14. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 18. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 19. 

Fases del Procedimiento Administrativo. 

Las fases del procedimiento administrativo se clasifican por circunstancias temporales; la fase 
de iniciación, la fase de instrucción y la fase de decisión. La fase de iniciación, denominada etapa 
preparatoria, puede emprenderse en diversas fonnas; de oficio y a petición del particular interesado. 
La etapa preparatoria de oftcio comienza cuando el órgano de la Administración Pública competente 
determina actuar para iniciar el procedimiento administrativo. Las razones que puede tener el órgano 
de la Administración Pública para proceder por iniciativa propia son diversas; tales como la orden del 
órgano superior, la sugerencia razonada de cualquiera de los órganos subordinados, el pedimento de 
cualquier Órgano de la Administración Pública y la denuncia de los particulares. La etapa preparatoria 
a petición del particular interesado inicia cuando el Órgano de la Administración Pública competente 
recibe la queja de los particulares. 

La fase de instrucción es la etapa más prolongada del procedimiento administrativo, donde el 
Órgano de la Administración Púbica reúne los elementos de convicción necesarios para alcanzar una 
determinada certidumbre respecto del asunto de su conocimiento; en consideración a la Garantía de 
Previa Audiencia, establecida en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, antes del 
dictamen resolutorio, el particular afectado debe tener la oportunidad de ejercitar su Derecho de 
audiencia, aportando las pruebas que considere pertinentes. La fase de decisión es la que define el 
procedimiento, considerando los documentos y los elementos de certidumbre reunidos hasta devenir 
con el dictamen del Órgano de la Administración Pública. 

1 
Mer1<l Adotto. TEORIA GENERAL DEL DERECHO ADMINISTRATIVO. Nacional México. 1999. Pagina 283. 



Fases del Procedimiento Administrativo. 
1. Fase de Inicio. 

Oficio. 
Petición. 

2. Fase de Instrucción. 
Ofrecimiento de Pruebas. 

3. Fase de Decisión. 
Oidamen. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 1 '4, párrafos primero y segundo. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 16, párrafos pñmero y undécimo. 

Ley Federal del Procedimíento Administrativo. 
Articulo 3, fracción VII. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 1'4. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 18. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 19. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 30. 

Ley Federal del Prooedímiento Administrativo. 
Artículo 33. ' 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 36. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 50. 

Ley Federal del Procedimíento Administrativo. 
Artículo 56. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 57. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 61. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 83, párrafo primero. 

Clasíficación del Procedimiento Administrativo. 
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El Derecho Administrativo distingue diversas calidades de procedimiento administrativo; tales 
como el procedimiento administrativo interno, que inicia al interior del Órgano de la Administración 
Pública, y el procedimiento administrativo externo, que produce efectos jurldicos en el ámbito del 
particular; el procedimiento administrativo previo, que Inicia antes de emitir el acto administrativo, y el 
procedimiento administrativo de ejecución, que ejecuta el acto administrativo; el procedimiento 
administratívo de oficio, que inicia el órgano de la Administración Pública por mandato de la ley, y el 
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procedimiento administrativo a petición del particular interesado, que inicia a propuesta del particular: 
el procedimiento administrativo forzoso , que cumple el órgano de la Administración Pública, y el 
procedimiento administrativo voluntario, que cumple de mutuo propio el particular. 

En relación con la Clasificación del Procedimiento Administrativo, Roberto Báez establece: 
"Existen: 

a) Procedimiento interno y procedimiento externo; 
b) Procedimiento previo y procedimiento de ejecución; 
c) Procedimiento de oficio y a petición de parte. 

El procedimiento interno se da en todo el conjunto de actos que realiza la administración en su 
ámbito de mera gestión administrativa entre sus órganos, sin inteñerir en la esfera de los particulares. 
A su vez, podrá ser previo si es anterior a una decisión o resolución, y posterior de ejecución, que 
también puede ser interno o externo. 

Procedimiento externo será aquel que interfiera, en mayor o menor grado, dentro de la esfera 
jurídica de los particulares. 

Procedimiento de oficio o vinculado es aquel que lleven a cabo las autoridades en 
cumplimiento de sus obligaciones. 

Procedimiento a petición de parte es el procedimiento que requiere el impulso del particular 
para la expedición de un acto administrativo o para la ejecución del mismo".4 

A.costa Miguel. 
Clasificación del Proc:.edmento Administrativo. 
Existen diversos procedimientos; tales oomo el procedimiento lntemo y el procedimiento extemo; el procedimiento 
previo y el proceómiento de ejecuci6n; el procedimiento de oficio y el pro<:edímlento a petición de parte. 

Clasificación del Procedimiento Administrativo. 
1. lntemo. 
2. Extemo. 
3. Previo. 
• . Ejecución. 
5. De Oficio. 
6. A Petición del Part~lar. 
7. Forzoso. 
8. Voluntario. 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 79, párrafo primero, fracción N, párrafo quinto. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 1 '4. 

1. Concepto de Acto Administrativo. 

Hecho Jurídico. Concepto. 

Hecho jurídico es un acontecimiento ocurrido en la naturaleza o provocado por el ser humano, 
al que el Derecho le reconoce explícitamente consecuencias jurfdicas. En materia administrativa, al 
margen del Órgano de la Administración Pública que ejecuta actos sustentados en la ley, existen los 
hechos jurfdicos que surgen como fenómeno de la naturaleza o como obra de la actividad humana, 
pero siempre con resultados jurídicos. En efecto, para el Derecho Administrativo sólo es relevante el 
hecho que al realizarse actualiza la disposición contenida en fonna abstracta dentro de la legislación 

' Baez Martlnez, Roberto. MANUAL DE DERECHO ADMINISTRATIVO. Trillas. M~. 1996, Pagina 128. 
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administrativa. al tiempo que, surte los efectos jurídicos previstos; tales como el nacimiento, la muerte 
y el aluvión. 

Diez Manuel. 
Hecho Juridico. 
El Derecho toma en consideración los hechos que se producen, sea como renómeno de la naturaleza, sea como 
productos de la actividad humana: sin embargo, no todos los hechos tienen valor para el Den!cho, sino solamente 
aquellos a los que atribuye consecuencias jurídicas. 

Hecho jurídico. 
Objeto de relación material considerado de alguna importancia, que genera consecuencias jurídicas. 

Nacimiento. 
Salida del vientre materno. 

Muerte. 
Tenninación de la vida. 

Aluvión. 
Accesión paulatina, perc:eptlble con el paso del tiempo, que beneficia a un predio ribereno por el lento arrastre de 
la c:oniente. Afluencia fuerte y brusca de agua caificada como Inundación. 

Constiluci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, fraoción I, pánafo primero. 

Constitución Política de los Estados Unídos Meiócanos. 
Articulo 30, apartado A, heción l. 

Ley Agraria. 
Articulo 18. 

Código Civil Federal. 
Arti~lo 22. 

Código CMI Federal. 
Articulo 908. 

Acto Juñdico. Concepto. 

Acto jurídico es la manifestación de voluntad encaminada a producir efectos de Derecho, con 
la inequívoca intención de que se realicen esos efectos, conforme a las disposiciones de la ley; tales 
como crear, reconocer, modificar, transmitir, declarar o extinguir relaciones de Derecho. 

En relación con el Acto Jurídico, Miguel Acosta establece: "La elaboración de una verdadera 
teoña del acto jurfdico, supone que se adare entre lo contractual y subjetivo o lo no contractual y 
objetivo, porque este dilema rechaza en la oscuridad todo aná6sis realista del acto jurídico, con lo que 
se demuestra su naturaleza compleja. 

Esta complejidad no aparece solamente en la heterogeneidad de los elementos de los que el 
acto jurídico es resultado, a saber: la regla de derecho, el hecho y la voluntad".5 

Acto Juñdico. • 
Hecho voluntario que crea, reconoce, modifica, transmite, declara o extingue relaciones de Denicho, conforme a la 
ley. 

Perrección del Acto Jurídico. 

• Acosta Rome<o. Miguel TEORIA GENERAL DEL DERECHO ADMINISTRATIVO. PRIMER CURSO. Porrúa. Mé>Goo, 1996. P~ 621. 



87 

Las normas juridicas individualizadas son aquellas que se refieren a situaciones jurídicas concretas o particulares. 
Ooctrínalmente. no se tra ta de normas jurídicas en realidad. sino de actos jurídicos regidos por normas jurídicas. 
Los efectos de la ley son inmediatos y generales, respetando el principio de la irretroactividad, de modo Que, no 
sea perjudicado el acto juridico perfecto, que es plenamente legal en el momento de hacerse efectivo. 

Ley Agraria . 
Articulo 79. 

Código Civil Federal. 
Articulo 791. 

Acto Administrativo. Concepto. 

Con toda puntualidad, acto administrativo es la diligencia legitima que ejecuta el Órgano de la 
Administración Pública. Materialmente, acto administrativo es la diligencia, condicionada a situaciones 
jurídicas fijas, que ejecuta el órgano de la Administración Pública. Doctrinalmente, acto administrativo 
es la diligencia unilateral y ejecutiva que realiza el Órgano de la Administración Púbfica, tendiente a 
producir efectos de Derecho, para cumpfir con los fines del Estado contenidos en el ordenamiento 
jurídico administrativo. En efecto, el Estado persigue la consecución de sus fines, por lo que realiza 
gran cantidad de actividades administrativas a través de la Administración Púbfica; del mismo modo, 
la Administración Pública-ejercita las facultades que las nonnas administrativas le conceden a través 
de los distintos órganos públicos. La serie de tareas que resultan, denominada función administrativa, 
se expresa mediante actos administrativos. 

La teorf'a general del acto administrativo, juzga como acto a cualquier fenómeno creado en la 
realidad, sea producido por la naturaleza o por las personas, debido a que, puede estar o no estar 
regulado por el Derecho; cuando tal acto esta reglamentado por el Derecho, su realización produce 
efectos jurfdicos, de donde se desprende la diferencia entre los hechos naturales y los actos 
jurídicos. Entre los actos jurídicos, el acto administrativo destaca por la manifestación de sus diversas 
caracterfsticas genéricas; tales como la manifestación de voluntad del Órgano de la Administración 
Pública que crea, reconoce, modifica, transmite, declara o extingue efectos jurídicos. 

Acto Administrativo. 
1. órgano de la Administración Pública Competente. 

Facultades Expresadas en Ley. 
2. Unilateral. 

Dictado por órgano de la Administración Pública. 
3. Extema. 

Percepción a través de Sentidos. 
4. Efecto Jurídico. 

Derechos y Obligaciones. 
5. Interés General. 
6 . De Buena Fe. 

Acto Administrativo. 
Manifestación unilateral y extema de voluntad del Ólgano de la Administración Pública competente, para producir 
efectos juridicos obligatorios. Acto jurídico realizado !>O'° el Órgano de la Administración Pública, cuyo efecto crea, 
reconoce, modifica, transmíte, declara o extingue relaciones de Derecho, confonne a ta ley. Af>o'yo por el cua.1 la 
Administración Pública se mueve a través de los principios de legaíidad y juridicidad. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 14, párrafo segundo. 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 16, párrafo primero. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
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Articulo 3. 

Régimen Jurídico del Acto Administrativo. 

El principio general de Derecho enuncia que el particular puede realizar el acto no prohibido y 
debe realizar el acto ordenado, según lo establezca el ordenamiento jurídico aplicable, constituyendo 
as!, el área de su libertad; por el contrario, el órgano de la Administración Pública sólo puede ejecutar 
el acto pennitido y debe realizar el acto ordenado, según lo establezca el ordenamiento jurídico 
aplicable, sólo en circunstancias excepcionales puede hacer uso de las facultades discrecionales que 
el propio ordenamiento jurídico le concede, constituyendo así, el área de su libertad. Para asuntos 
detenninados, la legislación administrativa consiente un espacio de libertad considerado de tibre 
interpretación, aunque nunca en el sentido de perjudicar las garantías del particular. En la legislación 
administrativa, el acto administrativo contiene diversos elementos; tales como el elemento objetivo, el 
elemento subjetivo y el elemento de fonna. 

El elemento objetivo tiene diferentes alternativas; el contenido del acto de molestia, la causa 
legal del procedimiento y el fin que persigue con su emisión el Órgano de la Administración Púbica. 
El elemento subjetivo está constituido por el Órgano de la Administración Pública competente que 
ejecuta el acto. El elemento de fonna está constituido por la estructura juridica que detennlna al acto 
en su legalidad; constar por escrito y cumplir el procedimiento é\dministrativo establecido en la ley. 

En relación con el Régimen Jurldk:o del Act.o Administrativo, Miguel Galindo establece: "Los 
prin°"ios de la doctrina constitucional es1ablecen que el gobernado puede hacer el acto ordenado y 
el acto pennitido, es decir, lo que la ley ordena y lo que ésta pennite, y es lo que constituye la esfera 
de su fibertad; en cambio, la autoridad solamente puede hacer aqueUo que la ley expresamente le 
ordena o le faculta, y sólo en casos excepcionales puede hacer uso de las faa.iltades discrecionales 
que la propia ley le concede, dejándole para el caso concreto a que la propia ley se refiere, una 
esfera de libertad de interpretación, la que nunca debe ser en menoscabo de los derechos del 
gobemado".8 · 

Fraga Gallino. 
R6gmen Jurídico det Acto Administrativo. 
El ado administrativo requiere, para su formación, de estar precedido por una serie de lormalídades y otros a<:tos 
intermedios que dan ar autor del propio acto ra ilustración e información necesarias para guiar su decisi6o, al 
mismo tie,.,.x> que constituyen una garantía de que ra resolución se dicta, no de modo arbitrario, sino de acuerdo 
con las nonnas legales. 

Elementos del Acto Administrativo. 
1. Objetivo. 

Contenido. 
causa Legal. 
Rn. 

2. Subjetivo. 
órgano de la Administración Pública. 
Particular. 

3. Forma. 
Estructura Jurfdica. 

Factores del Acto Administrativo. 
1. Sujeto. Realiza. 

Activo. órgano de la Administración Pública. 
Pasivo. órgano de la Administración Pública. Particular. 

2. Manifestación Externa de Voluntad. Anuencia. 

t Galiodo Camacno. Miguel. OERECHO ADMINISTRATIVO, TOMO l. Pomía M6xlco. 1996. Paginas 214 ~ 215 



Consentimiento sin Vicios. Dolo. Error. Mala Fe. Violencia. 
3. Objeto. Licito. 

Flsicamente Posible. 
Jurídicamente Posible. 
Directo. Derechos y Obligaciones. Crea. Reconoce. Modifica. Transmite. Declara. Extingue. 
Indirecto. Actividad del Estado. 

4. Fonna. Manifestación Objetiva. 
Percepción de Sujeto Pasivo. 
Genérica. Escrita. 
Verbal. Medio Técnico. 
Sella!. Indicación. 

Constiwción Política de los Estados Unidos Mexíca.nos. 
Articulo 14, párrafo segundo. 

Consti1uci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 16, párrafo primero. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 3. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 5. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 6. 

Ley Federal del ProOedimiento Administrativo. 
Articulo 7. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 8 . 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 9. 

Ley Federal del Procedimient.o Administrativo. 
Artículo 1 o. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 11. 

Caracterfsticas del Acto Administrativo. 
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Cualquier acto administrativo que Ct.Jmple con los elementos esenciales posee presunción de 
validez; esta calidad de legal la obtiene de admitir que es emitido por el órgano de la Administración 
Pública competente, en cumplimiento del mandato nonnativo de la materia administrativa y acorde a 
lo dispuesto por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Doctrinalmente. el acto 
administrativo adquiere el carácter de legafldad desde que el órgano público lo produce; no obstante, 
existe en la eSCtJela italiana un requisito adicional para calificarlo como acto vátido, la ejecuclé!1 
rearizada dentro de alguna vla de Derecho Público. Esta nueva noción alude a la fusión jurfdica entre 
la presunción de validez y el carácter ejeCtJtlvo del acto administrativo. En efecto, Ct.Jando el órgano 
de la Administración Pública no precisa de apoyo por parte del órgano judicial para consumar el acto 
administrativo, se estima como acto administrativo ejeCtJtivo. 

La ejecutoriedad de.I acto administrativo deriva de diversos aspectos; tales como la urgencia 
social para satisfacer necesidades que conciernen a la Administración Pública, obligando a evitar las 
lentitudes propias del juicio; y la propia presunción de validez del acto administrativo. 



Características del Acto Administrativo. 
t . Directo. · 

Derechos y Obligaciones. 
Crea. Reconoce. Modifica. Transmite. Declara. Ex1íngue. 

2. Indirecto. 
Facultad contenida en la ley para la realización. 

3. Contra Terceros. 
Persona Fisica. 
Persona Jurídica. 
Derecho Público. 
Derecho Privado. 

4. Condición de Tercero. 
Puede Hacer Valer. 
Tiene Interés Jurídico. 

Hans Kelsen. 
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Jurista austriaco. Nació en Praga. Obtuvo una cátedra de Derecho en Viena y colaboró en la redacción de la 
Constitución austriaca que seria adoptada en 1920; posteriormente, continuó con su actividad docente en diversas 
universidades de Europa y Estados Unidos. Kelsen aplicó las doctrinas de la filosofía dásíca a la jurisprudencia de 
forma más rigurosa que ningún otro filósofo del Derecho. Su proyecto puede resumirse en el titulo de un11 de sus 
principales obras, teoría pura del Derecho de 1935. Como seguidor del pensamiento de lmmanuel Kant, 1rató de 
construir una teoría del Derecho completamente autónoma, es decir, sin precisar de henamientas intelectuales 
propias de otras disciplinas; ta.les como la sociologia. 

Acto Administrativo. 
Acto jurídico emanado de la Administración Publica. 

Legafidad del Acto Adminis1rativo. Escuela Italiana. 
La legalidad del acto administrativo deriva del earécter ejecutivo y la presunción de validez del acto adminis1rativo. 
El acto administrativo es ejecutivo cuando la Administración Publica no necesita contar oon el apoyo del órgano 
judicial para ejecvlarlo y eldgir a los particulares su cu!l1>fimiento. 

Valldez del Ad.o Administrativo. 
La filosofía de Kelsen se basa en la concepción de cada ley corno una norma, esto es, como un deber ser. Cada 
ley puede delivarse de otra que otorga validez a 8Quélla, hasta legar al principio de validez final, la Grundnorm o 
norma fundamental. Una ley aplicada por un tribunal es válida en vírtud de la legislación que guia la actuac:ión de 
ese tribunal y le concede el poder de hacer la ley. El poder reci>ido por un11 asamblea legislativa emana · 
generalmente de una Constit.ución, cuya fuerza normativa procede de la Grundnorm. De este modo, el 
ordenamiento jurídico se estructura de forma jenlrquica; la norma inferior extrae validez de la superior. 

Forma del Acto Administrativo. 

La forma constituye la manifestación objetiva en que se plasma el acto administrativo, a efecto 
de que pueda ser apreciado por los sujetos pasivos. percibido a través de los sentidos. Consiste en la 
envoltura material externa en la que se aprecian diversos factores del acto administrativo; tales como 
los elementos, los requisitos, las circunstancias y las modalidades. En Derecho, la forma tiene una 
importancia fundamental, toda vez que, permite determinar la naturaleza jurídica del acto; en efecto, 
la noción de forma en Derecho Administrativo representa la existencia misma del acto administrativo. 
La forma escrita, considerada la más usual, puede adoptar diversas variantes; tales como el acuerdo, 
el Decreto, el oficio, la circular y el memorando. El uso de una forma definida en el acto administrativo 
produce efectos notables en su alcance legal, aún por encima del motivo y la finalidad, considerados 
elementos estructurales. 

El motivo puede ser previo o simultáneo al acto, la finalidad puede ser previa o simultánea al 
acto; sin embargo, la forma, entendida como la exteriorización de la voluntad del sujeto activo que 
realiza el acto, tiene que presentarse simultáneamente al acto administrativo. Por otra parte. la forma 
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del acto administrativo constituye una garantía automática para el particular afectado, toda vez que, el 
Poder Legislativo la establece para mantener la seguridad jurídica en el Estado. 

En relación con la Fonna del Acto Administrativo, Andrés Serra establece: "En el desarrollo del 
procedimiento administrativo las leyes prevén el cumplimiento de ciertas formalidades. las cuales 
culminan con el acto definitivo, que es la decisión administrativa o acto administrativo. En tos casos 
señalados se exigen detenninadas formalidades, órdenes esenias para los actos administrativos, 
consistentes en medios, notificaciones, publicaciones y expresiones que se requieren para que un 
acto sea válido. Otros casos se refieren a la publícación, en el Diario Oficial, de un reglamento o la 
notificación personal de un acto administrativo que afecta al particular. 

Las fonnas intrínsecas son aquellas que atañen a la configuración del acto, sin referirse al 
fondo del mismo. Una certificación administrativa debe ser siempre por esenio. 

Las fonnas extrínsecas son las rel~tivas a solemnidades rituarias que ha de seguir el acto, 
desde un tratado Internacional, hasta la constitución solemne de una instítución federal".7 

Fraga Gabino. 
Forma del Acto Administrativo. 
A diferencia de lo que ocutTe en el Derecho Privado, la fonna en el Derecho Administrativo tiene normalmente el 
carácter de una solemnidad necesaria no sólo para la prueba sino principalmente para la existencia del acto; y es 
que el elemento formal constituye una garantja automética de la regularidad de la actuación administrativa. 

Pallares Eduardo. 
Forma del Acto Administrativo. 
Modo de aer exterior del acto procesal., que nos permite percibirlo por medio de los sentidos. Por lo tanto, equivale 
a la configuración externa del acto. 

Forma del Acto Administrativo. 
1. Ac:uefdo. 
2. Decreto. 
3. Oficio. 
4. Circular. 
5. Memorando. 

Forma. 
Configuración externa del acto administrativo. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 3, fracciones 1 y IV. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 61. 

Motivo del Acto Administrativo. 

El motivo del acto administrativo consiste en la apreciación de los hechos y las circunstancias 
en que el Órgano de la Administración Pública lo emite, toda vez que, en su calidad de sujeto activo, 
precisa de explicar con detaae la causa que tiene para producirlo; a fin de que el particular afectado, 
en su calidad de sujeto pasivo, esté en posi>ílidad de conocer las razones de dicha disposición. En 
efecto, cuando el Órgano de la Administración Pública fonnula un acto administrativo, debe indicar al 
mismo tiempo la motivación que lo justifica, constituida por el conjunto de acontecimientos que le dan 
origen, denominado antecedentes del acto administrativo. De acuerdo con el Derecho Administrativo, 
los actos de autoridad tienen como límite, respecto de los particulares, estar previamente contenidos 

1 
Serra Rojas. Andrés. DERECHO ADMINISTRATIVO. PRIMER CURSO. Ponúa. Méldco, 1999. P~lna 266. 
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en un ordenamiento jurídico que otorgue facullades de competencia al Órgano de la Administración 
Pública, indicando que debe fundar y motivar la razón de sus actos. 

Los órganos públicos obligados a declarar la causa de la emisión de sus actos. comprenden a 
cualquiera dentro de la Administración Púbfica. en su calidad de autoridad ordenadora o de autoridad 
ejecutora del acto administrativo, pues en ambos casos tienen la misma obligación de motivar su 
conducta; siendo el acto de la autoridad ordenadora el fundamento del acto de la autoridad ejecutora, 
y el motivo del acto administrativo, la representación del hecho y la causa legal que lo provoca. 

Martinez Rogelio. 
Motivo del Acto Administrativo. 
El motivo del acto administrativo consiste en aquellas coodiciones o circunstancias que el órgano estatal toma en 
cuenta para manifestar su voluntad en determinado sentido. 

Motivo. 
Causa o razón que mueve para la realización del acto administrativo. 

Constitución Política de los Estados Unídos Mexicanos. 
Artículo 16, párrafo primero. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 3, fracción VIII. 

Finalidad del Acto Administrativo. 

La finalidad, como factor del acto administrativo, es el objetivo que se ha planteado el Órgano 
de la Administración Púbica al emitirlo; precisada en la pretensión de alcanzar detenninados efectos 
juridicos a través de la resolución administrativa que unilateralmente impone. En la doctrina. el fin del 
acto administrativo se identifica con las características materiales y fonnales que incluye; de tal modo 
que, el propósito material del acto administrativo está demostrado en la conducta humana, definida 
como el acto libre y deli:>erado que. realza; mientras que, el propósito fonnal del acto administrativo 
está implícito en la razón juiciosa de su ordenabilidad por la regla moral. Este análisis interior del acto 
administrativo transporta la cuestión al plano del contenido social, considerado en la ciencia juridica, 
como la estructura moral que regula el comportamiento del órgano de la Administración Publica. 

En relación con la Finalidad del Acto Administrativo, Gabino Fraga establece: "Por lo que hace 
a la finalídad del acto, la doctrina ha sentado diversas reglas cuya aplicación en nuestro medio nos 
parece indudable, por lo que vamos a exponertas a continuación: 

a) B agente no puede perseguir sino un fin de interés general. 
b) El agente público no debe perseguir una finalidad en oposición con la ley. 
e} No basta que el fin perseguido sea lícito y de interés general, sino que es necesario, 

además, que entre en la competencia del agente que realiza el acto. 
d) Pero aun siendo licito el fin de interés público y dentro de la competencia del 

agente, no puede perseguirse sino por medio de los actos que la ley ha establecido 
al efecto".8 

FinaHdad del Acto Administrativo. 
1. Material. 
2. Formal. 

Finalidad. 
Fin con qué o por qué se realiza el acto administrativo . 

• Fraga Magal\a. Gallino. OERECHO ADMINISTRATIVO POlnla. Mél<ico. 1997. P¡\gina 270. 



Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 3, rracción 111. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 11, rracción l. 

Vicio del Acto Administrativo. 
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El acto administrativo acusado de ilegalidad es la materia de todo recurso administrativo, toda 
vez que, el particular afectado está en aptitud de impugnar el acto producido por el Órgano de la 
Administración Pública cuando considere que su contenido está viciado por causas de trasgresión a 
la ley. Los vicios son el cúmulo de defectos con que aparece el acto administrativo en el ámbito del 
Derecho y que, de acuerdo al orden jurídico positivo, afectan la perfección de su emisión en diversos 
aspectos; tales como la validez y la eficacia, perjudicando gravemente su ejecución. Esto ocurre si al 
momento de producirse el acto administrativo existen en su contenido defectos diversos; tales como 
la falta de elementos esenciales, el error, el engai'lo, la maquinación insidiosa, la propaganda falsa, la 
violencia y la intimidación. 

Eacola Héctor. 
Vicio del Acto Administrativo. 
El conocimiento de las ínegularidades y vicios que pueden incidir sobre et acto administrativo tiene especial 
importancia, ya que se vincula directamente con 11 teoña general de los recursos administrativos. 

Vicio. 
Falta de rectitud que dal\a la validez del acto administrativo. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 3. 

ley Federal del Procedirriento Administrativo. 
Articulo 5. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Arllculo6. 

Ley Agraria . 
Artículo 61. 

Código Civil Federal. 
Articulo 2238. 

Código Federal de Procedimientos Civiles. 
Articulo 17. 

Clasificación del Acto Administrativo. 

Los actos administrativos tienen caracteristicas de diversa indole, por lo que, doctrinalmente 
se organizan en atención de aspectos generales; tales como el ámbito de aplicación, la naturaleza de 
decisión, tas voluntades que Intervienen en su elaboración, el margen de libertad para su aeación y 
los resultados que produce. Con relación al efecto producido en la esfera jurídica del particular, el 
acto administrativo se dasifica en diversas categorias; tales como el acto que aumenta los Derechos 
del particular y el acto que limita los Derechos del particular. Los actos administrativos que aumentan 
los Derechos del particular están expresados en distintos elementos; tales como la concesión, la 
patente, la autorización, la dispensa, la aprobación, la licencia y el permiso; los actos administrativos 
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que limitan los Derechos del particular están expresados ~n distintos elementos; tales como la orden , 
la traslación de Derechos, el decomiso y la expropiación. 

En relación con la Clasificación del Acto Administrativo, Gonzalo Armienta establece: "Los 
actos administrativos se clasifican, también, en simples, complejos y colectivos. El acto simple es el 
que emana de un órgano estadual integrado por un solo sujeto de derecho; el acto complejo nace de 
la voluntad concurrente de varios órganos o de distintos sujetos administrativos, cuya voluntad se 
funde en una sola; y el acto colectivo es el que resulta de la suma de diversas voluntades de 
contenido y finalidad iguales, pero distintas unas de otras, que jurídicamente se mantienen 
autónomas pero se expresan mediante una manifestación común. Se trata de una sola declaración 
de voluntad, pero no de una voluntad única" .9 

Clasificacíón del Acto Administrativo. 
1. Ámbito de Aplicación. 
2. Naturaleza de Decisión. 
3. Voluntad Interventora. 
4. Margen de Libertad. 
5. Efecto Resultante. 

Aumento de Derechos del Particular. 
·Concesión. Patente. Autorización. Dispensa. Aprobación. licencia. Permiso. 
Limitación de Derechos. 
Orden. Trnlaci6n de Derechos. DeconQo. Eicpropilción. 

E>cproplación. 
Acto Adninistrativo del órgano cie la Adninistración Püblica que priva al particular afectado de la titularidad de un 
bíen o de un Derecho, a cambio de una indemnización. Dicho acto se efectúa por motivos de utilidad pübica 
,nvistos en la ley. 

2. Elementos del Acto Administrativo. 

Elementos del Acto Administrativo. 

El Derecho Civil ordena sistemáticamente los factores necesarios en la realización del acto · 
jurídico; tales como el elemento de existencia y el elemento de validez; sín embargo, el Derecho 
Administrativo ignora estos conceptos como esenciales en la realización del acto administrativo. En 
efecto, la materia administrativa establece diversos elementos del acto administrativo; tales como el 
sujeto, el motivo, el fin, la forma y el mérito. Estimando al elemento en su calidad de parte integradora 
del acto producido por el Órgano de la Administración Pública, se dividen los criterios de clasíficación. 
Atendiendo a la forma en que opera el acto administrativo las partes que lo completan son diversas; 
tales corno el sujeto, la manifestación externa de voluntad, el objeto y la forma. Pero atendiendo a la 
fundamentación del acto administrativo las partes quedan reducidas; tales como la legitimidad y el 
mérito. 

La legitimidad del acto administrativo se desprende de diversas situaciones en su confección; 
tales corno ser dicho por el facultado Órgano de la Administración Pública, contener la manifestaei6n 
de voluntad expresa del Órgano de la Administración Púbica, comprender un objeto lícito y cumplir 
con los requisitos formales del ordenamiento jurídico. Este último componente tiene como fin que el 
acto administrativo surta sus efectos con certeza, toda vez que, al dictarse debidamente fundado y 
motivado, cumple eficazmente sus fines . 

• Armienta Hemandez, Gonzalo, TRATADO TEÓRICO PRACTICO DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS. Porroa. MélClco, 1996. Ptgina 
9. 



Elementos del Acto Administrativo. 
1. Sujeto. 
2. Motivo. 
3. Fln. 
4. Forma. 
5. Mérito. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
At1iculo 3. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 5. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
At1iculo 6. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
At1iculo 7. 

Sujeto del Acto Administrativo. 
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La dedaración del acto administrativo entrai\a indefectiblemente la presencia del ente emisor, 
denominado sujeto activo y del ente receptor, denominado sujeto pasivo; al producirse la relación 
juridica administrativa están, en consecuencia, ambos sujetos El sujeto activo es siempre el Órgano 
de la Administración Pública, en su calidad de emisor del acto administrativo. Los sujetos pasivos son 
las personas a quienes afecta o quienes ejecutan el acto administrativO, en sus diversas calidades de 
receptores; tales como órgano público, persona juridica y persona flsica. Por su parte, el Órgano de 
la Administración Pública debe cumplir las condiciones que senata la legislación para produ~ el acto 
administrativo, en especial la que atane a la competencia; en efecto, el ente emisor tiene que contar 
con las facultades que expresamente le atribuye el ordenamiento jurídico para realizar determinados 
actos. · 

Asimismo, el seividor público por cuyo conducto el órgano de la Administración Pública emite 
el acto administrativo debe cumplir con las diversas condíciones que setiala la legislación; tales como 
contar con las facultades para decidir y exteriorizar resoluciones públicas, tener el nombramiento que 
lo autoriza, satisfacer los requisitos para el ejercicio del cargo público, ejecutar la protesta de guardar 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las leyes que de ella emanen. En cuanto 
al sujeto pasivo, al reci>ir el acto administrativo que le afecta puede cumplir el mandato que Incluye o 
inconformarse con su realización. 

En relación con el Sujeto del Acto Administrativo, Jorge Femández establece: "En el acto 
administrativo en sentido restringido se detecta un sujeto activo y otro pasivo; el primero es el órgano 
competente del Estado que produce el acto mediante la emisión de la declaración unilateral de 
voluntad con efectos juridicos subjetivos; el papel del sujeto pasivo corresponde al particular a quien 
afecta el acto jurfdicamente•.10 

Martínez Rafael. 
Sujeto Al:Jívo del Acto Administrativo. 
B sujeto emisor del acto, un órgano administrativo, debe tener la competencia que la ley le asigne para actuar en 
el caso concreto. B servidor público por cuyo medio el ente estatal ~ el acto, ha de estar facultado 
legalmente para tomar y exteriorizar decisiones públicas: y además de contar con el respectivo nombramiento, 
debe haber satisfecho los requisitos necesarios del cargo, incluyendo la protesta de guardar la Constitución y las 
leyes que de ella emanen. 

'º Femández RIJz, Jorge. DERECHO ADMWISTRATIVO. McGraw-Hllt. México. 1997. Paginas 130y 131. 



Sujeto del Acto Administralivo. 
1. Activo. 

órgano de la Administración Pública. 
2. Pasivo. 

órgano Público. 
Persona Jurídica. 
Persona Física. 

Facultad. 
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Dominio y jurisdicción de la que dispone el órgano de la Administración Pública para ordenar y ejecutar. con la 
capacidad de imponer su propia voluntad sobre las personas. 

Servidor Público. 
Persona que realiza una actividad nevada a cabo por el órgano de la Administración Pública, bajo un cierto control 
y regulación, destinada a satisfacer diversas necesidades de la colectividad. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 3, fTacclones 1, X y XII. 

Manifestación Externa de Voluntad del Acto Administrativo. 

La manifestación de voluntad en el acto administrativo es la expresión del proceso volitivo que 
impulsa la resolución del Órgano de la Administración Pública al emítir1o. Desde luego, dicha decisión 
debe exterioñzarse de manera perceptible para el partieular afectado, a través de una manifestación 
material de su voluntad. Doctrinalmente, hay una delicada separación entre los conceptos material y 
objetiva, toda vez que, la materialización del acto administrativo es un hecho palpable en la realidad, 
mientras que, la objetivización del acto admnistrativo es el resultado de produci1o hacia fuera, al 
surtir con ef1Cacia sus consecuencias, denomnada externa. En efecto, la manifestación de voluntad 
del Órgano de la Administración Pública puede entenderse de diversas formas; tales como el ánimo 
Interno, eXistente en el espiritu del individuo; y la dedaración, existente en la manifestación exterior 
que capta el particular afectado. 

Manifestación Eictema de Voluntad del Acto Administrativo. 
1. Animo Interno. 
2. Expresión Eictema. 

Voluntad. 
AdJ:J con que la potencia volitiva admite o rehuye una cosa, queriéndola o aborreciéndola. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 3, fracciones 1, rv y v. 

Objeto del Acto Administrativo. 

El objeto en el acto administrativo es la flflalídad que el Órgano de la Administración Pública 
persigue al producirlo, a través de diversas conductas; tales como decisión, certificación y opinión. 
Doctrinalmente, el objeto del acto administrativo precisa para su efectividad de caracterfsticas bien 
definidas; tales como la licitud, la certidumbre, la determinación, la posibilidad física, la posibilidad 
juridica, la racionabUldad y la moral. La licítud consiste en que la facultad y la competencia del Órgano 
de la Administración Pública estén determinadas por la legislación positiva, toda vez que, a diferencia 
del particular, el órgano público sólo puede realizar lo que expresamente le está permitido. 

En relación con el Objeto del Acto Administrativo, Gabino Castrejón establece: "El objeto en el 
Acto Administralivo puede ser directo o inmediato e indirecto o mediato. El primero consiste en la 
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creación, transmisíón, modificación, reconocimiento o extinción de derechos y obligaciones dentro de 
la actividad del órgano administrativo y en la materia en la que tiene competencia. El segundo 
consiste en realízar la actividad del órgano del Estado, cumplir con los cometidos, ejercer la potestad 
públíca que tiene encomendada".11 

Delgadillo Luis. 
Objeto del Acto Administrativo. 
El objeto se identmca como la materia o contenido del acto, el cual de acuerdo al Derecho Privado, debe ser cierto 
y jurídicamente posible, es decir, que la materia a que se refiere el acto sea real y pueda ser objeto de ta actuación 
de la Administración, de acuerdo a la ley. 

Obíeto del Acto Administrativo. 
1. Lici1o. 
2. Cierto. 
3. Oetenninado. 
4. Físícamente Posible. 
5. Juñdicamente Posible. 
6. Razonable. 
7. Moral. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Astlculo 3, fracciones 11, 111 y VIII. 

3. Concepto de Expropiación. 

Expropiación. Concepto. 

La expropiaeión por causa de utilidad pública es el acto administrativo emitido por el Órgano 
de la Administración Púbica, a través del cual, de manera unilateral impone al particular afectado la 
cesión de la propiedad que ~!)ponde a un bien detenninado, para cumplir una finalidad de ulilldad 
pública, y mediante el pago de la Indemnización. En efecto, el requisito esencial en la realización del 
acto administrativo de expropiación es la causa de utlldad pública, toda vez que, entrana la ineludible 
necesidad de privar del Derecho de propiedad al particular afectado; circunstancia que justifica la 
contradicción en el proceder del órgano público. Es obligación del Estado custodiar el bienestar de los 
gobernados, por consiguiente, defender los Derechos de los particulares, en especial el Derecho de 
propiedad; no obstante, en el caso de la expropiación por causa de utilidad pública arremete contra 
este alto principio. 

Se enfrentan el Derecho de propiedad del particular afectado contra el Derecho al servido 
púbUco de los demás particulares; la utiidad púbica es la medida equlibrada entre ambas máximas; 
asl que, cuando resulta imposible preservar juntamente estos Derechos, surge la figura jurídica de la 
Indemnización, la compensación dada al particular afectado por la privación de su propiedad. En el 
Estado Mexicano, la actuación del Órgano de la Administración Pública está constrenida al mandato 
de la legislación positiva; resulta dificil reconocer que en la actual Ley de Expropiación se estable.zcan 
todas las posibilidades que constituyan una causa de utilidad pública. Sin embargo, el Estado tiene la 
facultad de decidir cuál es la situación que merece este calificativo, reservándose desde el principio el 
supremo Derecho de propiedad. En efecto, la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos 
detennina que la propiedad de las tierras y aguas corresponde originariamente a la Nación. 

Los bienes propiedad del Estado están integrados por diversas clases; tales como los bienes 
que adquirió originalmente al constituirse como Nación y que no salieron de su patrimonio en virtud 

.. Calltejón Garela, Gallino Eduardo. DERECHO PROCESAL ADMINISTRATIVO. C~roenas. México, 2001. f>égina 76 
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de ser declarados inalienables, los bienes que adquiere como consecuencia de sus transacciones 
con los particulares y los bienes que adquiere al ejercitar las facultades que le confiere la legislación. 
Aún asi, ocurre que el Estado, para cumplir sus finalidades. necesita de algún bien que forma parte 
de la propiedad privada, sin que pueda obtenerlo en virtud de una relación contractual con el 
particular; en tal caso, la observancia para sus obligaciones quedaria sujeta a la previa voluntad de 
los particulares. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos a>ntempla la forma en que 
el Estado puede unilateralmente adquirir los bienes que requiera: dicha institución es la expropiación 
por causa de utilidad pública. 

Lares Teodosio. 
Expropiación por Causa de Utilidad Pública. 
Derecho que la sociedad tiene para obligar a un propietario a que enajene su propiedad por un motivo de utWidad 
pública. De parte del propietario, es una obligación, un sacrificio, sin el cual no podrían e_íecutarse los trabajos de 
utilidad general. 

Expropiación por Causa de Utilidad Pública. 
Actuación interventora de la Administración Pública por la que se pñva al partíclllar afectado ele la propiedad 
pñvada de cletermínados bienes, Derechos o intereses de naturaleza patrimonial, a cambío de una indemnización, 
llamada justiprecio. La justificación ele la potestad expropiatoria de la Administración Pública se encuentra en la 
necesidad de que se sacrifique una situación de propiedad privada ante íntereses públicos superiores. Pero al 
mismo tiempo, se trata de que tal sacrificio sea el mínimo posil>le, de forma que no acarree la p«dida del 
contenido económico de la situación sacrificada, contenido que se sustituye por un equivalente peeuníario, que es 
la indemnización o justipl'ecio. Por ello, es requisilo ~scindible para la legalidad de la e>epropiación, el que ge 
efeciúe por causa de utiidad pública e ínter6s socia~ que es lo que legitima esta potestad expropiatoria de la 
Admlnistnlci6n Pública; asl, el particular afectado puede ser pñvado de una parte o hasta de la totalidad de su 
propiedad. El fin de la expropiación no es la mera privación de la cosa o Derecho en que lista consiste, sino el 
destino posteriof a que tras la privación expropiatoria ha de afectarse el bien que se expropia. En este sentido, la 
expropiación es un instrumento y no un fin en si misma, pues esü siempre en funci6n de una transfonnaci6n, ya 
sea fisica o juridica del bien expropiado. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, p6rrafo segundo. 

Ley de Elcpropiación. 
Articulo 1. 

Doctrina de la Expropiación. 

Doctrinalmente, el Estado requiere para la consecución de sus fines de determinados bienes 
fuera de su alcance, toda vez que, se encuentran sujetos al régimen de propiedad privada. Por esta 
razón, la materia administrativa admite la existencia de distintas figuras jurídicas que en ejercicio del 
Imperio de la Nación, denominado soberanla, autorizan al órgano de la Administración Pública para 
adquirir, de manera unilateral, los bíenes propiedad de particulares en favor del Estado; tales como la 
expropiación por causa de utilidad pública, la requisición, la nacionalización, el decomiso, el esquilmo, 
la confiscación y la servidumbre. Sin embargo, la generalidad de las fonnas que ut~iza el Estado para 
apropiarse de bienes particulares corresponden al Derecho Privado, porque actúa como privado, 
realizando actos contractuales con los particulares. Al respecto, la doctrina setlala que el Estado 
integra su patrimonio con distintos aspectos. 

El fundamental deriva de la creación del Estado, puesto que desde entonces es propietario 
originario de una fracción importante de bienes. De igual manera, en caso de actualizarse la causa de 
utilidad pública, tiene la facultad de expropiar los bienes propiedad de particulares, apoyándose en la 
teorfa del dominio eminente, según la cual, el Estado siempre conserva el poder para disponer de las 
propiedades particulares. 
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En relación con la Doctrina de la Expropiación, Luis Delgadillo establece: "A nivel doctrinal, las 
teorías más importantes que han pretendido fundamentar el derecho del Estado a la expropiación 
son dos: a) la del dominio eminente. según la cual el Estado conserva el poder para disponer de tales 
propiedades cuando el interés público lo requiera, en virtud de que a la nación le corresponde la 
propiedad originaria de las tierras y aguas ubicadas dentro del territorio nacional, y sólo por una 
concesión suya se constituye la propiedad privada, y b) la de los fines del Estado, que sostiene que la 
expropiación se justifica por los necesidades que el Estado tiene para cumplir sus fines, entre los que 
tiene primordial importancia el bien común" .12 

Doctrina de la Expropiación. 
1. Expropiación por Causa de Utilidad Pública. 
2. Requi5ici6n. 
3. Nacionalización. 
4. Decomiso. 
5. Esquilmo. 
6. Confiscación. 
7. Servidumbre. 

Expropiación por Cau5a de Utilidad Pública. 
Acto administrativo por el cual el Estado impone a un particular la cesión de su propiedad por existir una cau5a de 
utilidad pública y media.nte la indefmización que le ccrresponde al particular por la privación de su Derecho. 

Requisición. 
En tiempo de guerra, recuento y en1>argo de caballos, bagajes y alimentos, que realiza la Admini5traci6n Púbtica 
para el MMcio militar. 

Nacionalización. 
Acto jurf<fico que ream el Estado • fin de que dependan del gobierno detenninadas propiedades industriales o 
servicios e>cplotados por los pa~. 

Decomiso. 
Pena eccHOfia a la principal qÜe consiste en la privllci6n definitiva de los ínstrumentos y del producto del deftto. 

Esquilmo. 
Provecho accesorio de menor cuantía que se obtiene del cultivo o de la ganaderia. 

Confiscación. 
Pena con privación de bienes, que son asumidos por el fisco. 

Servidumbre. 
Derecho en predio ajeno que limita el dominio y que está constituido en favor de las necesidades de otra finca 
perteneciente a distinto propietario. 

Constituci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 22. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, párrafo segundo. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 109, fracei6n 111 . 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artfculo 2, fracciones I, U, 111, rl/, V, VI, VII, VIII, IX y X. 

Ley de Aeropuertos. 
Articulo n . 

" Oelgadllo Gutién'ez. Ws Humberto. ELEMENTOS OE DERECHO ADMINISTRATIVO. SEGUNDO CURSO. Umusa. Méxlco, 1997. 
Paginas 99 y 1 OO. 



Ley de Aviación Civil. 
Artículo 83. 

Ley Agraria. 
Articulo 53. 

Ley Agraria. 
Art.ículo 93. 

Código Civil Federal. 
Artículo 828, fracción VII. 

Código Federal de Proce<limlentos Civiles. 
Artículo -464. 

Comparación Juñdica entre Impuesto y Expropiación. 
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La expropiación por causa de utilidad pública, al ígual que el impuesto, constituye un acto de 
soberanla del Estado que al ejecutarse no precisa del consentimiento del particular afectado; aún así, 
existen Importantes diferencias entre ambos. En el impuesto, el particular afectado no recibe ninguna 
contraprestación por la parte de la riqueza con que contribuye al gasto público. En la expropiación, el 
particular afectado recibe a cambio de la propiedad que le es quitada una compensación económica, 
denominada indemnización. Por otra parte, la expropiación no constituye una carga que se distribuya 
equitativamente entre todos los gobernados, toda vez que, el Estado hace recaer todo el gravamen 
sobre un particular, sin que el resto de los particulares sufra la misma pérdida. El principio de igualdad 
juñdica entre las personas, ante la carga del gasto público, sería vulnerado si el acto administrativo 
de expropiación perjudicara sólo al particular afectado. 

Por lo que, a fin de reportar la carga económica entre el resto de los particulares, a través del 
impuesto, el Estado utiliza los fondos recaudados para el pago de la indemnización que corresponde 
al particular afectado por el acto administrativo de expropiación. 

Expropiación por Causa de Utilidad Pública. 
Acto admínistrativo por el cual el Estado impone a un partícufar la cesión de su propiedad por existir una causa de 
utífidad pública y mediante fa indemniza<:i6o que le cooesponde al particular por la privación de su Derecho. 

Impuesto. 
Tributo que exige el Estado en función de la capacidad económica de los obligados a su pago. 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, párrafo segundo. 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 72, párrafo primero, apartado H. 

Consfüuci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 117, fracciones VI y Vlf. 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 131 . 

Ley Agraria. 
Articulo 93. 

Código Civil Federal. 
Artículo 828. fracción Vll. 
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Comparación Jurídica entre Modalidad de la Propiedad y Expropiación. 

La expropiación por causa de utilidad pública se diferencia de las modalidades que el Estado 
impone a la propiedad privada por razones relativas al interés público. Doctrinalmente, la modalídad 
de la propiedad instaurada por et Estado, constituye un cúmulo de restricciones aplicadas al ejercicio 
del Derecho de propiedad, toda vez que, privan al particular de una fracción del pleno goce y disfrute 
de su bien; aunque sin establecer el acto administrativo de expropiación. En efecto, la modalidad de 
la propiedad es una disposición abstracta de carácter general que configura, sin modificar, el régimen 
jurídico de la propiedad del bien, en un tiempo y lugar detenninados; asimismo, impone una acción o 
una abstención, en tanto que el ejercicio absoluto de la propiedad puede causar un perjuicio al interés 
colectivo. En cambio, la expropiación por causa de utilidad pública instaurada por el Estado, es una 
disposición abstracta de carácter individual que concentra sus efectos sobre la propiedad de un bien. 

La expropiación por causa de utilidad pública priva de su propiedad al particular afectado, en 
tanto sea necesario al Estado para ta consecución de StJS fines. El Código Civil Federal estabtece que 
el propietario de una cosa puede gozar y disponer de ella con las limitaciones y modalidades que fijen 
tas leyes, y ser'lala una sene de limitaciones y modalidades que en StJ conjunto integran et régimen 
juridico que regula la situación general del titular del Derecho de propiedad; tales como la prohibición 
de alterar o enajenar, sin permiso de la autoridad administrativa, las cosas consideradas notables y 
caracteristicas manífestaciones de ta cultura nacional; la obligación de circunvalar la propiedad del 
modo que lo dispongan las leyes y los reglamentos; y la prohibición de edificar y plantar cerca de las 
plazas fuertes, fortalezas y edificios públicos. 

En relación con la Comparación Juridica entre Modalidad de la Propiedad y Expropiación, 
Mjguet Galildo establece: •Las modalidades son de carácter general establecidas en una ley, pues 
se aplican a todos los bienes ilmuebles propiedad de los particulares y representa una limitación al 
derecho de propiedad de los mismos, en tanto que la segunda o sea la expropiación, es una medida 
de carácter particular, que se d~ta en relación a un bien especifico propiedad de una persona 
determinada, cuando satisfaga una necesidad, ser'lalada como causa de utilidad pública, teniendo 
siempre repercusiones de carácter particular. 

La modalidad sólo afecta el régimen jurldico de la propiedad, imponiendo a la propiedad una 
Hmitación, una acción o una abstención, en tanto que en la expropiación, se priva al particular, de 
modo absoluto, de ta propiedad del bien objeto de la expropiación. 

Las modalidades no tienen el derecho de reversión, es decir, no conceden el derecho de 
reversión o cosa parecida, en tanto que en la expropiación cuando et bien expropiado no se destina 
al fin para el que fue expropiado dentro del ténnino de cinco allos, el particular afectado tiene el 
derecho de promover o solicitar la reversión, es decir, ta restitución del bien motivo de la 
expropiación•.13 

Expropiación por Causa de Ulílidad Públíca. 
Acto administrativo por el cual el E.stado impone a un particular la cesión de su propiedad por existir una causa de 
utilidad JIYblica y mediante la Indemnización que le corresponde al particular por la privación de su Derecho. 

Modalidad de la Propiedad. 
Modo de manifestarse el Derecho del particular de poseer un bien y disponer de su uso, dentro de los límites que 
sellala la ley. 

Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 2, apartado A. fracción Vl . 

•• Galirdo Camacho. M~ DERECHO ADMINISTRATIVO. TOMO •• Ponúa Méocico. 1996. Paginas 110 y 111 



Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, párrafo tercero. 

Código Civil Federal. 
Artículo 830. 

Código Civil Federal. 
Articulo 833. 

Código Civil Federal. 
Articulo 834. 

Código Civil Federal. 
Articulo 842. 

Código Civil Federal. 
Artículo 843. 

Suprema Corte de Justicia de la Federación. 
Tesis. 
Tomo L, p¡\gina 2568. lnfOIT'lle 1980, pleno, tesis 29, página 543. 
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Por modalidad a la propiedad privada debe entenderse, el establecimiento de una forma juridica de carácter 
general y permanente que modifique la figura juridica de la propiedad; la modalidad viene a ser un tMnino 
equivalente a limitación o transfonnación. Los efectos de las modalidades que se inpriman a la propiedad privada 
consisten en una extinción parcial de los atrilutos del propietario, de tal manera que 6ste no sigue gozando, en 
vil1ud de las fimitaciones estatuidas por el Poder Legislativo, de todas las facultades inh-ntes a 11 extensión 
actual de su Derecho. La finalidad que se persigue al ~rse modalidades a la propiedad privada no es otra 
que la de estructurar el r9gimen de la propiedad privada dentro de un sistema que haga prevalecer el ilterés 
privado, hasta el grado en que la Nación lo estime conveniente. POf lo que toca a los efectos jurfdieos de la 
expropiación, debe decirse que no supone una extincí6n de los Deredlos del propietario, sino una sustitución del 
dornillo o el uso, por el goce de la indemnización correspon<ftente. Ahora bien, precisados los conceptos de 
modalidad de la propiedad privada y de eicpropiación, son ~lmente percepübles lu diferencias que las separan. 
La primera supone una restricci6n al Derecho de propiedad de carácter general y pennanente; la segunda Implica 
la lrlnsmisión de los Derechos sobre un bien concreto mediante la inteMlflción del Estado, del exp'Ol)lado, a la 
entidad, corpotación o sujeto benef!Ciados. La modalidad se traduce en una extinción parcial de los Derechos del 
propietario; la expropiación importa la sustitución del Derecho al dominio o uso de la cosa por el goce de la 
indemnización. En aquella, la supresión de facultades parciales del propietario se verifica sin contraprestación 
alguna; en 6sta se compensan los perjuicios ocasionados, mediante el pago del valor de los Derechos lesionados. 

4. Elementos del Procedimiento Administrativo de Expropiación. 

Procedimiento Administrativo de Expropiación. 

La manifestación más simple del acto administrativo es la orden administrativa, que entratla el 
mandato o la prohibición que el Órgano de la Administración Pública impone al particular, dicho 
vínculo obligatorio es cumplido por el particular, a través de diversas acciones; tales como dar, hacer 
y no hacer. En este sentido, dentro del Derecho Administrativo existen distintas expresiones de actos 
administrativos, cada una con singularidades; tales como la orden, la advertencia y el apercibimiento. 
Asi entonces, mientras en la orden el Órgano de la Administración Pública hace una escueta llamada 
de atención al particular; en el apercibimiento la disposición implica una amenaza de sanción para el 
caso de incumplimiento. Asimismo, la expropiación es un acto administrativo producido por el Órgano 
de la Administración Pública en razón de una causa de utilidad pública, . que impone al partk:ular 
afectado la cesión de su propiedad, mediante el pago de la indemnización que corresponda. 

Sin embargo, para que el Órgano de la Administración Pública ejecute el acto administrativo 
de expropiación precisa, según lo sei\ala la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mex.icanos, 
que cumpla con el procedimiento administrativo de expropiación . Dicho µrocedimiento exige que se 
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realicen estudios anteriores a la realización del acto administrativo. denominado procedimiento previo. 
En efecto, el procedimiento previo es el trámite que determina si la causa de utilidad pública que se 
argumenta es razonable, y por ende, si procede efectuar el acto administrativo de expropiación; los 
estudios que deben practicarse cubren diversos aspectos: tales como el desarrollo económico, el 
impacto urbanístico y la posibilidad real de ejeet1tar el acto administrativo de expropiación. De igual 
manera, el Órgano de la Administración Pública está obligado por lo que establece la Constitución 
Politica de los Estados Unidos Mexicanos para respetar la Garantía de Previa Audiencia. 

Procedimiento Administrativo de Expropiación. 
1. Procedimiento Previo. 
2. Expediente de Elcpropiación. 
3. Oesam>lo Económico. 
4. l~cto Urbanístico. 
5. Posibilidad Real. 
6. Garantía de Previa Audiencia. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Astlculo 14, pérrafo segundo. 

Ley de Expropiación. 
Astlallo3. 

Ley de Expropiación. 
Astlallo8. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Astlculo 27, hcQ6n XX. 

ley Agraria . 
Artículo 95. 

Legalidad en el Procedimiento Administrativo de Expropiación. 

Las leyes administrativas deben abrazar el principio de legalidad como fórmula suprema en el 
contenido de sus disposiciones, tOda vez que, el Derecho protege de manera uniforme a todos tos 
gobernados; asf entonces, el órgano de la Administración Pública está obligado a proteger y respetar 
este alto precepto. En el procedimiento administrativo de expropiación, el principio de legalidad se 
expresa sustentando en la Ley de Expropiación, la actuación del Órgano de la Administración Pública 
que lo produce; cumpliendo la máxima que establece que el órgano público sólo puede hacer lo que 
la ley le autoriza explícitamente. En efecto, el órgano de la Administración Pública debe senalar en 
los actos que dicta, cuáles son las nonnas jurfdicas aplicables. El principio de legalidad constituye la 
columna vertebral del comportamiento administrativo, en tanto que, el quehacer del órgano público 
está sujeto a lo previsto por la ley para cada caso. 

En relación con la Legalidad en el Procedimiento Administrativo de Expropiación, Antonio 
CarriUo establece: ªEl procedimiento administrativo, hemos dicho, sigue en general los padrones del 
procedimiento judicial sin perder por eso su calidad propia. En otras palabras, es igualmente erróneo 
sostener, como ha legado a hacer1o la Corte, que un procedimiento administrativo no debe satisfacer 
ninguna de las exigencias fundamentales en materia judicial y entre ellas la posibilidad de que el 
particular se defienda antes de sufrir una lesión definitiva en sus intereses, que el punto de vista 
contrario que quiere sujetar a la Administración al marco estricto del procedimiento judicial. La 
solución correcta, según se desprende del examen que es posible hacer del estado actual de la 
doctrina y de la legislación y la jurisprudencia comparadas sobre la materia, radica en un punto de 
equilibrio en que, sin sacrificar las exigencias de expedición y eficacia que la Administración impone, 
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se fije para el particular un mínimo de garantías que aseguren la aportación de los elementos que 
hagan posible la legalidad y la justicia de la decisión finar.•• 

Principio de Legalidad. 
Fundamento jurídico, en virtud del cual, todos los Poderes Püblicos y los particulares están sometidos al Derecho. 

Cons1it.ución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 16, párrafo primero. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 13. 

Garantía de Previa Audiencia en el Procedimiento Administrativo de Expropiación. 

La Ley de Expropiación actual no advierte como requisito para ejecutar el acto administrativo 
de expropiación, que la actividad del ó rgano de la Administración Pública esté sujeta al cumplimiento 
de la Garantia de Previa Audiencia, establecida en la Constitución Polltica de los Estados Unidos 
Mexicanos; no obstante, esta manifiesta falta no ha detenido al Ejecutivo Federal en la expedición de 
Decretos violatolios de tal principio. En cambio, la Ley de Expropiación anterior obedecia con firmeza 
la Garantla de Previa Audiencia, evitando asi que el acto administrativo de expropiación se realizara 
al capricho del Ejecutivo Federal, toda vez que, lo obligaba a la debida demostración de la causa de 
utilidad pública que argumentaba. La comparación entre ambas legislaciones permite evidenciar el 
perjuicio que han experimentado los particulares en su Derecho de propiedad, al dejarlos sin defensa 
legal frente al Poder Públioo del Estado. 

Desde luego, no deben confundirse la Garantla de Previa Audiencia establecida con precisión 
en el articulo 14, párrafo segundo de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, con la 
presunta Audiencia Previa que otorga el artículo 5 de la Ley de Expropiación. En efecto, la Garantla 
de Previa Audiencia es el principio protector que impide al órgano público ejecutar actos jurídicos que 
afectan la esfera legal del particular, sin antes pennitir1e acudir al tnbunal previamente establecido, en 
el juicio correspondiente, a ofrecer las pruebas que le favorezcan, cumpliendo las formalidades del 
procedimiento y acorde a las leyes expedidas con anterioridad al hecho. Por su parte, la denominada 
Audiencia Previa es el recurso admi'listrativo de revocación que el particular afectado por el acto 
administrativo de expropiación interpone ante el propio órgano de la Administración Pública que lo 
produjo, contra la dedaratoria de utilidad pública, pubficada en el Diaño Oficial de la Federación. 

Garantia de Previa Audiencia. 
Principio protector que Impide al ócgano público ejecutar actos juridicos que afectan la esfera legal del particular, 
sin antes permitirte acudir al tribunal previamente establecido, en el juicio correspondiente, a ofrecer las pruebas 
que le favorezcan, cumpliendo las fonnalidades del procedimiento y acorde a las leyes expedidas con anterioridad 
al hecho. 

Audiencia Previa. 
Recurso administrativo de revocación que el particular afectado por el acto administrativo de expropiación 
lnteipone ante el propio órgano de la Administración Pública que lo produjo, contra la declaratoña de utilidad 
pública, publicada en el Diario Oficia! de la Federación. 

Const~ución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 14, párrafo segundo. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 5. 

"Carrilo Flores, Areonoo. LA JUSTICIA FEDERAL Y LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. Porrúa. Méldco, 1997. Péiglna 104. 
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Elementos del Procedimiento Administrativo de Expropiación. 

Ooctrinalmente, los elementos que integran el procedim¡ento administrativo de expropiación 
están organizados en diversas calidades: tales como los sujetos. el bien objeto, la causa de utilidad 
pública y la indemnización. Los sujetos están sistematizados de acuerdo con su actividad en diversas 
clases; tales como el sujeto activo y el sujeto pasivo. El bien objeto es la finca propiedad del particular 
y susceptible de ser afectada. La causa de utilidad pública es la necesidad social que el Órgano de la 
Administración Pública argumenta en su actuación. La indemnización es la compensación económica 
que el particular afectado recibe a cambio del despojo que sufre. 

En relación con los Elementos del Procedimiento Administrativo de Expropiación , Andrés 
Serra establece: "Detallando los elementos del acto administrativo expropiatorio como extinción de un 
dominio pñvado por causas de utilidad pública, señalamos los siguientes: 

a) Calificación legislativa de las causas de utilidad pública; 
b) La intervención de la autoñdad administrativa para llevar adelante el procedimiento 

de expropiación; esta acción, en su primera fase es unilateral y sin la audiencia del 
expropiado; 

e) La · segunda fase del procedimiento se inicia con el decreto de expropiación, que 
debe fundarse en una causa de utilidad pública. Este decreto debe notificarse al 
expropiado, ya que el derecho de propiedad se subordina al régimen de legalidad; 

d) Mediante ciertos requisitos legales, entre los cuales el más importante es la 
indemnización" .15 

Elementos del Procedimiento Administrativo de Eli:propiacíón. 
1. Sujetos. 
2. Bien Objeto. 
3. Causa de Utilidad Pública. 
4. Indemnización .. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 1. 

Ley de E>cpropiación. 
Artículo 2. 

Ley de E>cpropiacióo. 
Artle<1lo 3. 

Ley de Expropiación. 
Artículo 4. 

Sujetos en el Procedimiento Administrativo de Expropiación . 

Los sujetos que participan en el procedimiento administrativo de expropiación están, según su 
intervención, dispuestos en diversas ciases; tales como el sujeto activo y el sujeto pasivo. El sujeto 
activo siempre es el Es~do, denominado expropiante, que se manifiesta a través de diversas figuras 
jurídicas; tales como la Federación, las entidades federativas y el Distrito Federal. Al respecto, el 
Estado actúa en el procedimiento administrativo de expropiación en distintos momentos; primero 
como órgano legislativo y después como administrador del trámite expropiatorio. En efecto, el órgano 
legislativo correspondiente a la Federacíón, las entidades federativas y el Distrito Federal, determina 
las causas de utilidad públíca por las que puede ser expropiada la propiedad particular, y asimismo, el 

•• Setra RoJn. Andrés.. DERECHO ADMINISTRATIVO. SEGUNDO CURSO. POl1\la MélCico, 1999. Pégina 431. 
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órgano administrativo correspondiente a la Federación, las entidades federativas y el Distrito Federal, 
declara la causa de utilidad pública aplicable. 

En materia federal, el sujeto expropiante como órgano legislativo es el Congreso de la Unión y 
como ·órgano administrativo es el Ejecutivo Federal, de acuerdo con lo que establece la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; en este sentido, el Congreso de la Unión emite la Ley de 
Expropiación que fija las causas de utilidad pública por las que puede ser expropiada la propiedad 
particular; y el Ejecutivo Federal formula la declaratoria de ut~idad pública, publicándola en el Diario 
Oficial de la Federación. Aceptando que, al interior del Ejecutivo Federal, la declaratoria de utiHdad 
pública tiene una tramitación especial encargada a la secretaría de Estado respectiva, que al efecto 
es la Secretaría de Gobernación. El sujeto pasivo, denominado expropiado, se manifiesta a través de 
diversas figuras; tales como el particular afectado y el beneficiario. Al respecto, el particular afectado 
es la persona física o persona jurídica propietaria del bien expropiado. 

Es intrascendente para el procedimiento administrativo de expropiación, la situación de que el 
particular afectado carezca de las plenas capacidades de goce y de ejercicio implicitas en el Derecho 
de propiedad; inclusive, que el órgano de la Administración Pública Ignore su nombre y su domicilio. 
Por otra parte, el beneficiario es la persona flsica o persona jurfdicá que resulta favorecida con el bien 
expropiado; tales ·como la Federación, las entidades federativas, los municipios, el Disbito Federal, los 
organismos descentraía:ados, las empresas de participación estatal mayoritaria, las comunidades, los 
ejidos y el partirulartitular de concesión. 

Sujetos en el Procedimiento Adminis1rativo de Expropiación. 
1. Sojeto Activo. Expropiante. 

Órgano legislativo. 
6rVano Admlnistnltiw. 

2. Suje1o PaslYO. Elqlropiado. 
Par'..icaUr Persona Flsica. 
Particular Persona Jurídica. 

3. Beneficilrio. 
órgano Público. 
Partícular Persona Fisica. 
Particular Persona Juridica. 

Constitución Poliüca de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 27, párrafo segundo; fracción VI, párrafos segundo y tercero. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 70. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 1. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 2. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 3. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Artículo 27, fracción XX. 

Bien Objeto en el Procedimiento Administrativo de Expropiación. 
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El bien objeto en el procedimiento administrativo de expropiación es el dominio patrimonial del 
particular afectado, aunque condiciónado a la posibilidad real de ser sujeto del trámite expropiatorio; 
tales como la propiedad mueble y la propiedad inmueble. De cualquier forma. el órgano público está 
obligado a indicar, en el expediente de expropiación, cuál es el criterio aplicado para considerar que el 
bien señalado es el idóneo a fin de satisfacer la utilidad pública razonada. El bien objeto está formado 
por diversos aspectos del particular afectado; tales como las fincas, los Derechos y las patentes. De 
ninguna manera son bienes susceptibles del procedimiento administratívo de expropiación, los bienes 
de dominio público ni el dinero, toda vez que, se desprende del trámite expropiatorio que la finalidad 
del Órgano de la Administración Pública es sustraer la propiedad del particular afectado a cambio de 
una indemnización económica, para utilizarlo en resolver una causa de utilidad pública. 

En relación con el Bien Objeto en el Procedimiento Administrativo de Expropiación, Teodosio 
Lares establece: "No basta para dar lugar a la expropiación, que la empresa sea útil, es además 
preciso que no pueda ser ejecutada, sino ocupando las propiedades; porque si fuera posible procurar 
a la sociedad las mismas ventajas sin obligar a los propietarios a ceder sus propiedades, se debería 
evitar hacer1o. De aquí la necesidad, no solamente de la formal declaración de utilidad, sino de la 
especial designación de las propiedades que hayan de ocuparse".16 

Acosta Miguel. 
Expropiación de Dinero. 
Seria llógíc:o expropiar dínero para i1demniz'Alr con dinero, así c:omo los bienes de dominio público, en virtud de 
que ya están afectos directa o indil9ctamente a la utilidad pública y, por lo tanto, la expropiación no tendría razón 
de ser, por i1úti. 

Burgoa lgnacío. 
Bien Objeto. 
Conatltudonalmente, la QPl'OPiación por causa de utilidad pública exige el ~nto de diversos elementos; 
tales como que haya una necesidad púbica y que el bien que se pcetende expropiar sea susceptible de producir la 
satisfacción de esa necelidad, .. exlinguí6ndola. No concurriendo dichos requisitos, cualquier apropiación que se 
decrete respecto de un bien, es notoriamente inconstitucional. Puede existir, en efecto, una necesidad pública que 
satisfacer, pero al la cosa materia de. la e¡cpropiaci6n es inadecuada para satisfaceda. no existinl utilidad pública y, 
por tanto, el acto e.xpropiatorio violan! la ley suprema. 

Bien Objeto en el Procedimiento Administrativo de Expropiación. 
1. Propiedad Mueble. 

Finca. 
Posesión. 

2. Propiedad Inmueble. 
Derecho. 
Patente. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 8 . 

Ley Agrar'.a. 
Articulo 94. párrafo tercero. 

Ley Minera. 
Articulo 44, fracción 111. 

Causa de Utilidad Pública en el Procedimiento Administrativo de Expropiación. 

La utilidad es la cualidad provechosa que se atribuye a un bien para solucionar una necesidad 
Individual. En este sentido, la causa de utilidad pública es la motivación que impulsa al Órgano de la 

"Lares. Teodoslo. l.ECCIONES OE DERECHO ADMINISTRATIVO. Uriversidad N acional AIAónoma de Mé>doo México, 1998. Pflglna 263. 
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Administración Pública para emitir el acto administrativo de expropiación ; actualizada en una escasez 
colectiva que precisa ser satisfecha, toda vez que, consiste en determinada finalidad del Estado. Ante 
este panorama de carencia social, el órgano público dedara la existencia de una propiedad particular 
capaz de corregir la falta de manera específica. En efecto, el Estado tiene la obligación de cubrir las 
necesidades públicas, sin embargo, no debe afanarse en cumplirla sin acatar antes el Derecho de los 
particulares; la facultad de despojar de su predio al particular afectado no debe ejercerse de fonna 
caprichosa. Por lo cual, la Ley de Expropiación establece cuáles son las causas de utilidad pública 
aplicables al procedimiento administrativo de expropiación. 

Castrejón Gabino. 
Causa de Utilidad Pública. 
La causa de u!Hidad pública debe ser concreta, espe<:ifica y operar o registrarse en la realidad. Tal causa debe ser 
objetiva, trascendente, real y no meramenle subjetiva, es decir, que sólo se afirme por la autoridad exp<opiadora 
sin que esté justificada. 

Serra Andrés. 
Utilidad Pública. 
La utilidad pública consiste en el Derecho que tiene el Estado para satisfacer una necesidad colectiva .. 

Causa de Utilidad Pública. 
La Importancia de la propiedad está reconocida en la Constitución Polítiu de los Estados Unidos Mexicanos, que 
consagra como runc1amen1a1 el Derecho a la propiedad privada; lo cual no impide que, el lntetés particular esté 
auboninado al beneficio púbico. Aslmi$11lO, la Ley de Expropiacl6n introduce el concepto de fwlci6n social como 
criterio moralizador y rect« del uso y disflute de la propiedad. En consecuencia, el Derecho Administrativo vincula 
el plincípio de propiedad a todos los Poderes Públicos, haciendo respetar en todo caso su con'9nldo esencial, lo 
que no esü rellldo con la posibilidad de que sea susceptible del procedimiento administrativo de exproplaci6n en 
diverau categorias; Ulles como tos bienes y tos Derechos especificas. Sin embargo, nadie pocHI ser privado de 
su propiedad sino por autoridad competente y causa justificada de utilidad pública, prevía la lndetmlzaáón que 
corresponda. En efecto, el objeto de la pn>piedad es que el propietario de una finca, lo sea hasta las estrelas y 
hasta los infiernos; .unque en la 8Clualidad se entiende que ta extensión objetiva del dominio está limitada por el 
punto al que alcance la posibílidad de utilización particular y el interés razonable y merecedor de tutela del Estado 
hacia la c:o.ectividad. 

Constiluci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artía.tlo 27, párrafo segundo; fracción VI, párrafo segundo. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 1. 

Indemnización en el Procedimiento Administrativo de Expropiación. 

La indemnización es la compensación económica que el órgano de la Administración Pública 
paga a favor del particular afectado por el acto administrativo de expropiación, en razón de la lesión 
jurídica que le provoca al despojarlo de su propiedad. La Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece la ildemnización como garantía individual del particular afectado, al señalar que 
las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública y mediante indemnización. 
Ooctñnalmente, la indemnización es la figura de Derecho Privado consiste en el pago compensatorio 
ajustable para diversos casos; tal como la actuación ilícita de una persona que provoca daños y 
perjuicios en el patrimonio de otra persona. En este sentido, la reparación reside en la restitución del 
bien de diversas formas; tales como la entrega de otro bien oon iguales características, la corrección 
del detrimento o cubriendo su valor en dinero. 

Relativa al procedimiento administrativo de expropiación, la indemnización es el desagravio de 
capital que recibe el particular afectado, toda vez que, la pérdida que sufre en su patrimonio no es 
producto de la actividad ilegal del Órgano de la Administración Pública. En ~recto, la indemnización es 
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una reparación debida por el Estado que se cubre en dinero. excepto en materia agraria: por lo que, 
de ningún modo puede consistir en reparaciones propias del Derecho Privado, pues así perderia su 
sentido de equidad jurídica. 

En relación con la Indemnización en el Procedimiento Administrativo de Expropiación, Gabino 
Castrejón establece: "La expropiación, aunque sea un acto autoritario unilateral del Estado, tiene la 
apariencia de una venta forzosa. Por tal causa dicho acto no es gratuito, sino oneroso. Es decir, el 
Estado, al expropiar a un particular un bien, al adquirir éste, tiene que otorgar en favor del afectado 
una contraprestación, la cual recibe el nombre de indemnización".17 

Lares Teodosio. 
Indemnización. 
Consiste en una determinada cantidad de dinero, que es el valor de la propiedad ocupada y la reparación de los 
diferentes dallos causados por la expropiación. Los elementos de la indemnización son diversos; tales como el 
valor que tenga la propiedad en si misma al momento de ocuparse y la reparación de los dallos causados. 

Indemnización. 
cantidad de dinero que se paga al particular que ha sufrido un dallo o perjuicio, pretendiendo dejar1o indemne o, al 
menos, enmendado de la pérdida producida. En este sentido, el Derecho ~intenta la reparación en especie, 
aunque existen c1aos que no la admíten; tales como el dallo físico personal y el dallo moral. En efecto, ante la 
~ del dallo recibido, el dinero no cumple en realidad la función repatldora que pretende, pues no es 
posible entender que el dallo se ~en una determinada cantidad económica. Aún a.si, el dinero puede servir 
como fórmula de compensac:ión, Incluso cuando se trata de un procedimiento rrM1f agreste. En Derecho Civi, la 
indemnización puede responder a un doble origen, según se encuentren la victima y el causante del dallo 
vinculados con antelaci6n por un contnl1o o no estén relacionados por ningún acuerdo. En Derecho Administrativo, 
cuando el órgano de la Administración Pública produce un acto administrativo de opropiación por cauSll de 
utilidad púbica, debe resarcir al particular afectado con la indemnización, denominada just~recio. 

Reparación del Dallo. 
Desagravio a modo de satlsfacc:i6n completa por una ofenSll, dallo y perjuicio. 

Constitución PoUtica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, pámlfo segundo. 

ley de Expropíación. 
Artículo 20. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 14. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 63, fracción 11. 

Ley de Aguas Nacionales. 
Articulo 74. 

5. Leyes que regulan la Expropiación. 

Juiisdicción. Concepto. 

Los órganos públicos, en especial los órganos administrativos, no son máquinas que apliquen 
la legislación o que ejecuten los actos de coacción hacia los particulares, sin previo razonamiento. De 
manera que, tan pronto se cumplan las hipótesis previstas en la ley, el Órgano de la Administración 
Pública emitirá su resolución a través del funcionario competente; sin embargo, dicho burócrata está 
en situación de discurrir respecto de su comportamiento. Al respecto, el criterio de la Suprema Corte 

17 Castrejóo Garcfa, Gabino Eduan:lo. DERECHO ADMINISTRATIVO MEXICANO. TOMO ll Cardenas. Mé>doo, 2000. Pflgina 64. 
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de JusUcia de la Nación funda justamente la posibilidad de que. en caso de oposición, el funcionario 
de la Administración Pública acuerde el acto conforme a lo establecido en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, y no a la ley secundaria. En efecto, la actuación del órgano público 
es de buena fe, por lo que, encontrando contradicción entre la legislación suprema y la ley derivada, 
debe fijar su postura al ordenamiento de mayor rango. 

Jurisdicción. 
1. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Tratado lntemacional. 
2. Ley Federal. 
3. Constitución Estatal. 
4. Ley Estatal. 
5. Reglamento. 
6. Decreto. 
1. Acuerdo. 
8. Circular. 
9. Resolución. 
10. Oficio. 
11. Jurisprudencia. 

Jurisdicción. Compe1encia. 
Proviene de la exp19si6n latina iuris dictlo que tignífica decir el Derecho y alude a la funci6n que asume el Estado, 
a través de los jueces y tribunales, de administrar la justicia, aplicando el Derecho a los casos oonaetos que se 
les potsentan. En este sentido se habla lambi6n de función jurisdiccional y corresponde a IOs juzgados y tribunal<#s 
detenninados por las leyes. Con la palabnl jurildk:ci6n se alude asimismo al conjunto de órganos que cumplen la 
función 000'4>9tenciat La Administración de ju.s1ieia se atribuye a un conjunto de funcionarios a los que se confían 
diversas nwteñas, hablando asr de cistintas clases de juriS<icción y competencias, en funci6n de criterios de 
especia~dad jurídica. Debe, por tanto, distinguirse entre la jurisdicción penal, la contencioso-administrativa. la civil 
yla aocial. 

Constitución Politice de los Estados Unidos Mexicanos. 
Miado 128. 

Constituci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Miculo 133. 

Código Civil Federal. 
Articulo 10. 

5.1. Constitución Politlca de los Estados Unidos Mexicanos. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Concepto. 

La fuente formal de mayor jerarqula del Derecho Administrativo es la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, ley suprema del Estado Mexicano, creada por la soberania nacional 
que reside esencial y originariamente en el pueblo. En efecto, todo Poder Público dimana del pueblo'/ 
se instituye para su beneficio; por lo que, al constituir la Nación mexicana, el pueblo ha proclamado 
su libre decisión de configurarse en república representativa, democratíea y federal; con un terrilorto 
delimitado; y ejerciendo el poder a través de órganos púbticos. La soberanla del pueblo, a fundado t:I 
Estado Mexicano por razón de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, de manerd 
que, sólo el pueblo puede refonnar1a. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexleanos es la 
columna vertebral del Derecho Administrativo, toda vez que, de su contenido deriva el resto de la 
legislación administrativa, preceptos y plinciplos que regulan al Órgano de la Administración Pública. 

En relación con la Constitución Politlca de los Estados Unidos Mexicanos, Luis Oelgadillo 
establece: "La Constitución representa la fuente de mayor fuerza de todo el sistema jurídico y, por lo 
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tanto, del Derecho Administrativo, ya que todas las normas administrativas, objeto de esta disciplina 
derivan de ella, y las relaciones que regula están sometidas a su poder".18 

5 de febrero de 1917. Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 

Constitución. 
Ley fundamental escrita del Estado soberano, establecida como guia para su gobernación. La Constitución fija los 
límites y define las relaciones entre el Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial del Estado, dando 
asi las bases para su gobierno; asimismo, garantiza al pueblo determinados Derechos. Las Constituciones están 
organizadas en diversas clases; tales como la Constitución bl°111dada, la Constitución protegida contra enmiendas, 
la Constitución con ciara separación de Poderes Públicos, la Constitución cuyas disposiciones pueden ponerse en 
vigor previa revisión del Poder Ejecutivo, la Constitución del Estado unitario y la Constitución del Estado federado. 
Por otra parte, las Constituciones están asociadas históricamente al liberalismo político y a la ilustración, toda vez 
que, algunos Estados totalitarios tienen elaboradas Constituciones, aunque en la practica, no tienen vigor para ser 
respetadas por el gobiemo en el poder, que siempre puede no acatar1as, suspender1as o invalidar1as. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicands. 
Artículo 39. 

Constitución Política de los Estados Unídos Mexicanos. 
Mículo40. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 133. 

Dodlina de la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos. 

La Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos es el fundamento de la legislación 
positiva nacional y, por ende, del Derecho Administrativo. En efecto, es la fuente juridica de más alta 
jerarqula, antecesora de cualquier ordenamiento legal; por lo que, las leyes administrativas deben 
ajustarse a los lineamientos noí!Jlativos y principios que Instituye. Asímismo, el Poder Legislativo está 
sujeto, en la a-eación de leyes, a la observancia que le merece el precepto constitucional en diversos 
aspectos; tales como el proceso legislativo y el tenor de la ley. Asl entonces. la superioridad legal de 
la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos consiste en que la ley común no puede 
disminuir sus dispoSiciones en aspectos esenciales; tales como la derogación, la contradicción, la 
violación y la alteración . Cuando la ley ordinaria viola alguno de estos principios, deja de ser apicada 
ante la reciamación del particular afectado. 

El Derecho Administrativo es producto del Estado Mexicano surgído en virtud de la ordenación 
y la actividad de los órganos públicos en ejercicio del poder. Dichos órganos públicos están regulados 
por los lineamientos normativos y principios que señala ·la Constitución Politlca de los Estados Unidos 
Mexicanos. El pueblo se empet\6 en que el Estado Mexicano, personificado en el Poder Ejecutivo y 
en las instituciones, se sometiera en el ejercicio del poder a formas jurídicas bien establecidas, reglas 
genera:es, otorgadas con el consentimiento de la representación de la sociedad, personificada en el 
Poder Legislativo, discutidas y públicas. Este procedimiento def11e en sus alcances el reconocimiento 
de los Derecilos fundamentales de las personas gobernadas; tales como la libertad civl, la Igualdad 
jurídica y la garantía de la propiedad particular. En consecuencia, la actividad de los órganos públicos 
ha desarroUado el Derecho para ampliar el control del Poder Judicial al ámbito administrativo. 

Derecho Constitucional. 
Conjunto de nonnas íuridicas que regulan la organización y funcionamiento del Estado, sel\alando las obligaciones 
y facultades de los órganos públicos y sus relaciones con los partJculates. 

11 Oelgad~lo G<.tléfrez. Luis Humberto, COMPENDIO DE DERECHO AOMWISTRATIVO. PRIMER CURSO. Porrúa M~. 1997. Ptglna 68. 
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Estado de Derecho. 
Fónnula reciente en el Derecho Constitucional. con la que se significa que la organízación politica de la vida social, 
el Estado, debe estar sujeta a procedimientos regulados por ley. El concepto de Estado de Derecho culmina una 
larga evolución histórica cuyos inicios se pueden situar en los origenes mismos del Estado constitucional. Es el 
resultado final de la suma de una serie de elementos que han surgido en un proceso de lucha y que han supuesto 
la ampliación de su base material. Por tanto, el Estado de Derecho supone el reconocimiento de los Derechos 
personales, denominado imperio de la ley, la responsabilidad del Estado y la legitímación democrática. 

Constitución Política de los Estados Unídos Mexicanos. 
Articulo 89. 

Expropiación en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es el soporte del sistema íuridico en 
el Estado Mexicano, toda vez que, la legislación y la actuación de los órganos públicos deben estar 
acordes con los criterios que senala. En efecto, de dichos conceptos esenciales, el órgano legislativo 
deriva la Ley de Expropiación; y asimismo, el órgano de la Administración Pública exterioriza su acto 
frente al particular afectado por el procedimiento administrativo de expropiación. Concierne entonces 
al órgano judicial, vigilar el estricto cumplimiento del mandato establecido en la Constitución Politica 
de los Estados Unidos Mexicanos, en relacióñ con el trámite expropiatorio, ejecutado a través de una 
Ley de Expropiación que no respeta la Garantía de Previa Audiencia del particular afectado. Por su 
parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación mantiene su anticuada opillón en la interpretaci6n 
del ordenamiento supremo relativo a la expropiación. 

El aiterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación indica que es ilnecesaria la Garantia 
de Previa Audiencia para proceder al Decreto expropiatorio y la ocupación de la propiedad privada, 
toda vez que, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no la menciona; de la misma 
manera, establece que el pago de la ildemnización que conesponda está concebido para cubrirse 
antes, durante o ~n posterioridad a la ejecución del acto administrativo de expropiación y a la toma 
de posesión de la propiedad privada. Sin embargo, en la actualidad ya no es posible dar un enfoque 
idéntico al que se diera en el pasado de la ley suprema. En efecto, el órgano legislativo está ob~gado 
a estimar·la realidad que priva en la sociedad mOdema, mirando hacia el futuro con la indispensable 
reforma de la Ley de Expropiación, a fin de aplicar con exactitud el tenor de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en relación con la Garantía de Previa Audiencia. 

En relación con la Expropiación en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
Miguel Galindo establéce: ·como ya quedó expuesto en págínas anteriores es el artículo 27 de la 
Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos promulgada el 5 de febrero de 1917, en su 
párrafo segundo, el marco jurídico constitucional de la expropiación por causa de utilidad pública en 
México, regulándola, obviamente todas y cada una de tas Leyes derivadas o reglamentarias de éste, 
de las cuales citaré, en primer ténnino, a la Ley Federal de Expropiación publicada en el Diario Oficial 
de la Federación con fecha 25 de noviembre de 1936".19 

Constitución Politica de los Estados Unidos Me)Cjcanos. 
Articulo 14, párrafo segundo. 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, párrafo segundo; fracción VI, párrafo segundo. 

5.2. Ley de Expropiación. 

"Galindo ~macho, Miguel DERECHO ADMINISTRATIVO. TOMO 11. Poo\la México, 1996. Péginas 81 ~ 82. 
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Ley de Expropiación. Concepto. 

La ley es fuente del Derecho Administrativo; conforme a la categoría que le corresponde, está 
inmediatamente debajo de la Constitución Politíca de los Estados Unidos Mexicanos. Por su parte, la 
Ley de Expropiación es integrante del ordenamiento jurídico administrativo que regula las conductas 
del órgano de la Administración Pública y del particular afectado en el procedimiento administrativo 
de expropiación, conteniendo diversas peculiaridades; tales como la generalidad, la obligatoriedad, la 
abstracción y la permanencia. La Ley de Expropiación es general en virtud de que regula cualquier 
situación generada en su vigencia; es obligatoria en razón de que sus disposiciones se cumplen, aún 
contra la voluntad de las personas gobernadas; es abstracta en virtud de que no regula situaciones 
individuales; y es pennanente en razón de que no se agota al aplicarse, toda vez que, pennanece en 
vigor para diversos casos futuros. 

La Ley de Expropiación está escrita de fonna incompleta, en perjuicio del partícutar afectado 
por el acto administrativo de expropiación, especulando con algunas inexactitudes que contiene el 
texto de la Constitución Política de los Estados Unídos Mexicanos. En efecto, el Estado está facultado 
por el artrculo 27, párrafo segundo de la Constitución Polítíca de los Estados Unidos Mexicanos para 
expropiar por causa de uti&dad pública la propiedad de los particulares; por lo que, tal potestad es 
ejercitada por el órgano de la Administración Pública encargado de producir el acto administrativo de 
expropiación. En su redacción, la Ley de Expropiación asume este Derecho soberano al senalar las 
causas de utilidad púbica que pennlten anular la propiedad privada; no obstante, omite establecer la 
Garantfa de Previa Audiencia que el articulo 14, párrafo segundo de la Constitución Polltica de los 
Estados Unidos Mexicanos, confiere al particular afectado. 

De tal manera que, Ignora el Derecho del particular afectado para acudr a inconfonnarse ante 
el órgano judicial, denominado Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

25 de novierrbre de 1936. ley de E>cP,ropilci6n. 

Ley de EJ<proplación. 
1. General. 
2. Obligatoria. 
3. Abstracta. 
4. Permanente. 

Constitución Politíca de los Estados unídos Mexicanos. 
Articulo 14, párrafo segundo. 

Constitución Política de los Estados Unidos Me>Cieanos. 
Articulo 27, párrafo segundo. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 70. 

Ley de EJ<propiaci6n. 
Articulo 1. 

Ley de EJ<propiación. 
Artículo 2. 

Doctrina de la Ley de Expropiación. 

La Ley de Expropiación, en su calidad de ley administrativa, debe ser oportuna y afln con las 
necesidades de la colectividad a la que se dirige; de lo contrario, carece de sentido su emisión, por lo 
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cual, queda expuesta a diversos detrimentos; tales como la trasgresión, la inutilidad y la derogación. 
En efecto. el ejercicio de la función administrativa pretende el bien común de la sociedad, de manera 
que, emprende su logro con las peculiaridades necesarias; tales como la inmediatez, la continuidad. 
la abstracción y la espontaneidad. Al efecto. la Ley de Expropiación confiere las facuttades necesarias 
a los órganos de la Administración Pública para que satisfagan las necesidades públicas que le están 
encomendadas al Estado. 

En relación con la Doctrina de la Ley de Expropiación, Andrés Serra establece: "Estas ideas 
de la venta forzada no son sino una reminiscencia de la influencia del derecho civil sobre el derecho 
administrativo. 

Pero los particulares pueden resistirse a que la Administración pública realice sus propósitos y 
de este modo paralizan la acción oficial, negándose a tratar con ella y poniendo condiciones no 
aceptables para el gobierno. 

Para estos casos, el derecho administrativo entrega al Estado un medio eficaz, directo y 
unilateral, que es la expropiación por causa de utiidad pública. Desde la antigüedad se ha reconocido 
este derecho ~mo un acto de soberaniaº.20 

Ley de Expropiación en la Administración Pública. 
1. lnmedia1a. 
2: Continua. 
3. Abstracta. 
4. &pontánea. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 21. 

5.3. Ley OrgAnlca de la Administración Pt'íbUca Federal. 

Ley Orgánica de la Administración Púbica Federal. Concepto. 

La ley está caracterizada por aspectos doctmales que la puntualizan; al respecto, se aprecian 
diversos sentidos de enfoque; tales como el sentido material y el sentido formal. En sentido material, 
la ley es la norma jurídica emitida por el órgano público, al que el Estado le atribuye fuerza normativa 
creadora, que ordena o prohibe alguna situación en consonancia con la justicia y para el bien de las 
personas gobernadas. En sentido formal, la ley es la norma jurídica y escrita emitida por el órgano 
legislativo, al que la Constítución Polítíca de los Estados Unidos Mexicanos le otorga facultades para 
crearla, de acuerdo al procedimiento establecido. Por otra parte, el principio de jerarquizadón de 
leyes señala que en la organización por rango del ordenamiento legislativo, la ley no puede oponerse 
a lo que establece la Constítución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni"el reglamento puede 
impugnar lo que dispone la ley. 

La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal está escrita con el criterio reformista de 
1996, que no Incluyó la inseguridad jurídica de la propiedad particular frente a la facultad expropiatoria 
del Estado, cuando en conciencia, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos busca 
determinar las modalidades de la propiedad privada antes que definir el organigrama burocrático; sin 
embargo, la ley administrativa, apenas y considera esta cuestión dentro de su tenor. En efecto, la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal establece que atañe a la Secretaría de Gobernación el 
despacho de este asunto, aunque reduciéndolo a diversos aspectos de la legislación relatíva; tales 
como la compilación y el ordenamiento; de igual forma, le confiere la facultad de ejercitar el Derecho 

'° Serra Roj as. Andtés OERECHO ADMINISTRATIVO. SEGUNOO CURSO. Pomia. México. 1999 Página 432. 
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de expropiación por causa de utilidad pública. En tanto que, la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos se ocupa por la subsistencia de la propiedad particular. 

29 de diciembre de 1976. Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

Constitución Política de lo'! Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 70. 

Ley Oigánica de la Administración Pública Federa!. 
Artículo 1. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 27, fracciones XX y XXIII. 

5.4. Jurisprudencia. 

Jurisprudencia en Materia Administrativa. Concepto. 

La palabra jurisprudencia procede de las raíces etimológicas ius, justo Derecho, y prudentia, 
conocimiento; derivando en la palabra latina iurisprudentia. En el ámbito social, la jurisprudencia es la 
virtud intelectual que pennite al ser humano conocer lo que debe hacer y evitar. En el ámbito del 
Derecho, la jurisprudencia es la Interpretación que en tonna habitual y reiterada realiza el órgano 
judicial de la legislación y la reglamentación del Estado, sobre las cuestiones que son sometidas a su 
consideración. Ooctrlnalmente, la jurisprudencia tiene categoria como fuente de Derecho, debido a su 
importancia decisiva en el litigio, por lo que, la probablidad de éxito en el procedimiento administrativo 
de expropiación es mayor, si lo que argumenta el partieular afectado en su favor ha sido decidido de 
igual forma en resoluciones judiciales anteriores. De tal manera, el Derecho Positivo está activo antes 
en la jurisprudencia que en la ley. 

En efecto, la leglsladón administrativa consiste en el conjunto de leyes generales, obligatorias 
y abstractas, en cambio, la jurisprudencia es relevante en la práctica, adaptando y aplicando dichos 
preceptos a la realidad específica. Ocorre en diversas ocasiones que las resoluciones constantes y · 
unifonnes expresadas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados de 
Circuito acaban apuntando un criterio firme que sienta jurisprudencia y modifica los propios términos 
en que se expresa la ley positiva; así entonces, la jurisprudencia determina el alcance práctico de la 
ley. 

En relación con la Jurisprudencia en Materia Administrativa, Gabino Fraga establece: "En 
principio la jurisprudencia no debe considerarse como una fuente, porque la función judicial de donde 
proviene no tiene por finaHdad aear el derecho, sino aplicar1o en los casos en que haya contención, 
de tal manera que, por regla general, la jurisprudencia, como la costumbre, constituye un medio 
importante para fijar la Interpretación de las leyes. 

Sin embargo, creemos que es posible reconocer a la jurisprudencia el carácter de una fuente 
indirecta del derecho administrativo, cuando emana de la Suprema Corte de Justicia, siempre que 
haya cinco ejecutorias conformes, no interrumpidas por otra en contrario. 

Como la jurisprudencia asl formada obliga a los Tribunales federales y locales, y como 
normalmente son eRos los que conocen de los actos de la Administración, ésta tendrá que sujetarse 
también a dicha jurisprudencia para evitar la invalidez de actos subsecuentes".21 

Jurisprudencia. 

"Fraga Maga/la, Gallino. DERECHO ADMINISTRATIVO. Pomia. Méldco. 1997, Página 115. 
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Criterio constanle y uniforme de aplicar el Derecho por parte de Ja Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los 
Tribunales Colegiados de Circuito. El criterio sostenido de forma constante por la jurisprudencia, contradictorio a lo 
que la ley establece, acaba propiciando que el propio ordenamiento juridico sea reformado para adecuarse a la 
cambiante realidad de la sociedad. 

Constitución Política de Jos Estados Unidos Meicicanos, 
Articulo 94. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 99, párrafos cuarto y quinto. 

Constitución Política de los Estados Unidos Melricanos. 
Artículo 103. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 107. fracción XIII. 

Obligatoriedad de la Jurisprudencia en Materia Administrativa. 

En el Estado Mexicano la jurisprudencia es fuente de Derecho, por lo tanto, tiene carácter de 
obligatoria en la aplicación de la ley; los órganos públicos del Estado tienen ta exigencia de respetar el 
criterio que establezca, toda vez que, el acto producido por el Órgano de la Administración Pública sin 
atender la orientación jurisprudencial es calificado de Hegal. En efecto, ta jurisprudencia contiene las 
cualidades propias del ordenamiento administrativo, apoyada en diversos aspectos; tales como la 
formalidad, la materialidad, la dirección y la interpretación. El aspecto de fonnalidad refiere que tiene 
la fuerza obtigatoria, valiosa para su apieación al caso especifico. 8 aspecto de materialidad índica 
que desentratia la orientación de la ley en diversos sentidos; tates como la confirmación, la suplencia 
y la interpretación. El aspecto de dirección refiere que coadyuva con la ley en diversas áreas; tales 
como la omisión y ta contradicción. 

El aspecto de interpretación indica que revela el significado real de cualquier forma juridica, 
definiendo el espíritu del legislador. Doctrilalmente, la jurisprudencia provoca controversia en cuanto 
a su valor como fuente de Derecho; así entonces debaten, ta teoría que la califica como fuente formal 
directa, porque crea leyes de aplicación obllgatoria; y la teoría que la califica como fuente material 
indi.recta, porque Interpreta leyes positivas. 

Noriega Alfonso. 
Jurisprudencia. 
la Jurisprudencia es fuente del Derecho, ya que es fo1mal, material. imperativa y direcia. 

Obligatoriedad de la Juri.sprudencia en materia Administrativa. 
1. Fonnal. 
2. Directa. 
3. Crea Ley. 
4 Material. 
5. Indirecta. 
6. Interpreta Ley. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexícanos. 
Articulo 103. 

Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 107. fracción XIII, 

Caracteristicas de la Jurisprudencia en Materia Administrativa. 
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Ooctrinalmente, la jurisprudencia tiene cualidades de diversa índole; tales como la explicativa, 
la supletoria, la diferencial y la renovadora. En este sentido. la jurisprudencia es explicativa porque 
ajusta la ley en asuntos determinados. es supletoria porque reemplaza la ley en asuntos imprevistos, 
es diferencial porque previene que la ley se aplique con injusticia y es renovadora porque previene 
que la ley decaiga por el tiempo. 

En relación con las Características de la Jurisprudencia en Materia Administrativa, Gabino 
Castrejón establece: "El objeto propio de la jurisprudencia general o universal a diferencia de la 
ciencia universal de la legislación es la descripción de aquellos objetos y fines del Derecho que son 
comunes a todos los sistemas. así como de aquellas semejanzas entre diversos sistemas que 
descansan en la común naturaleza del hombre o responde a principios semejantes en sus diversas 
posiciones·. 22 

Caracteñsticas de la Jurisprudencia en materia Administrativa. 
1. Explicativa. 
2. Supletoria. 
3. Diferencial. 
'4. Renovadora. 

Constitucí6n Politic:a de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 107. fracción XJll . 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Ejecutorias de Jurisprudencia en Mateña Administrativa. 

Apéndice 11 Sumario Judicial de la Federación, Tercera Parte, Segunda Sala, Apén<i<:e 1975. 
Ejecutoria 385. 
Expropiación. Para que la propiedad privada pueda expropiarse, se necesi1an dos condiciones; primera, que la 
utilidad pública así lo exija; segunda, que medie indemnización. 8 articulo 27 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, al dectetar que las expropiaciones sólo pueden hacerse por causa de utilidad púbUca y 
mediante Indemnización, ha queñdo' que 6sta no quede incierta y las leyes que ordenel'I la expropiación en otra 
forma. Importan una violación de garantlas. 
Quinta !:poca: 
Tomo 111, página 1180. Otazcoaga Viuda de Barbosa, Francisca. 
Tomo VI, págína 78. Vargas Viuda de Flores, Enriqueta. 
Tomo VII, página 696. Colin, Enedino. 
Tomo VIII, página 508. Pastor Moneada Viuda de Blanco. Teodora. 
Tomo IX, página 672. Caso Viuda. de Rivero, Rarnona. 

Ejecutoria 5'45. 
Utilidad Púbíica Autoridad Competente. No basta que exista un motivo de utílidad pública, para que cualquier 
autoridad pueda adoptar determinadas medidas con el fin de realizarla , sino que es preciso, además, para que los 
actos de los organismos públicos sean legales, que procedan de autoridad con la suficiente competencia 
constitucional para el caso. 
Quinta t:poc:a: 
To~ XC, página 321 . Ortaga Pérez. Isidro. 
Tomo XC, página 3093. Santos Correa. Uli3. 
Tomo XC. página 3093. Morales de Drew, Carlota. 
Tomo XC, página 3093. Procel Esquivas, Flliberto. 
Tomo XC, pigina 3093. Tomico Coo'ea, Ulia. 

Ejecutoria 5'46. 
Utílidad Pública Expropiación. Solamente la hay cuando en provecho común se sustituye la colectividad, llámese 
municipio, Estado o Nación, en el goce de la cosa expropiada. No existe cuando se priva a una persona de lo que 

., Castrejórl Garcfa, Gallino Eduardo. DERECHO ADMINISTRATIVO MEXICANO TOMO 1 C3rdenas. M~ooo. 2000 Pagina 118. 
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legítimamente le pertenece, para beneficiar a un particular, sea individuo. sociedad o corporación, pero siempre 
particular. 
Quinta Época: 
Tomo ti, página 440. Montes, Avelino. 
Tomo ti, página 440. Mollna, Augusto. 
Tomo 11, página 440. Mendoza, Joaquín. 
Tomo ti, página 440. Rosado, Eufrasio. 
Tomo 11, página 440. Rodriguez Ferrer, José. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Tesis de Jurisprudencia en Materia Administrativa. 

Semanario Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo L, página 2568. 
Tesis. 
Expropiación por Causa de Utilidad Pública. La Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. con objeto 
de prevenir que se cometan arbitrariedades e injusticias en la ocupación de la propiedad privada, por causa de 
utilidad púbfica, ha dispuesto que las leyes de la Federación o de los Estados. determinaran los casos en que sea 
de utilidad pública la ocupación de la propiedad par1icular y que de acuerdo con esas leyes, la autoridad 
administrativa hará la declaración com1spondiente. De manera que es necesario; primero, la existencia de una ley 
que determine los casos genéricos en que haya utilidad pública, y segundo, que el Poder Ejecuti110, aplicando esa 
ley decida en caso, si eláste o no, esa necesidad, para que se verifique la expropiación. Llevada a cabo sin que se 
cumplan las fonnalidades legales, importa una violación de garantías. 
Quinta Época: 
Tomo Xl, página 685. Blanco y Pastor, Concepción y coagraviadas. 

Tesis. 
Expropiación por Causa de Utilidad Pública .. Cuando la sociedad tenga interés en que se ejecuten determinadas 
obras, que se traducen en comodídad y seguridad para la misma sociedad, es requisito indispensable, probar esa 
utilidad social en el expediente respectivo de Ol(¡>ropiación, y sólo con esa justificación, es legal la ocupación de 
bienes ajenos que sean necesarios, ya que no es bastante la simple afinnación, sin prueba de la autoridad 
responsable. 
Quinta Época: 
Tomo XXIX, página 1592. Boza.res Manuel, Sucesión de. 

Tesis 92. 
Propiedad Privada Elementos Necesarios para que se Configure la Modalidad a la. Por modalidad a la propiedad 
privada debe entenderse el establecimiento de una norma jurídica de carácter general y pennanente que 
modifique, esencialmente, la forma de ese Derecho. son pues, elementos necesarios para que se configure la 
modalidad, primero, el carácter general y pennanente de la norma que la impone y, el segundo, la modificación 
sustancial del Derecho de propiedad en su concepción vigente. El primer elemento requiere que la regla juridica se 
refiera al Derecho de propiedad sin especificar ni Individualizar cosa alguna. es decir, que introduzca un cambio 
general en el sistema de propiedad y, a la vez. que esa norma llegue e crear una situación juñdica estable. El 
segundo elemento implica una limitación o transfOITTlación del Derecho de propiedad; asi, la modalidad viene a ser 
un t6rmino equivalente a limitación o transfOITllación. El concepto de modalidad a la propiedad privada se adara 
con mayor precisión si se estudia desde el punto de vista de los efectos que produce en relación con los Derechos 
de propietario. Los efectos de la modalidad que se imponga a la propiedad privada consisten en una extinción 
parcial de los atributos del propietario, de manera que éste no siga gozando en virtud de las limitaciones 
estudiadas por el Poder Legislativo, de todas las facultades inherentes a la ex1ensión actual de su Derecho. 
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CAPITULO CUATRO 

ANÁLISIS DEL DECRETO DE EXPROPIACIÓN. 22 DE OCTUBRE DE 2001 . 

Dando el pertinente valor al concepto de Decreto que existe como la norma jurídica que 
señala los totales dentro de los cuales se desenvuelve la actuación del órgano de la Administración 
Pública, es necesario definir1o con precisión. 

Decreto de Expropiación. 
1. Ordenamiento Jurídico Administratívo. 
2. Facultad del Poder Ejecutivo. 
3. Acto Administrativo Solemne. 
4. Objeto Individual. 

DECRETO por el que se expropia por causa de utilidad pública una superficie de 1,054-79-35 hectáreas de riego y 
temporal de uso común e indivídual, de terrenos del ejido San Salvador Ateneo, municipio de Ateneo. Estado de 
M6xico. (Registro-136) 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 89, fracción l. 

1. Naturaleza Jurfdlca. 

Naturaleza Jurídica. 
Decreto de Expropiación. Diario Oficial de la Federación. 22 de octubre de 2001. 

La facultad expropiatoria del Poder Ejecutivo está sujeta para su ejercicio al correspondiente 
procedimiento administrativo de expropiación, que dispone requisitos elementales de legalidad; tales 
obligaciones del Poder Ejecutivo, constituyen genuinos Derechos del particular afectado por el acto 
administrativo expropiatorio. Aunque el procedimiento administrativo de e.xpropiación no reviste 
ninguna formalidad, el acto administrativo de expropiación debe cubrir rigurosamente las condiciones 
jurídicas establecidas para su legalidad. En materia federal, corresponde al Poder Ejecutivo efectuar 
la tramitación del expediente administrativo de expropiación, a través de la secretaria de Estado que 
por la materia corresponda, y formular la declaratoria de utilidad pública; cuando la naturaleza objeto 
del acto administrativo de expropiación no está encargada en una secretaría de Estado determinada, 
el expediente administrativo de expropiación lo tramita la Secretaría de Gobernación. 

La Ley de Expropiación no indica los elementos que integran el expediente administrativo de 
expropiación; sin embargo, el criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que se 
forma con diversos instrumentos de convicción; la determinación de una necesidad social, la solicitud 
de expropiación, la determinación del bien a expropiar, la calificación específica de utilidad pública y la 
concordancia entre la necesidad que pretende cubrirse con et bien a expropiar. El procedimiento 
administrativo de expropiación admite su preparación por cualquiera de las formas conocidas; de 
of:cio y a petición de parte. Para el caso de iniciar a petición de parte. el procedimiento administrativo 
de expropiación debe sustentarse en la Ley de Expropiación que autorice la solicitud al posible 
beneficiario del efecto. Cuando la secretaría de Estado concluye la integración del expediente 
administrativo de expropiación, el Presidente de la República emíte la declaratoria de expropiación. 

El procedimiento administrativo de expropiación; tal como su denominación indica, es facultad 
exclusiva del órgano administrativo que deriva del Poder Ejecutivo, por lo que, prescinde de la 
intervención formal del órgano jurisdiccional que deriva del Poder Judicial; en efecto, el procedimiento 
administrativo de expropiación no contempla la garantía de previa audiencia señalada en la 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. No obstante, la propia Suprema Corte de 
Justicia de la Nación admite que la obligación de recibir pruebas de defensa del particular afectado, 
dentro del procedimiento administrativo de expropiación , está sujeta a su explícita regulación en la 
Ley de Expropiación; en este caso tendría que darse participación forzosa al órgano juñsdiccional 
para determinar las reglas de su ofrecimiento y admisión. La Ley de Expropiación considera la 
competencia del órgano juñsdiccional sólo en el procedimiento de indemnízación. 

En relación con ta Naturaleza Jurídica, Luis Delgadillo establece: "La expropiación por causa 
de utilidad pública es el acto administrativo por el cual el Estado, de manera unilateral, impone a los 
particulares la transferencia de sus bienes para el cumplimiento de un fin de utilídad pública, mediante 
el pago de una indemnízación•.1 

Naturaleza Juridica del OeCll!to de Expropiación. 
1. Acto Administrativo. 
2. Facultad Expropiatoria. 
3. Poder Ejecutivo. 
4. Secretaria de Estado. 

VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejen:icio de 111 facultad que me 
confiere el artículo 89, fracc::l6n 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; con fundamento en 
los artículos 27, párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos MeJCicanos; 93, fi'acdones 11, Vll 
y Vlll de la Ley Agraria; en relación con el articulo 37 de la Ley de Aeropuertos; !M, 95, 96 y 97 de la Ley Agraria; 
59, 60, 64, 70, 73, 74, 76, n, 78, 79, 80, 81 y 90 del Reglamen1o de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos 
de la Propiedad Rural; y 13, 31, fracciones XXI y XYN, 36, fracciones 1, IV, V, VI y XXVII, 37, tacciones XX. XXI, 
XXIII y 'XYN y 41, fracciones 1, XU y XIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 27, fraoción VI, pá!Tllfo segundo. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 89, fraoción l. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 3. 

Ley Ofgénica de la Administración Pública Federal. 
Artículo 27, fracciones 11 y XX. 

2. Autoridades Interventoras. 

Autoridades Interventoras. 
Decreto de Expropiación. Diaño Oficial de la Federación. 22 de octubre de 2001 . 

El acto administrativo de expropiación implica en su emisión la presencia de diversos sujetos; 
el expropiante, el expropiado y el beneficiario. El expropiante invañablemente es el Poder Ejecutivo, 
sea federal, local o del Distrito Federal, cuya actuación tiene dos aspectos; comportamiento de 
órgano legislativo y comportamiento de órgano administativo. El Poder Ejecutivo actúa en funciones 
administrativas al declarar el asunto específico en que existe la causa de utilidad pública para tramitar 
el procedimiento administrativo de expropiación; y actúa en funciones legislativas al argumentar la 
causa de utilidad pública para tramitar el procedimiento administrativo de expropiación. En mateña 
federal, corresponde al Poder Ejecutivo efectuar la declaratoña de utilidad pública, que constituye 

1 Oegaddlo Gut~ez. Luo; Humbef1o. ELEMENTOS DE OERECHO ADMINISTRATIVO SEGUNDO CORSO. Umusa. México, 1997. Pagina 
99. 
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propiamente el acto administrativo de expropiación. El expropiado es el particular afectado por el acto 
administrativo de expropiación, sea persona física o persona jurídica . 

El particular afectado es el propietario del bien expropiado, sin considerar que sea incapaz de 
ejercicio y aunque el órgano público ignore sus datos personales. El beneficiario es el Órgano de la 
Administración Pública favorecido por el acto administrativo de expropiación, sea federal, local. 
municipal o del Distrito Federal; en ocasiones. el beneficiario es el órgano descentralizado favorecido 
por el acto administrativo de expropiación, sea empresa de participación estatal mayoritaria o ejido 
agrario; en la menor cantidad de los casos, el beneficiario es el particular concesionado favorecido 
por el acto administrativo de expropiación. 

Autoridad Interventora en el Decreto de Expropiación. 
1. Sujeto Activo. Poder Ejecutivo. 
2.. Sujeto Pasivo. Partiadar Afectado. 
3. Sujeto Favorecido. Beneficiario. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distri1o Federal, a los veintiún dias del 
mes de octubre de dos mu uno. El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Vicente Fox Quesada. Rúbrica. 
CÚMPLASE. La secretaria de la Reforma Agraria, Maria Teresa Herrera Tello. Rúbrica. En ausencia del ciudadano 
secretario de Contraloría y DesarTOllo Administrativo, y con fundamento en el articulo 52 del Reglamento Interior de 
la Secretaria de Contraloria y Desarrollo Admínistrativo; el subseaetario de Atención Ciudadana y Normatividlld, 
Eduardo Romero Ramos. Rúbrica. El secretario de Hacienda y credito Público, José Francisco Gil Oiu. Rúbrica. 
El secretario de Comunicaciones y Transportes, Pedro Cerisola y Weber. Rúbrica. 

Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, fracción VI, párrafo segundo. 

Cons'.ituci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 89, fracción l. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 3. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 27, fracciones 11 y XX. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 14, párrafos primero y segundo. 

3. Motivación y Fundamentación. 

Motívación y Fundamentación . 
Decreto de Expropiación. Diario Oficial de la Federación. 22 de octubre de 2001 . 

El concepto de utilidad pública requiere la previa existencia de una urgente necesidad social, 
cuya satísfacción está encargada al Órgano de la Administración Pública; a fin de dar respuesta a la 
inquietud colectiva·, el órgano público determina el bien capaz de satísfacerta y su probable utílización. 
El ejercicio de la facultad para precisar las causas de utilidad pública alegadas en el procedimiento 
administrativo de expropiación, es discrecional del Poder Ejecutivo, aunque circunscrita a las que 
menciona la Ley de Expropiación, evitando la posibilidad de convertirse en una decisión caprichosa. 
En efecto, el Poder Legislativo Umita las circunstancias que pueden ser invocadas como causas de 
utilidad pública, debido a que, dicha noción fue tomada de las atribuciones del Estado; antes de ser 
enunciadas las causas de utílídad pública en la Ley de Expropíación, debe verificarse la atribución 
que tiene el Estado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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En relación con la Motivación y Fundamentación, Miguel Galindo establece: "En un Estado de 
Derecho se gobierna con leyes, y los titulares de los órganos del Estado solamente pueden actuar 
confome a las facultades que expresamente la ley les confiere. por lo que en el caso que se comenta 
resulta absurdo admitir la posibilidad de la elaboración de un concepto genérico abstracto que 
determine la causa de utilidad pública, independientemente de que debe entenderse que el Congreso 
de la Unión y las legislaturas de los Estados, en los casos de sus respectivas competencias al 
establecer las distintas causas de utilidad pública en el numeral correspondiente de la ley de la 
materia, lo han hecho tomando en consideración los criterios científicos de los teóricos de la materia 
que han elaborado los criterios o conceptos teóricos genéricos, abstractos sobre la causa de utilidad 
pública, así como la realidad social en la que actúan·.2 

Motivación y Fundamentación del Decreto de Expropiación. 
1. Ordenamiento Jurídico Administrativo. 
2. Causa Justificada. 
3. Razonamiento Demostrativo. 
4. Principio de Legalidad. 
5. Facultad Expropiatoria del Poder Ejecutivo. 

PRIMERO. Que el Aeropuerto Internacional de ta Ciudad de México, ha funcionado a lo largo de medio siglo, 
cumpliendo satisfactoriamente con los estándares de operación y seguridad establecidos por la normalividad de la 
materia. 

SEGUNDO. Que dicha temlinal aérea se encuentra al limite de su capacidad operativa, debido al aumento del 
trafico aéreo nacional e lntemacional, como consecuencia del mayor intercambio comercial, turistico y cultural 
entre paises, que hace prever un aumento del 5% anual, confonne al crecimiento promedio registrado en los 
últimos 30 años. 

TERCERO. Que la actual ubicación del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México impide ampliar su 
capacidad, debido a la presencia de asentamientos humanos, por lo que para atender la demanda esperada en la 
prestación de los servicios de transporte aéreo, es necesaria la construcción de un nuevo aeropuerto que reúna 
las condiciones óptimas para proporcion.ir sefVicios aeroportuarios y complementarios. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 27, ~rrafo segundo. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 2. 

4. Causa de Utilidad Pública. 

Causa de Utilidad Pública. 
Decreto de Expropiación. Diario Oficial de ta Federación. 22 de octubre de 2001 . 

La causa de utilidad pública está condicionada al logro de la satisfacción de las necesidades 
colectivas que el órgano público pretende cubrir. Al efecto, el fundamento juridico de la causa de 
utilidad pública está compilado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aunque 
la legislatura de cada entidad federativa es competente para dictar en su propia Constitución y en las 
leyes secundarias las causas de utilidad pública que estime pertinentes para iniciar el procedimiento 
administrativo de expropiación. En la doctrina, la problemática tiene dos aspectos; la potestad 
soberana de cada entidad federativa para determinar las causas de utilidad pública y la disparidad de 
criterios que surgen como consecuencia de reconocer la potestad soberana de cada entidad 
federativa para determinar las causas de utilidad pública. La Suprema Corte de Justicia de la Nación 
utiliza criterios contradictorios que aceptan y rechazan dicha facultad discrecional. 

2 Ga'ndo Camaeho. Mogl>el DERECHO ADMINISTRATIVO. TOMO 11 Pooúa Méidco. 1996. Página 79 
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La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece como garanlía individual, 
la exigencia de utilidad pública en el procedimiento administrativo de expropiación, pero resulta 
inconcebible construir técnicamente un criterio sobre lo que debe entenderse en definitiva por causa 
de utilidad pública. Queda la responsabilidad encomendada a la opinión cambiante en la legislatura 
de cada entidad federativa que establezca potestafivamente casos en los que considere que existe 
utilidad pública. En atención a que toda disposición relativa a la causa de utilidad pública emana de la 
Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, con estricto apego a su mandato, el 
Congreso de la Unión y la legislatura de cada entidad federativa establecen las distintas causas de 
utilidad pública en su ordenamiento jurídico, aunque tomando en consideración los discernimientos 
sociales de los teóricos sobre la causa de utilidad pública. 

Cualquier disposición caprichosa plasmada en la Ley de Expropiación, sea federal o local, 
donde quede determinada como causa de utilidad pública alguna circunstancia que favorezca sólo a 
particulares es contraria al espíritu jurídico que inspira la Constitución Politica de los Estados Unidos 
Mexicanos que lo niega. La expropiación por causa de utilidad pública es el acto administrativo de 
Derecho Público que permite al Estado adquirir bienes, imponiéndole al particular la transferencia de 
su propiedad con la obligación de pagar1e la indemnización correspondiente, toda vez que, existe una 
necesidad social apremiante, cuya satisfacción es necesaria para el cumplimiento de sus funciones. 

Causa de Utilídad Pública en el Decreto de Expropiación. 
1. Nece$ídad Colectiva. 
2. Obligación del Estado de Satisfacer. 
3. Atribución del Estado de Actuar. 

ARTICULO PRIMERO. Se deciara de utilidad pública la construcción y operación de un nuevo Aeropuerto para la 
Ciudad de México y sus obras complementarias, efecto para el cual 5e expropía por causa de utilidad pública una 
superlície de 1,054-79-35 hectáreas, de las que 181-95-70 hectáreas son de temporal de uso común y 872-83-65 
hectáreas, de uso individual, de las que 244-42-82 hectáreas son de riego y 628--40-83 hectáreas de temporal. de 
terrenos del ejido San Salvador Ateneo, municipio de Ateneo, Estado de México, a favor de la Secretaria de 
Comunicaciones y Transportes, dependencia que los destinaré a la consll\lcción del nuevo Aeropuerto para la 
Ciudad de México y sus obra.s colll>lementarias. La superficie que se expropia es la sel\aiada en el plano 
aprobado por la Secretaria de la Refofma Agraria y que se encuentra a disposición de los interesados en la 
Dirección General de Ordenamiento y Regularización de la precitada dependencia. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, fracción VI, párrafo segundo. 

ley de Expropiación. 
Articulo 1. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Tesis. 
Sólo hay utilidad pública cuando en provecho común se utiliza por la colectividad, llámese municipio, Estado o 
Nación, en el goce de la cosa expropiada; no existente cuando se trata de beneficiar a un particular. Las 
legislaciones tanto federal como locales, son soberanas para fijar las causas de utilidad pública si éstas reúnen las 
caracteristicas de responder al interés general y a la competencia del orden juridico imperante. Una ley de 
expropiación no puede setlaLar indebidamente como causa de utilidad pública una situación que no exista, por 
ejemplo, se discute la fracción IX, del articulo 1 de la Ley de Expropiación federal cuando beneficia a una empresa 
particular; y no a una empresa pública. Por supuesto que las legislaturas pueden sel\alar las mismas u otras 
causas de utilidad pública, en sus respectivas jurisdicciones, pero siempre ajustadas a la competencia 
constítucional. Estas causas de uti&dad pública sellaladas en el artículo 1 de la Ley de Expropiación se discuten al 
aplicarse a los casos concretos. El Podef Público puede considerar un caso particular en alguna de las causas 
legales de utiRdad pública y no ajustarse a su sentido teórico general de utilidad pública. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Tesis. 
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Es inconstitucional la expropiacióo declarada, sin que medie realmente la causa de utilidad publica. y los tribunales 
de la justicia federal están capacitados para resolver sobre la const~ucionalidad o anticonst~ucionalidad de las 
leyes que detenninen los casos en que sea de utilidad publica la expropíación de la propiedad privada. 

5. Bienes Expropiados. 

Bienes Expropiados. 
Decreto de Expropiación. Diario Oficial de fa Federación. 22 de Octubre de 2001 . 

El bien expropiado es el objeto natural, patente de invención o Derecho, capaz de tenerse en 
propiedad particular, al que afecta el acto administrativo de expropiación. La única excepción a dicha 
definición es et efectivo monetario, cuya naturaleza de liquidez inmediata es contraria al principio de 
utilidad pública; en efecto, carece de raciocinio expropiar dinero para indemnizar con dinero. 

En relación con los Bienes Expropiados, Andrés Serra establece: "Pueden ser materia de 
expropiación todos los bienes, muebles e inmuebles, con excepción del dinero. 

La expropiación siempre opera en casos particulares, concretos y fimita su acción a los bienes 
expropiados". 3 

Bien Expropiado en el Decreto de E>ipropíación. 
1. Bien Particular. 
2. No Dinero. 

SEGUNDO. Que iniciado el procedimiento relativo, de los trabajos técnicos e informativos, se comprobó que existe 
una superficie real por expropiar de 1,054-79-35 hectáreas, de las que 181-95-70 hectáreas son de temporal de 
uso comun y 872-83-65 hec:téreas, de uso individual. De estas últimas, 2-44--42-82 hectáreas son de riego y 628-
-40-83 hec:téreas de temporal, propiedad de los siguientes ejidatarios: 

NOMBRE. 

ANDRADE CARRERA CRECENCIO. 

PARCELA NÚMERO. 

346. 

SUPERFICIE HECTÁREAS. 

~5-19. 

Ley de Expropiación. 
Artículo 8. 

Ley Agraria. 
Articulo 94, párrafos primero y tercero. 

6. Indemnización. 

Indemnización. 
Decreto de Expropiación. Diario Oficial de la Federación. 22 de Octubre de 2001 . 

La indemnización es la compensación que cumple la persona que ha causado algún dai'ío 
ilegal en el patrimonio de otra persona. Para la reparación del daño el Derecho reconoce diversas 
formas: la restitución de la cosa en el mismo estado en que se encontraba. la entrega de otra cosa de 

3 Serra Ro¡as, Andres. OERECHO ADMINISTRATIVO. SEGUNDO CURSO Porrúa Mexico, 1999 Página 440. 
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la misma calidad y el pago del valor de la cosa en dinero. aunque la compensación en efectivo sólo 
aplica cuando no es posible otro medio. En cuanto a la expropiación por causa de utilidad pública, 
indemnización es la reparación debida por la Administración Pllblica al titular óel Derecho que cede 
ante el ejercicio legítimo de la potestad administrativa: retribución que realiza el Estado al particular 
afectado por el acto administrativo de expropiación. en virtud de la lesión que le provoca por la 
desposesión de su propiedad. La indemnización esta señalada como garantía individual en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Doctrinalmente, la indemnización respectiva al acto administrativo de expropiación no puede 
consistir en fonnas aceptadas para otras materias; tales como restituir la cosa o entregar otra cosa de 
la misma calidad; en efecto, la restitución es imposible porque la cosa expropiada desaparece 
jurídicamente para el particular afectado y la entrega es inaplicable porque carece de sentido pagar 
con una cosa igual a la cosa expropiada. Asl entonces. la indemnización respectiva al acto 
administrativo de expropiación, por regla se cubre con dinero, la excepción es la correspondiente a la 
expropiación que afecta un bien de carácter agrario, sobre todo cuando el particular es campesino de 
escasos recursos económicos; en tal caso, se autoriza la restitución como forma de resarcimiento. La 
indemnización tiene fundamento en el principio de igualdad de los particulares frente al gasto público, 
el cual hace incorrecto el sacrificio individual sin la justa compensación. 

El procedimiento para la apreciación del monto económico que en calidad de indemnización 
corresponde al acto administrativo de expropiación, requiere que la Administración Pública determine 
inequivocamente el incremento mercantil que la propiedad haya tenido desde su última valoración 
fiscal. Después de realizar la estimación económica del bien expropiado, aún cuando no estuviera 
registrado en las oficinas de renta, el órgano administrativo debe promover la dictaminación pericial 
que lo avale ante el órgano jurisdiccional, el cual emite su resolución fijando el monto definitivo de la 
indemnización. Aunque el procedimiento para la tasación de la indemnización estima el pago del 
valor económíco del bien expropiado, existen diversos aspectos que no considera; el dano causado 
al patrimonio del particular, el perjuitjo causado al patrimonio del particular, la desocupación del bien, 
el pago de la mudañza y la pérdida económica por devaluación en el pago a plazos. 

Indemnización en el Decreto de Expropiación. 
1. Reparación del ºª"º· 
2. Compensación del Perjuicio. 
3. Obligación de Pagar. 
4. Mediante. Por Razón. 
5. Posterior. Siguiente. 

ARTICULO SEGUNDO. Queda a cargo de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes pagar por concepto de 
indemnización por la superflcie que se expropia, la cantidad de $119,453.351.60 (CIENTO DIECINUEVE 
MILLONES, CUATROCIENTOS CINCUENTA Y TRES MIL, TRESCIENTOS CINCUENTA Y UN PESOS, 60/100 
MONEDA NACIONAL). suma que pagará en ténninos de tos artículos 96 de la Ley Agraria; y 80 del Reglamento 
de ta Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural; en la inteligencia de que, los bienes obíeto 
de la expropiación, sólo podrán ser ocupados mGdiante el pago que se efectue al ejido afectado por los terrenos 
de uso común, y a tos ejidatarins afectados en sus terrenos individuales, o el depósito que sa haga 
preferentemente en el Fídeicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal o, en su defecto, se establezca garantía 
suficiente de su pago. Si los bienes motivo de esta expropiación se destinan a un fin distinto del senalado en este 
Decreto o si transcurrido un plazo de cinco anos no se ha cumplido con la causa de utilidad publica, el Fideicomiso 
Fondo Nacional de Fomento Ejidal ejercitará las acciones necesarias para reclamar la reversión parcial o total, 
según corresponda, de los bienes expropiados y opere la incorporación de éstos a su patrimonio. 

ARTICULO TERCERO. Los bienes distintos a la tierra que se encuentren en la superflcie que se expropia, serán 
pagados en forma inmediata y directa a los afectados por la Secretaña de Comunicaciones y Transportes. en 
términos de lo dispuesto por el articulo 81 del Reglamento de la Ley Agraria en Mateña de Ordenamiento de la 
Propiedad Rural. 



Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27. párrafo segundo. y fracción VI, párrafo segundo. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 10. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 19. 

Ley de Expropiación. 
Arti culo 20. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 1'1, párrafo tercero. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Jurisprudencia. 
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Como la indemnización en caso de expropiación es. de acuerdo con el artículo 27 de la Constitución Politica de los 
Estados Unidos Mexicanos, una garantia., para que 6sta sea efectiva y así ella llene su cometido, es necesario que 
sea pagada, si no en el momento preciso del acto posesorio, si a ralz del mismo, y de una manera que pemüta al 
expropiado disrnrtar de ella, por lo que la ley que fije un t6rmino o plazo para cubrir la indemrtiudón. es violatoña 
de garantías. 

Suprema Col1e de Justicia de la Nación. 
Jurisprudencia. 
Cuando el Estado expropie con el propósito de llenar una función social de urgente realización, y sus condiciones 
económicas no permitan el pago inmediato de la indemnización, como debe hacen;e en los dem6s casos, puede, 
constitucionalmente, ordenar dicho pago dentro de las posibilidades del erario. El justiprecio de la cota ellpl'Opiada 
y el pago de la indemnización, son actos posteriores a la expropiación; la indemnización debe haceBe, cuando 
mucho, a raíz de haberse ejecutado la expropiación; el plazo que transcurra entre la declaratoria respectiva y el 
pago del ~e de la cosa expropiada, será razonable tomando en cuenta el tiell1>0 necesario para determinar el 
monto de la indemnización y entregan& al interesado, y si la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación determina que la fijación y el pago de la indemnización pueden ser actos futuros., no puede tacharse de 
inoonstítuciona.Udad una ley que establece plazo para .:ubrina. 

7. Defensa Lega.I del Particular Afectado. 

Defensa Legal de los Particulares Afectados. 
Decreto de Expropiación. Diario Oficial de la Federación. 22 de octubre de 2001 . 

El principio de Derecho de la defensa previa establece que, nadie puede ser condenado sin 
ser oído y vencido en íuicio. Esta máxima está incluida en la teoría de los valores, no obstante, tiene 
soporte jurídico en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que garantiza el 
Derecho de las personas para ofrecer las pruebas que le favore.zcan en el procedimiento. En efecto, 
debido a su alto sentido de la igualdad jurídica entre las personas, la defensa previa es considerada 
como garantla individual en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y por ello debe 
aplicarse para cualquier asunto, aunque las leyes y los reglamentos que la regulan no la indiquen. La 
defensa legal es tan remota como la creación del Derecho; sin embargo, el perfeccionamiento de sus 
alcances ha requerido de siglos. En el Derecho Administrativo su aplicación tiene diversos aspectos; 
tales como el presupuesto de hecho y el motivo que integra el hecho a la legislación. 

La defensa legal no debe estar restringida al alcance que le seifala la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, sino que conviene ampliar sus efectos al procedimiento administrativo 
de expropiación. incorporando las figuras jurídicas que reconocen el Derecho del particular afectado 
a protegerse del Órgano de la Administración Pública, toda vez que, el acto administrativo que emite 
daña severamente su patñmonío. 
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En relación con la Defensa Legal de tos Particulares Afectados, Gabino Castrejón establece: 
"Todo acto administrativo debe emanar del cumplimiento de una Ley. Los particulares tienen derecho 
a que los órganos administrativos se sujeten a fa ley y se cumplan cada uno de los elementos propios 
del acto administrativo, como son la competencia, motivo, objeto, finalidades y fonna. 

En nuestra legislación el particular, lesionado en su interés legftimo, al utilizar los recursos 
administrativos, cuenta con garantia para impugnar los actos ilegales de la Administración".4 

Defensa Legal del Particular Afectado en el Decreto de Expropiación. 
1. Ordenamiento Jurídico Administrativo. 
2. causa Jurídica Protegida. 
3. Garantía de Seguridad Jurídica. 
4. Recurso. 

Constitución Política de los Esl.ados Unidos Mexicanos. 
Artícu.lo 14, párrafo segundo. 

Constitución Política de los Estados Unidos Me.xicanos. 
Artlculo 16, párrafo primero. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 3. 

Derecho de Petición en el Ado Administrativo de Expropiación. 

De acuerdo con lo que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a 
toda petición presentada por escrito, de manera pacffica y respetuosa, deberá recaer un acuerdo 
escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene oblígación de hacerlo conocer en breve 
ténnino al peticionario. En materia administrativa, el precepto tiene diversos aspados; tales como la 
obligación del órgano de la Administración Pública para contestar la petición y la condición de enterar 
al peticionario en corto tiempo. Sin embargo, como defensa legal del particular afectado por el acto 
administrativo de expropiación, la Ley de Expropiación no menciona tal Derecho. 

Derecho de Petición en el Acto Administrativo de Expropiación. 
1. Órgano de la Administración Pública. 
2. Peticionario. 
3. Petición Escrita. 
4. AcYerdo Escrito. 

Constítución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 8. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 35, fracción V. 

Ley Federal del Procedimíento Administrativo. 
Articulo 15. 

Suprema Corte de Justic!a de la Nación. 
Jurisprudencia. 
Apéndice de Jufisprudencia, 1g11-1975, segunda sala, tercera parte. página 763. 
Petición, Derecho de Término para el Acuerdo Respectivo de. Atento a lo dispuesto por el artículo 8 de la 
Constitución, que ordena que a toda petición debe recaer el acuerdo respectivo. es indudable que si pasan más de 
cuatro meses desde que una persona presenta un ocurso y ningún acuerdo recae a él, se viola la garantía que 
consagra el citado articulo constitucional. 

4 Castre¡6n Garcla, Gab<no Eduardo. DERECHO ADMINISTRATIVO MEXICANO TOMO 11 C~rdenas MéxlOO. 2000. P~g1na 345. 
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Derecho de Previa Audiencia en el Acto Administrativo de Expropiación. 

Doctrinalmente, el Poder Ejecutivo no requiere que el particular afectado ejercite su Derecho 
de prevía audiencia en el procedimiento administrativo de expropiación para validar su acto, toda vez 
que, el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no lo determina. Sin 
embargo, dicha obligación del órgano de la Administración Pública si está señalada en el articulo 14, 
párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que omite reconocer 
la Ley de Expropiación. Desde luego, existe la posibilidad jurídica de que el órgano legislativo corrija 
tal inequidad, a fin de que la Ley de Expropiación afirme la obligación del Ejecutivo Federal para dar 
la ocasión al particular afectado de ejercer el Derecho de previa audiencia que le atañe, denominado 
Garantía de Previa Audiencia. En efecto, otorgar esta defensa en la legislación positiva garantiza que 
el acto administrativo de expropiación no quede sujeto al capricho del Poder Ejecutivo Federal. 

En relación con el Derecho de Prevía Audiencia en el Acto Administrativo de Expropiación, 
Gabino Fraga establece: "En nuestro sistema legal el problema de las formalidades del procedimiento 
que tienden a garantizar el derecho de los particulares, se debe de estudiar no sólo dentro de los 
limites del derecho administrativo, sino también desde el punto de vista constitucional, teniendo en 
cuenta lo dispuesto por el articulo 14 de la Ley Fundamental. 

Dice asl el precepto citado en su segundo párrafo, que es el que por et momento nos interesa: 
'Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, si'lo 
mediante juicio seguido ante los Tribunales previamente establecidos en el que se cumplan las 
formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al 
hecho'. 

Pues bien, a pesar de la interpretación literal y tradicional de ese precepto que no se está 
refiriendo a la autoridad administrativa sino a la judicial, la jurisprudencia de la Suprema Corte de 
Justicia, en forma gradual ha llegado a la condusión de que dicha autoridad administrativa no sólo 
debe respetar la garantía de legalidad sino también .a garantía de audiencia que establece el 
precepto constitucionar. s 

Derecho de Previa Audiencia en el Acto Administrativo de Expropiación. 
1. Ordenamiento Jurídico Administrativo. 
2. Juzgado de Instancia. 
3. Procedimiento Admínistralívo. 
4. lmpartici6n de Justicia. 

ConS1ituci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 1-4, párrafo segundo. 

ConS1ituci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27. fracción VI, párrafo tercero. 

Ley Agraria. 
Articulo 132. 

Ley Genoral de Bienes Nacionales. 
Articulo 23, párrafo primero. 

Ley de Aguas Nacionales. 
Articulo 52. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
Ejecutoria. 

5 Fraga Magalla. Gabono. DERECHO ADMINISTRATIVO. Po<rua Méloco, 1997. Ptig1na 260. 
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Sí algún valor tiene la garantía del articulo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. debe 
ser, no solamente obligando a fas autoridades administrativas a que se sujeten a la ley, sino obligando al Poder 
Legislativo para que en sus leyes establezca un procedimiento adecuado en que se oiga a las partes. Salvo en 
determinados casos de excepción que en la mísma Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se 
establecen, las leyes deben senalar la posíbílldad de audiencía y de defensa para los ínteresados, en tocios los 
casos administrativos. La idea de la Constitucíón Política de los Estados Unidos Mexicanos es que en todo 
procedimiento que sigan las autoridades y que llegue a privar de derechos a un partJcufar, se tenga antes de la 
privación, la posibilidad de ser oido y fa posibilidad de presentar las defensas adecuadas. 

Derecho de Reversión del Acto Administrativo de Expropiación. 

El acto administrativo de expropiación tiene consecuencias jurídicas que afectan el ámbito del 
Derecho Privado, por lo cual, el Órgano de la Administración Pública debe proseguir la tramitación 
administrativa hasta verificar que el bien expropiado es destinado al fin planteado como causa de 
utilidad pública; de lo contrario, el acto administrativo de expropiación adquiere calidad de inconcluso. 
En tal caso, el particular afectado puede ínconformarse al ejercer el Derecho de reversión dentro del 
plazo de dos anos, contado desde que sea exigible. En efecto, el artículo 9 de la Ley de Expropiación 
sefiala que si los bienes que han originado la declaratoria de expropiación, no son destinados total o 
parcialmente al fin que le dio causa, dentro del ténnino de cinco anos, el particular afectado puede 
solicitar a la autoridad que haya tramitado el expediente, la reversión total o parcial del bien de que se 
trate o el pago de los daños causados. 

Derecho de Reversión del Acto Administrativo de Expropiación. 
1. Declaratoria de Expropiación. 
2. Causa de Utilidad Pública. 
3. No Aplicación en Cinco Mos. 
4. Resolución en Cuarenta y Cinco Días. 
5. Caducidad en Dos A/los. 

Ley de Exp!Qpiación. 
Articulo 9. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 33, párrafo segundo. 

Ley Agraria . 
Mículo97. 

Ley Minera. 
Artículo 44. 

Recurso de Auto tutela en el Acto Administrativo de Expropiación. 

El recurso de auto tutela es el medio de queja que presenta el particular afectado por el acto 
administrativo, ante el propio Órgano de la Administración Pública que lo emite, a fin d~ conseguir la 
modificación voluntaria de su actuación; dicha denuncia está apoyada en el Derecho de petición que 
señala la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así entonces, el particular puede 
realizar la gestión petitoria ante el órgano público cuando te sea significativo y, por ende, el órgano 
público debe contestar la solicitud. La obligación del órgano de la Administración Pública es dar 
respuesta al recurso de auto tutela, no abordar el fondo del asunto, ni aún resolverto de acuerdo con 
las pretensiones del particular peticionario. Como defensa legal del particular afectado por el acto 
administrativo de expropiación , la Ley de Expropiación no menciona tal recurso; sin embargo, revela 
su similitud con el recurso de revocación. 
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En relación con el Recurso de Auto tutela en el Acto Administrativo de Expropiación, Antonio 
Carrillo establece: ·una determinación tomada por la Administración Pública en ejercicio de sus 
facullades revocando, modificando, anulando o suspendiendo una decisión administrativa, puede 
favorecer al particular. Inclusive es concebible la coincidencia entre el favorecido y el denunciante; sin 
embargo. seguirá tratándose de un fenómeno reflejo y no de un recurso administrativo en sentido 
estricto. 

La auto-tutela de la Administración Pública se manifiesta fundamentalmente en estas medidas 
que puede ella tomar: la revocación, la reforma, la anulación y la suspensión. La revocación y la 
reforma no se distinguen sino en que la revocación emana de la misma autoridad que ha dictado la 
disposición y la reforma de una autoridad jerárquicamente superior; en ambas hay de común el que 
se sustituye con un nuevo acto administrativo el contenido de un acto anterior derogado".6 

Recurso de Auto tutela en el Acto Administrativo de Eicpropiación. 
1. Particular Afectado. 
2. Queja. 
3. Órgano de la Administración Pública. 
4. Modificación Voluntaria. 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 8. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 5. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 19, fracciones 1y11. 

Recurso de Nulidad del Acto Administrativo de Expropiación . 

El ordenamiento jurídico administrativo regula cualquier expresión del acto administrativo, por 
lo que, también comprende los requerimientos para su nulidad. Aún así, para el caso de encontrarse 
excluido algún aspecto, el Órgano de la Administración Pública debe apoyarse en lo estipulado por la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y adoptar los principios generales de Derecho. 
Doctrinalmente, la teoría de la nulidad del acto administrativo señala los mecanismos necesarios para 
declarar nula la actuación del Órgano de la Administración Pública, pero expone diversos factores; 
tales como la voluntad viciada del órgano público y la omisión de la forma en su materialización. Sin 
embargo, como defensa legal del particular afectado por el acto administrativo de expropiación, la Ley 
de Expropiación no menciona tal recurso. 

Recurso de Nulidad del Acto Administrativo de Expropiación. 
1. Ordenamiento Jurídico Administrativo. 
2. órgano de la Administración Pública. 
3. Vicio de la Voluntad. 
4. Informalidad en la Materialización. 
5. Nulidad del Acto. 

Consti1uciór. Política de los Estados Unidos Mexícanos. 
Articulo 14. párrafos primero y segundo. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexícanos. 
Articulo 16, párrafo primero. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 5. 

6 Carrilo Flores. Antonio. LA JUSTICIA FEDERAL Y LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. Porrua. México, 199l . Página 106. 



Ley Federal del Procedimiento Administralivo. 
Artículo 6 . 

Ley Federal del Procedimiento Administrahvo. 
Articulo 41 . 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 21, fracción IV. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 23. 

Recurso de Nufidad por Desviación de Poder en el Acto Administrativo de Expropiación. 
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Doctrinalmente, cualquier acto administrativo debe ser declarado nulo cuando tiene algún vicio 
en su emisión, esta decisión tiene diversas causas; tales como el incumplimiento de la finalidad, la 
irregularidad en la fonna de materializarse y la omisión en la comunicación al particular interesado. 
Por lo tanto, la presencia de extravíos jurídicos invalida el acto administrativo de expropiación. La 
desviación de poder es la anomalía que comete el órgano de la Administración Pública al producir el 
acto administrativo de expropiación. aunque sin implicar la violación directa de la nonnativldad. En 
efecto, lo que vulnera la desviación de poder es el fin que persigue la ley, referido al sentido implícito 
del ordenamiento jurídico administrativo esta~lecido por el Poder Legislativo. En tal caso, la falta de 
motivación en la expresión del acto administrativo afecta la apreciación de su materialidad en distintos 
aspectos; tales como el cumplimiento y la extinción consecuente. 

Considerando la posible ilegalidad del fin en el acto administrativo de expropiación, expresada 
en la desviación de poder, debe establecerse la garantía específica que la impida. Actualm~nte. no 
existe ninguna disposíción protectora contra tal abuso de autoridad, prevaleciendo el criterio de 
eliminar cualquier ordenanza que limite la autoridad del Estado; no obstante, pennanece reservada la 
potestad anuladora de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los tribunales federales para 
los casos de notoria injusticia. La doctrina anterior sólo considera el exceso de poder en cuanto a las 
posibles invasiones de una función del Estado sobre otra; en cambio, la doctrina actual condena la 
actuación del órgano público cuando se conduce arbitrariamente. Sin embargo, como defensa legal 
del particular afectado por el acto administrativo de expropiación. la Ley de Expropiación no menciona 
tal recurso. 

En relación con el Recurso de Nulidad por Desviación de Poder en el Acto Administrativo de 
Expropiación, Gonzalo Annlenta establece: "Habrá desviación de poder todas las veces que falte una 
correspondencia efectiva entre el acto administrativo y el fin para el que se dio a la administración la 
potestad para actuar. 

De estas consideraciones doctrinales vemos como el desvío de poder no se relaciona con la 
ilegalidad, sino a lo que se refiere es realmente a la transgresión del espíritu de la ley".7 

Recurso de Nulidad por Desviación de Poder an el Acto Administrativo de Expropiación. 
1. Vicio del Acto Administrativo. 

Incumplimiento del Fin. 
Irregularidad en Materialización. 
Omisión de Notificación. 

2. Acto Ilegal. 
3. Invasión de Función. 

7 Armíenta He<Mncfez. GoozalO. TRATADO TEÓRICO PRÁCTICO DE LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS Porrúa Méxlco. 1996. 
P~tna37. 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 14. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 3. fracción 111. 

Suprema Corte de Justici.a de la Nación. 
Jurisprudencia. 
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El articulo 14 de la Constitución Pol!tica de los Estados Unidos Mexicanos. no fija ninguna fimitación fundamental 
para la autoridad administrativa. ni siquiera estable<:e la garantia de audiencia en el procedimiento administrativo. 
sino que solamente obliga a la autoridad a sujetarse a la ley. Lo único que establece es la sujeción del acto a la 
ley, pero no da ninguna base ni criterio acen::a de cómo ha de ser esta ley para que tenga el particular los 
Derechos que frente a la Administración se estime que derivan de la estructura juridica, social y económica de 
México. 

Recurso de Revocación del Acto Administrativo de Expropiación . 

El recurso de revocación es la Impugnación escrita que et particular afectado por el acto 
administrativo de expropiación presenta ante el Órgano de la Administración Pública que to emite a fin 
de obtener una nueva resolución sobre et fondo del asunto. De acuerdo con ta doctrina, et Órgano de 
ta Administración Púbíica tiene inherente capacidad para revocar sus propios actos, aunque requiere 
estar determinada en et ordenamiento jurídico administrativo. Cuando dicha normatividad no concede 
al particular afectado por el acto administrativo de e.xpropiación et Derecho para instar su revocación, 
se tiene por inexistente tal recurso, aún cuando ta propuesta esté apoyada por et Derecho de petición 
sel\alado en ta Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; toda vez que, et Derecho de 
petición ampara una denuncia particular sin carácter de recurso administrativo. Asimismo, no debe 
confundirse ta revocación del acto administrativo con ta reforma del acto administrativo. 

la revocación administrativa procede del órgano público emisor del acto objetado y ta reforma 
administrativa procede de un órgano público jerárquicamente superior al órgano público emisor del 
acto objetado. El contenido del recurso de revocación, puede atender al estudio de dos aspectos; ta 
legalidad del acto rebatido o la oportunidad del acto rebatido; de acuerdo con tas facultades que el 
ordenamiento jurídico admínistrativo estipule, et Órgano de la Administración Pública que funge como 
revisor del acto impugnado, puede examinar el que corresponda. El estudio de ta legalidad en el acto 
administrativo de expropiación investiga su apego estrícto al ordenamiento jurídico administrativo y el 
estudio de la oportunidad en el acto administrativo de expropiación investiga su conveniencia para el 
interés público. El recurso de revocación está sel\alado en el artículo 5 de ta ley de Expropiación y 
busca obtener la terminación de efectos jurídicos del étctO administrativo de expropiación. 

la teoria del Derecho Administrativo afirma que no son equivalentes los conceptos sel'lalados; 
el recurso de revocación y ta revocación administrativa. El recurso de revocación inicia a instancia del 
particular afectado por et acto administrativo de expropiación, dejando al Órgano de la Administración 
Pública la decisión sobre la conveniencia de disotverto. La revocación administrativa trasciende por 
propia determinación del órgano de la Administración Pública emisora del acto administrativo de 
expropiación; el órgano público tiene la facultad de crear el acto administrativo, pero también tiene la 
facultad de retirarlo del ámbito jurídico. El extremo de ta revocación administrativa está circunscrno a 
no afectar el Derecho patrímonial de los particulares. aún reuniendo cada uno de los requisitos que 
correspondan . 

Re<:urso de Revocación del Acto Administrativo de Expropiación. 
1. Acto Administrativo Unilatersl. 



2. órgano de la Administración Pública. 
3. Modificación del Interés Público. 
4. Terminación del Acto Administrativo. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 8. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 5. 

Ley de Expropiación. 
Artículo 6. 

Ley de Expropiación. 
Artículo 8. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 11, fracción VI. 

Extinción del Acto Administrativo de Expropiación. 
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La extinción del acto administrativo ocurre por causas inicialmente imprevistas que aparecen 
procedidas de la actuación del Órgano de la Administración Pública. Doctrinalmente, la conclusión 
jurfdica del acto administrativo está vinculada en dive.rsos aspectos; tales como la extinción del acto y 
la cesación de efectos del acto. Por lo tanto, la extinción del acto administrativo de expropiación surge 
derivada de diversas condiciones legales previstas; tales como la cesación de efectos jurídicos, la 
expiración de plazo y el cumplimiento de finafidad. 

En relación con la Extinción del Acto Administrativo de Expropiación, Luis DelgadiBo establece: 
"La extinción de los actos administrativos es la forma o modo en que éstos dejan de surtir sus 
efectos, en virtud de que desapareoen del mundo jurídico. 

Cuando el acto administrativo se ha manifestado con plena validez y eficacia, en virtud de 
haber seguido el procedimiento legal para su formación y tener todos sus elementos. tiene una vida 
determinada que puede concluir por diversas razones".ª 

Extinción del Acto Administrativo de Expropiación. 
1. órgano de la Administración PúbUca. 
2. Acto Administrativo. 
3. Extinción. 

Anulación. 
Revocación. 

4. Cesación de Efectos Jurídicos. 
Expiración de Plazo. 
Cump6miento de Finafidad. 

Ley Federal del Procedímiento Administrativo. 
Articulo 11 . 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 21 . 

8. Abrogación. 

8 Det¡acWo Gutterrez. Luis Humberto COMPENDIO DE DERECHO AOMINISTRATNO. PRIMER CURSO Porrúa Mexico. 1997 Pég1na 
305. 
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lníustlficada Violación por Omisión de la Garantía de Previa Audiencia en el Procedimiento 
Administrativo de Expropiación. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece el fundamento jurídico 
del procedimiento administrativo de expropiación actual. En el contenido relativo al procedimiento 
administrativo de expropiación, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos fija que las 
expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública y mediante indemnización. En 
cuanto a las causas de utilidad púbtica en el procedimiento administrativo de expropiación, señala 
que las leyes de la Federación y de los Estados en sus respectivas jurisdicciones, determinarán los 
casos en que sea de utilidad pública la ocupación de la propiedad privada. Respecto del órgano del 
Estado facultado para dedarar1a, índica que de acuerdo con dichas leyes la autoridad administrativa 
hará la dedaración correspondiente. Referente al importe de la indemnización por el bien afectado, 
determina que se basará en la cantidad que como valor fiscal de ella figure en las oficinas catastrales. 

Con relación a la participación de la autoridad judicial en el procedimiento administrativo de 
expropiación, establece que el exceso de valor o el demérito que haya tenido la propiedad particular 
por las mejoras o deterioros ocurridos con posterioridad a la fecha de la asignación del valor fiscal, 
será lo único que deberá quedar sujeto a juicio pericial y a resolución judicial, puntualizando que, esto 
mismo se observará cuando se trate de objetos cuyo valor no esté fijado en las oficinas rentisticas. 
De lo anterior se desprende que, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos subraya 
con toda precisión el tenor de intervención para los diversos Órganos del Estado en el procedimiento 
administrativo de expropiación, expresando que al Poder Legislativo le concierne determinar la causa 
de utiidad pública aplicable al procedimiento, mientras que, al Poder Ejecutivo le atañe la dedaración 
especifica de que existe la causa de utilidad pública invocada. 

No obstante, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es omisa en explicar a 
cuál de ambos Órganos del Estado corresponde la facultad de ejecutar realmente la expropiación. en 
el sentido de quitar corporalmente el bien expropiado al particular afectado por el procedimiento. 
Debido a tal falta de dedaración expresa, el partícular ha sido perjudicado en cualquier cantidad de 
procedimientos administrativos de expropiación donde el órgano de la Administración Pública actúa a 
su capricho, alegando que se reúnen los elementos para hacer la dedaratoria de utilidad públlca. y 
despoja de su propiedad al particular sin darle ocasión para defenderse ante el juez de lo contencioso 
administrativo. Para sustentar esta equivocada opinión se recurre a la interpretación más tramposa 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, argumentando que no es forzosa la 
intervención del órgano judicial, toda vez que, el texto de éste párrafo no la menciona. 

Con fundamento en esta lectura simple, en la actualidad el procedimiento administrativo de 
expropiación viola por omisión la Garantía de Previa Audiencia que corresponde al particular afectado 
frente a la falsa intención del Órgano de la Administración Pública. Conforme a la legislación vigente, 
después de que el Poder Legislativo determina en la Ley de Expropiación el conjunto de causas de 
utilidad pública procedentes para iniciar el procedimiento administrativo de expropiación, y después 
de que el Poder Ejecutivo hace la declaratoria de utilidad pública al caso preciso, señalando el bien 
que según su criterio satisface dícha necesidad, la Ley de Expropiación omite dar intervención al 
Poder Judicial, salvo en lo relativo al procedimiento de Indemnización; y todavla reducido al estricto 
exceso de valor que haya tenido la propiedad particular por las mejoras que se le hubieran hecho con 
posterioridad a la fecha de la asignación del valor fiscal. 

Este criterio está equivocado, toda vez que, al sustentarse en una interpretación literal de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deja de lado su espíritu; si bien es cierto que 
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textualmente el artículo 27, fracción VI, párrafo segundo señala que el exceso de valor o el demérito 
que haya tenido la propiedad particular por las mejoras o deterioros ocurridos con posterioridad a la 
fecha de la asignación del valor fiscal, será lo único que deberá quedar sujeto a juicio pericial y a 
resolución judicial; también es cierto que el párrafo tercero del propio precepto establece que el 
ejercicio de las acciones que corresponden a la Nación. por virtud de las disposiciones del presente 
artículo. se hará efectivo por el procedimiento judicial. Así pues, como la expropiación constituye una 
de las acciones que a la Nación corresponden, por virtud del ánimo jurídico contenido en la misma 
legislación suprema, es facultad del particular afectado recurrir ante el juez administrativo. 

Además, el pensamiento de equidad juridica que inspiró la redacción de la norma superior 
está directamente expresado en el artículo 14, párrafo segundo de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos que señala que nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus 
propiedades, posesiones o Derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos. en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las 
leyes expedidas con anterioridad al hecho; no debe entonces interpretarse lo que con toda precisíón 
está indicado en este mandato. La Garantía de Prevía Audiencia es el Derecho que corresponde a 
cualquier particular dentro del Estado frente al Poder Público, a fin de evitar ser afectado por actos de 
capricho que pudiera cometer en su contra; no hay en el espiritu de dicho texto, intención alguna para 
distinguir entre uno y otro acto juñdico que ejecuta el órgano de la Administración Pública. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 14, párrafo segundo_ 

Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, párrafo segundo; fracci6n Vl, párrafos segundo y tercero. 

Ley de Elqlropiación. 
Articulo 1. 

Ley de Elqlropiación. 
Artículo 2. 

Ley de Elqlropia<:ión. 
Articulo 3. 

Ley de Elqlropiación. 
Articulo 7. 

Ley de Elqlropiación. 
ArtiC411o 8. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 61. 

lncorporacíón de la Garantía de Previa Audiencia al Procedimiento Administrativo dE 
Expropiación, a través dP. reformar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
la Ley de Expropíacíón. 

El régimen juridico que concierne al procedimiento administrativo de expropiación determina. 
con precisión, cuál es el conjunto de autoridades que intervienen en la tramitación y en qué consiste 
su participación. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos Indica que el órgano 
judicial solamente interviene en cuanto exista reclamación del particular afectado por la fijación del 
monto de la indemnización por posibles mejoras posteriores a la fijación del valor fiscal, o en el de 
que dicho importe no exista registrado en las oficinas rentisticas. De tal manera que, la autoridad que 
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fija la indemnización, fuera de esas cuestiones excepcionales. es et órgano administrativo, existiendo 
como argumento no sólo la razón que deriva de la propia Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, sino la circunstancia de que la fijación del monto de la indemnización no implica por su 
naturaleza jurídica la realización de un acto jurisdiccional. 

En efecto, la normatividad actual que establece la Constitución Politica de los Estados Unidos 
Mexicanos deja juridicamente imposibilitado al particular afectado por el procedimiento administrativo 
de expropiación, toda vez que, carece de Derecho para acudir ante los órganos judiciales a presentar 
su reclamo, salvo que sea respecto al monto que pretenda pagarte el Estado. Doctrinalmente, la 
decisión del Estado en la cual reconoce su obligación de pagar una suma determinada como justa 
contraprestación en el caso de la expropiación, no supone la existencia de un conflicto, pues no 
puede existir una diferencia de intenciones cuando aún no ha sido fijada la del órgano administrativo. 
Esta teoría rezagada aduce que cuando la Constitución Política de los Estados Unidos Mexlcanos 
señala la obligación del Estado para pagar la indemnización, sólo hace el reconocimiento de su 
deuda y la fija tomando la base que establece la ley, pero sin generar controversia. 

La realidad es totalmente contraria, cuando el Estado por medio de ese acto administrativo de 
expropiación crea una situación jurídica Individual para el particular afectado, hace nacer a su favor 
un Derecho que consiste en defender su propiedad, por to que, la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y la Ley de Expropiación, acordes con esta idea de justicia deben sel'lalar 
con toda precisión que el particular afectado puede hacer válida su Garantla de Previa Audiencia 
ante los tribunales cuando lo estime pertinente; además del aédito por el monto de la suma relativa a 
la indemnización. De manera que, de acuerdo con los conceptos renovadores del procedimiento 
administrativo de expropiación, el acto de fijación de la indemnización reviste sólo una parte del 
posible conflicto entre el órgano administrativo y el particular afectado, debiendo agregarse la fundada 
protección al Derecho de propiedad en la legislación actual. 

Indebidamente, el procedimiento administrativo de expropiación actual establece que toca al 
Poder Ejecutivo la declaración de utilidad pública y la ocupación del bien expropiado, sin dar ninguna 
oportunidad al particular afectado para oponerse a dichas declaratoria y ocupación material de su 
propiedad. La falta de una razonable prevención legal en ta Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexlcanos y por ende en la Ley de Expropiación ha generado esta aberración jurídica, que 
corresponde a una excepción al principio de equidad entre los integrantes del Estado. Hasta ahora, la 
única forma reconocida para dar intervención al ejercicio del órgano judicial en el indiscutible conflicto 
de intereses entre el Poder Ejecutivo y et particular afectado es posterior al acto de fijación del monto 
relativo a la indemnización. Resulta inconcebible que sólo en el supuesto de inconformidad por la 
cantidad a pagar1e pueda quejarse ante los tribunales quien resulta arrebatado de su patrimonio. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación refiere estos conceptos al determinar que no es 
necesario que la Ley de Expropiación establezca la Garantía de Previa Audiencia, toda vez que, el 
Órgano de la Administración Pública puede válidamente acatar una garantía individual consagrada 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aunque no lo ordene la ley secundaria. 
Aunque el Presidente de la República, el gobernador del Estado y el Presidente municipal, tienen 
facultades para iniciar el procedimiento administrativo de expropiación en contra del particular 
propietario del bien, y aún cuando lo justifiquen alegando que existe una evidente causa de utilidad 
pública, no implica ningún esfuerzo averiguar quién es el propietario de dicho lote. No obstante, existe 
la idea equivocada de que el Estado no debe esperar ni un momento ante la indudable situación de 
urgencia que inicia el procedimiento expropiatorio. 
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El cúmulo de expropiaciones que se realizan sin producirse un escenario de premura es 
formidable, entonces no existe causa alguna que justifique la arbitrariedad jurídica que significa omitir 
el Derecho del particular afectado para ser oído y venciao en juicio. Sin embargo, siguiendo el criterio 
de ta Suprema Corte de Justicia de la Nación, tal Garantia de Previa Audiencia ya se encuentra 
instituida en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que no hay necesidad 
de modificar ninguna legislación. Es el Poder Ejecutivo quien de propia iniciativa debe respetarta, 
notificando al particular afectado cuando pretenda comenzar el procedimiento administrativo de 
expropiación en contra de su Derecho de propiedad. Resuelve la omisión con identificar al propietario 
de la finca requerida y hacerte llegar el comunicado que explique cuál es el motivo de la pretensión, 
dándole el término suficiente para oponerse a la causa de utilidad pública mencionada. 

El documento que notifique el inicio del procedimiento administrativo de expropiación debe ser 
dirigido al particular ciertamente propietario del bien reclamado, señalando por qué se estima que hay 
una causa de utilidad pública y para el fin de que manifieste lo que a su Derecho convenga. Resulta 
claro que aunque no sea obligatorio, es de justicia oír a quien expone su patrimonio en el trance que 
se intenta. Además, si en efecto se notifica al particular afectado, lo más que podría pasar es dejar 
probada la· presunción manifestada por el Órgano de la Administración Pública en cuanto a la causa 
de utilidad púbfica, y toda vez que, positivamente su actuación se apega al principio de buena fe, 
llegado el momento, el particular afectado tendrá que atenerse a la conclusión obtenida. Como la ley 
se aprica por igual a todos los gobernados, no habrá problemas posteriores: no porque así lo 
prevenga la Constitución Polftica de los Estados Unidos Mexicanos, sino por su justicia. 

Por lo anterior, es pertinente establecer que agotado el recurso administrativo de revocación 
que ser'iala el articulo 5 de la Ley de Expropiación, debe reconocerse al particular afectado por el 
procedimiento administrativo de expropiación el Derecho para acudir ante la autoridad judicial a fin de 
combatir la declaratoria de utilidad pública emitida por el Poder Ejecutivo Federal. La Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de Expropiación, siguiendo estas ideas, fijarán que 
el particular afectado en su propiedad por el acto expropiatorio podrá iniciar Juicio de Nulidad ante el 
Tnbunal Federal de Justicia Fiscal y Adminístrativa, donde presentará las pruebas pertinentes para 
controvertir la declaratoria de utilidad pública, asl como reclamar la restitución del bien, el pago del 
daño causado, el pago del perjuicio causado y, en caso de resultar vencido en los rubros anteriores, 
el monto del justo pago como concepto de indemnización. 

Al efecto, el juez federal competente en materia fiscal y administrativa, notificará al Órgano de 
la Administración Pública demandado, del término en que deberá contestar la queja; a ambas partes, 
del término para ofrecer y desahogar pruebas, de la designación de peritos en un plazo de tres días y 
un perito tercero en caso de discrepancia de criterios. Del mismo modo, La Constitución Politica de 
los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de Expropiación, en este sentido, fijarán que el particular 
afectado en su propiedad por el acto expropiatorio podrá iniciar Juicio de Amparo ante el Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa, donde presentará las pruebas pertinentes para quejarse por la 
violación de sus garantias individuales que realiza !a autoridad responsable, así como solicitar el 
amparo y la protección de la Justicia Federal. 

Constitución Polltíca de tos Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 14, pálT8fo segundo. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, pérrafo segundo; fracción VI, párrafos segundo y tercero. 

Ley Reglamentaria del Articulo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo. 
Articulo 10. 



Ley de Expropiación. 
Articulo 1. 

Ley de Expropiación. 
Artículo 2. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 3. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 4. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 5. 

Ley de Expropiación. 
Artículo 6. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 7. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 8. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 9. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 20. 

Ley Orgánica de la Admínistración Pública Federal. 
Artículo 27, fracción XX. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 14. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 63, fracción 11. 

Ley de Aguas Nacionales. 
Artículo 6, fracciones 111 y r.t. 

Ley de Aguas Nacionales. 
Artículo 72, fracción V. 

Ley de Aguas Nacionales. 
Artículo 73, fracción 111. 

Ley de Aguas Nacionales. 
Articulo 7 4. 

Ley de Aeropuertos. 
Articulo 37. 

Ley Agraria. 
Artículo 93. 

Ley Agraria 
Articulo 94. 

Ley Agraria. 
At1iculo 95. 
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Ley Agraria. 
Articulo 96. 

Ley Agraria. 
Articulo 97. 

Ley Agraria. 
Articulo 152, fracción VII. 

Ley Minera. 
Articulo 7, fracción VII. 

Ley Minera. 
Articulo 19, fracción IV. 

Ley Minera. 
Articulo 21 . 

Ley Minera. 
Artículo 44. 

Código Civil Federal. 
Articulo 580. 

Código Civil Federal. 
Articulo 735, fracción 11. 

Código Civil Federal. 
Articulo 741 , fracción rv. 

Cóóigo Civil Federal. 
Articulo 7 42. 

Código Civil Federal. 
Articulo 828, fracción VII. 

Código Civil Federal. 
ArtíClllo 2483, fracción VII. 

Código Civil Federal. 
Artí Clllo 2 456. 

Código Civil Federal. 
Artículo 2457. 

Código Civil Federal. 
Artículo 2458. 

Código Civil Federal. 
Articulo 2496. 

Código Civil Federal. 
Articulo 3043, fracción Vll. 

Código Civil Federal. 
Artículo 3061 . 

Código Civil Federal. 
Artículo 3062. 

Código Federal de Procedimientos Civiles. 
Articulo 521 . 
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Código Federal de Procedimientos Civiles 
Articulo 522. 

Código Federal de Procedimientos Civíles. 
Artículo 523. 

CÓdigo Federal de Procedimientos Ciwes. 
Articulo 524. 

Código Federal de Procedimientos C1v~es. 
Artículo 525. 

Código Federal de Procedimientos Civiles. 
Articulo 526. 

Código Federal de Procedimientos Civies. 
Articulo 527. 

Código Federal de Procedimientos Civles. 
Articulo 528. 

Código Federal de Procedimientos Civiles. 
Articulo 529. 
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CONCLUSIONES. 

1. Cuando el gobierno federal pretendió expropiar por una supuesta causa de utilidad pública 
los terrenos ejidales ubicados en los municipios de Chimalhuacán, Ateneo y Texcoco, 
Estado de México; por tratarse del único patrimonio de los particulares afectados en el 
Decreto dictado el 22 de octubre de 2001, generó de inmediato una doble inseguridad en 
México; la jurídica y la política. Desde el punto de vista jurídico ha quedado al descubierto 
la grave injusticia cometida en contra del particular afectado durante el procedimiento 
administrativo de expropiación al despojarte de su propiedad. mientras que al mismo 
tiempo, se le niega el ejercicio de la Garantía de Previa Audiencia establecida a favor de 
cualquier particular en el articulo 14. párrafo segundo de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

2. El conjunto de disposiciones jurídicas que fundamenta al procedimiento administrativo de 
expropiación vigente, adolece en su origen por contravenir lo dispuesto por el artículo 14, 
párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que señala 
que nadie podrá ser privado de la vida, de la Hbertad o de sus propiedades, posesiones o 
Derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el 
que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes 
expedidas con anterioridad al hecho. El incumplimiento de tal precepto violenta el Derecho 
del particular afectado que resguarda su contenido, constituido como Garantía de Previa 
Audiencia, Derecho para ser vencido y oído en previo juicio al despojo material del bien 
expropiado. 

3. Por lo anterior, el artículo 27, fracción VI, párrafo segundo de la Constitución Politica de los 
Estados Unidos Mexicanos, que set'lala que el exceso de valor o el demérito que haya 
tenido la propiedad particular por las mejoras o deterioros ocurridos con posterioridad a la 
fecha de la asignación del valor fiscal, será lo único que deberá quedar sujeto a juicio 
pericial y a resolución judicial; es contrario a los principios de equidad y de seguridad 
jurídica que hacen posible la vida social en el Estado. El Poder Legislativo debe reformar 
dichas expresiones, incluidas en el texto de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, a fin de incorporar al procedimiento administrativo de expropiación la Garantía 
de Previa Audiencia que atañe a cualquier acto jurídico del Estado y en especial al acto 
expropiatoño de la propiedad particular que realíza el Poder Ejecutivo. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, fracción VI, párrafo segundo. 
Las leyes de la Federación y de los Estados en sus respectivas jurisdicciones. 
determinarán los casos en que sea de utilidad pública la ocupación de la propiedad 
privada, y de acuerdo con dichas leyes la autoridad administrativa hará la declaración 
corraspondiente. El precio que se fijará como indemnización a la cosa expropiada, se 
basará en la cantidad que como valor fiscal de ella figure en las oficinas catastrales o 
recaudadoras, ya sea que este valor haya sido manifestado por el propietario o 
simplemente aceptado por él de un modo tácito por haber pagado sus contribuciones con 
esta base. El exceso de valor o el demérito que haya tenido la propiedad particular por las 
mejoras o deterioros ocurridos con posterioridad a la fecha de la asignación del valor 
fiscal, será lo único que deberá quedar sujeto a juicio pericial y a resolución judicial. Esto 
mismo se observará cuando se trate de objetos cuyo valor no esté fijado en las oficinas 
rentísticas. 
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Se modifica en lo conducente al procedimiento administrativo de expropiación para quedar 
de la forma siguiente: 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, fracción VI, párrafo segundo. 
Las leyes de la Federación y de los Estados en sus respectivas jurisdicciones, 
determinarán los casos en que sea de utilidad pública la ocupación de la propiedad 
privada, y de acuerdo con dichas leyes la autoridad administrativa hará la declaración 
correspondiente. El precio que se fijará como indemnización a la cosa expropiada, se 
basará en la cantidad que como valor fiscal de ella figure en las oficinas catastrales o 
recaudadoras, ya sea que este valor haya sido manifestado por el propietario o 
simplemente aceptado por él de un modo tácito por haber pagado sus contribuciones con 
esta base. La declaración de expropiación por causa de utilidad pública que realice el 
Poder Ejecutivo estará sujeta a resolución judicial. Esto mismo se observará respecto al 
exceso de valor o el demérito que haya tenido la propiedad particular por las mejoras o 
deterioros ocurridos con posterioridad a la fecha de la asignación del valor fiscal y cuando 
se trate de objetos cuyo valor no esté fijado en las oficinas rentisticas. 

4. Es preciso que el Poder Legislativo revise el procedimiento administrativo de expropiación, 
en especial la parte que atafle a la Garantía de Previa Audiencia del particular afectado 
por el daño patrimonial, toda vez que, el artículo 27, fracción VI, pánrafo segundo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que indica que el exceso de valor 
o el demérito que haya tenid.o la propiedad particular por las mejoras o deterioros 
ocurridos con posterioridad a la fecha de la asignación del valor fiscal, será lo único que 
deberá quedar sujeto a juicio pericial y a resolución judicial; viola tal garantía. El Poder 
Legislativo debe reformar el articulo 27. fracción VI, pánrafo segundo de la Constitución 
Politica de los Estados Unidos Mexicanos. apuntando que, la declaración de expropiación 
por causa de utilidad pública que realiza el Poder Ejecutivo está sujeta a juicio. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 27, fracción VI, pánrafo segundo. 
Las leyes de la Federación y de los Estados en sus respectivas jurisdicciones. 
determinarán los casos en que sea de utilidad pública la ocupación de la propiedad 
privada, y de acuerdo con dichas leyes la autoridad administrativa hará la declaración 
correspondiente. El precio que se fijará como indemnización a la cosa expropiada, se 
basará en la cantidad que como valor fiscal de ella figure en las oficinas catastrales o 
recaudadoras, ya sea que este valor haya sido manifestado por el propietario o 
simplemente aceptado por él de un modo tácito por haber pagado sus contribuciones con 
esta base. El exceso de valor o el demérito que haya tenido la propiedad particular por las 
mejoras o deterioros ocurridos con posterioridad a la fecha de la asignación del valor 
fiscal, será lo único que deberá quedar sujeto a juicio pericial y a resolución judicial. Esto 
mismo se observará cuando se trate de objetos cuyo va!or no esté fijado en las oficinas 
rentísticas. 

Se modifica en lo conducente al procedimiento administrativo de expropiación para quedar 
de la forma siguiente: 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, fracción VI, párrafo segundo. 
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Las leyes de la Federación y de los Estados en sus respectivas jurisdicciones. 
determinarán los casos en que sea de utilidad pública la ocupación de la propiedad 
privada, y de acuerdo con dichas leyes la autoridad administrativa hará la dedaración 
correspondiente. El precio que se fijará como indemnización a la cosa expropiada, se 
basará en la cantidad que como valor fiscal de ella figure en las oficinas catastrales o 
recaudadoras, ya sea que este valor haya sido manifestado por el propietariO o 
simplemente aceptado por él de un modo tácito por haber pagado sus contribuciones con 
esta base. La declaración de expropiación por causa de utilidad pública que realice el 
Poder Ejecutivo estará sujeta a resolución judicial. Esto mismo se observará respecto al 
exceso de valor o el demérito que haya tenido la propiedad particular por las mejoras o 
deterioros ocurridos con posterioridad a la fecha de la asignación del valor fiscal y cuando 
se trate de objetos cuyo valor no esté fijado en las oficinas rentística;;. 

5. De igual modo, el articulo 27, fracción VI, párrafo tercero de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que sellala que el ejercicio de las acciones que corresponden 
a la Nación, por virtud de las disposiciones del presente articulo, se hará efectivo por el 
procedimiento judicial; debe aplicar para el procedimiento administrativo de expropiación, 
considerando que no se vincula al Estado de Derecho constituir excepciones a la Garantía 
de Previa Audiencia, aún cuando se Intente aducir que el interés colectivo está por encima 
del interés particular. Desde ningún punto de vista puede un acto jurídico del Estado ser 
distinguido de la generalidad de actos que efectúa el Estado, toda vez que, tal separación 
violenta el principio de igualdad jurídica entre las personas que integran la población del 
Estado. 

Constitución PollUca de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27. fracción VI, párrafo tercero. 
El ejercicio de las acciones que corresponden a la Nación, por vi.rtud de las disposiciones 
del presente artículo, se hará efectivo por el procedimiento judicial; pero dentro de este 
procedimiento y por orden de los tribunales correspondientes, que se dictará en el plazo 
máximó de un mes, las autoridades adm:nistrativas procederán desde luego a la 
ocupación, administración, remate o venta de las tierras o aguas de que se trate y todas 
sus accesiones, sin que en ningún caso pueda revocarse lo hecho por las mismas 
autoridades antes de que se dicte sentencia ejecutoriada. 

Se modifica en lo conducente al procedimiento administrativo de expropiación para quedar 
de la forma siguiente: 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, fracción VI, párrafo tercero. 
El ejercicio de tas acciones que corresponden a la Nación , por virtud de las disposiciones 
del presente llrticulo, se hará efectivo por el procedimiento judicial; pero dentro de este 
procedimiento y por orden de los tribunales correspondientes, que se dictará en el plazo 
máximo de . un mes, las autoridades administrativas procederán desde luego a la 
ocupación, administración, remate o venta de las tierras o aguas de que se trate y todas 
sus accesiones, sólo en el caso del acto expropiatorio de la propiedad particular podrá 
revocarse lo hecho por las mismas autoridades, en cumplimiento a sentencia ejecutoriada. 

6. Es preciso que el Poder Legislativo revise el procedimiento administrativo de expropiación. 
en especial la parte que concierne a la participación del Poder Judicial en el desarrollo de 
la tramitación expropiatoria, toda vez que. el artículo 27, fracción VI, párrafo tercero de la 
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. determina que el ejercicio de las 
acciones que corresponden a la Nación, se hará efectivo por el procedimiento judicial; de 
donde se desprende que, la acción administrativa relativa al procedimiento administrativo 
de expropiación está sujeta también a dicha gestión. El Poder Legislativo debe reformar el 
artículo 27, fracción VI, párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en el sentido de puntualizar que. en efecto. la expropiación es una acción que 
la Nación hará efectiva por el procedimiento judicial. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, fracción VI, párrafo tercero. 
El ejercicio de las acciones que corresponden a la Nación, por virtud de las disposiciones 
del presente articulo, se hará efectivo por el procedimiento judicial; pero dentro de este 
procedimiento y por orden de los tribunales correspondientes. que se dictará en el plazo 
máximo de un mes, las autoridades administratívas procederán desde luego a la 
ocupación, administración, remate o venta de las tierras o aguas de que se trate y todas 
sus accesiones, sin que en ningún caso pueda revocarse lo hecho por las mísmas 
autoridades antes de que se dicte sentencia ejecutoriada. 

Se modifica en lo conducente al procedimiento administrativo de expropiación para quedar 
dé la fonna siguiente: 

Constitución Política de tos Estados Unidos Mexicanos. 
Art.ículo 27, fraoción VI, párrafo tercero. 
El ejercicio de las acciones que corresponden a la Nación, por virtud de las disposiciones 
del presente articulo, se hará efectivo por el procedimiento judicial; pero dentro de este 
procedimiento y por orden de tos tribunales correspondientes, que se dictará en el plazo 
máximo de un mes, las autoridades administrativas procederán desde luego a la 
ocupación, administración, remate o venta de las tierras o aguas de que se trate y todas 
sus accesiones, sólo en el caso del acto expropiatorio de la propiedad particular podrá 
revocarse lo hecho por las mismas autoridades, en cumplimiento a sentencia ejecutoriada. 

7. Es necesario que el Poder Legislativo corrija el contenido del procedimiento administrativo 
de expropiación, en especial la parte que concierne a la Garantia de Previa Audiencia del 
particular afectado por el menoscabo patrimonial, toda vez que, el artículo 2 de la Ley de 
Expropiación, que indica que en los casos comprendidos en la enumeración del art.iculo 1, 
previa declaración del Ejecutivo Federal, procederá la expropiación, la ocupación 
temporal, total o parcial, o la simple limitación de los Derechos de dominio para los fines 
del Estado o en interés de la colectividad; vulnera tal garantia. El Poder Legislativo debe 
reformar el artículo 2 de la Ley de Expropiación, con el fin de certificar que, la declaración 
de expropiación por causa de utilidad pública que realiza el Poder Ejecutivo está sujeta al 
procedimiento judicial. 

Ley de Expropiación. 
Artículo 2. 
En los casos comprendidos en la enumeración del articulo 1, previa declaración del 
Ejecutivo Federal, procederá la expropiación, la ocupación temporal, total o parcial, o la 
simple limitación de los derechos de dominio para los fines del Estado o en interés de la 
colectividad. 
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Se modifica en lo conducente al procedimiento administrativo de expropiación para quedar 
de ta forma siguiente: 

Ley de Expropiación. 
Articulo 2. 
En los casos comprendidos en la enumeración del articulo 1. previa declaración del 
Ejecutivo Federal, procederá la expropiación. la ocupación temporal, total o parcial, o la 
simple limitación de los derechos de dominio para los fines del Estado o en interés de la 
colectividad. La declaración de expropiación por causa de utilidad pública que realice et 
Poder Ejecutivo estará sujeta al procedimiento judicial. 

8. Es necesario que el Poder Legislativo corrija el contenido del procedimiento administrativo 
de expropiación, en especial la parte que concierne a la Garantía de Previa Audiencia del 
particular afectado por el daño patrimonial, toda vez que, los artículos 3 y 4 de la Ley de 
Expropiación, señalan que la secretaria de Estado tramitará el expediente de expropiación 
y el Ejecutivo Federal hará la declaratoria en el Decreto respectivo que se pubticará en el 
Diaño Oficial de la Federación y será notificado personalmente a los interesados; de donde 
se desprende que, se viola tal garantía. El Poder Legislativo debe refonnar los artículos 3 
y 4 de la Ley de Expropiación, en el sentido de indicar que, el expediente de expropiación 
y la dectaración de expropiación que realiza el Poder Ejecutivo en el Decreto publicado en 
el Diaño Oficial de la Federación están sujetos al procedimiento judicial. 

Ley de Expropiación. 
Artlculo3. 
La secretaria de Estado, departamento administrativo o gobierno del Distrito Federal 
según corresponda, tramitará el expediente de expropiación, de ocupación temporal o de 
limitación de dominio y, en su caso, el Ejecutivo Federal hará la declaratoria en el Decreto 
respectivo. 

Se modifica en lo conducente al procedimiento administrativo de expropiación para quedar 
de la f0m1a siguiente: 

Ley de Expropiación. 
Articulo3. 
La secretaria de Estado, departamento administrativo o gobierno del Distrito Federal 
según corresponda, tramitará el expediente de expropiación , de ocupación temporal o de 
limitación de dominio y, en su caso, el Ejecutivo Federal hará ta declaratoria en el Decreto 
respectivo. El expediente de expropiación y la declaración de expropiación por causa de 
utilidad pública que realice el Poder Ejecutivo estarán sujetos al procedimiento judicial. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 4. 
La declaratoria a que se refiere el artículo anterior, se hará mediante Decreto que se 
publicará en el Diaño Oficial de la Federación y será notificado personalmente a los 
interesados. En caso de ignorarse el domicilio de éstos. surtirá efectos de notificación 
personal una segunda publicación del ·Decreto en el Diaño Oficial de la Federación. 

Se modifica en lo conducente al procedimiento administrativo de expropiación para quedar 
de la forma siguiente: 
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Articulo 4. 
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La declaratoria a que se refiere el articulo anterior. se hará mediante DeCfeto que se 
publicará en el Diario Oficial de la Federación y será notificado personalmente a los 
interesados. iniciando de inmediato el ténnino que otorga la ley para acudir ante el Tribunal 
Administrativo a deducir sus Derechos. En caso de ignorarse el domicilio de éstos, surtirá 
efectos de notificación personal una segunda publicación del Decreto .en el Diario Oficial 
de la Federación. 

9. Es necesario que el Poder Legislativo corrija el contenido del procedimiento administrativo 
de expropiación, en especial la parte que concierne a la Garantía de Previa Audiencia del 
particular afectado por el daño patrimonial. toda vez que, los artículos 5, 6, 7 y 8 de la Ley 
de Expropiación, detenninan que el propietario afectado podrá interponer, dentro de los 15 
días hábiles siguientes a la notificación del Decreto, recurso administrativo de revocación 
contra la declaratoria correspondiente ante la secretaria de Estado que haya tramitado el 
expediente de expropiación; de donde se desprende que, se viola tal garantía. El Poder 
legislativo debe refonnar los articulos 5, 6, 7 y 8 de la Ley de Expropiación, en el sentido 
de indicar que. después de notificada al particular afectado, la declaratoria que realiza el 
Poder Ejecutivo en el Decreto está sujeta al procedimiento judicial. 

Ley de Expropiación. 
Artículo 5. 
Los propietarios afectados podrán interponer, dentro de los 15 días hábiles siguientes a la 
notificación del Decreto recurso administrativo de revocación contra la declaratoria 
correspondiente. 

Se modifica en lo conducente al procedimiento administrativo de expropiación para quedar 
de la fonna siguiente: 

Ley de Expropiación. 
Articulo 5. 
Los propietarios afectados podrán interponer, dentro de los 15 dlas hábiles siguientes a la 
notificación del Decreto recurso administrativo de revocación contra la declaratoria 
correspondiente. En caso de que éste haya sido resuelto en contra de las pretensiones del 
recurrente, dispondrá de los 5 días hábiles subsiguientes a la notificación de la resolución 
dictada por la autoridad administrativa para acudir ante el Tribunal Administrativo. 

Ley de Expropiación. 
Artículo 6. 
El recurso administrativo de revocación se interpondrá ante la secretaría de Estado 
departamento administrativo o gobierno del territorio que haya tramitado el expediente de 
expropiación, de ocupación temporal o de límitación de dominio. 

Se modifica en lo conducente al procedimiento administrativo de expropiación para quedar 
de la forma siguiente: 

Ley de Expropiación. 
Artículo 6. 
El recurso administrativo de revocación se interpondrá ante. la secretaria de Estado 
departamento administrativo o gobierno del territorio que haya tramitado el expediente de 
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expropiación, de ocupación temporal o de limitación de dominio. Por su parte, la demanda 
judicial que inicia el procedimiento se interpondrá ante el Tribunal Administrativo conforme 
a las reglas que señala la Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 

Ley de Expropiación. 
Artículo 7. 
Cuando no se haya hecho valer el recurso administrativo de rovación a que se refiere el 
artículo 5 o en caso de que éste haya sido resuelto en contra de las pretensiones del 
recurrente, la autoridad administrativa que corresponda procederá desde luego a la 
ocupación del bien o de cuya expropiación u ocupación temporal se trate, o impondrá la 
ejecución inmediata de las disposiciones de limitación de dominio que procedan. 

Se modifica en lo conducente al procedimiento administrativo de expropiación para quedar 
de la forma siguiente: 

Ley de Expropiación. 
Articulo 7. 
Cuando no se haya hecho valer el recurso administrativo de rovación a que se refiere el 
artículo 5 o en caso de que éste haya sido resuelto en contra de las pretensiones del 
recurrente, la autoridad administrativa que corresponda procederá desde luego a la 
ocupación del bien o de cuya expropiación u ocupación temporal se trate, o impondrá ta 
ejecución inmediata de las disposiciones de limitación de dominio que procedan, dejando 
a salvo el Derecho del propietario afectado para acudir ante el Tribunal Administrativo. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 8. 
En los casos a que se refieren las fracciones V, VI y X del artículO 1 de esta ley, el 
Ejecutivo Federal, hecha la declaratoria podrá ordenar la ocupación de los bienes objeto 
de la expropiación o de la ocupación temporal o imponer la ejecución inmediata de las 
disposiciones de límitación de dominio, sin que la interposición del recurso administrativo 
de revocación suspenda la ocupación del bien o bienes de que se trate o la ejecución de 
tas disposiciones de IL'nitacíón del dominio. 

Se modifica en lo conducente al procedimiento administrativo de expropiación para quedar 
de la forma siguiente: 

Ley de Expropiación. 
Articulo 8. 
En los casos a que se refieren las fracciones V, VI y X del artículo 1 de esta ley, el 
Ejecutivo Federal, hecha la declaratoria podrá ordenar la ocupación de los bienes objeto 
de la expropiación o de la ocupación temporal o imponer la ejecución inmediata de las 
disposiciones de limitación de dominio, sin que la interposición del recurso administrativo 
de revocación ni el procedimiento judicial suspenda la ocupación del bien o bienes de que 
se trate o la ejecución de las disposiciones de limitación del dominio, dejando a salvo el 
Derecho del propietario afectado para reclamar los danos y perjuicios correspondientes. 
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ANEXOS. 

Decreto de Expropiación. Diario Oficial de la Federación. 22 de octubre de 2001 . 

SECRETARÍA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES. 

DECRETO por el que se declara de utilidad pública la ampliación de los limites del actual 
Vaso del lago de Texcoco. y se expropia a favor del gobierno federal, el predio lotificado con el 
número 13, con superficie aproximada de 01 -64-02.42 hectáreas, ubicado en el poblado San Martín, 
municipio de Texcoco, Estado de México. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos. Presidencia 
de la RepúbUca. 

VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me confiere el artículo 89, fracción 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; con fundamento en los artículos 27, párrafos segundo, quinto y sexto, fracción VI, párrafo 
segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, fracciones VII, X y XII, 2, 3, 
4, 8, 10, 19 y 20 de la Ley de Expropiación; en relación con el artículo 7, fracciones 1, 11, IV. V y VIII de 
la Ley de Aguas Nacionales; 14 y 63, fracción 11 de la Ley General de Bienes Nacionales; y 31, 32 bis 
y 37 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; y 

CONSIDERANDO. 

PRIMERO. Que el agua es un elemento vital para los habitantes y el desarrollo de la Ciudad 
de México y su zona metropolitana, por lo que se requiere de un manejo adecuado del recurso, con 
base en las características de distribución, caudales y aprovechamíento de la Cuenca del Valle de 
México. 

SEGUNDO. Que la expansión urbana de la Ciudad de México y su zona metropolitana, ha 
provocado el aumento constante del escurrimiento supeñicial, y disminuido la tasa de 
aprovechamiento de las aguas pluviales. 

TERCERO. Que el abatimiento de los mantos acuíferos y el escaso aprovechamiento de los 
escurrimientos superficiales en el Valle de México, ha provocado un desbalance hídrico insostenible. 

CUARTO. Que el crecimiento de la mancha urbana, con tendencias a cerrarse desde el 
sureste y el noreste, hacia el interior del Vaso del Lago de Texcoco, trae consigo un aumento del 
escurrimiento superficial, incrementando el riesgo de inundaciones y reduciendo la tasa de recarga de 
los mantos acuiferos. 

QUINTO. Que el incremento en las tasas de recarga de los mantos acuíferos es una opción 
para propiciar el balance de agua en la Cuenca del Valle de México, a través de labores de 
restauración ambiental integral en las zonas que por sus suelos y sus caracteñstlcas topográficas, 
son más adecuadas para ello. por lo que se requiere controlar los usos del suelo, limitar los 
asentamientos humanos y evitar el sellamiento de las superficies de recarga de la Cuenca del Valle 
de México. 

SEXTO. Que el sistema de drenaje que sirve para regular los escurrimientos de los once ríos 
del oriente de la Ciudad, está constituido por el sistema hidráulico del Lago de Texcoco (Lagos de 
Regulación Horaria, Churubusco, Nabor Carrillo, Norte y Laguna de Xalapango). cuya función es 
conducir los escurrimientos hacia el Gran Canal de Desagüe y el Oren General del Valle de México. 
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SEPTIMO. Que por ello, deben continuarse las obras que actualmente se llevan a cabo en el 
Vaso del Lago de Texcoco. y que han servido para la regulación temporal de los escurrimientos 
pluviales de la zona oriente del Valle de México. Asimismo, se hace necesario incrementar las 
funciones de regulación del oriente de la Ciudad, como lo es la construcción de dos drenes 
perimetrales, con la finalidad de captar los escurrimientos de los once rios de oriente e incorporarlos 
posteriormente al sistema hidráulico y de drenaje del Valle de México, así como la delimitación de la 
nueva zona federal con un canal barda perimetrales que servirían como contenciones, que evitarán 
los asentamientos humanos irregulares y permitirán continuar con los trabajos de restauración 
ambiental. 

OCTAVO. Que el gobierno federal , por conducto de la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes, llevará a cabo la construcción del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de 
México, en una superficie del Lago de Texcoco que forma parte del Plan Lago de Texcoco, y que ha 
tenido por objeto el restablecimiento del balance hidrológico del Valle de México y el control de la 
contaminación de aguas supeñlciales y los mantos acuíferos de dicha zona, por parte de la Comisión 
Nacional del Agua. 

NOVENO.-Que en tal virtud, es necesario ampliar los limites del actual Vaso del Lago de 
Texcoco, incluida su zona federal, a fin de contar con supeñlcies en las que realicen obras de 
infraestructura hidráulica; el restablecimiento del balance hidrológico del Valle de México; se regule la 
afectación; se reduzca la temporalidad de las corrientes; y se mejore la función del Lago de Texcoco, 
estableciendo así una zona de restauración ecológica que habrá de permitir el rescate del área de 
infiltración de agua a los acuíferos, el adecuado manejo de los sistemas de tratamiento de aguas 
residuales, para controlar y evitar la contaminación de aguas superficiales y subterráneas, 
aprovechando dichas aguas para el riego de la cubierta vegetal de la zona, lo que evitará la erosión 
de los suelos, al tiempo que permitirá incrementar las acciones de conlrol y monitoreo de la calidad 
del agua. 

DÉCIMO. Que áreas aledañas a la zona federal del Vaso del Lago de Texcoco, se 
caracterizan por tener suelos de tipo luvisol, cambisol éutrico y feozem háplico con gran potencial 
para la recarga de mantos acuíferos. 

UNDÉCIMO. Que el artículo 7 de la Ley de Aguas Nacionales; establece como causa de 
uti!idad pública, la adquisición o aprovechamiento de inmuebles para la construcción, operación, 
mantenimiento, rehabilitación y desarrollo de obras públicas hidráulicas y de los servicios respectivos, 
así como la adquisición y aprovechamiento de las demás instalaciones, inmuebles y vías de 
comunicación que requiera. 

DUODÉCIMO. Que asimismo, es de utilidad pública la infiltración de aguas para abastecer 
mantos acuíferos; el restablecimiento del equilibrio hidráulico de las aguas nacionales; la instalación 
de plantas de tratamiento de aguas residuales; la ejecución de medidas para su reuso; y la 
construcción de obras de prevención y control de la contaminación del agua, además de la 
instalación de los dispositivos necesarios para la medición de la calidad de las aguas nacionales. 

DECIMOTERCERO. Que de lo expuesto, se observa que es de interés para la colectividad, y 
por lo mismo constituye causa de utilidad pública, la realización de las obras que han quedado 
indicadas, ya que con las mismas se beneficiará a los habitantes del Valle de México, por lo que se 
hace imperativa la afectación por la vía expropiatoria· de con superficie apr9ximada de 01-64-02.42 
hectáreas en el poblado San Martfn, municipio de Texcoco, Estado de México, por lo que he tenido a 
bien expedir el siguiente: 
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DECRETO. 

ARTICULO PRIMERO. Se declara de utilidad pública la ampliación de los limites del actual 
Vaso del Lago de Texcoco, incluida su zona federal, así como la adquisición o aprovechamiento de 
inmuebles para la construcción, operación , mantenimiento, rehabilitación y desarrollo de obras 
públicas hidráulicas y de los servicios respectivos; la infiltración de aguas para abas:ecer mantos 
acuíferos; el restablecimiento del equilibrio hidráulico de las aguas nacionales; la instalación de planta 
de tratamiento de aguas residua.les; la ejecución de medidas para su reuso, y la construcción de 
obras de prevención y control de la contaminación del agua. en dicha área. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Para satisfacer la causa de utilidad pública a que se refiere el articulo 
anterior, se expropia a favor del gobierno federal, el predio lotificado con el número 13, con superficie 
aproximada de 01-64--02.42 hectáreas, ubicado en el poblado San Martín, municipio de Texcoco, 
Estado de México, cuya descripción geométrica analítica topográfica y linderos son los siguientes: 

DATOS DE UBICACIÓN. 

ESTADO: 
MUNICIPIO: ~ 
LOCALIDAD: 
DENOMINACIÓN: 

DATOS DEL PLANO. 

ESCALA: 
FECHA: 
NUMERO DE PLANO: 
RESPONSABLE: 
SUPERFICIE CONSIGNADA: 

AL NORTE DEL POLIGONO. 

SE LOCALIZA EL vtRTICE: 
DE COORDENADAS tN: 

DEL PUNTO ANTERIOR. 

DE MÉXICO. 
TEXCOCO. 
POBLADO SAN MARTÍN. 
LOTE NÚMERO 13. 

1:5000. 
SEPTIEMBRE DE 2001. 
GRAVAMEX-GTEX 0016/13. 
COMISIÓN NACIONAL DEL AGUA. 
01-64--02.42 HECTÁREAS. 
16,402.42 METROS CUADRADOS. 

NÚMERO 1. 
X=508828.80 METROS. 
Y=2155864.20 METROS. 

CON RUMBO DE: S 02º56~8· E. 
Y DISTANCIA DE: 318.484 METROS. 
SE LLEGA AL VÉRTICE DENOMINADO: NÚMERO 2. 

DEL PUNTO ANTERIOR. 

CON RUMBO DE: N 83º2r19" W. 
Y DISTANCIA DE: 99.411 METROS. 
SE LLEGA AL VÉRTICE DENOMINADO: NÚMERO 3. 

DEL PUNTO ANTERIOR. 

CON RUMBO DE: 



Y DISTANCIA DE: 
SE LLEGA AL VÉRTICE DENOMINADO: 

DEL PUNTO ANTERIOR. 

317.131 METROS. 
NÚMERO 4. 

CON RUMBO DE: S 79º24"31 " E. 
Y DISTANCl.A DE: 5.005 METROS. 
SE LLEGA AL VÉRTICE DENOMINADO: NÚMERO 1. 
QUE ES EL PUNTO DE ORIGEN Y CIERRE. 

SUPERFICIE TOTAL: 01-64-02.42 HECTÁREAS. 
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La superficie mencionada está localizada en el plano oficial número GRAVAMEX-GTEX 
0016/13 de septiembre de 2001, mismo que junto con el expediente formado con motivo de la 
presente expropiación, estará a disposición de los interesados en las oficinas de la Comisión Nacional 
del Agua, en la Ciudad de México, Distrito Federal, sita en Privada del Relox Número 16, Ala Sur, 
Colonia Chimalistac, Código Postal 01070, México, Distrito Federal. 

ARTICULO TERCERO. La expropiación del terreno a que se refiere el articulo anterior, incluye 
las construcciones, instalaciones y bienes distintos a la tierra que se encuentren en dicho terreno y 
que fonnen parte del mismo. 

ARTÍCULO CUARTO. El gobierno federal, por conducto de la Secretaria de Contraloría y 
Desarrollo Administrativo, tomará posesión de la superficie expropiada, y la pondrá a disposición de la 
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para destinarla a satisfacción de la causa de 
utilidad pública a que se refiere el artículo primero de este Decreto. 

ARTICULO QUINTO. El gobierno federal, por conducto de la Comisión de Avalúos de Bienes 
Nacionales, ftjará el monto de la indemnización que deba cubrirse en términos de ley, a quien 
acredite su legitimo Derecho. 

ARTICULO SEXTO. Una vez fijado el monto de las indemnizaciones y los términos de éstas, 
se procederá al pago de las mismas por conducto y con cargo al presupuesto de la Secretaría de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

ARTICULO SÉPTIMO. Las Secretarias de Hacienda y Crédito Público y de Contraloría y 
Desarrollo Administrativo, en el ámbito de sus respectivas competencias, y con la participación que 
corresponda a las de Medio Ambiente y Recursos Naturales, vigilarán el exacto cumplimiento de este 
Deaeto. 

TRANSITORIOS. 

ARTICULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

ARTICULO SEGUNDO. Notiflquese personalmente a los interesados en el domicilio que para 
tal efecto conste en el expediente de expropiación. En caso de que éste no corresponda, publiquese 
una vez más en el Diario Oftcial de la Federación para que surta efectos de notificación personal, de 
conformidad con el articulo 4 de la Ley de Expropiación. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a 
los veintiún dias del mes de octubre de dos mil uno. El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, 
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Vicente Fox Quesada. Rúbrica. CÚMPLASE. El secretario de Hacienda y Crédito Público, José 
Francisco Gil Diaz. Rúbrica. El secretario de Medio Ambiente y Recursos Naturales. Víctor Lichtinger 
Waisman. Rúbrica. En ausencia del ciudadano secretario de Contraloría y Desarrollo Administrativo, y 
con fundamento en el artículo 52 del Reglamento Interior de la Secretaria de Contraloria y Desarrollo 
Administrativo; el subsecretario de Atención Ciudadana y Normatividad. Eduardo Romero Ramos. 
Rúbrica. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27. párrafos segundo, quinto y sexto; fracción VI, párrafo segundo. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 89, fracción l. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 1, fracciones VII, X y X.11. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 2 . 

Ley de Expropiación. 
Articulo 3. 

Ley de Exproj,¡ación. 
Articulo 4. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 8 . 

Ley de Expropiación. 
Articulo 10. 

ley de Expropiación. 
Articulo 19. 

Ley de Expropiación. 
Articulo 20. 

Ley Orgánica de la Administración Pübtica Federal. 
Artículo 31 . 

Ley Orgánica de la Administración Püblica Federal. 
Articulo 32 bis. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 37. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Alticulo 14. 

Ley General de Bienes Nacionales. 
Articulo 63, fracción 11. 

Ley de Aguas Nacionales. 
Artículo 7. fracciones 1, 11, IV, V y VIII. 

SECRETARIA DE LA REFORMA AGRARIA. 

DECRETO por et que se expropia por causa de utilidad pública una superficie de 311-72-00 
hectáreas de temporal de uso común e individual, de terrenos del ejido Cbimalhuacán, municipio de 
Chimalhuacán, Estado de México. (Regístro-123) 
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Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos. Presidencia 
de la República. 

VICENTE FOX QUESADA. Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me confiere el articulo 89, fracción 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; con fundamento en los articulos 27, párrafo segundo de la Constitución Polilica de los 
Estados Unidos Mexicanos; 93, fracciones 11, VII y VIII de la Ley Agraria; en relación con el articulo 7 
de la Ley de Aguas Nacionales; 94, 95, 96 y 97 de la Ley Agraria; 59, 60, 64, 70, 73, 74. 76, 77, 78, 
79, 80, 8 1 y 90 del Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad 
Rural; y 13, 31 , fracciones XXI y XXV, 32 bis. fracciones 1 y XXVII, 37, fracciones XX. XXI, XXIII y X:xN 
y 41 , fracciones 1, XII y XIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; y 

RESULTANDO. 

PRIMERO. Que por oficio número 01310 de fecha 3 de octubre del 2001, la Secretaría de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales solicitó a la Secretaría de la Refonna Agraria la expropiación 
de 311-04-46.83 hectáreas, de terrenos del ejido denominado Chlmalhuacán, municipio de 
Chimalhuacán, Estado de México, para destinar1os al establecimiento de áreas de recarga de 
acuíferos y a la ampliación de obras del Plan Lago de Texcoco, para continuar el restablecimiento del 
balance hidrológico del VaUe de México, el control de la contaminación de las aguas superficiales y 
los mantos acuíferos en dicha zona, lo cual contribuirá al ordenamiento ecológico de la misma, 
confonne a lo establecido en los artículos 93, fracciones 11, VII y VIII de la Ley Agraria; en relación con 
el articulo 7 de la Ley de Aguas Nacionales; y 94 de la Ley Agraria; y se comprometió a pagar la 
indemnización correspondiente en ténninos de ley. 

SEGUNDO. Que iniciado el procedimiento relativo, de los trabajos téalicos e infonnatlvos, se 
comprobó que existe una superficie real por expropiar de 311-72-00 hectáreas de temporal, de las 
que 35-09-13 hectáreas son de uso común y 276-62-87 hectáreas de uso individual, propiedad éstas 
últimas de los siguientes ejidatarios: 

NOMBRE. 

BUENDIA ALFARO LUCIA. 

PARCELA NÚMERO. 

2019. 

SUPERFICIE HECTÁREAS. 

00-46-12. 

TERCERO. Que tenninados los trabajos técnicos mencionados en el Resultando anterior y 
analizadas las constancias existentes en el expediente de este proceso expropiatorio, se verificó que 
por resolución presidencial de fecha 28 de abril de 1927, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 18 de agosto de 1927 y ejecutada el 2 de mayo de 1927, se concedió por concepto de 
dotación de tierras para constituir el ejido Chimalhuacán, municipio de Chimalhuacán, Estado de 
México, una superficie de 1, 106-60-00 hectáreas. para beneficiar a 11 1 capacitados en materia 
agraria; por resolución presidencial de fecha 16 de febrero de 1944, publicada en el Diario Oficial de 
Federación el 13 de junio de 1944, se segregó el ejido Chimalhuacán, municipio de Chimalhuacán, 
Estado de México, una superficie de 15-32-80 hectáreas. para constituir la zona de urbanización del 
núcleo ejidal de referencia: por resolución presidencial de fecha 10 de mayo de 1960, publicada en el 
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Diario Oficial de la Federación el 25 de julio de 1960 y ejecutoriada el 23 de septiembre de 1966, se 
concedió por concepto de ampliación de ejido al núcleo ejidal Chimalhuacán, municipio de 
Chimalhuacán, Estado de México, una superficie de 455-22-75 hectáreas, para los usos colectivos de 
324 capacitados en materia agraria, aprobándose en una fracción de los terrenos concedidos el 
parcelamiento legal mediante Acta de Asamblea de Ejidatarios de fecha 8 de mayo de 1999, en la 
que se determinó la delimitación, destino y asignación de las tierras ejidales; por Decreto presidencial 
de fecha 28 de febrero de 1980, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de marzo de 
1980, se expropió al ejido Chimalhuacán, municipio de Chimalhuacán. Estado de México, una 
superf1Cie de 13-28-09 hectárea:;, a favor de la Comisión Federal de Electricidad, para destinarse a 
legalízar el Derecho de via de la linea de 400 Kilovatios, Texcoco-Santa Cruz: y por Decreto 
presidencial de fecha 23 de enero de 1986, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de 
febrero de 1986, se expropió al ejido Chimalhuacán, municipio de Chimalhuacán, Estado de México, 
una superficie de 130-32-44.68 hectáreas, a favor de la Secretaría de Agricultura y Recursos 
Hidráulicos, para destinarse a la construcción del Lago Doctor Nabor Carrillo, obras complementarias 
y su zona federal. 

CUARTO. Que la Secretaria de Desarrollo Social emitió en sentido favorable el dictamen 
correspondiente y por su parte la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y el Instituto 
Nacional de Ecologla consideraron viables desde el punto de vista ambiental las obras a realizar en la 
superficie que se expropia. 

QUINTO. Que la Comisión de Avalúas de Bienes Nacionales determinó el monto de la 
Indemnización, mediante avalúo Número 01 1732 DF, de fecha 5 de octubre del 2001, con vigencia 
de seis meses contados a partir de la fecha de su emisión, habiendo considerado el valor comercial 
que prescribe el art.ículo 94 de la Ley Agraria, asignando como valor unitario el de $72,000.00 por 
hectárea; por lo que, el monto de la indemnización a cubrir por las 311-72-00 hectáreas de terrenos 
de temporal a expropiar es de $22,443,840.00 (VEINTIDÓS MILLONES, CUATROCIENTOS 
CUARENTA Y TRES MIL, OCHOCIENTOS CUARENTA PESOS, 00/100 MONEDA NACIONAL). 

SEXTO. Que existe en las constancias el dictamen de la Secretaría de la Reforma Agraria, 
emitió a través de la Dirección General de Ordenamiento y Regularización, relativo a la legal 
integración del e.xpediente sobre la solicitud de expropiación; y 

CONSIDERANDO. 

PRIMERO. Que en virtud de que el gobierno federal, por conducto de la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes, Uevará a cabo la construcción del nuevo Aeropuerto para la Ciudad 
de México, en una superficie del Lago de Texcoco que forma parte del Plan Lago Texcoco, es 
necesario compensar la misma para continuar con el restablecimiento del balance hidrológico del 
Valle de México y el control de la contaminación de aguas superficiales y los mantos aculferos en 
dicha zona. 

SEGUNDO. Que en consecuencia, es necesario ampliar los límites de la zona federal de 
rescate ecológico del Vaso del Lago de Texcoco, a fin de contar con superftcies en las que se 
realicen obras de infraestructura hidráulica; restablecer el balance hidrológico del Valle de México; 
regular la afectacíón, reducir la temporalidad de las corrientes, y mejorar la función del Lago de 
Texcoco, estableciendo asl una zona de restauración ecológica que permitirá el rescate del área de 
infiltración de agua a los acuiferos. el adecuado manejo de los sistemas de tratamiento de aguas 
residuales para controlar y evitar la contaminación de aguas superficiales y subterráneas. 
aprovechando dichas aguas para el riego de la cubierta vegetal de la zona, lo que evitará la erosión 
de los suelos, al tiempo que permitirá incrementar las acciones de control y monitoreo de la calidad 
del agua. 
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TERCERO. Que en los términos del articulo 7 de la Ley de Aguas Nacionales; y 93. 
fracciones 11, VII y VIII de la Ley Agraria: establece como causa de utilidad pública la adquisición o 
aprovechamiento de inmuebles para la construcción, operación, mantenimiento. rehabilitación y 
desarrollo de obras públicas hidráulicas y de los servicios respectivos, circunstancia que motiva y 
justifica la adquisición por parte del Estado de los terrenos necesarios para tal fin. 

CUARTO. Que de las constancias existentes en el expediente integrado con motivo de la 
solicitud de expropiación, se observó que se cumple con las causas de utilidad pública, consistentes 
en acciones para el ordenamiento ecológico, así como en la construcción, operación, mantenimiento, 
rehabilitación de obras hidráulicas, sus pasos de acceso y demás obras relacionadas. por lo que es 
procedente se decrete la expropiación de la superficie de 311-72-00 hectáreas de temporal, de las 
que 35-09-13 hectáreas son de uso común y 276-62-87 hectáreas de uso individual, de terrenos del 
ejido Chimalhuacán, municipio de Chimalhuacán, Estado de México, a favor de la Secretaria de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales. Dependencia que deberá destinarlos al establecimiento de 
áreas de recarga de acuiferos y a la ampliación de obras del Plan Lago de Texcoco para continuar el 
restablecimiento del balance hidrológico del Valle de México, el control de la contaminación de las 
aguas supeñlCiales y los mantos acuíferos en dicha zona, lo cual contribuirá al ordenamiento 
ecológico de la misma. La dependencia en cuyo favor se decreta esta expropiación, deberá cubñr la 
cantidad de $22,443,840.00 (VEINTIDÓS MILLONES, CUATROCIENTOS CUARENTA Y TRES MIL, 
OCHOCIENTOS CUARENTA PESOS, 00/100 MONEDA NACIONAL), por concepto de 
indemnización, de la cual pagará la parte proporcional que corresponda a los terrenos de uso común 
al ejido de referencia, y la relativa a las parcelas a las personas que acrediten tener Derecho respecto 
de ellas. 

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos constitucionales y legales antes citados. he 
tenido a bien dictar el siguiente: 

DECRETO. 

ARTICULO PRIMERO. Se declara de utilidad pública el establecimiento de áreas de recarga 
de acuíferos y la ampliación de obras hidráulicas del Plan Lago Texcoco, efecto para el cual se 
expropia por causa de utilidad pública una superficie de 311-72-00 hectáreas de temporal de las que 
35-09-13 hectáreas son de uso común y 276-62-87 hectáreas de uso individual, de terrenos del ejido 
Chimalhuacán, municipio de Chimalhuacán, Estado de México, a favor de la Secretaria de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, dependencia que las destinará al establecimiento de áreas de 
recarga de aculferos y a la ampliación de obras del Plan Lago Texcoco para continuar el 
restablecimiento del balance hidrológico del Valle de México, el control de 1a contaminación de las 
aguas superficiales y los mantos acuiferos en dicha zona, lo cual contribuirá al ordenamiento 
ecológico de la misma. la superficie que se expropia es la señalada en el plano aprobado por la 
Secretaria de la Reforma Agraria, mismo que se encuentra a disposición de los interesados en la 
Dirección General de Ordenamiento y Regularización de la precitada dependencia. 

ARTICULO SEGUNDO. Queda a cargo de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales pagar por concepto de indemnización por la superficie que se expropia, la cantidad de 
$22.443,840.00 (VEINTIDÓS MILLONES, CUATROCIENTOS CUARENTA Y TRES MIL, 
OCHOCIENTOS CUARENTA PESOS, 00/100 MONEDA NACIONAL), suma que pagará en términos 
de los artlculos 96 de la ley Agraria y 80 del Reglamento de la Ley Agraria en Materia de 
Ordenamiento de la Propiedad Rural. en la inteligencia de que. los bienes objeto de la expropiación, 
sólo podrán ser ocupados mediante el pago que se efectúe al ejido afectado por los terrenos de uso 
común y a los ejidatarios afectados en sus terrenos individuales, o depósíto que se haga 
preferentemente en el Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal o, en su defecto. se establezca 
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garantía suficiente de su pago. Si los bienes motivo de esta expropiación se destinan a un fin distinto 
del señalado en este Decreto o si transcurrido un plazo de cinco años no se ha cumplido con la 
causa de utilidad pública, el Fídeicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal ejercitará las acciones 
necesarias para redamar la revisión parcial o total según corresponda. de los bienes expropiados y 
opere la incorporación de éstos a su patrimonio. 

ARTICULO TERCERO. Los bienes distintos a la tierra que se encuentran en la superficie que 
se expropia, serán pagados de fonna inmediata y directa a los afectados por la Secretaria de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, en términos de lo dispuesto por el artículo 81 del Reglamento de la 
Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural. 

ARTICULO CUARTO. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación e inscríbase el 
presente Decreto por el que se expropian terrenos del ejido Chimalhuacán, municipio de 
Chimalhuacán, Estado de México. en el Registro Agrario Nacional. en el Registro Público de la 
Propiedad Inmobiliaria Federal y en el Registro Público de la Propiedad correspondiente, ejecútese y 
notifiquese en ténninos de ley. 

TRANSITORIO. 

ARTÍCULO ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a 
los veintiún días del mes de octubre de dos mil uno. El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, 
Vicente Fox Quesada. Rúbrica. CÚMPLASE. La secretaria de la Refonna Agraria, Maria Teresa 
Herrera Telo. Rúbrica. En ausencia del ciudadano secretario de Contraloría y Desarrollo 
Administrativo, y con fundamento en el articulo 52 del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Contraloría y DesarroUo Administrativo; el subsecretario de Atención Ciudadana y Norrnatividad, 
Eduardo Romero Ramos. Rúbrica. El secretario de Hacienda y Crédito Público, José Francisco Gil 
Dlaz. Rúbrica. El secretario de Medio Ambiente y Recursos Naturales. Víctor Lichtinger Waisman. 
Rúbrica. 

Constitución Polltlca de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 27, párrafo segundo. 

Constitución Politlca de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 89, fracción l. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federai. 
Artículo 13. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 31, fracciones XXI y XXV. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 32 bis, fracciones 1 y XXVll. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 37, fracciones XX, XXI, XXIII y XXV. 

Ley Orgánica de La Administración Pública Federal. 
Articulo 41. fracciones 1, XII y XIII. 

Ley de Aguas Nacionales. 
Articulo 7. 

Ley Agraria. 



Articulo 93. fracciones 11 , VII y VIII. 

Ley Agraria . 
Artículo 94. 

Ley Agraria . 
Articulo 95. 

Ley Agraria . 
Articulo 96. 

Ley Agraria. 
Articulo 97. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Artículo 59. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Artículo 60. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Artículo 64. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Artículo 70. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Artículo 73. 

Reglamento de la l ey Agraria en materia de Ordenamíentos de la Propiedad Rural. 
Artículo 7 4. 

Reglamento de la ley Agraria en materia de Ordenamíentos de la Propiedad Rural. 
Artículo 76. 

Reglamento de la ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Artículo 77. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Artículo 78. 

Reglamento .de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Artículo 79. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Artículo 80. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de ta Propiedad Rural. 
Artículo 81. 

Reglamento de ta Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Artículo 90. 

SECRETARIA DE LA REFORMA AGRARIA. 
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DECRETO por el que se expropia por causa de utilidad pública una superficie de 1,054-79-35 
hectáreas de riego y temporal de uso común e individual. de terrenos del eíido San Salvador Ateneo, 
municipio de Ateneo, Estado de México. (Registro-136) 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos. Presidencia 
de la República. 
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VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me confiere el articulo 89, fracción 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; con fundamento en los artículos 27, párrafo segundo de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 93, fracciones 11, VII y VIII de la Ley Agraña: en relación con el articulo 37 
de la Ley de Aeropuertos; 94, 95, 96 y 97 de la Ley Agraña; 59, 60, 64, 70, 73, 74, 76, 77, 78, 79, 80, 
81 y 90 del Reglamento de la Ley Agraña en mateña de Ordenamientos de la Propiedad Rural; y 13, 
31, fracciones XXI y XXV, 36, fracciones 1, IV, V, VI y XXVII, 37, fracciones XX. XXI, XXIII y XXV y 41, 
fracciones 1, XII y XIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; y 

RESULTANDO. 

P({IMERO. Que por oficio número 102.301.10863 de fecha 21 de septiembre del 2001 , la 
Secretaria de Comunicaciones y Transportes solicitó a la Secretaria de la Reforma Agraña la 
expropiación de 1,054-79-26.177 hectáreas, del ejido denominado San Salvador Ateneo, municipio 
de Ateneo, Estado de México, para destínartas a la construcción del nuevo Aeropuerto para la Ciudad 
de México y sus obras complementarias, conforme a lo establecido en los artículos 93, fracciones 1, 
VII y VIII de la Ley Agraria; en relación con el artirulo 37 de la Ley de Aeropuertos; y 94 de la Ley 
Agraria; y se comprometió a pagar la indemnización correspondiente en términos de ley. 

SEGUNDO. Que iniciado el procedimiento relatívo, de los trabajos técnicos e informativos, se 
comprobó que existe una supeñlCie real por expropiar de 1,054-79-35 hectáreas, de las que 181-95-
70 hectáreas son de temporal de uso común y 872-83-65 hectáreas, de uso individual. De estas 
últimas, 244-42-82 hectáreas son de ñego y 628-40-83 hectáreas de temporal, propiedad de los 
siguientes ejidatarios: 

NOMBRE. 

ANDRADE CARRERA CRECENCIO. 

PARCELA NÚMERO. 

346. 

SUPERFICIE HECTÁREAS. 

00-65-19. 

TERCERO. Que terminados los trabajos técnicos mencionados en el Resultando anterior y 
analizadas las constancias existentes en el expediente de este proceso de expropiación, se verificó 
que. por resolución presidencial de fecha 15 de enero de 1920, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 21 de febrero de 1920 y ejecutada el 22 de marzo de 1920, se concedió por concepto 
de dotación de tierras para constituir el ejido San Salvador Ateneo, municipio de Ateneo, Estado de 
México, una superficie de 245-00-00 hectáreas. para beneftciar a 2225 capacitados en materia 
agraria; por resolución presidencial de fecha 6 de junio de 1929, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 24 de julio de 1929 y ejecutada el 9 de mayo de 1930, se concedió por concepto de 
ampliación de ejido al núcleo ejidal San Salavador Ateneo, municipio de Ateneo, Estado de México, 
una supeñlcie de 1 ,535-00-00 hectáreas. para beneficiar a 111 capacitados en materia agraria; por 
resolución presidencial de fecha 11 de enero de 1988, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 17 de febrero de 1988, se dividió el ejido San Salvador Ateneo, municiP.io de Ateneo, Estado de 
México, en dos núcleos ejidales, siendo el primero San Salvador Ateneo, con una superficie de 1,396-
00-00 hectáreas, para beneficiar a 577 ejidataños, más la parcela escolar; y el segundo Colonia 
Francisco Ignacio Madero, con una superficie de 384-00-00 hectáreas, para beneficiar a 111 
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ejidatarios, más la parcela escolar, ejecutándose dieha resolución en sus términos. de Ejidatarios de 
fecha 19 de julio de 1998, en la que se determinó la delimitación, destino y asignación de las tierras 
ejidales del núcleo agrario San Salvador Ateneo; por Decreto presidencial de fecha 6 de noviembre 
de 1971, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 8 de febrero de 1972, se expropió al ejido 
San Salvador Ateneo, municipio de Ateneo. Estado de México, una superfteie de 6-22-23 hectáreas, a 
favor de la Compailia de Luz y Fuerza del Centro, Sociedad Anónima. para destinarse a legalizar el 
Derer..ho de vía de una nueva línea de alta tensión de 20 Kilovatios, que se denominará anillo rama 
oriente; por Decreto presidencial de feeha 23 de abril de 1980, publicado en el Diario Of1Cial de la 
Federación el 21 de julio de 1980, se expropio al ejido San Salvador Ateneo, municipio de Ateneo, 
Estado de México, una superficie de 7-90-54 hectáreas. a favor de la Secretaria de Asentamientos 
Humanos y Obras Públicas, para destinarse a la construcción de la carretera Los Reyes-Lecheria, 
entronque Texcoco IV; por Decreto presidencial de feeha 26 de noviembre de 1987, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 22 de diciembre de 1987, se expropió al ejido San Salvador Ateneo, 
municipio de Ateneo, Estado de México, una superficie de 0-19-60.05 hectáreas, a favor del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, para destinarse a la construcción de la Unidad de Medicina Familiar 
Número 82; y, por Decreto presidencial de fecha 19 de diciembre de 1990, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 21 de diciembre de 1990, se expropió al ejido San Salvador Ateneo, 
municipio de Ateneo, Estado de México, una superficie de 18-02-74.42 hectáreas, a favor de la 
Secretaría de Comunicaciones y Transportes, para destinarse a la construcción del camino 
Tepexpan-Texcoco, con origen de cadenamiento en el entronque Tepexpan. 

CUARTO. Que la Secretaría de Desarrollo Social emitió en sentido favorable el dictamen 
correspondiente y por su parte la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y el Instituto 
Nacional de Ecología manifestaron que la construcción de la obra aeroportuaria a que se refiere el 
presente Decreto, es viable desde el punto de vista ambiental. 

QUINTO. Que la comisión de avaluos de Bienes Nacionales determinó el morito de la 
Indemnización, mediante avalúo Número 01 1701 DF, de fecha 5 de octubre de 2001, con vigencia 
de seis meses contados a partir de ia fecha de su emisión, habiendo considerado el valor comercial 
que prescribe el artículo 94 de la Ley Agraria; asignando como valor unitario para los terrenos de 
riego el de $250,000.00 por hectárea; por lo que el monto a cubrir por las 244-42-82 hectáreas es de 
$61 , 107,050.00 y para los terrenos de temporal el de $72,000.00 por hectárea, por lo que el monto a 
cubrii por las 810-36-53 hectáreas es de $58,346,301.60, dando un total de $119,453,351 .60 por 
concepto de indemnización. 

SEXTO. Que existe en las constancias el dictamen de la Secretaría de la Reforma Agraria, 
emitido a través de la Dirección General de Ordenamiento y Regularización, relativo a la legal 
integración del expediente sobre la solicitud de expropiación; y 

CONSIDERANDO. 

PRIMERO. Que el Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México, ha funcionado a lo largo 
de medio siglo, cumpliendo satisfactoriamente con los estándares de operación y seguridad 
establecidos por la normatividad de la materia. 

SEGUNDO. Que dicha terminal aérea se encuentra al límite de su capacidad operativa, 
debido al aumento del tráfico aéreo nacional e internacional, como consecuencia del mayor 
Intercambio comercial, turfstico y cultural entre países, que hace prever un aumento del 5% anual, 
conforme al crecimiento promedio registrado en los últimos 30 ar'\os. 

TERCERO. Que la actual ubicación del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México 
impide ampliar su capacidad, debido a la presencia de asentamientos humanos, por lo que para 
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atender la demanda esperada en la pr<:!stación de los servicios de transporte aéreo, es necesaria la 
construcción de un nuevo aeropuerto que reúna las condiciones óptimas para proporcionar servicios 
aeroportuarios y complementarios. 

CUARTO. Que conforme a los estudios realizados y analizadas las opciones de ubicación del 
nuevo aeropuerto, al considerar los aspectos meteorológicos, la orografía circundante, la topografía 
de los terrenos, el enlace con los centros de demanda y la existencia de áreas de protección libres de 
obstáculos para procedimientos de aterrizaje y despegue de aeronaves de acuer~o con la 
normatividad internacional, se determinó que el lugar klóneo para la construcción del nuevo 
aeropuerto, es la supeñicie ubicada en los municipios de Ateneo y Texcoco, en el Estado de México, 
que es objeto del presente Decreto. 

QUINTO. Que la ubicación de la nueva terminal aérea en el mencionado sitio, permitirá la 
construcción de pistas con la longitud que demandan las características de los equipos de vuelo que 
operan actualmente y que se espera operen en el futuro; además de que, la distancia de separación 
entre las pistas previstas, posibilitará la operación simultanea de aeronaves en dos pistas, 
cumpliendo con las normas internacionales y nacionales establecidas para los procedimientos de 
vuelo y para las áreas de protección libres de obstáculos en aproximaciones directas y faUidas, asl 
como para despegues normales o con falla de motor. 

SEXTO. Que la orientación de las pistas que se prevén, es acorde con los vientos dominantes 
en la zona y la mlnima presencia de vientos cruzados fuertes. De igual forma, otras condiciones 
meteorológicas del sitio son favorables para operar con los márgenes de segurklad aérea 
establecidos para esta Industria, como el que regularmente la visibilidad no sea limitada por la 
presencia de niebla, bruma o nubes bajas. 

StPTIMO. Que las fOflTladones orográficas de Sierra de Rio Frio, Sierra Platachique, Cerro 
Gordo, Cerro Chiconautla y Sierra de Guadalupe, al Norte y al Este, y Sierra Nevada, Sierra 
Chichínautzin, Cerro El Pino, Volcán Guadalupe, Cerro Chimalhuachi y Sierra del Ajusco, al Sur y al 
Sureste, no presentan obstáculos a la navegación aérea, tanto por su dimensión como por la 
distancia del sitio de ubicación y que, asimismo, los cuerpos de agua que se ubican al Sur del sitio, 
evitan la presencia de aves que pudieran interferir con dicha navegación. 

OCTAVO. Que la cercanía de la nueva terminal aérea con las zonas urbanas de la Cíudad de 
México, donde se genera la mayor parte de la demanda de los servicios de transporte aéreo, facilita 
aprovechar, sin necesidad de grandes Inversiones la infraestructura del transporte disponible. 

NOVENO. Que el nuevo Aeropuerto para la Ciudad de México será parte integrante de la vía 
general de comunicación del espacio aéreo nacional y por su ubicación ofrecerá mejores condiciones 
para el tráfico aéreo y operaciones aeroportuarias; contribuirá a la disminución de la contaminación 
ambiental de la Ciudad de México, al reducir el sobrevuelo de aeronaves en la zona urbana; ofrecerá 
condiciones favorables para el desarrollo aeroportuario nacional dentro de !os niveles de segurklad, 
rentabilidad y eficiencia de la red aeroportuaria del pais y para la prestación de los servicios de 
transporte aéreo con la construcción de pistas de longitud necesaria y sistemas de rodaje adecuados 
para el aterrizaje y despegue de aeronaves de mayor tonelaje. 

DtCIMO. Que en los términos del artículo 37 de la Ley de Aeropuertos; y 93, fracciones 1, VII 
y VIII de la Ley Agraria; la construcción del nuevo Aeropuerto para la Ciudad de México y sus obras 
complementarias, es de utilidad pública, circunstancia que motiva y justifica la adquisición por parte 
del Estado, de los terrenos necesarios para la ejecución de los trabajos públicos inherentes. 
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UNDtCIMO. Que de las constancias existentes en el expediente integrado con motivo de la 
solícitud de expropiación, se observó que se cumple con la causa de utilidad pública, consistente en 
la construcción de aeropuertos y sus obras complementarias; por lo que, es procedente que se 
decrete la expropiación de la superficie de 1,054-79-35 hectáreas. de las que 181-95-70 hectáreas, 
son de temporal de uso común y 872-83-65 hectáreas de uso individual. de las que 244-42-82 
hectáreas son de riego y 628-40-83 hectáreas de temporal, de terrenos del ejido San Salvador 
Ateneo, municipio de Ateneo. Estado de México, a favor de la Secretaría de Comunicaciones y 
Transportes, dependencia que deberá destinartos a la construcción del nuevo Aeropuerto para la 
Ciudad de México y sus obras complementarias. La dependencia en cuyo favor se decreta esta 
expropiación, deberá cubrir la cantidad de $119,453,351.60 (CIENTO DIECINUEVE MILLONES, 
CUATROCIENTOS CINCUENTA Y TRES MIL, TRESCIENTOS CINCUENTA Y UN PESOS. 60/100 
MONEDA NACIONAL), por concepto de indemnización, de la cual, pagará parcelas, a las personas 
que acrediten tener Derecho respecto de ellas. 

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos constitucionales y legales antes citados, he 
tenido a bien dictar el siguiente: 

DECRETO. 

ARTICULO PRIMERO. Se declara de utilidad pública la construcción y operación de un nuevo 
Aeropuerto para la Ciudad de México y sus obras complementarias, efecto para el cual se expropia 
por causa de utiUdad pública una superficie de 1,054-79-35 hectáreas, de las que 181-95-70 
hectáreas son de temporal de uso común y 872-83-65 hectáreas, de uso individual, de las que 244-
42-82 hectáreas son de riego y 628-40-83 hectáreas de temporal, de terrenos del ejido San Salvador 
Ateneo, municipio de Ateneo, Estado de México, a favor de la Secretaria de Comunicaciones y 
Transportes, dependencia que los destinará a la construcción del nuevo Aeropuerto para la Ciudad 
de México y sus obras complementarias. La superficie que se expropia es la senalada en el f.llano 
aprobado por la Secretaria de la Reforma Agraria y que se encuentra a disposición de los interesados 
en I~ Dirección General de Ordenamiento y Regularización de la precitada dependencia. 

ARTICULO SEGUNDO. Queda a cargo de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes 
pagar por concepto de indemnización por la superficie que se expropia, la cantidad de 
$119,453,351.60 (CIENTO DIECINUEVE MILLONES, CUATROCIENTOS CINCUENTA Y TRES MIL, 
TRESCIENTOS CINCUENTA Y UN PESOS. 60/100 MONEDA NACIONAL), suma que pagará en 
términos de los artículos 96 de la Ley Agraria; y 80 del Reglamento de la Ley Agraria en Materia de 
Ordenamiento de ta Propiedad Rural; en la inteligencia de que, los bienes objeto de ta expropiación, 
sólo podrán ser ocupados mediante el pago que se efectúe al ejido afectado por los terrenos de uso 
común, y a los ejidataños afectados en sus terrenos individuales, o et depósito que se haga 
preferentemente en el Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal o, en su defecto, se establezca 
garantla suficiente de su pago. Si los bienes motívo de esta expropiación se destinan a un fin distinto 
del señalado en este Decreto o si transcurrido un plazo de cinco años no se ha cumplido con la 
causa de utílldad pública, el Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento EJidal ejercitar:á las acciones 
necesarias para reclamar la reversión parcial o total, según corresponda, de los bienes expropiados y 
opere la incorporación de éstos a su patrimonio. 

ARTICULO TERCERO. Los bienes distintos a la tierra que se encuentren en la superficie que 
se expropia. serán pagados en forma inmediata y directa a los afectados por la Secretaria de 
Comunicaciones y Transportes, en términos de lo dispuesto por el articulo 81 del Reglamento de la 
Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural. 

ARTICULO CUARTO. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación e inscríbase el 
presente Decreto por et que se expropian terrenos del ejido San Salvador Ateneo, municipio de 
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Ateneo, Estado de México, en el Registro Agrario Nacional. en el Registro Público de la Propiedad 
Inmobiliaria Federal y en el Registro Público de la Propiedad correspondiente; ejecútese y notiflquese 
en términos de ley. 

TRANSITORIO. 

ARTÍCULO ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor el dia de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a 
los veintiún días del mes de octubre de dos mil uno. El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, 
Vicente Fox Quesada. Rúbrica. CÚMPLASE. La secretaria de la Reforma Agraria. María Teresa 
Herrera Tello. Rúbrica. En ausencia del ciudadano secretario de Contraloría y Desarrollo 
Administrativo, y con fundamento en el artículo 52 del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Contraloría y DesarroUo Administrativo; el subsecretario de Atención Ciudadana y Normatividad, 
Eduardo Romero Ramos. Rúbrica. El secretario de Hacienda y Crédito Público, José Francisco Gil 
Díaz. Rúbrica. El secretario de Comunicaciones y Transportes, Pedro Cerisola y Weber. Rúbrica. 

Constitución P,91itica de los Estados Unidos Mexíeanos. 
Articulo 27, pémlfo segundo. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 89, fracción l. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 13. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 31, fracciones XXI y XYN. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 36, fracciones 1, IV. V, VI y XXVII. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 37, fraccwnes XX. XXI, XXIII y XYN. 

Ley Orgánica de La Administración Pública Federal. 
Articulo 41, fracciones 1, Xll y XIII. 

Ley de Aeropuertos. 
Artículo 37. 

Ley Agraria. 
Articulo 93, fracciones 11, VII y VIII. 

Ley Agraria . 
Articulo 94. 

Ley Agraria . 
Articulo 95. 

Ley Agraria . 
Artículo 96. 

Ley Agraria . 
Articulo 97. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Articulo 59. 

Reglamento de la ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 



Articulo60. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Articulo 64. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Articulo 70. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Articulo 73. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Articulo 74. 

Reglamento de la Ley Agrari& en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Articulo 76. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Articulo 77. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Artículo 78. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Articulo 79. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Artículo 80. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Artículo 81. 

Reglamento de la Ley Agraria en materia de Ordenamientos de la Propiedad Rural. 
Articulo 90. 

Decreto de Abrogación. Diario Oficial de la Federación. 6 de agosto de 2002. 

SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES. 
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DECRETO por el que se abrogan. de manera total, lisa y llana, los Decretos de fecha 21 de 
octubre de 2001, publicados el dia 22 del mismo mes y año, que a continuación se señalan, mediante 
los cuales se expropiaron diversas superficies a favor del gobierno federal. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos. Presidencia 
de la República. 

VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me confiere el artículo 89, fracción 1 de la Constitución Politíca de los Estados Unidos 
Mexicanos; con fundamento en los artículos 14 de la Ley General de Bienes Nacionales; 1 y 11, 
fracción VI de la Ley Federal del Procedimiento Administrativo; y 31, 32 bis y 37 de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal; y 

CONSIDERANDO. 

PRIMERO. Que con fecha 22 de octubre de 2001 , se publicaron en el Diario Oficial de la 
Federación veintidós Decretos por los que se declaró de utilidad pública la ampliación de los límites 
del actual Vaso del Lago de Texcoco, y se expropiaron a favor del gobierno federal , diversos predios 
ubicados en el poblado San Martín, municipio de Texcoco, Estado de México, con una superficie 
aproximada de 79-88-21 .62 hectáreas. 
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SEGUNDO. Que las superficies y sus bienes inherentes objeto de los Decretos expropiatorios 
referidos. en la actualidad se han mantenido en posesión, goce y disfrute de sus poseedores y que, 
asimismo, éstos no han recibido la indemnización correspondiente. 

TERCERO. Que no obstante que ta Administración Públíca Federal fue especialmente 
cuidadosa y respetuosa del régimen legal y reglamentario de la expropiación, diversas condiciones de 
hecho y Derecho vuelven el proyecto incompatible con la preservación del orden y la paz social y, en 
consecuencia, la superficie de que se trata no ha sido utilizada para cumplir con el objeto de la 
expropiación. 

CUARTO. Que el Ejecutivo Federal a mi cargo ha postulado una política eminentemente 
participativa y receptiva hacia los pronunciamientos de la sociedad civil, convencido de que et valor 
supremo de toda sociedad reside en la capacidad de mantener los vínculos de cohesión social, a fin 
de materializar una democracia moderna en la que las decisiones se tomen con ta participación 
colectiva, he tenido a bien expedir el siguiente: 

DECRETO. 

ARTICULO PRIMERO. Se abrogan, de manera total, lisa y llana, los Decretos de fecha 21 de 
octubre de 2001, publicados en el Diario Oficial de la Federación el día 22 del mismo mes y al'lo, que 
a continuación se setlalan, mediante los cuales se expropiaron diversas supeñicies a favor del 
gobierno federal para continuar el restablecimiento del balance hidrológico del Valle de México, el 
control de la contaminación de las aguas superficiales y los mantos acuíferos en las zonas 
expropiadas: 

Decreto por el que se declara de utilídad pública la ampliación de los límltes del actual Vaso 
del lago de Texcoco, y se expropia a favor del gobierno federal, el predio lotificado con el 
número 13, con superficie aproximada de 01-64-02.42 hectáreas, ubicado en el poblado San 
Martin, municipio de Texcoco, Estado de México. 

ARTICULO SEGUNDO. La Seaetaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en su 
carácter de autoridad ejecutora, deberá proceder a dejar Insubsistentes los actos administrativos que 
haya llevado a cabo para notificar, ejecutar e inscribir en el Registro Público de la Propiedad Federal y 
en el Registro Púb6co de la Propiedad y de Comercio del Estado de México, los Decretos que se 
abrogan por virtud del presente instrumento. 

ARTICULO TERCERO. La Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo vigHará 
dentro del ámbito de sus atribuciones el exacto cumplimiento de este Decreto. 

ARTICULO CUARTO. Publlquese el presente Deaeto en el Diario Oficial de la Federación, y 
notifiquese personalmente a los interesados en el domicilio que para tal efecto conste en los 
expedientes de expropiación que se abrogan con el presente Decreto. En caso de que éste no 
corresponda, publiquese una vez más en el Diario Oficial de la Federación para que surta efectos de 
notificación personal. 

TRANSITORIO. 

ARTICULO ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al dia siguiente de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 
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Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México. Distrito Federal. a 
los cinco días del mes de agosto de dos mil dos. El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. 
Vicente Fox Quesada. Rúbrica. El secretario de Hacienda y Crédito Público, José Francisco Gil Díaz. 
Rúbrica. El secretario de Medío Ambiente y Recursos Naturales, Víctor Uchtinger Waisman. Rúbrica. 
El secretario de Contraloría y Desarrollo Administrativo, Francisco Javier Barrio Terrazas. Rúbrica. 

Constitución Política de tos Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 69, fracción l. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 1. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 11 , fracción VI. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Artículo 31. 

ley Orgánica de ta Administración Pública Federal. 
Artículo 32 bis. 

ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Artículo 37. 

ley General de Bienes Nacionales. 
Artículo 14. 

SECRETARIA DE LA REFORMA AGRARIA. 

DECRETO por el que se abrogan, de manera total, lisa y aana, los Decretos de fecha 21 de 
octubre de 2001, publicados el 22 de octubre del mismo ano, y mediante los cuales se expropiaron 
diversas superficies a favor de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos. Presidencia 
de la Repúblíca. 

VICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me otorga el artia.ilo 89, fracción 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; y con fundamento en lo dispuesto por los artlculos 1 y 7 de la Ley Agraria: 1 y 11. fracción 
VI de la Ley Federal del Procedimiento Administrativo; y 31, 32 bis, 37 y 41 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; y 

CONSIDERANDO. 

PRIMERO. Que mediante, Decretos presidenciales pubficados en el Diario Oficial de la · 
Federación el día 22 de octubre de 2001, se expropió a diversos núcleos agrarios ubicados en los 
municipios de Texcoco, Chimatiuacán y Ateneo una superficie total de 5,391-25-54 hectáreas, de las 
cuales 3,228--05-52 serían destinadas al establecimiento, por parte de la Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, de áreas de recarga de acuiferos y a la ampliación de obras del Plan 
Lago de Texcoco, para continuar el restablecimiento del balance hidrológico del Valle de México, el 
control de la contaminación de las aguas super1iciales y los mantos acuíferos en dicha zona . 

SEGUNDO. Que en términos de lo dispuesto por los artículos 94 de la Ley Agraria; y 88 del 
Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural; la Secretaría de 
Medio Ambiente y Recursos Naturales, en su carácter de beneficiaria de la expropiación a que se 
contrae el considerando anterior, depositó ante Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal y a 
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favor de los ejidos expropiados el importe total de la indemnización correspondiente. mismo que no 
ha sido solicitado por los beneficiarios. 

TERCERO. Que los ejidos afectados en términos del primer considerando de este Decreto 
promovieron diversos Juicio de Amparo que en la actualidad se encuentran en tramite y que, al lado 
de las acciones de amparo ejercitadas por los órganos de representación de los núcleos agrarios, 
varios ejidatarios hicieron lo propio en forma individual. 

CUARTO. Que adicionalmente a lo anterior, varios ejidos iniciaron un movimiento en el que 
manifestaron, por diversas vías, su oposición a las expropiaciones referidas, por lo que el gobierno 
federal realizó diversas gestiones de carácter conciliatorio con los afectados, las que a la fecha no 
han fructíficado, situación que compromete y obstaculiza la realización oportuna del proyecto. 

QUINTO. Que la Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales, promovente de las 
expropiaciones relativas, no tomó posesión material de las supeñicies expropiadas, por lo que en la 
actualidad tos núcleos agrarios se han mantenido en posesión, goce y disfrute de dichas superficies. 

SEXTO. Que no obstante que la Administración Pública Federal fue especialmente cuidadosa 
y respetuosa del ragimen legal y reglamentario de la expropiación de bienes ejldales y comunales, las 
condiciones de hecho y de Derecho referidas en los considerandos precedentes vuelven el proyecto 
incompatible con la preservación del orden y de la paz social y, en consecuencia, la superficie de que 
se trata no ha sido utilizada para cumpfir el objeto de la expropiación. 

SÉPTIMO. Que ~I Ejecutivo Federal a mi cargo ha postulado una política eminentemente 
participativa y receptiva hada los pronunciamientos de la socíedad civil , según lo asentado en el Plan 
Nacional de DesarroUo 2001-2006, y está, asimismo, convencido de que el valor supremo de toda 
sociedad reside en la capacidad que se tenga para mantener tos vínculos de cohesión social, a fin de 
dar forma a una democracia moderna en la que las decisiones se tomen con la participación 
colectiva, he tenido a bien expedir el siguiente: 

DECRETO. 

ARTICULO PRIMERO. Se abrogan, de manera total, lisa y llana, los Decretos de fecha 21 de 
octubre de 2001. publicados en el Diario Oficial de la Federación el 22 de octubre del mismo año, y 
mediante los cuales se expropiaron diversas superficies a favor de la Secretaría de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales para el establecimiento de áreas de recarga de acuíferos y la ampliación de 
obras del Plan Lago de Texcoco y continuar el restablecimiento del balance hidrológico del Valle de 
México, el control de la contaminación de las aguas superficiales y los mantos acuíferos en dicha 
zona, que a continuación se señalan: 

Decreto por el que se expropia por causa de utilidad pública una superfteie de 311-72-00 
hectáreas de temporal de uso común e individual, de terrenos del ejido Chimalhuacán, 
municipio de Chimalhuacán, Estado de México. 

ARTICULO SEGUNDO. Quedan sin efecto todas las consecuencias de Derecho de los 
Decretos presidenciales que se abrogan y, en tal virtud: 

1. La Secretaria de la Reforma Agraria, en su carácter de autoridad ejecutora, deberá 
proceder a dejar insubsistentes los actos administrativos .que haya llevado a cabo 
para notificar, ejecutar e inscribir en el Registro Público de la Propiedad Federal, 
Registro Agrario Nacional y Registro Público de la Propiedad y de Comercio del 
Estado de México los Decretos que se abrogan. 
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2. La Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en su carácter de 
promoverte de las expropiaciones a que se contraen los Decretos que se abrogan, 
procederá a retirar del Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal el importe 
total de los depósitos de las indemnizaciones respectivas. mismo que deberá 
enterar a la tesorería de la Federación. 

3. La Secretaría de Contraloria y Desarrollo Administrativo vigilará dentro del ámbito 
de sus atribuciones el exacto cumplimiento de este Decreto. 

ARTICULO TERCERO. Publiquese el presente Decreto en el Diario Oficial de la Federación y 
notifíquese a los órganos de representación y vigilancia de los ejidos a los que se refieren los 
Decretos que se abrogan. 

TRANSITORIO. 

ARTICULO ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a 
los cinco dias del mes de agosto de dos mil dos. El Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, 
Vicente Fox Quesada. Rúbrica. La secretaria de la Reforma Agraria, Maña Teresa Herrera Tello. 
RIJbrica. El secretario de Medio Ambiente y Recursos Naturales, Vlctor Lk:htinger Waisman. RIJbrica. 
El secretario de Hacienda y Crédito PIJblico, José Francisco Gil Dlaz. Rúbrica. El secretario de 
Contraloria y Desarrollo Administrativo, Francisco Javier Barrio Terrazas. Rúbrica. 

Constitúci6n Política de los Estados Unidos MelCicanos. 
Articulo 89, fracción l. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Artículo 1. 

Ley Federal del Procedimiento Administrativo. 
Articulo 11, fracción VI. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Artículo 31. 

Ley Orgánica de la Administrac:ión Pública Federal. 
Articulo 32 bis. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Artículo 37. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Artículo 41. 

Ley Agraria. 
Articulo 1. 

Ley Agraria. 
Articulo 7. 

SECRETARIA DE LA REFORMA AGRARIA. 

DECRETO por el que se abrogan, de manera total, lisa y llana, los Decretos de fecha 21 de 
octubre de 2001, publícados el 22 de octubre del mismo año, que a continuación se señalan y 
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mediante los C\lales se expropiaron diversas superficies a favor de la Secretaria de Comunicaciones 
y Transportes. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos. Presidencia 
de la República. 

V ICENTE FOX QUESADA, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me otorga el articulo 89, fracción 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1 y 7 de la Ley Agraria; 1 y 11, fracción 
VI de la Ley Federal del Procedimiento Administrativo; y 31 , 36, 37 y 41 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; y 

CONSIDERANDO. 

PRIMERO. Que mediante Decretos presidenciales publicados en el Diario Oficiar de la 
Federación el día 22 de octubre de 2001, se expropió a diversos núcleos agrarios ubicados en los 
municipios de Texcoco, Chimalhuacán y Ateneo una superficie total de 5,391-25--54 hectáreas, de las 
cuales 2,063-20-02 serian destinadas por la Secretaria de Comunicaciones y Transportes a la 
construcción del.nuevo Aeropuerto para la Ciudad de México y sus obras complementarias. 

SEGUNDO. Que en ténninos de lo dispuesto por los artículos 94 de la Ley Agraria; .y 88 del 
Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural; la Seaetaria de 
Comunicaciones y Transportes, en su carácter de beneficiaria de la expropiación a que se contrae el 
considerado anterior, depositó ante el Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal y a favor de los 
ejidos expropiados el importe total de la indemnización correspondiente, mismo que no ha sido 
solicitado por los beneficiarios. 

TERCERO. Que los ejidos afectados en ténninos del primer consíderando de este Decreto 
promovieron diversos Juicios de Amparo que en la actualidad se encuentran en trámite y que, al lado 
de las acciones de amparo ejercitadas por los órganos de representación de los núcleos agrarios, 
varios ejidatarios hicieron lo propio en fonna indívidual. 

CUARTO. Que adicionalmente a lo anterior, varios ejidos iniciaron un movimiento en el que 
manifestaron, por díversas vias, su oposición a las expropiaciones referidas, por lo que el gobierno 
federal realizó diversas gestiones de carácter conciliatorio con los afectados, las que a la fecha no 
han fructificado, situación que compromete y obstaculiza la realización oportuna del proyecto. 

QUINTO. Que la Secretaria de Comunicaciones y Transportes, promovente de las 
expropiaciones relativas, no tomó posesión material de las superficies expropiadas, por lo que en la 
actualidad los núcleos agrarios se han mantenido en posesión. goce y disfrute de dichas superficies. 

SEXTO. Que no obstante que la Administración Pública Federal fue especialmente cuidadosa 
y respetuosa del régimen legal reglamentario de la expropiación de bienes ejidales y comunales, las 
condiciones de hecho y Derecho referidas en los considerandos precedentes vuelven el proyecto 
incompatible con la preservación del orden y de la paz social y, en consecuencia, la supeñlde de que 
se trata no ha sido utilizada para cumplir el objeto de la expropiación. 

S~PTIMO. Que el Ejecutivo Federal a mi cargo ha postulado una politica eminentemente 
participativa y receptiva hacia los pronunciamientos de la sociedad civil, según lo asentado en el Plan 
Nacional de Desarrollo 2001-2006 y está, asimismo, convencido de que el valor supremo de toda 
sociedad reside en la capacidad que se tenga para mantener los vínculos de cohesión social, a fin de 
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dar forma a una democracia moderna en la que las decisiones se tomen con la participación 
colectiva. he tenido a bien expedir el siguiente: 

DECRETO. 

ARTICULO PRIMERO. Se abrogan, de manera total, lisa y llana. los Decretos de fecha 21 de 
octubre de 2001 , publicados en el Diario Oficial de la Federación el 22 de octubre del mismo al\o que 
a continuación se señalan y mediante los cuales se expropiaron diversas superficies a favor de la 
Secretaria de Comunicaciones y Transportes para destinarlas a la construcción del nuevo Aeropuerto 
de la Ciudad de México y sus obras complementarias: 

Decreto por el cual se expropia por causa de utilidad pública una superficie de 1,054-79-35 
hectáreas de riego y temporal de uso común e individual, de terrenos del ejido San Salvador 
Ateneo, municipio de Ateneo, Estado de México. 

ARTICULO SEGUNDO. Quedan sin efecto todas las consecuencias de Derecho de los 
Decretos presidenciales que abrogan y, en tal virtud: 

1. La Secretaría de la Reforma Agraria, en su carácter de autoridad ejecutora, deberá 
proceder a dejar insubsistentes los actos administrativos que haya llevado a cabo 
para notificar, ejecutar e inscribi' en el Registro Público de la Propiedad Federal, 
Registro Agrario Nacional y Registro Púb~co de la Propiedad y de Comercio del 
Estado de México los Decretos que se abrogan. 

2. La Secretaria de Comunicaciones y Transportes, en su carácter de promovente de 
las expropiaciones a que se contraen los Decretos que se abrogan, procederá a 
retirar del Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal el importe total de los 
depósitos de las indemnizaciones respectivas. mismo que deberá enterar a la 
tesorería de la Federación. 

3. La Secretaría de Contraloria y Desarrollo Administrativo vigilará dentro del ámbito 
de sus atribuciones el exacto cumplimiento de este Decreto. 

ARTICULO TERCERO. Publlquese el presente Decreto en el Diario Oficial de la Federación y 
notifiquese a los órganos de representación y vigilancia de los ejidos a los que se refieren los 
Decretos que se abrogan. 

TRANSITORIO. 

ARTICULO ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a 
los cinco dias del mes de agosto de dos mil dos. El Presidente de. los Estados Unidos Mexicanos, 
V1cente Fox Quesada. Rúbrica. La secretaria de la Reforma Agraria, María Teresa Herrera Tello. 
Rúbrica. El secretario de Comunicaciones y Transportes, Pedro Cerisola y Weber. Rúbrica. El 
secretario de Hacienda y Crédito Púbfico, José Francisco Gil Díaz. Rúbrica. El secretario de 
Contraloría y Desarrollo Administratívo, Francisco Javier Barrio Terrazas. Rúbrica. 

Constítuci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Articulo 89, fracción l. 

ley Federal del Procedimiento Administrativo. 



Articulo 1. 

Ley Federal del Procedimiento Admm1stra11110 
Articulo 11, fracción VI. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal 
Artículo 31 . 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 
Articulo 36 

Ley Orgánica de la Administratlón Púbhca Federal 
Artículo 37. 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal 
Articulo 41 

Ley Ag.raña . 
Articulo 1. 

Ley Agraria. 
Artículo 7. 
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